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Lista de Acrónimos

AMWAE  Asociación de Mujeres Waorani del Ecuador 
CAOI Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas
CDES Centro de Derechos Económicos y Sociales 

CICAME Centro de Investigación cultural de la Amazonia ecuato-
riana

CIDH Corte Interamericana de Derechos Humanos
CONAIE Confederación de Nacionalidades indígenas del Ecuador 

CONFENAIE Confederación de Nacionalidades indígenas de la Ama-
zonía

CTI Circunscripciones Territoriales Indígenas
CGC Compañía general de combustibles
ECUARUNARI Confederación de Nacionalidades Kichwa del Ecuador

FCUNAE/UNAE Federación de Comunas, unión de nativos de la Amazo-
nía

FDA Frente de Defensa de la Amazonía

FICCKAE Federación Interprovincial de comunas y comunidades 
Kichwa de la Amazonía

FLACSO Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 

IERAC Instituto ecuatoriano de reforma agraria y de coloniza-
ción 

IIRSA Iniciativa para la integración de la infraestructura regio-
nal de América del Sur 

ILV Instituto Lingüístico de Verano 



Sofia Cevallos Vivar

10

INCRAE Instituto Nacional de colonización de la región amazóni-
ca 

ITT Ishpingo, Tambococha y Tiputini 
NAWE Nacionalidad Waorani del Ecuador 
OEA Organización de Estados Americanos 
OIT Organización Internacional del Trabajo 
OMD Objetivos del Milenio para el desarrollo 
ONHAE Organización de la nacionalidad Huaorani del Ecuador 
ONWO Organización de la Nacionalidad Waorani de Orellana
ONU Organización de las Naciones Unidas 
PIA Pueblos indígenas en Aislamiento
PNY Parque Nacional Yasuní
RAE Región Amazónica del Ecuador 
RSE Responsabilidad social de las empresas 
SENPLADES Secretaría Nacional de planificación y desarrollo 

UNESCO Organización de las Naciones Unidas para la educación, 
la ciencia y la cultura 

ZITT Zona Intangible Tagaeri-Taromenane 



11

Introducción

Este libro1 aborda los procesos de resistencia y de organización de 
los pueblos indígenas Kichwa y Waorani, frente al avance de las 
políticas extractivistas implementadas en Ecuador entre los años 

2008 y 2018. El estudio se centra en el territorio del Parque Nacional 
Yasuní (PNY), ubicado en la Amazonía ecuatoriana, entre las provincias 
de Orellana y de Pastaza, lugar de asentamiento de estos pueblos y de los 
grupos en aislamiento, los Tagaeri y Taromenane.

Mi interés por realizar este estudio surge en el año 2007, cuando el 
entonces presidente del Ecuador, Rafael Correa (2007-2017) hace oficial 
la iniciativa para dejar inexplotado el petróleo de los campos Ishpingo, 
Tambococha y Tiputini (ITT), situados al interior del Parque Yasuní. 
Presentada por el mismo presidente ante la Asamblea General de las 
Naciones Unidas -ONU-, la entonces llamada “Iniciativa Yasuní-ITT” 
tenía como objetivos principales, conservar la biodiversidad amazónica, 
luchar contra el cambio climático, y proteger la vida de los pueblos 
indígenas que viven en esta zona. Su implementación permitiría además 
iniciar un proceso de cambio de la matriz económica y energética del país 

1	  Este trabajo está basado en mi tesis doctoral titulada “Senti-pensar con la selva: luttes pour 
le territoire, l’autonomie et l’auto-détermination dans le contexte du Sumak Kawsay. Le cas des 
peuples Kichwa et Waorani du Yasuní”, defendida en junio del 2019 en la Escuela de Altos 
Estudios en Ciencias Sociales de Paris. Su realización es posible gracias al finaciamiento 
del Programa 2020 de Investigación e Innovación de la Unión Europea, beca post-doctoral 
Marie Sklodowska- Curie, bajo el acuerdo No. 101023047. 

	 * Agradezco a Fabian Cevallos Vivar por la lectura atenta y los comentarios, fundamentales 
para la culminación de esta obra.
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con el fin de adoptar una economía “post-petrolera” dando paso al uso 
de fuentes de energía alternativas y renovables.

Percibida inicialmente como una de las propuestas más innovadoras 
de los últimos tiempos en materia de preservación ambiental, la Iniciativa 
Yasuní- ITT hacía eco de otras transformaciones que tenían lugar en esta 
época en Ecuador. Tal es el caso de la transformación de la Constitución 
de la República del Ecuador, incluyéndose dentro de su preámbulo “la 
creación de un Estado Plurinacional e Intercultural” así como la búsqueda 
del “Sumak Kawsay o Buen Vivir de la población”, ambos, fundamentos 
políticos y filosóficos que orientarían el devenir de la nación. Esta 
Carta política también incluiría en el título 2, capítulo 4 (arts. 56-60), 
los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas, campesinos, 
montubios y afro-descendientes: a la auto-determinación; al goce de 
tierras y territorios; al uso, la administración y la conservación de los 
recursos, a la consulta previa, libre e informada; al acceso a la educación 
y a la salud intercultural; a la preservación de la identidad, de la cultura 
y de sus formas de organización política, entre otros, extendiendo con 
ello el alcance de la Constitución ecuatoriana de 1998 y confirmando los 
acuerdos internacionales como la Convención 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo -OIT- y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas de las cuales el país 
es signatario. Además, la Constitución ecuatoriana del 2008 incluiría 
los llamados Derechos de la Naturaleza (Art. 7), convirtiéndose en la 
primera Constitución del mundo en hacer este tipo de reconocimientos, 
representando una ruptura con la perspectiva antropocéntrica de la 
legalidad moderno-occidental que establece que los derechos deben 
pertenecer únicamente a las personas en su calidad de sujetos con 
capacidad de explotar la naturaleza.

El conjunto de transformaciones políticas y jurídicas daban cuenta 
de un intento desde el Estado por transformar las estructuras políticas, 
jurídicas, económicas y sociales en el país, respondiendo con ello a 
algunas de las demandas históricas de las organizaciones indígenas del 
país. Sin embargo, un cambio de orientación en la política gubernamental 
tuvo lugar en los años subsiguientes a la declaratoria Constitucional. En el 
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año 2013, el gobierno nacional anunciaba el término de la Iniciativa- ITT 
y con ello, daba paso a la explotación del Parque Yasuní. La falta de apoyo 
de la comunidad internacional y la necesidad de recursos económicos 
para financiar el desarrollo del país fueron los argumentos presentados 
por el ex -presidente Rafael Correa cuando anunciaba su decisión de dar 
paso a la explotación petrolera en esta área. 

La decisión suscitó entonces múltiples reacciones a nivel 
internacional y nacional frente a lo que diversas organizaciones 
indígenas y ecologistas percibieron como un retroceso en el ámbito del 
reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas y de los derechos 
de la naturaleza. La concesión de otros territorios a empresas nacionales 
y extranjeras para la explotación sobre todo minera y petrolera, reflejaba 
el afán del gobierno nacional de dar continuidad al modelo de desarrollo 
extractivista, en el seno de un país históricamente identificado en el marco 
del sistema económico mundial como país proveedor de materias primas. 

Esta decisión hacía eco de otras decisiones tomadas a lo largo de 
la historia de existencia del PNY y de la Amazonía ecuatoriana. A finales 
de la década de 1970, en respuesta a las demandas de las organizaciones 
indígenas y ecologistas del país, el gobierno ecuatoriano declara la 
creación del Parque Nacional Yasuní y del Área Protegida dentro del 
mismo, con una superficie aproximada de 6.797,30 km2 (Decreto 0322). 
La declaratoria que tenía como objetivo principal de mantener la zona 
en su “condición natural” mediante su conservación, no fue claramente 
delimitada al momento de su creación, dejando abierta la posibilidad 
de que el Estado ecuatoriano mantenga el acceso a los recursos de la 
misma y modifique en cualquier momento sus límites para una eventual 
explotación (Rivas y Lara, 2021).

En efecto, unos años más tarde, en 1985, el Estado ecuatoriano 
concede el bloque petrolero n°16 (cf. mapa 1) a la empresa norteamericana 
Cononaco. Los bloques petroleros 14 y 17 vecinos al bloque 16, son 
adjudicados sucesivamente. En 1989 el Parque es reconocido como 
Reserva Mundial de la Biosfera por la UNESCO. Ese mismo año, la 
“Corporación para la Defensa de la Vida” -CORDAVI- presenta una 
denuncia contra los ministerios que habían otorgado derechos de 



Sofia Cevallos Vivar

14

exploración y explotación en el PNY a la empresa Cononaco. La respuesta 
del Estado ecuatoriano fue modificar los límites del Parque, reduciéndolo 
a un área de 5.447,30 km² y excluyendo del área protegida las zonas donde 
se encontraban los bloques petroleros adjudicados (Almeida y Proaño, 
2008). Unos meses más tarde, en octubre de 1990, el Tribunal de Garantías 
Constitucionales de Ecuador ratificó el carácter protegido del PNY, pero 
las presiones de las empresas petroleras Cononaco y Occidental llevaron 
a la anulación de esta decisión. 

Una segunda modificación de los límites del PNY tuvo lugar en 
1992 para “compensar la fragmentación territorial” que se produjo con 
la declaración de 1990. Según el Decreto Ministerial del 16 de mayo de 
1992, el área del Parque se extendía a 9.820 km², hasta el río Curaray en 
la provincia de Pastaza (Fontaine y Narváez, 2007), con el objetivo de 
reconocer los asentamientos de las comunidades Waorani y para preservar 
los ecosistemas amazónicos. Sin embargo, este Decreto no impidió la 
construcción de la carretera Maxus dentro del Yasuní, la misma que 
rápidamente se convertiría en centro de asentamiento de algunas familias 
Waorani. 

Así mismo, en 1999, el Estado ecuatoriano declaró la llamada “Zona 
Intangible Tagaeri Taromenane (ZITT)” en respuesta a la recomendación 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos -CIDH- de tomar 
medidas preventivas para la protección de los pueblos en aislamiento 
Tagaeri y Taromenane. En esta ocasión, 10 km² fueron declarados como 
“zona de amortiguamiento”, un área de conservación adicional en donde 
quedaba “vedada a perpetuidad todo tipo de actividad extractiva”. Sin 
embargo, como para el caso del Parque Nacional y del territorio del 
pueblo Waorani, ningún tipo de estudio antropológico fue realizado 
para la delimitación de esta nueva área. En estos procesos, tampoco 
fue considerada la participación de las poblaciones locales, dando lugar 
a un sin número de conflictos en un área donde históricamente se ha 
privilegiado a los intereses corporativos sobre los territorios y la vida de 
los pueblos que la habitan. 

Esta “alienación del espacio” (Ortiz, 2012), llevada a cabo a través 
del establecimiento de límites y de la división territorial en “bloques” 
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petroleros al interior del Yasuní, dio lugar al desplazamiento, la expulsión 
y la reubicación, en la mayoría de los casos forzada, de la población 
local. Con ello, el Estado ecuatoriano liberó ciertos territorios ricos en 
recursos anulando la presencia dentro de diferentes pueblos dentro 
de los mismos. La implementación de actividades extractivas provocó 
y continúa provocando un sin número de violencias asociadas no 
solamente a la desposesión territorial, sino también al quebrantamiento 
de la organización social de las comunidades, así como de las relaciones 
materiales y espirituales que estos pueblos tejen con sus territorios. 

Los conflictos entre el Estado y las comunidades se ven intensificados 
en contextos en los que la sobrevivencia se hace cada vez más difícil 
en territorios que son bruscamente ocupados, saqueados y que luego 
de ser explotados, son abandonados. El conflicto se ve intensificado así 
mismo, cuando las comunidades indígenas se enfrentan a la ambigüedad 
de la legislación nacional en materia ambiental y en lo referente a los 
derechos de los pueblos indígenas. La anulación de la Iniciativa Yasuní-
ITT y el comienzo de las actividades de explotación en esta área del 
Yasuní a partir del 2013, eran una muestra más de esta ambigüedad y de 
la permanencia de un modelo de desarrollo que violenta la vida de los 
pueblos y nacionalidades indígenas, campesinos y afrodescendientes.

Tal es el caso del derecho a la Consulta previa, libre e informada 
establecido inicialmente en la Constitución ecuatoriana de 1998 y 
reiterado en la Carta política del 2008. Según este derecho, los pueblos 
y nacionalidades indígenas deben ser debidamente consultados de 
manera previa a la realización de cualquier tipo de actividad que pueda 
afectarlos. El derecho a la consulta implica también la obtención del 
consentimiento de las comunidades indígenas sobre estas actividades, 
así como con relación a las condiciones para la realización de las mismas 
sobre sus territorios. Como veremos más adelante, para el caso de las 
comunidades del Yasuní, ningún proceso de consulta fue realizado. 
Las llamadas “reuniones de información y socialización de proyectos”, 
organizadas por los representantes de la empresa estatal después de 
anulación de la Iniciativa Yasuní-ITT, identificaron por su parte, un sin 
número de irregularidades en el proceso: actas firmadas por miembros 
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de las comunidades ausentes en estas reuniones; el uso de un lenguaje 
inaccesible para las comunidades; acuerdos adoptados por los presidentes 
de las comunidades, reunidos previamente y a puerta cerrada con los 
directivos de las empresas petroleras. Al tiempo que esto ocurría, diversos 
proyectos eran puestos en marcha en el Yasuní con el fin de “compensar” 
a las poblaciones por los daños causados por la explotación petrolera. 
La propuesta estatal de redistribuir los ingresos provenientes de la 
comercialización de petróleo a través, por ejemplo, de la construcción 
de grandes infraestructuras y de rutas de acceso, implicaba una nueva 
configuración de los espacios, de las temporalidades, y en general, de las 
formas de vida de las comunidades, en los mismos términos desarrollistas 
que definieron durante estos años a la perspectiva estatal y a su proyecto 
de construcción del Buen Vivir. 

Estos hechos me llevaron a cuestionarme sobre la política 
ecuatoriana relativa a los pueblos indígenas y a sus territorios, con 
la intención de comprender su incidencia y sus implicaciones para 
los pueblos y los territorios del Yasuní: ¿Cuál era el sentido de las 
transformaciones políticas y jurídicas que habían tenido lugar a inicios 
de siglo en Ecuador? ¿Cuáles serían los impactos de las mismas para 
los pueblos indígenas, tomando en cuenta la historia de racismo y de 
colonialidad que han prevalecido en las estructuras sociales del país? ¿Qué 
significaban estas transformaciones en términos de reconocimientos y de 
reparaciones para los pueblos y para los territorios del Yasuní? 

Nota Metodológica 

La investigación que dio lugar a este libro se concentra en el 
período comprendido entre los años 2007-2018 caracterizado por un 
conjunto de transformaciones políticas y jurídicas, en particular por la 
declaratoria de una nueva Constitución Política en Ecuador que incluyó la 
Plurinacionalidad, la Interculturalidad, el Sumak Kawsay y los Derechos 
de la Naturaleza. Lo que me interesaba inicialmente, era observar las 
incidencias de estas transformaciones en la vida y la organización, 
en particular de los pueblos Kichwa y Waorani ubicados en el Parque 
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Nacional Yasuní, territorio objeto de la mencionada Iniciativa Yasuní-
ITT. A medida que avanzaba mi investigación y que me aproximaba de 
las comunidades, el trabajo etnográfico me iba mostrando la importancia 
de articular estas transformaciones con los procesos de organización 
de estos pueblos, con las memorias de lucha y de resistencia de estos 
hombres y mujeres habitantes del territorio del Parque y sin los cuales, 
el devenir de la región Amazónica hubiera sido otro. La organización y 
lucha de estos pueblos había permitido no solo preservar el medio físico 
y social amazónico; al mismo tiempo, esta lucha estaba acompañada 
del cuestionamiento de los discursos oficiales sobre los derechos, sobre 
el desarrollo y la modernidad, entendidos desde la lógica estatal y 
capitalista transnacional. Era este acercamiento el que permitiría entender 
aspectos claves de la lucha social y ambiental vinculada a una historia de 
reivindicaciones de los pueblos indígenas, a su creatividad y su innovación 
permanente en términos de accionar su movilización, así como también 
a nivel conceptual en la construcción de paradigmas alternativos que 
implican una multiplicidad de formas de conocer y de actuar en el mundo. 

El trabajo etnográfico que dio lugar a este libro fue desarrollado en 
varias fases. Una primera, desarrollada entre diciembre del 2012 y febrero 
del 2013, permitió percibir en particular los efectos de las actividades 
petroleras sobre el territorio del Yasuní. Contaminación del agua, del 
aire y del suelo; pérdida de la biodiversidad de la zona; enfermedades 
diversas en la población; alcoholismo; intensificación de la violencia 
contra las mujeres; militarización del territorio; división y transformación 
de la organización comunitaria, eran algunos de los efectos a menudo 
señalados por las comunidades. Ocho meses más tarde, en octubre del 
2013, luego de que el gobierno haya hecho pública la decisión de explotar 
el Yasuní, tuve la oportunidad de volver al Parque por dos meses y 
constatar que varios problemas se habían agravado, en especial en la zona 
del ITT, donde las comunidades de la zona empezaban a hacer frente a los 
problemas vinculados al proceso de exploración del suelo y a la apertura 
de una ruta de acceso en donde se instalaría el campamento petrolero. Las 
instalaciones petroleras se multiplicaban también en otras áreas cercanas 
al Parque, esto según sus pobladores, sin que el Estado ecuatoriano haya 
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efectuado el proceso de consulta, ni obtenido el consentimiento de las 
comunidades. El caso del asesinato de los ancianos Waorani Ompure 
y Buganey, en marzo del 2013, por parte de un grupo de indígenas en 
aislamiento y los posteriores intercambios violentos entre estos grupos, 
revelaba la situación de tensión instalada en el Yasuní en esa época. Este 
hecho se producía al mismo tiempo que se avanzaba con los planes de 
exploración petrolera en el área del ITT. Mi propósito era observar cómo 
las comunidades indígenas asentadas en el área percibían las actividades 
petroleras y las incidencias que estas tenían sobre su organización socio-
política y territorial. Con la finalidad de hacer una observación más 
detallada de los procesos de organización comunitaria y también por las 
facilidades de acceso a ciertas áreas, concentré el trabajo de investigación 
en el territorio de tres comunidades, la comunidad Kichwa de Llanchama 
y en la comunidad Waorani de Kawimeno y Bameno, a donde retorné 
por periodos de 2 y 3 meses en 2015 y 2016. 

Los estudios relativos a los impactos ambientales derivados de la 
explotación petrolera han minimizado la importancia de los mismos 
argumentando, por un lado, el uso de tecnologías “limpias y eficientes” por 
parte de las empresas extractivistas y, por otro lado, la puesta en marcha 
de políticas de “responsabilidad social” como forma de compensación 
a las comunidades y territorios en donde se desarrolla la extracción. 
Adoptadas desde los años 1990, estas políticas, sin embargo, no han 
motivado una transformación mayor de los mecanismos de intervención 
de las empresas petroleras o mineras en los territorios en cuestión. En 
Ecuador, los llamados “Planes de Desarrollo Comunitario” basados ​​en la 
asignación de compensaciones a las comunidades indígenas, en particular 
de infraestructuras, alimentos, vestimenta y otros objetos, reproducen 
como veremos, algunas dinámicas paternalistas y asistencialistas de 
épocas anteriores, perpetuando las desigualdades económicas y sociales 
que condicionan las relaciones de poder al interior del Parque. A menudo 
basados en el clientelismo y la corrupción, estos mecanismos han sido 
considerados por las empresas petroleras como formas de constituir 
vínculos, de establecer acuerdos y alianzas con algunos miembros de las 
comunidades, con el fin de facilitar la implementación de los proyectos 



Luchas por el territorio, la autonomía y la autodeterminación en el contexto del Sumak Kawsay en el Yasuní, Amazonía Del Ecuador

19

extractivos (Narváez, 1996; Rival, 2015). Sin embargo, en los últimos 
años, estos mecanismos también han abierto las posibilidades de 
negociación de los términos y condiciones de acceso a los recursos de los 
territorios, suscitando espacios para la participación de las comunidades 
y permitiendo la expresión de sus perspectivas, opiniones y proyectos 
relativos a sus territorios y al modelo de desarrollo que aspiran para 
sus pueblos. En efecto, el carácter instrumental de estas negociaciones, 
nos invita a considerarlas en la actualidad, como espacios que permiten 
permanentemente la redefinición del poder, retomando nociones de 
territorio, de territorialidad, de autonomía y el pensar en estrategias 
políticas organizativas que puedan facilitar el ejercicio de los derechos 
de los pueblos indígenas. 

La necesidad de comprender los diversos cambios en curso en 
el Yasuní, vinculándolos a los procesos organizativos de los pueblos 
indígenas se acentuó aún más cuando retorné al campo en el 2013. El 
inicio de las actividades de exploración de los campos petroleros de ITT, 
luego de que el presidente decretara el fin de la iniciativa Yasuní ITT, 
provocó una serie de conflictos, en razón de la violación de los derechos 
de los pueblos indígenas y en particular, del derecho a la Consulta previa, 
libre e informada. De hecho, este proceso, según las comunidades de 
la zona, nunca tuvo lugar como expresa la ley, de manera previa a la 
intervención de las empresas extractivas en los territorios. 

Sin embargo, en este mismo período, las comunidades Kichwa y 
waorani se movilizaban cada vez más para responder a las tentativas de 
anular sus derechos. A mi llegada al territorio del Parque, me enteraba 
sobre los diferentes procesos de resistencia en curso en el Yasuní, entre 
ellos: la organización de una “Consulta propia” por parte de la comunidad 
Kichwa de Llanchama; las denuncias de los habitantes de la zona de 
Pañacocha y sus pedidos de indemnización para las comunidades por 
los daños ya ocasionados por la explotación petrolera;  la resistencia de 
un líder waorani, quien impedía el acceso a su territorio a través de la 
instalación de una cadena a la entrada de su comunidad; la ardua lucha 
de Penti, líder de la comunidad de Bameno para proteger su territorio 
a través del desarrollo de un proyecto de turismo comunitario; la 



Sofia Cevallos Vivar

20

organización y alianzas creadas por las mujeres de algunas comunidades 
con organizaciones femeninas de otros pueblos indígenas amazónicos. A 
través de estas y otras estrategias de organización, las comunidades del 
Yasuní se movilizaban para defender sus territorios, para ratificar sus 
derechos y reafirmar sus culturas e identidades, contestando, al mismo 
tiempo la noción de desarrollo que había sido históricamente impuesta 
en sus territorios.  

El conjunto de eventos ocurridos a lo largo de estos años en 
Ecuador y el trabajo con las comunidades del Yasuní me llevaron a colocar 
en el centro de mis reflexiones un elemento clave: las implicaciones 
del proyecto de “integración” de los pueblos indígenas a la “nación 
ecuatoriana” y la manera cómo la inscripción de la Plurinacionalidad, 
de la Interculturalidad y del Sumak Kawsay incidiría en este proyecto, 
tomando en cuenta la historia de racismo y de exclusión de los pueblos 
indígenas, campesinos y afrodescendientes en Ecuador. 

Estos cuestionamientos me llevaron a interrogarme al mismo 
tiempo, sobre el marco teórico y metodológico adecuados para analizar 
una realidad tan compleja como la de los pueblos y los territorios indígenas 
de la región Amazónica confrontados a múltiples procesos extractivistas. 
En el camino, me aproximé de algunos trabajos de la antropología 
política, de la ecología política, de corrientes críticas del pensamiento 
social latino-americano y de los estudios feministas y decoloniales. En 
términos metodológicos, las contribuciones de investigaciones feministas, 
post-coloniales y decoloniales me parecieron los más apropiados para 
abordar la temática, puesto que éstos nos incitan a pensar en el papel que 
tenemos, en cuanto investigadores sociales, de elaborar análisis partiendo 
de la identificación de las experiencias plurales de nuestros interlocutores, 
acordes a los diferentes contextos y espacios en donde trabajamos. Una 
investigación que parta de “abajo hacia arriba”, es decir, a partir de 
narrativas situadas, desde las experiencias, las voces y las perspectivas 
de los grupos sociales implicados en el problema de la investigación. 
Esta perspectiva permite “descentrar” el análisis, con el fin de relocalizar 
o resituar el problema de investigación (Harding, 1998; Shiva y Mies, 
1998; Mohanty, 2008). De la misma forma, estas perspectivas nos llevan 
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a cuestionar el posicionamiento del investigador y su poder de “objetivar” 
la realidad estudiada, permitiéndole ser sujeto activo, susceptible 
de transformar(se) a través de su investigación. La relocalización del 
problema de investigación ha sido, en este sentido, un ejercicio para 
analizar fenómenos sociales que requieren de una explicación para las 
personas o grupos sociales implicados en un problema, puesto que “no 
existe problema si no hay una persona (o grupo de personas) que define 
y que afronta ese problema” (Harding, 1998). 

En este ejercicio de “descentramiento” del análisis fueron surgiendo 
otras cuestiones e interrogantes vinculadas al trabajo de investigación 
en la Amazonía: entre ellas, la necesidad de identificar la historia de 
subalternización (Spivak, 1998) de estos pueblos, observando a la vez los 
efectos del colonialismo y de la modernidad (Lander, 2012; Escobar, 1997) 
sobre la constitución de los cuerpos, de las racionalidades, de los espacios 
y de los tiempos en sociedades complejas y heterogéneas. Esto quiere 
decir, considerar también la existencia de identidades tanto individuales 
como colectivas que pueden manifestarse contradictorias o fragmentadas 
en función de sus experiencias. La fragmentación de las identidades 
no está en discordancia con la constitución de un sujeto político. Por 
el contrario, este sujeto político es mucho más sensible, dinámico y 
posee una capacidad creadora susceptible de transformar la realidad 
social en función de experiencias del pasado y de una visión particular 
del futuro. Estas sociedades están constituidas por una diversidad de 
relaciones sociales, de modos de producción y de organización, de 
concepciones del mundo, del tiempo, del espacio y de lenguajes, en donde 
las contradicciones y el dialogo permiten un movimiento de ideas, de 
creatividad y de resistencia permanente.

Por fin, una propuesta metodológica diferente que busque identificar 
aquello que interesa a los pueblos indígenas debe tomar en cuenta las 
preguntas que emergen en el cotidiano de estos pueblos, al mismo tiempo 
que debe establecer un vínculo con las posibilidades de transformar sus 
condiciones de vida y de resistir frente a los diferentes proyectos que 
amenazan su autonomía y su auto-determinación. Este trabajo buscó así 
señalar la importancia de “senti-pensar” (Fals Borda, 2009; Escobar, 2016) 
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lo que observamos, de salir de los marcos tradicionales de la investigación 
y escuchar lo que hay de más profundo en las miradas, en las prácticas, en 
los pensamientos de las personas, en el marco de un trabajo abierto a una 
pluralidad de voces, de experiencias, de perspectivas y de formas de vida. 

La co-construcción de conocimientos con las comunidades 
indígenas del Yasuní se volvió fundamental en una investigación que tuvo 
como finalidad contribuir con la “descolonización de las ciencias”, a través 
de la restitución del lenguaje de los pueblos indígenas de manera que 
esta pueda constituir un modo de resistencia a partir de la reinscripción 
de sus propios nombres (Tuhiwai Smith, 2015). El movimiento de 
“descolonización de las ciencias” fue asumido en este estudio como un 
desafío y un compromiso dirigido a transmitir de la manera más concreta 
posible los diferentes lenguajes y expresiones de mujeres y hombres 
indígenas, a partir de sus experiencias y vivencias desarrolladas dentro 
de este “campo de poder” que constituye actualmente el Parque Yasuní. 

Finalmente, cabe señalar que el análisis propuesto en este libro 
busca articular -antes que comparar- los relatos de los pueblos Kichwa y 
Waorani, habitantes del territorio del Parque Nacional Yasuní. Considero 
que este acercamiento permite percibir no sólo los aspectos claves de su 
lucha por la autonomía y la autodeterminación, sino también la forma 
en que estos pueblos construyen permanentemente un paradigma de 
“desarrollo” diferente, involucrando múltiples elementos que definen 
realidades mucho más ricas y complejas que cualquier intento de 
teorización o conceptualización del mismo. Este estudio busca así señalar 
las múltiples posibilidades de conocer y estar en el mundo de grupos que 
durante siglos han sido excluidos y marginalizados frente a la primacía de 
un pensamiento y una cultura nacional dominante, pero quienes, gracias 
a su dinamismo y organización, han sabido preservar la vida en el Yasuní.

***
 

El presente texto está dividido en 4 capítulos. En el primer capítulo, 
hago un recorrido por la historia de la región amazónica del Ecuador y 
en particular del territorio del Parque Nacional Yasuní, tomando como 
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referencia las diferentes etapas de “integración” del mismo a la economía 
nacional. Este recorrido permitirá entender el contexto amazónico 
de violencia y destrucción vinculados a la impulsión de proyectos 
extractivistas en este territorio. Este apartado también abordará la manera 
cómo los discursos de “desarrollo” y de “modernización” movilizados 
por el Estado y por las empresas, han estado acompañados de decisiones 
jurídico-administrativas que han tendido a excluir aún más a los pueblos 
y nacionalidades indígenas. 

En el segundo capítulo, me concentraré en los impactos vinculados 
a la explotación de recursos sobre el territorio y sobre la vida de los 
pueblos indígenas Kichwa y Waorani del Yasuní. La desposesión 
territorial; el desplazamiento de las comunidades; los cambios a nivel 
de las economías de subsistencia de estos pueblos; la migración hacia 
la ciudad; el recrudecimiento de la violencia, particularmente hacia 
las mujeres indígenas, son algunos de los impactos de esta actividad, 
desarrollada particularmente desde los años 60 en este territorio. El 
objetivo de este capítulo es retomar ciertas memorias y experiencias 
comunitarias de sufrimiento y de injusticia sentidas por las comunidades, 
aquellas que permiten entender su historia de lucha y de movilización. 

El tercer capítulo estará enfocado en la historia reciente de estos 
pueblos, en correspondencia con el contexto socio-político particular por 
el que atraviesa el país desde los años 2000. Se trata principalmente del 
conjunto de transformaciones jurídicas que dieron lugar a la inscripción 
de una nueva Constitución Política en Ecuador (2008), que inscribe 
la Plurinacionalidad, la Interculturalidad, los derechos de los pueblos 
indígenas y los Derechos de la Naturaleza. Este capítulo, también analiza 
en detalle la llamada “Iniciativa Yasuni-ITT” y vinculada a ésta, la noción 
de Sumak Kawsay o Buen Vivir, propuesta por el movimiento indígena 
ecuatoriano a inicios del siglo XXI, en tanto que alternativa al modelo 
económico, político y social vigente en Ecuador. 

El cuarto y último capítulo estará consagrado a los procesos de 
resistencia de los pueblos Kichwas y los Waoranis del Yasuní frente al 
avance del extractivismo petrolero durante el periodo que comprende 
la inscripción de la Constitución ecuatoriana hasta el año 2019, cuando 



Sofia Cevallos Vivar

24

defendí la tesis doctoral que dio origen a este libro. Este capítulo retomará 
algunos testimonios y experiencias de miembros de las comunidades 
afectadas por el extractivismo en el Yasuní, con el fin de señalar cómo 
la explotación de recursos, y especialmente la actividad petrolera, 
ha marcado sus trayectorias y el marco local y regional en el cual se 
refuerza la organización comunitaria. Este capítulo busca señalar algunas 
particularidades de la lucha de los pueblos indígenas en Ecuador, 
tomando en cuenta las perspectivas que oponen en la actualidad a la 
visión extractivista, objetificadora que el Estado atribuye a los territorios 
y a los pueblos indígenas, de las representaciones materiales, simbólicas 
y espirituales que los pueblos indígenas tienen de los territorios. Para 
cerrar este libro, retomaré algunas definiciones de los pueblos Kichwa 
y Waorani del Yasuní relativas a la noción del Buen Vivir, teniendo en 
cuenta su origen Kichwa “Sumak Kawsay” y Waorani “Waponi”. Este 
capítulo nos permitirá retornar al objetivo principal este trabajo, es decir, 
el de reconocer los “senti-pensares” de los Kichwa y los Waorani con 
relación al territorio y sus perspectivas con relación al poder, al desarrollo, 
a la autonomía y a la auto-determinación. 

De hecho, el largo ciclo violento de explotación de recursos en la 
Amazonía norte del Ecuador, también presenció movimientos creativos 
durante los cuales diversas subjetividades y racionalidades resistieron 
y se reinventaron. A pesar de que la literatura oficial y las estadísticas 
nos indican a menudo lo difícil que puede ser la vida en la Amazonía y 
la pobreza de sus habitantes, estos nos abren importantes caminos para 
percibir la dimensión creativa y la inagotable experiencia de conocer, 
de actuar, de reflexionar y resistir a los intentos constantes por cerrarles 
ojos, bocas y caminos hacia la autonomía.
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Capitulo 1

Colonialismo, desarrollo y extracción en la 
Amazonía ecuatoriana: una breve historia

La comprensión de los actuales procesos de articulación de los 
pueblos y nacionalidades indígenas amazónicos requiere abordar 
la historia social, política, económica y ambiental de la región 

caracterizada por un sin número de transformaciones vinculadas a los 
proyectos de extracción de recursos naturales que han tenido lugar en 
la misma. 

Este primer capítulo presenta elementos clave de esta historia, 
introduciendo al territorio del Parque Yasuní y a los pueblos Kichwa y 
Waorani2 que habitan en el mismo. El análisis se centra en el período 
correspondiente al desarrollo de las actividades petroleras en la Amazonía. 
Desde la década de 1940, la región es codiciada por empresas petroleras, 
nacionales y extranjeras. A pesar de diversas leyes y reglamentos relativos 
a la preservación del medio ambiente y de los derechos de los pueblos 
indígenas, los proyectos extractivistas se han impuesto, configurando 
el medio físico y social en este territorio que constituye cerca del 47% 

2	  En este trabajo, hemos escogido la forma de escritura con W, Waorani mayoritariamente 
utilizada por las comunidades con las que se realizó este trabajo. Sin embargo, es impor-
tante mencionar el uso recurrente del término Huaroani y de otras transcripciones fonéticas 
internacionalmente aceptadas tales como Waodäni. Las citas y referencias bibliográficas de 
este texto, han respetado la escritura escogida por cada autor. 
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del territorio ecuatoriano (Larrea, Larrea y Bravo, 2009). Tanto el 
territorio como las comunidades indígenas amazónicas se han visto 
afectadas por la economía extractivista que ha transformado el espacio, 
que ha configurado las economías locales y ha reforzado la violencia, 
estableciendo mecanismos coercitivos de control del territorio y de los 
cuerpos que en el habitan. 

En nombre del “desarrollo”, el Estado ecuatoriano ha movilizado un 
conjunto de medidas dirigidas a incorporar nuevos pueblos y territorios 
al mercado mundial. La “agresión del desarrollo” (Tauli-Corpuz, 2010: 
84) se ha manifestado particularmente en la aplicación de proyectos 
extractivistas en regiones habitadas por pueblos indígenas, en la violación 
sistemática de los derechos a su autonomía y a su autodeterminación, a 
la posesión de territorios y al mantenimiento de sus formas de vida y e 
organización. Por extractivismo entendemos el proceso de “acumulación 
por desposesión” (Harvey, 2004) de territorios mayoritariamente 
habitados por comunidades indígenas, campesinas o afrodescendientes, 
poniéndose en marcha,

un estilo de desarrollo basado en la apropiación de la 
Naturaleza, que alimenta un entramado productivo escasamente 
diversificado y muy dependiente de una inserción internacional 
como proveedores de materias primas […] Se utiliza el rótulo 
de extractivismo en sentido amplio para las actividades que 
remueven grandes volúmenes de recursos naturales, no son 
procesados (o lo son limitadamente), y pasan a ser exportados 
(Gudynas, 2009: 188). 

El extractivismo está en el origen de los principales conflictos que 
oponen actualmente a algunas comunidades con los Estados y los actores 
del mercado (empresas petroleras, mineras, agronegocio) debido a las 
consecuencias políticas, sociales, económicas y ambientales que esta 
industria provoca en los territorios en cuestión. La naturaleza de los 
contratos petroleros o mineros ha dado lugar a la ausencia casi total de 
redistribución local de los ingresos procedentes de la comercialización de 
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estos recursos (Acosta, 2009). Como resultado, la industria extractiva no 
produce mejoras en las condiciones de vida locales ni beneficios para las 
comunidades, a menudo prometidos por los gobiernos, antes y durante las 
fases iniciales de la explotación (Brand, Dietz y Lang, 2016). La pobreza 
se intensifica en situaciones de poca diversificación del empleo para 
las poblaciones en donde estos proyectos son implementados (CDES, 
2013). Las actividades extractivistas tampoco generan encadenamientos 
productivos dinámicos, promoviendo en su lugar, una economía de 
enclave, característica de las economías primario-exportadoras. Esta 
economía, concentrada en la producción de un producto o bien en 
particular, tiene como efecto la profundización de las desigualdades 
sociales, al mismo tiempo que empobrece el medio ambiente e imposibilita 
el desarrollo autónomo de los pueblos que dependen de ese medio 
ambiente para su sobrevivencia (Tsing, 2005; Acosta, 2009). 

Algunos investigadores han denominado de “neoextractivismo” 
a los procesos puestos en marcha en los últimos años, a partir de la 
instauración de los llamados regímenes “progresistas” en algunos países 
sudamericanos3 (Gudynas, 2009; Svampa, 2012). Estos procesos no han 
significado la superación del modelo de desarrollo; por el contrario, en 
esta fase se refuerza la importancia de los sectores extractivistas como eje 
central de la economía de dichos países. De hecho, en esta fase, los Estados 
están más presentes en el control y administración de los recursos, y se 
recuperan mayores beneficios producidos por su comercialización. A 
pesar de que existe una postura crítica ante el poder de las transnacionales 
y una retórica pro-ecologista, los términos de la extracción siguen siendo 
los mismos e inclusive, desde el Estado, se flexibiliza los impactos sociales, 
la legislación y se anulan las iniciativas de protección ambiental para 
permitir la extracción territorial bajo el justificativo de la necesidad de 
recursos para financiar el desarrollo nacional (Gudynas, 2009). 

De hecho, a inicios del siglo XXI, el Estado ecuatoriano buscó 
reforzar su presencia en la región Amazónica a través del control y 

3	  Se puede distinguir entre ellos Venezuela, Brasil, Argentina, Uruguay, Bolivia países con 
gobiernos progresistas que, en la misma época, revisaron su política distributiva, poniendo 
énfasis en la implementación de planes y proyectos sociales. 
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administración pública de los recursos. Esto, sin embargo, no significó 
mayores transformaciones de las condiciones para la explotación de 
territorios y tampoco en términos de garantía y efectivización de los 
derechos de los pueblos indígenas y de los Derechos de la naturaleza 
reconocidos en la Constitución ecuatoriana de 2008. A pesar de la puesta 
en marcha de algunos proyectos sociales, la propuesta extractivista se 
mantuvo como base para el desarrollo del país, anulando las demandas 
de los pueblos indígenas y reactivando conflictos socio-ambientales en 
toda la región. 

1.1	“El oriente es un mito”: extractivismo y 
desterritorialización en la Amazonía ecuatoriana

Históricamente, los pueblos y nacionalidades indígenas de la 
Amazonía ecuatoriana han sido considerados en el marco del proyecto 
de modernización como “objetos” del desarrollo. Calificados de vacíos e 
improductivos, sus territorios han hecho objeto de una ocupación violenta 
y forzada con fines de exploración y de explotación. La “colonialidad de 
la naturaleza” (Alimonda, 2011) está íntimamente ligada a este proceso 
y es ejercida a través de diversos mecanismos de desterritorialización 
que irrumpen en el espacio local, provocado una “desintegración de la 
naturaleza de la ecología y de los medios de vida locales” (Tsing, 2005: 
28). El medio físico y social se ve configurado en base a un sistema que 
empobrece el medio ambiente, haciendo al mismo tiempo imposible, el 
desarrollo autónomo de los pueblos. Sin embargo, como señala Pacheco 
de Oliveira (1998), estos procesos no anularon los sentimientos y lazos 
establecidos en relación con los lugares de origen, aunque implicaron 
cambios en la organización política y en las formas cognitivas y culturales 
de los pueblos. Por el contrario, ellos han reforzado estos vínculos 
promoviendo una revitalización constante de las formas de identificación 
y pertenencia a estos lugares.

Desde la época de la colonización se implantó en la Amazonía 
ecuatoriana un “orden racial y espacial” que ignoró las formas de 
organización de los pueblos indígenas, permitiendo la expansión 
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del proyecto colonial (Ortiz, 2010). La evangelización, el modelo 
de las reducciones indígenas4, el trabajo forzado, tuvo, desde los 
primeros encuentros con los colonizadores, efectos devastadores 
para las poblaciones y para los territorios locales. Más tarde, este 
orden fue rediseñado por las élites republicanas para asegurar el 
poder en medio de la fragilidad y la ambigüedad del nuevo Estado 
nacional. 

La nueva República del Ecuador nace en 1830 con la idea de liberar 
la tierra y el trabajo indígena del monopolio de la corona española. En 
este contexto, varias ordenanzas y leyes5 son declaradas con el fin de 
implantar un nuevo orden territorial en la región y una nueva estructura 
social bajo la tutela de las nuevas élites criollas. En los primeros años de 
independencia, los intereses económicos de estas nuevas élites reforzaron 
la lógica del terrateniente, el sistema de padronazgo6 y de las haciendas7, a 
la vez que tuvieron múltiples impactos en los territorios y mostraron una 
fuerte divergencia con los pueblos indígenas, para quienes “el acceso a la 

4	  Forma de organización socio-territorial concebida para el agrupamiento, la evangelización 
y la explotación de la mano de obra indígena. Las reducciones de indígenas fueron creadas 
para asegurar el pago del tributo indígena o encomienda. Esta forma de organización era 
contraria al esquema pre-hispánico de organización socio-territorial, disperso e itinerante, 
practicado en particular en las bajas tierras amazónicas (Dávalos, 2010). 

5	  Para el caso de la región amazónica, la “Ley Especial del Oriente” declarada en 1899 debía 
en teoría, prohibir el trabajo forzado en las haciendas y la distribución desigual de la tierra. 
Sin embargo, este régimen “especial” para el Oriente, no generó mayores cambios en las 
antiguas formas de tenencia de la tierra. Por el contrario, se trataba de un orden político-ad-
ministrativo que respondía a la dificultad del Estado de controlar y administrar las zonas 
aisladas y no integradas como la Amazonía, promoviendo su cercamiento y sometimiento 
a la ley del más fuerte, es decir, de los patrones de la hacienda que siguieron expropiando 
muchos territorios (Restrepo, 1992).Este orden político-administrativo “diferenciado y ex-
clusiva ” sugería entre otras cosas, que la región debía ser administrada internamente por 
medio de Juntas Cantonales y de una Junta “Pro- Oriente”. También se promovía la creación 
de una “Cédula Orientalista” y un “Timbre Orientalista” que debía dar lugar a recaudaciones 
para invertir en vialidad de la región. 

6	  Término que designa un nuevo sistema de dominación de los indígenas por los “patrones” 
de las haciendas, aparecido alrededor de 1899 cuando la ley pone fin a las prácticas de los 
repartos (cf. Oberem, 1980). 

7	  Sistema de organización social, territorial y productivo introducido por los españoles en la 
época de la colonización. Se trata de grandes propriedades de tierra cuya constitución es-
tuvo basada en la explotación de las personas, bajo la forma de una “administración étnica” 
(cf. Guerrero, 1993).  
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tierra y el reconocimiento como “sujetos” eran extremadamente limitados, 
por no decir imposibles” (Acosta, 2006: 25).

Durante los primeros años de establecimiento de la República 
del Ecuador, la Amazonia era considerada como una tierra baldía, de 
difícil acceso y con poca importancia para la economía del Estado. En 
el imaginario nacional, este territorio existía solamente a través del 
“mito” de su riqueza natural, o de la presencia de grupos “belicosos” 
y “salvajes”, habitantes de un “espacio hostil y subdesarrollado” (Rival, 
1996: 32). Durante esta época, la falta de interés estatal permitió que 
se produjeran múltiples abusos en el territorio (Hudelson, 1987). El 
período transformó significativamente las lógicas de movilidad de los 
pueblos indígenas quienes se vieron obligados a desplazarse para escapar 
de las llamadas correrías8 organizadas por los comerciantes de caucho, 
situación que se mantuvo hasta la caída del precio del mismo en la 
década de 1920. 

Al final del auge del caucho, el noreste de la Amazonía presenció 
la llegada de pequeños asentamientos de comerciantes dedicados a otras 
actividades, como el comercio de pieles de animales, pesca, caza y otros 
productos forestales que compraban a los indígenas para luego venderlos 
en la ciudad. La incapacidad de la administración pública para llevar a 
cabo eficazmente la asignación de tierras provocó diversos conflictos que 
se vieron agravados por la disputa que había entre los Estados Andinos 
por el control de estos espacios. Estas disputas incentivaron a su vez, 
la formación de imaginarios nacionalistas en los que la Amazonía se 
convirtió rápidamente en un ícono y un símbolo de la pertenencia 
nacional. 

Como expresa Ortiz, la idea de la “mítica Amazonía” estaba ligada a 
la formación de la identidad nacional que remontaba a la época colonial; 
más tarde, durante los procesos de fundación de las nuevas repúblicas, 

8	  Destinadas a capturar a los indígenas para llevarlos a trabajar en las haciendas en calidad 
de esclavos. Los comerciantes establecieron pequeños núcleos de un centenar de personas e 
introdujeron sistemas de producción e intercambio basados en el mecenazgo para explotar 
la mano de obra indígena. Sobre este sistema de captura de la mano de obra indígena (cf. 
Zárate, 2002; Santos et Barclay, 2002; Cabodevilla, 2016).
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el control y la ocupación territorial llevada a cabo por Brasil, Colombia 
y Perú, generaría el imaginario del Oriente “como un espacio usurpado 
por las naciones vecinas” (Ortiz, 2010: 176). 

El descubrimiento de varios yacimientos petroleros en la década de 
1920, en la península de Santa Elena -costa del Pacífico ecuatoriana - y en 
el noreste de la Amazonia, marcó el inicio de una nueva era para el país, 
reforzando el carácter extractivista del modelo económico ecuatoriano. La 
Primera “Ley de Yacimientos Petrolíferos” redactada en 1921, incentivaba 
la expansión de las actividades petroleras en la Amazonía, mientras que 
los procesos de legalización de tierras9 eran evadidos en los territorios 
que contenían importantes reservas de petróleo. En efecto, hasta finales 
de la década de 1930, no existía en Ecuador una legislación que protegiera 
los derechos territoriales de los pueblos indígenas. La transformación 
de las comunidades indígenas y campesinas en “Cooperativas agrícolas 
y de producción”, de acuerdo con la declaración de la “Ley de Régimen 
de Comunas” (1937) devino el instrumento legal que podía facilitar el 
acceso a la tierra. En virtud de esta ley, los pueblos indígenas tenían que 
formar grupos de quince o más residentes permanentes establecidos en 
un territorio determinado y nombrar un cabildo10 para tener personalidad 
jurídica y poder solicitar la legalización territorial. Varios grupos que 
vivían dispersos se juntaron con este fin. Sin embargo, en un contexto 
caracterizado por la ambigüedad jurídica, la débil presencia y acción 
estatal y la multiplicación de las concesiones petroleras, la adquisición 
del estatus de Comuna no garantizó la asignación y la legalización 
efectiva de las tierras para los pueblos indígenas (Álvarez, 2002). 
Esta ambigüedad se mantendrá en los años siguientes y se revelará a 
través de una yuxtaposición de leyes y normativas que, en la práctica, 
beneficiarán al desarrollo de las actividades petroleras y los procesos de 
desterritorialización en la Amazonía.

9	  La Ley de Tierras Baldías y de Colonización (1936) es un ejemplo de la política reformista 
de aquella época. Elaborada para establecer normas de ocupación, adjudicación y reversión 
de tierras al Estado, esta ley promovió la ocupación estratégica del territorio amazónico, sin 
títulos de propiedad, en tierras consideradas “vacías” o “deshabitadas” cuando en realidad 
estaban habitadas por diferentes pueblos indígenas. 

10	  Estructura de cinco personas encargada de administrar las cooperativas. 
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Durante estos años, dos compañías petroleras, la Standard Oil 
(estadounidense) y la Royal Dutch Shell (anglo-holandesa) competían 
por las concesiones territoriales en el norte de la Amazonia mientras 
que la descontrolada ocupación territorial devenía la principal fuente 
de conflicto entre los “viejos” y los “nuevos” habitantes de la región. 
Por otra parte, el conflicto fronterizo con el vecino Perú se intensificaba 
provocando saqueos y la destrucción de algunos pueblos amazónicos 
situados cerca de la frontera. Progresivamente, se abandonaban las 
haciendas, se producían nuevos desplazamientos de la población y su 
repliegue hacia el oeste, dentro de los límites que serían determinados 
por el Protocolo de Río de Janeiro en 1942. La guerra con Perú11 y la 
importancia del petróleo amazónico provocaron de cierta manera, un 
cambio en la actitud de la administración central hacia una región que 
había que “proteger” por todos los medios. El territorio amazónico quedó 
dividido y militarizado, lo que provocó diversos enfrentamientos con los 
pueblos indígenas, que además estaban siendo obligados a desplazarse 
para dejar espacio a la instalación progresiva de las petroleras. 

La explotación del petróleo en el litoral cubría las necesidades del 
país, mientras que la estrategia de los gobiernos de la época era mantener 
las reservas en la Amazonía “para explotarlas en el momento oportuno” 
(Galarza, 1972: 115-120). La frase “El Oriente es un mito”, pronunciada 
por el expresidente ecuatoriano, Galo Plaza (1948-1952), expresa los 
esfuerzos realizados, no solo para ocultar la gran cantidad de reservas 
petroleras encontradas; el objetivo del gobierno central era promover la 
especulación y los acuerdos con las transnacionales del petróleo, mientras 
que se reforzaba, al mismo tiempo, el imaginario nacional de la Amazonía 
como un espacio vacío e improductivo. 

11	  La guerra de 1941 es el resultado de este conflicto, atribuido por algunos estudiosos a las 
disputas entre las empresas ubicadas de un lado y otro de la frontera, por los recursos petro-
leros de la región amazónica (Galarza, 1972; Acosta, 2006). La constitución de un consorcio 
entre Texaco ex-Standard Oil y Shell, pocos años después, es prueba de esta afirmación. Este 
consorcio fue el primero en explotar el petróleo de la región hasta finales de la década de 
1950, cuando abandonó el territorio ecuatoriano alegando la ausencia de reservas petrole-
ras.
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1.2	 La extensión de la frontera petrolera en la Amazonía 
norte

A principios de la década de 1940, el territorio nororiental de la 
Región Amazónica del Ecuador -RAE- se había convertido en un mosaico 
formado por varios enclaves petroleros, por carreteras de acceso y parcelas 
de tierra ocupadas por indígenas y campesinos. Considerada como una 
“tierra de frontera oriental”, esta zona era caracterizada por:

La preponderancia petrolera, el control evidente de militares, 
una débil presencia estatal, una cierta impunidad frente a 
múltiples abusos; en fin, la sensación generalizada de vivir 
en una zona en donde las funciones democráticas no han 
logrado desarrollarse. A pesar de que no era una tierra sin ley, 
las normas democráticas tampoco tenían la última palabra. Al 
contrario, parece que el Estado ha dejado todo en las manos 
de la industria petrolera y de las fuerzas armadas (Cabodevilla, 
2016: 385). 

Después de la Segunda Guerra Mundial, la creciente demanda 
de materias primas a nivel internacional hizo que se reforzara la lógica 
de apertura de la economía ecuatoriana a las empresas petroleras 
transnacionales. Estas empresas se convirtieron en las principales 
beneficiarias de las políticas del Estado, cuyo objetivo era financiar sus 
proyectos de modernización mediante la concesión de grandes extensiones 
de bosque amazónico. La llegada de los misioneros capuchinos en 1953 
a la misión de Rocafuerte, ubicada en el extremo este de la Amazonia, 
acompañó esta política estatal, centrada igualmente en la modernización 
de la agricultura, la tecnificación de los procesos productivos, la 
colonización de nuevos territorios y la evangelización de los pueblos 
indígenas. La misión de Rocafuerte, antes dirigida por los sacerdotes 
josefinos, fue reactivada por los capuchinos siguiendo el mismo modelo 
de agrupación de los indígenas. En esta misma época se produce la llegada 
de los misioneros del Instituto Lingüístico de Verano (ILV) a Ecuador 
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y la creación del llamado Protectorado Waorani (1958), teniendo como 
trasfondo la instauración de gobiernos militares y la promoción de las 
reformas agrarias en toda la región.

El petróleo comenzó a tener un impacto importante en el 
presupuesto estatal ecuatoriano a partir de 1960 cuando se descubrieron 
numerosas reservas en el noreste de la RAE (Acosta, 2006). En 1964, el 
consorcio petrolero Texaco-Gulf obtuvo la concesión de 15.000 km2 en 
el norte de la Región Oriental, cerca de la ciudad de Lago Agrio, en la 
entonces provincia de Napo. Miembros de las poblaciones indígenas, sobre 
todo Kichwa, Waorani, Shuar, pero también algunos afrodescendientes de 
la provincia de Esmeraldas y de otros venidos del vecino país Colombia, 
fueron contratados esporádicamente por la empresa para trabajar en la 
apertura de carreteras y la construcción de las instalaciones petroleras.

La primera Ley de Reforma Agraria y de Colonización, dictada 
en 1964 que, en teoría, estaba dirigida a promover la eliminación de las 
haciendas y una “redistribución más equitativa de la tierra” (IERAC, 
1964), trajo consigo un nuevo reordenamiento social y territorial en la 
Amazonía. En virtud de esta ley, un sin número de colonos (venidos 
particularmente de la region andina), misioneros, militares y trabajadores 
migraron hacia la Amazonía para instalarse en los llamados “frentes 
petroleros”, zonas donde las instalaciones petroleras promovían la 
idea de mejores perspectivas económicas para las poblaciones (Mera 
y Montaño, 1984). El crecimiento de la población en las zonas urbanas 
y la concentración de tierras en zonas tradicionalmente integradas al 
mercado, también impulsaron la política migratoria hacia la Amazonia 
en esta época (Fontaine, 2003). 

Algunas ciudades, como Coca y Lago Agrio, experimentaron un 
fuerte crecimiento demográfico al convertirse en el centro de actividades 
comerciales y por estar conectadas por la carretera Napo-Tena con las 
principales ciudades del país. La provincia de Napo se dividió en varios 
“bloques” que contenían yacimientos petroleros, lo que la convirtió en una 
especie de “tierra prometida” para el resto del país. Sin embargo, la ilusión 
de la reforma agraria y las perspectivas en torno a los proyectos petroleros, 
pronto decayeron, en medio de numerosos conflictos derivados de la 
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llegada masiva y desorganizada de nuevos pobladores a este territorio, 
de los cambios en las formas de uso del mismo, la presencia del ejército 
y los abusos por parte de las empresas. A ello se sumó la incapacidad del 
Estado para organizar y controlar la asignación de tierras y las actividades 
petroleras. Como mencionan los investigadores Alex Rivas y Rommel 
Lara en relación a este periodo y a los efectos de estas políticas en la 
Amazonia:

la expansión petrolera, acompañada de fuertes oleadas 
migratorias desde fuera de la Amazonía y desde la propia 
Amazonia, supondría la delimitación de nuevas fronteras 
étnicas y la aparición de nuevas tensiones entre indígenas y 
recién llegados, así como la degradación general del frágil 
ecosistema amazónico (Rivas y Lara, 2001: 41).

A partir de 1972, época del boom petrolero, el presupuesto 
del Estado ecuatoriano pasó a depender totalmente de los ingresos 
procedentes de la exportación del petróleo amazónico.12 La región Oriental 
comenzó a desempeñar un papel cada vez más importante en el escenario 
nacional y regional13. En este contexto, repensar el ordenamiento de la 
región amazónica era prioritario puesto que la migración hacia los frentes 
petroleros se hizo incontrolable. 

En 1978, el gobierno militar nacionalista de la Junta Militar 
(1963-1966), declaró la “Ley de Colonización de la Región Amazónica” 
y creó un nuevo organismo, el Instituto Nacional de Colonización de la 
Región Amazónica (INCRAE, sustituto del antiguo IERAC), encargado 
de aplicarla. Esta ley estableció que la colonización de la Amazonía 

12	  El contexto marcado por la guerra arabo-israelí y el bloqueo petrolero impuesto a las na-
ciones industrializadas fue la oportunidad para reajustar el precio del petróleo ecuatoriano 
y para impulsar la entrada del país en la Organización de Países exportadores de petróleo 
– OPEP-. El precio del petróleo ecuatoriano pasaba de 3,83 por barril en 1973 a 13,4 dólares 
en 1974, produciendo un crecimiento acelerado en el presupuesto del Estado. 

13	  Los ingresos provenientes de la comercialización del petróleo servían para financiar un 
conjunto de proyectos en el marco de los programas de desarrollo de los gobiernos: entre 
ellos, la construcción de un oleoducto, de refinerías, de diversas rutas de acceso, puentes y 
otras infraestructuras útiles para la explotación y transporte de petróleo.
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debía seguir una lógica “dirigida y semidirigida”; que esta debía ser 
administrada por el ejército y los funcionarios del INCRAE. Su objetivo 
era el de promover “el desarrollo agroindustrial en la RAE, con la creación 
de empresas de economía mixta que sirvieran de polo de desarrollo para 
la colonización” (Artículo 33 Ley de Colonización de la RAE, 1978). Bajo 
esta ley, un 58% de territorio de las comunidades indígenas fue legalizado, 
sin que ello establezca límites a la posibilidad de continuar concediendo 
territorios a los inversores extranjeros quienes, por el contrario, fueron 
motivados a desarrollar actividades petroleras y otros tipos de actividades 
agrícolas, prevaleciendo las plantaciones de palma africana (Mera y 
Montaño 1984).

Al final del llamado “boom” petrolero, en 198214, el Ecuador no 
podía ignorar algunas de las consecuencias provocadas por las actividades 
petroleras en la Amazonía nororiental. A pesar de las constantes 
demandas de organizaciones ecologistas por proteger la biodiversidad 
y la vida de los pueblos indígenas amazónicos, el Estado ecuatoriano 
orientó cada vez más su política hacia la apertura al mercado y a las 
empresas transnacionales. 

En respuesta a estas demandas, el Estado creó durante esta época 
las llamadas “áreas protegidas” en las que, en teoría, quedaría prohibido 
el desarrollo de cualquier tipo de actividades extractivas. Sin embargo, la 
creación de estas áreas tampoco impidió posteriores concesiones de tierras 
a las empresas petroleras que, por el contrario, se vieron multiplicadas 
en los siguientes años. Así, entre 1985 y 1996, ocho nuevas Rondas15 
petroleras dieron lugar a la concesión de casi 42.000 km2 de territorio 
ecuatoriano, de los cuales 36.000 correspondían al territorio amazónico. 
Como veremos enseguida, la delimitación de esta área y su ordenamiento 
en los términos propuestos por los gobiernos de la época, dan cuenta 
del modelo de desarrollo extractivista impuesto en la región, al que le 

14	  La caída de los precios del petróleo a nivel mundial, así como la fragilidad de las estructuras 
de un Estado endeudado y afectado por diversos eventos políticos y catástrofes naturales, se 
tradujeron por la intensificación de la crisis política y económica en el país. 

15	  Procesos de negociación organizados por el gobierno ecuatoriano con el fin de proponer a 
las empresas la concesión de nuevos territorios amazónicos. 
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acompaña una lógica de control social y territorial desenvuelta con la 
finalidad de facilitar la explotación de los territorios y de los pueblos 
amazónicos. 

Las infraestructuras petroleras
Durante las primeras fases de exploración, la empresa contrata 
a algunos nativos para que hagan el trabajo pesado: abrir car-
reteras, construir pistas de aterrizaje y campamentos. Una valla 
es colocada para separar las instalaciones petroleras de la co-
munidad. El acceso a estas instalaciones está restringido a las 
personas que no trabajan en las empresas y es protegido por 
militares o guardias de seguridad. Estos elementos dan la im-
presión de un enclave independiente en el que la frontera, re-
presentada por la valla, expresa bastante bien las características 
de las relaciones que se establecen con los habitantes locales. 
Los indígenas se convierten en simples ocupantes de sus propios 
territorios. Las empresas “proveedoras de servicios” acompañan 
los proyectos extractivistas. Estas realizan diversas tareas rela-
cionadas con el transporte, la restauración, el manejo de la ma-
quinaria necesaria para las actividades petroleras y los servicios 
de alimentación de los trabajadores, para lo que contratan tem-
poralmente a personal local. De esta forma, el petróleo impul-
sa la economía local, mediante el crecimiento y el desarrollo de 
actividades en torno a los campos petrolíferos y en las ciudades 
más cercanas. Sin embargo, este dinamismo local está lejos de 
ser estable y permanente. Las técnicas de exploración y extrac-
ción de petróleo dependen del uso de materiales tóxicos que, 
no siendo debidamente tratados por las empresas, pueden re-
sultar contaminando el aire y los ríos más cercanos. Los vertidos 
de petróleo y de desechos tóxicos cuando hay ruptura de las tu-
berías que transportan el petróleo y la contaminación que estos 
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provocan, son un problema constante en la Amazonía y principal 
objeto de conflicto con las comunidades puesto que interfiere 
drásticamente en el desarrollo de sus actividades cotidianas. Así, 
la explotación del petróleo puede conducir rápidamente a un de-
terioro de las condiciones económicas, sociales y medioambien-
tales a nivel local.

1.2.1 El Parque Nacional Yasuní (PNY): yuxtaposición de 
límites y fronteras del petróleo

A finales de la década de 1970, como resultado de la intensificación 
de los conflictos sociales y medioambientales vinculados al extractivismo 
(en particular petrolero), las demandas de las organizaciones indígenas 
y ecologistas para la protección de la biodiversidad amazónica se hacían 
más constantes. En respuesta a estas demandas, en 1979 una porción 
de territorio del noreste de la RAE fue declarado “Parque Nacional” y 
“Área Protegida”, con una superficie aproximada de 6.797,30 km216. Esta 
declaración expresaba la intención de mantener la zona en su “estado 
natural” mediante su conservación y delimitación, prohibiendo “cualquier 
tipo de actividad industrial, en particular, de la minería y la producción 
de petróleo” (Decreto Nº 0322). 

Sin embargo, en 1985, el Estado ecuatoriano concedió a la empresa 
norteamericana Cononaco el bloque petrolero n°16 ubicado dentro de este 
territorio. De hecho, la declaratoria de Área Protegida no evitó ésta ni las 
sucesivas adjudicaciones de los bloques petroleros 14 y 17, situados entre 
los ríos Napo y Curaray, dentro del Parque Nacional Yasuní. Esto sucedía 
también mientras que el Parque era reconocido como Reserva Mundial 

16	  Decreto Ejecutivo 0322 del 26 de julio de 1979 que declara la creación del Parque Nacional 
Yasuní y otras nueve áreas protegidas. La declaratoria del PNY forma parte del inventa-
rio de áreas caracterizadas por su importante biodiversidad, recomendado por el proyecto 
ECU/71/527 (1974) de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Ali-
mentación (FAO). Este último está en el origen de la elaboración de la estrategia preliminar 
para la Conservación de áreas importantes del Ecuador desarrollada por el Ministerio de 
Agricultura y Ganadería.
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de la Biósfera por la UNESCO (1989)17. Solamente en agosto de 1988, el 
Ministerio de Agricultura y el Ministerio de Energía y Minas promulgaban 
el Acuerdo Ministerial N° 174318 que establecía obligaciones para que las 
actividades petroleras sean controladas y estén acompañadas por un estudio 
de impacto ambiental cuando estas fueren realizadas en áreas protegidas.

En 1990, la Corporación para la Defensa de la Vida -CORDAVI- 
emitió una denuncia contra los dos ministerios que habían atribuido 
derechos de explotación en el PNY a la compañía petrolera Cononaco. 
En este contexto, el Estado ecuatoriano decidió modificar los límites del 
PNY. Argumentando la necesidad de legalizar el territorio del pueblo 
Waorani, el área del Parque se redujo a 5.447,30 km², dejando fuera 
del área protegida las zonas de las reservas de petróleo que podían ser 
explotadas (Almeida y Proaño, 2008)19. 

En 1992 se llevó a cabo una segunda modificación de límites del 
Parque Yasuní con el fin de “compensar la fragmentación territorial” 
que se produjo con la declaración de 1990. Según el Decreto Ministerial 
202 del 16 de mayo de 1992, el área del Parque se extiende a 9.820 km², 
hasta el río Curaray en la provincia de Pastaza (Fontaine y Narváez, 
2007). Realizado con el objetivo de reconocer los asentamientos de las 
comunidades Waorani y la importancia de los ecosistemas amazónicos, 
este cambio no impidió la construcción de la carretera llamada Maxus, 
por parte de la compañía petrolera del mismo nombre instalada en el 
territorio, y que enseguida se convertiría en lugar de asentamiento de 
algunas familias Waorani (Fontaine, 2009). 

Algunos años más tarde, en 1999, en respuesta a la recomendación 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de tomar medidas 

17	  En el marco del programa El Hombre y la biósfera de l’UNESCO, la reserva de biosfera 
del Yasuní comprendería el Parque Nacional y la Reserva Waorani http://www.unesco.org/
mabdb/br/brdir/directory/biores.asp?mode=all&code=ECU+02, consulté le 10/06/2015. 

18	  Cf. http://www.flacsoandes.edu.ec/biblio/catalog/resGet.php?resId=18195 
19	  Segun el acuerdo ministerial 191, del 2 de abril de 1990. Unos meses más tarde, en octubre 

de 1990, el Tribunal de Garantías Constitucionales de Ecuador ratificó el carácter protegido 
del PNY, pero las presiones de las empresas petroleras Cononaco y Occidental llevaron a la 
anulación de esta decisión y a su sustitución por una nueva resolución a favor de la explota-
ción petrolera. 



Sofia Cevallos Vivar

40

preventivas para la protección de pueblos que viven en aislamiento, se 
declara la creación de la Zona intangible Tagaeri-Taromenane (ZITT)20. 
Se trataba de un área de 7000 km2, limítrofes con la parte sur del 
Parque Yasuní y una parte del territorio Waorani. La recomendación 
de la Corte Interamericana tenía lugar en un contexto marcado por la 
recrudescencia de conflictos que produjeron la desaparición de diversos 
miembros de los pueblos en aislamiento. En su artículo primero, la 
declaración señala,

Se declara como zona intangible de conservación vedada a 
perpetuidad a todo tipo de actividad extractiva, las tierras de 
habitación y desarrollo de los grupos Huaorani conocidos como 
Tagaeri, Taromenane y otros eventuales que permanecen sin 
contacto, ubicadas hacia el sur de las tierras adjudicadas a la 
nacionalidad Huaorani en 1990 y del Parque Nacional Yasuní 
[…]. (Decreto ejecutivo 552, Periódico oficial 121 de febrero 
de 1999). 

En ese momento también se declaró una “zona de amortiguamiento” 
de 10 km² que rodeaban la parte norte, sur y oeste del Parque. Se trata 
de una zona suplementaria, creada con el objetivo de establecer un área 
adicional de protección. Esta declaratoria fue realizada mientras que el 
gobierno ecuatoriano aprobaba un “Plan de Uso y Gestión del Suelo” 
que, entre otras cosas, prohibía el desarrollo de actividades extractivas 
dentro del mismo. Sin embargo, este Plan no fue aprobado sino hasta 
enero de 2007, bajo sugerencia de la Corte Interamericana de otorgar 
medidas cautelares a favor de los pueblos Tagaeri y Taromenane. En el 
2007, el gobierno ecuatoriano presentó también el Decreto Ejecutivo Nº 
2187 21 y la “Política Nacional de Pueblos en Aislamiento Voluntario” a 
la que se adjuntó un mapa que reconoce a la Zona Intangible con una 
extensión de 7.580,5 km2 extendidos entre las parroquias de Cononaco 

20	  Decretos ejecutivos n° 551 y 552 del Diario Oficial, Supplemento 121, 2 febrero de 1999. 
21	  https://www.ambiente.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2018/05/CONVENIO-

MARCO-DE-COOPERACION-ENTRE-EL-MINISTERIO-DE-JUSTICIA-Y-EL-MAE.
pdf, consultado el 15/03/2023. 

https://www.ambiente.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2018/05/CONVENIO-MARCO-DE-COOPERACION-ENTRE-EL-MINISTERIO-DE-JUSTICIA-Y-EL-MAE.pdf
https://www.ambiente.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2018/05/CONVENIO-MARCO-DE-COOPERACION-ENTRE-EL-MINISTERIO-DE-JUSTICIA-Y-EL-MAE.pdf
https://www.ambiente.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2018/05/CONVENIO-MARCO-DE-COOPERACION-ENTRE-EL-MINISTERIO-DE-JUSTICIA-Y-EL-MAE.pdf
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y Nuevo Rocafuerte, cantón Aguarico, provincia de Orellana, y en la 
parroquia de Curaray, cantón Pastaza y Curaray, provincia de Pastaza 
(mapa 1).

Mapa 1. Parque National Yasuní, Zona Intagible Tagaeri-Taromenane 
y Zona de amortiguamiento

Fuente : Ministerio del medioambiente del Ecuador (2015).  
Disponible en : http://yasunitransparente.ambiente.gob.ec/mapas.  

El mapa presentado en el 2007 sufrió una nueva modificación en 
el 2013, cuando el gobierno ecuatoriano decidió cancelar la Iniciativa 
Yasuní ITT y dar paso a la explotación de los bloques petroleros Nº 
43 y Nº 31. En abril de 2013, el mapa presentado por el Ministerio de 
Medio Ambiente ecuatoriano informaba de la presencia de los grupos 
Armadillo, Tivacuno de la Carretera de Maxus, Nashiño/Curaray y 
Cuchiyacu. Cuatro meses más tarde, en agosto de 2013 un nuevo mapa 
era presentado por el Ministerio. En este, el grupo Armadillo quedaba 

http://yasunitransparente.ambiente.gob.ec/mapas
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eliminado del mapa y el resto de grupos eran desplazados más al sur de 
la zona prevista para la explotación.

Cabe señalar que la declaratoria de intangibilidad del territorio 
establece la prohibición de cualquier tipo de explotación industrial que 
pueda poner en peligro la biodiversidad y la vida de los pueblos indígenas. 
Su contenido contiene afirmaciones similares a las de la creación del área 
protegida, elemento que ha llevado a varios investigadores a cuestionar el 
establecimiento de normas de protección distintas para una misma zona, 
tomando en cuenta que sus motivaciones y objetivos son los mismos 
(Rivas y Lara, 2001). La explicación, según estos autores se puede atribuir 
a los intereses de las élites empresariales por los recursos de la Amazonía, 
que históricamente, han encontrado apoyo en una legislación yuxtapuesta, 
ambigua y fluctuante. En este sentido, según la organización ambientalista 
Acción Ecológica, la delimitación del ZITT se habría llevado a cabo:

[...] en complicidad con las grandes empresas transnacionales 
que han obtenido concesiones petroleras en la Reserva de la 
Biosfera del Yasuní. Estas compañías han facilitado mapas, 
información, infraestructuras y, por último, han ejercido 
una presión considerable [...]. Es así que los límites han sido 
modificados en varias ocasiones respondiendo a los intereses 
de las empresas petroleras y no a las prácticas de movilidad 
y ocupación de los pueblos Tagaeri y Taromenane (Acción 
Ecológica, 2016). 

En su análisis sobre la situación de la ZITT, los investigadores Alex 
Rivas y Rommel Lara atribuyen su creación a “una invención original” 
que, bajo la forma de un “estatuto de protección”, concedió al Estado una 
posibilidad de control y decisión sobre los pueblos y territorios (Rivas y 
Lara, 2001: 76). Se trata de un “híbrido” entre área protegida y territorio 
indígena, con poca garantía legal que, al derivar de una decisión ejecutiva 
establecida por un decreto presidencial, no sólo deslegitima las otras 
categorías de protección del PNY, sino que además no tiene restricciones 
legales (Bonilla y Proaño, 2007). A esto, se suma el hecho de que en 
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Ecuador el Estado tiene derecho a la soberanía sobre la biodiversidad y los 
recursos del subsuelo, que pueden ser explotados si estos son declarados 
de “interés nacional” (Ley de Gestión Ambiental, 2004). Esta posibilidad, 
consagrada en la Constitución Política del país como una “excepción”, 
puede dar lugar a la anulación por parte del Estado de cualquier otra ley 
relativa a la propiedad y conservación de los territorios. 

La instalación de empresas petroleras y la realización de actividades 
extractivas en el Yasuní, se han llevado a cabo a pesar de la existencia 
de otras categorías jurídicas22 y normativas nacionales e internacionales 
de gestión de áreas protegidas suscritas por el gobierno ecuatoriano. 
La yuxtaposición de legislaciones (ambiental/derechos territoriales/
concesiones petroleras) es un indicador del modelo de desarrollo en base 
al cual el Estado ecuatoriano ha regulado la asignación, legalización y 
delimitación de territorios. Según Narváez, este modelo ha forjado a la vez, 
una ocupación territorial en el que, “coexisten y se superponen diferentes 
categorías físico-espaciales, jurídicas y políticas, generando niveles de 
conflicto relacionados con: la integración del espacio, la explotación 
petrolera y las políticas de relaciones corporativas comunitarias asumidas 
desde la lógica y racionalidad del capital extractivo y el Estado (Narváez, 
2008: 257).

1.1.2	 El territorio de la Reserva Étnica Waorani 
   dentro del PNY

Antes del inicio de las actividades de extracción de caucho, hacia 
finales del siglo XIX, los Waorani estaban dispersos en casi 20.000 km2 
de territorio: al norte cerca del río Napo y al sur cerca del río Curaray, 
al este hasta la línea del meridiano 76°; al oeste hasta la región del río 
Arajuno, entre el Tihueno y el Oglan, y al norte hasta el Curaray, desde las 

22	  A nivel internacional, se encuentran en particular las declaraciones de la Comisión Mu-
ndial de Áreas Protegidas y la de Parques Nacionales de la Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza (2008); a nivel nacional, el Ministerio del Ambiente, a través 
del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP-2006), es el responsable de la gestión de las 
áreas. Otras leyes relativas a la preservación del Parque están consagradas en la Ley Forestal 
para la Conservación de las Áreas Naturales y la Vida Forestal y la Ley de Gestión Ambiental 
promulgada por el Ministerio del Medio Ambiente en 2004.



Sofia Cevallos Vivar

44

estribaciones de la Cordillera de los Andes (Cabodevilla, 1999). La presión 
de agentes extractivistas, en particular de las compañías petroleras, y el 
avance de la frontera de colonización dieron lugar al establecimiento 
de los primeros contactos con los Waorani y a su agrupación, en 1958, 
por los misioneros del Instituto Lingüístico de Verano en el llamado 
“Protectorado Waorani”. Situado a orillas del río Tihueno, este territorio 
fue legalizado en 1969 por el IERAC bajo el estatus de Reserva Étnica 
contando con una superficie de 1.600 km2 (Narváez, 1999) (Mapa 2).

Mapa 2: Reserva Étnica Waorani, Amazonía del Ecuador.

Fuente: Instituto Geográfico Militar (2010, 2011); Ministerio del Ambiente 
(2010); Asociación de Mujeres Waorani de la Amazonía Ecuatoriana (2012); 

Wildlife Conservation Society (2012).

El estatus de “Reserva Étnica” se concedió en esos años en 
varios países sudamericanos a los territorios en los que los pueblos 
indígenas se habían asentado de forma permanente23. Se trataba de 
un reconocimiento jurídico que, en teoría, respondía a las demandas 

23	  Véase la creación de “esguardos” para el caso colombiano. (Cf. Mazars, 2013)
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de los pueblos indígenas por la legalización territorial. A través de la 
creación de reservas, los territorios de los pueblos indígenas quedaban 
delimitados y en ellos se instauraban nuevas formas de control y de 
administración sociales y territoriales. Como menciona la investigadora 
Nadège Mazars, para el caso de la creación de resguardos en Colombia, 
su reconocimiento tenía un doble propósito: proteger a los indígenas 
de la expansión de los métodos de explotación y, al mismo tiempo, 
controlar la organización comunitaria o las poblaciones “posiblemente 
peligrosas” (Mazars, 2013: 92). 

De hecho, el reconocimiento de tierras para los Waorani bajo el 
estatuto de Reserva estuvo lejos de abarcar la dimensión real del territorio. 
Este reconocimiento retomaba los límites y la organización impuestos 
por el Protectorado creado por el ILV para el agrupamiento de los 
Waorani (Lara, 2007). La zona de Tihueno era el área de asentamiento 
y evangelización de los misioneros del ILV y representaba una ínfima 
porción de los aproximadamente dos millones de hectáreas consideradas 
como territorio “ancestral” por el pueblo Waorani. En la búsqueda por 
mantener sus formas de organización y su movilidad “itinerante”, a finales 
de la década de 1960, algunas familias Waorani habrían intentado escapar 
del confinamiento en el Protectorado. Sin embargo, la intensificación de 
las actividades petroleras en la zona motivó la aceleración de contactos 
con estas familias y su agrupamiento en el Protectorado. En 1983, tras 
numerosas solicitudes para el reconocimiento territorial, los Waorani 
obtuvieron la legalización de una superficie de 66.570 hectáreas. 

En 1990, la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la 
Amazonía Ecuatoriana (CONFENAIE) exigía al gobierno nacional 
el reconocimiento y legalización de un territorio más amplio para la 
nacionalidad Waorani. En respuesta a esta demanda, el presidente 
ecuatoriano Rodrigo Borja modificó los límites del PNY y asignó unas 
612.560 hectáreas para los Waorani (Villaverde, et al., 2005). Identificada 
como “Reserva Étnica”, esta declaración incluía las 66.570 hectáreas 
del antiguo Protectorado, especificando que, “los adjudicatarios no 
podrán impedir o dificultar la exploración y/o explotación minera 
y de hidrocarburos que realice el gobierno nacional y/o las personas 
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naturales o jurídicas legalmente autorizadas” (Rivas y Lara, 2001, citado 
por Almeida y Proaño, 2008: 37). 

A pesar de que este reconocimiento fue una respuesta a las reiteradas 
demandas de las organizaciones indígenas, varios investigadores estiman 
que la motivación principal del gobierno de Rodrigo Borja, era controlar 
el territorio y abrir el paso a la explotación petrolera en otra parte del 
PNY (Rivas y Lara, 2001; Almeida y Proaño, 2008). De hecho, durante 
estos años el gobierno concedió los bloques petroleros 15 y 16 situados 
en este territorio. Sustentándose en la misma declaración, el gobierno 
alegaba que la declaración de la reserva étnica Waorani se limitaba a la 
superficie del territorio, excluyendo el subsuelo y el espacio aéreo que, 
según la legislación nacional, están bajo el control del Estado (Rivas y 
Lara, 2001). 

Es importante mencionar también que el reconocimiento 
del territorio Waorani se dio en un contexto marcado por el 
fortalecimiento de las políticas multiculturalistas en Ecuador y en 
otros países del continente. En este marco, el Estado se vio obligado 
a reconocer algunos territorios de los pueblos indígenas. La retórica 
gubernamental de estos años, está asociada a la apertura a la diversidad 
cultural, pero esto no produjo grandes cambios en la orientación 
de la política de desarrollo extractivista. La creación de la Reserva 
étnica implicaba una nueva figura jurídica en el Yasuní yuxtapuesta 
a las demás legislaciones relativas a este territorio. La legalización del 
territorio waorani significaba además que las negociaciones podían 
ser hechas directamente con los nuevos “adjudicatarios de tierras”, es 
decir con las comunidades Waorani, resultando perjudicial para las 
mismas, en un contexto en el que el conocimiento de los contratos 
petroleros, de sus especificidades técnicas y de sus impactos para 
las comunidades eran muy limitados. Como veremos en el siguiente 
capítulo de esta obra, la división y delimitación territorial y el 
regrupamiento / confinamiento del pueblo Waorani en la reserva 
étnica, tuvo múltiples impactos en la vida de este pueblo, limitando 
en particular sus posibilidades de organizarse políticamente.
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1.1.3	 La Vía Auca, puerta de entrada al Yasuní

Durante la instalación y construcción de los primeros campamentos 
petroleros en el Parque Yasuní, varias familias indígenas, sobre todo de la 
nacionalidad Kichwa, se trasladaron a lo que ellos mismos identificaron 
como Vía Auca24. La construcción de esta carretera fue una de las primeras 
consecuencias de la instalación de las compañías petroleras, afectando 
unos 130 km² de territorio hacia el este de la ciudad de El Coca y hacia 
el sur hasta la comunidad waorani de Bataboro, colindante con el área 
protegida del Parque Yasuní (Mapa 3). 

Se trata de un eje central a partir del cual se han ido abriendo 
pequeños caminos y senderos a medida que ha avanzado la frontera 
petrolera. Construida por la empresa norteamericana Texaco con el objetivo 
de facilitar la comunicación entre los campos petroleros y el oleoducto 
principal, esta carretera se pobló particularmente en el periodo del boom 
petrolero, es decir durante la década de los años 70, convirtiéndose en el 
primer gran eje de penetración de las empresas petroleras, de emigrantes 
y de trabajadores en esta zona (Villaverde, et al. 2005). 

Los desplazamientos que se produjeron para facilitar la construcción 
de esta carretera han sido poco documentados. Según algunos habitantes 
de la zona entrevistados, esta pasó a ser ocupada casi en su totalidad 
por empresas petroleras y por la migración movilizada para trabajar en 
la apertura de la misma (cuaderno de campo, febrero 2016). De hecho, 
cientos de trabajadores Kichwa fueron contratados para trabajar en 
actividades como la tala de árboles, la remoción de tierra y posteriormente 
en la pavimentación de la carretera. El reclutamiento en cadena25, motivó 
el asentamiento de muchas familias en el llamado “frente pionero” de la 
Vía Auca, provocando a su vez varios conflictos en particular con los 
indígenas Waorani, primeros ocupantes de este territorio. 

24	  Nombre atribuído a la presencia de grupos Waorani, llamados también Aucas por el pueblo 
vecino kichwa. 

25	  El reclutamiento “en cadena” permitía contratar primero a un trabajador, el mismo que 
hacía a su vez el vínculo con otro trabajador miembro de su familia (por lo general hermano 
o hijo). Este sistema de reclutamiento provocó el desplazamiento hacia la Vía Auca de fami-
lias enteras.
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Desde su construcción, la Vía Auca fue un espacio inestable, 
donde las prácticas de las empresas petroleras crearon situaciones 
problemáticas. Se trata de una zona donde confluyeron la frontera 
petrolera y la frontera agrícola impulsada por las conexiones económicas 
con la ciudad de El Coca; esta carretera también tuvo un gran impacto 
en términos ambientales, dado que su ubicación, cerca de la Reserva de 
la Biosfera Yasuní, representó un importante frente de deforestación; los 
asentamientos agrícolas cerca del Parque reforzaron el conflicto ambiental 
y social y las divergencias entre los actores agroindustriales y los indígenas 
(Pappalardo et al., 2013). 

Diversos medios de transporte comenzaron a circular por esta 
carretera brindando servicio particularmente a las empresas petroleras. La 
proliferación de campamentos petroleros y del personal de las empresas 
rápidamente fomentó la apertura de pequeños comercios en donde se 
ofrecían servicios de alimentación, de alojamiento y venta de insumos 
básicos. Otros comercios como bares y sitios de prostitución también 
se expandieron para responder a los requerimientos del personal, sobre 
todo masculino, de las empresas que circulaba por la Vía Auca, convertida 
desde entonces, en principal punto de encuentro entre miembros de las 
comunidades, trabajadores de las compañías petroleras y los funcionarios 
del gobierno. 

La construcción de y otras rutas dentro del Parque Yasuní como 
es el caso de la Vía Maxus construida por la empresa del mismo nombre 
dentro del territorio Waorani, constituye un medio de introducción de 
nuevas dinámicas económicas, de intercambios y de relaciones que giran 
en torno al petróleo, provocando diversas afectaciones al medio físico 
y social de esta área. Se trata de una ocupación arbitraria en territorios 
que continuaron siendo considerados como “vacíos” o “baldíos”. Estas 
ocupaciones, motivaron desplazamientos importantes de familias 
indígenas desde y hacia estas rutas, transformando sus formas de 
organización y permitiendo un mayor control, por parte de los actores 
del petróleo. 
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1.1.4	 El Yasuní dividido en “bloques” petroleros

El Parque Yasuní está actualmente afectado por las actividades 
de siete bloques petroleros realizadas en cerca de 6.000 km² (70%) de 
territorio. Tres empresas transnacionales: Petroriental (de capital chino 
en los bloques 17 y 14); Repsol (empresa española, en los bloques 16 y 
67); Andes Petroleum (de capital chino, en el lote 62), están actualmente 
presentes en el parque, mientras que la explotación de los lotes 15, 12 y 31, 
y más recientemente del lote ITT 43, están a cargo de la empresa petrolera 
estatal, Petroamazonas. Esta última depende de algunas transnacionales, 
instaladas bajo el estatuto de “proveedoras de servicios”26, encargadas de 
cubrir las necesidades tecnológicas y de personal, así como de ofrecer 
ciertos servicios de transporte y alimentación dentro de las instalaciones 
petroleras. 

La compañía petrolera Royal Dutch/Shell comenzó a explorar el 
territorio del actual Parque Nacional Yasuní en la década de 1930. A esta 
compañía se le otorgó una concesión territorial de casi 100.000 km² que 
abarcaban los territorios de las actuales provincias de Orellana, Napo, 
Pastaza y Morona Santiago. La empresa, de propiedad anglo-holandesa, 
descubrió varias reservas de petróleo que posteriormente fueron 
abandonadas por falta de tecnología adecuada y por las dificultades 
para transportar el petróleo (Oilwatch, 2005). La presencia del pueblo 
Waorani significó, de cierta manera, un freno ante los intentos de 
ampliar la frontera petrolera, en un contexto en el que se establecían 
contactos violentos entre los agentes de la empresa y miembros de este 
pueblo.

26	  Desde 2010, la nueva Ley de Hidrocarburos pretendía “recuperar el control y la gestión” 
de los recursos petroleros por parte del Estado, así como obtener una mayor participación 
en los ingresos provenientes de la comercialización de este recurso. A través del antiguo 
“contrato de participación”, la petrolera recibía una participación o ingreso por la produc-
ción de petróleo; mientras que con el nuevo “contrato de servicios”, el Estado deberá pagar a 
la empresa una determinada cantidad por barril de petróleo extraído. Diferente en su forma, 
la nueva dinámica del servicio tiene implicaciones similares en el territorio. La explotación 
del petróleo es realizada por el Estado, pero los servicios generalmente son prestados por 
una empresa extranjera, lo que le otorga a esta última, el poder de decisión en el territorio y 
la capacidad de determinar, en función del precio del petróleo en el mercado internacional, 
el monto y las condiciones de los contratos.
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La Shell comenzó sus operaciones en este territorio construyendo 
un campo petrolero en una carretera conocida como la carretera Shell-
Mera, abierta unos años antes por Leonard Exploration. La empresa 
también construyó cinco helipuertos. El interés por extraer petróleo 
de este territorio obligó a las petroleras a establecer alianzas con los 
misioneros para que estos a su vez entren en contacto con los indígenas. 
La idea era aprovechar su conocimiento del entorno físico y ambiental de 
la selva además de evitar posibles conflictos y resistencias a los proyectos 
extractivistas. Se trató de una época en la que numerosos conflictos 
provocaron inclusive la desaparición de un gran número de miembros 
de los pueblos indígenas, lo que según autores como Cabodevilla (2016) y 
Almeida y Proaño (2008) fue ventajoso para las compañías petroleras por 
la posibilidad de consolidar su poder dentro de un territorio fragmentado.  

En 1950, la empresa Shell abandonó el territorio Yasuní 
argumentando la no existencia de reservas de petróleo. Este acontecimiento 
dio lugar a una gran polémica, debido a lo que se percibió como una 
estafa por parte de la empresa que, en realidad, habría pretendido 
ocultar el volumen real de las reservas de petróleo encontradas (Galarza, 
1972). Ante la dificultad de administrar estas tierras, el Estado también 
abandonó todas las instalaciones, carreteras y helipuertos construidos 
por la empresa. La salida de la Shell fue una especie de victoria para los 
pueblos indígenas, pero esta no impidió que continuara la transformación 
de la región ya afectada por los efectos de las actividades petroleras. 
Posteriormente, en 1967, la empresa Texaco descubrió una gran cantidad 
de reservas de petróleo en el norte del territorio Waorani, al interior 
del Yasuní. Con el apoyo del Instituto Lingüístico de Verano -ILV-, esta 
empresa intensificó las exploraciones en 5.000 km² de territorio que 
fueron explotados en 1971. 

Hacia 1976, la empresa francesa Compañía General Geofísica 
(CGG), contratada por el consorcio CEPE-Texaco, estuvo encargada 
de efectuar el proceso de exploración sísmica del territorio del 
actual Yasuní. Esta empresa también recurrió al ILV para facilitar su 
establecimiento en el territorio y el contacto con algunos miembros del 
pueblo Waorani. Mientras que el petróleo ecuatoriano se encontraba 
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en pleno auge, la división y fragmentación territorial avanzaban 
rápidamente en el Yasuní. 

En 1983 se concedieron otros territorios dentro del Yasuní: 
Esso Hispano Oil (EEUU), en el bloque 8; Petrocanadá (Canadá) para 
administrar el bloque 9, mientras que el consorcio Braspetrol (Brasil) y 
Aquitaine-Bristol (Francia) explotaba el bloque 17. Esto, en detrimento 
de la reciente creación del Parque nacional y de la declaración del área 
protegida dentro del mismo.

En 1986, un nuevo territorio, el Bloque 16, fue concedido a las 
empresas Cononaco Ecuador Lt. (EE.UU.), Overseas Petroleum and 
Investment y Nomeco Latin América Inc., en un territorio colindante 
con la zona protegida del parque. A decir de la organización ambientalista 
Amazonía por la vida (1990), estas empresas desarrollaron actividades 
de exploración y explotación petrolera sin ningún control ambiental por 
parte del Estado. Este acontecimiento incidió en una profundización del 
debate sobre la extracción petrolera en áreas protegidas. En este contexto 
el pueblo Waorani, representado por la Organización de Nacionalidades 
Huaorani de la Amazonía Ecuatoriana (ONHAE) y con el apoyo de la 
ONG ecologista norteamericana Sierra Club Legal Defense Fund, acudió a 
la CIDH para exigir justicia por las violaciones cometidas por la empresa, 
así como el reconocimiento de su territorio27. Fue entonces cuando el 
Estado legalizó el territorio del pueblo Waorani lo que implicó, como he 
mencionado anteriormente, la reducción del tamaño del Parque Yasuní 
para hacer posible la extracción de petróleo en un territorio que quedó 
legalmente “liberado”, al ser retirado del mapa relativo al área protegida. 

A inicios de la década del 2000, el gobierno ecuatoriano decidió 
cambiar su política petrolera, reforzando su presencia en la Amazonía y 
proponiendo un sin número de proyectos sociales que serían financiados 
con los recursos provenientes de la comercialización de petróleo. Mientras 
el gobierno de Rafael Correa expulsaba a las petroleras Occidental y 

27	  Años más tarde, Cononaco Inc. reconoció los impactos de las actividades petroleras de la 
empresa en la colonización de la región, aunque no compensó a las comunidades por las 
consecuencias y repercusiones de sus actividades en el entorno físico, ambiental y social del 
PNY.
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Petrobrás por sus actividades ilícitas en la Amazonia28 y proponía la 
iniciativa para la no explotación de petróleo de los bloques ITT del 
Parque Yasuní, el mismo renegociaba sus contratos petroleros con las 
empresas extranjeras Repsol, Perenco, Andes Petroleum y City Oriente, 
responsables de la explotación de otros bloques petroleros en el Yasuní. 
En el 2012, este gobierno anunciaba una nueva “Ronda” petrolera para 
la concesión de nuevos bloques de la Amazonia. Más tarde, en el 2013, 
el mismo gobierno anulaba la Iniciativa Yasuní ITT para dar lugar a la 
explotación de los bloques ITT, dentro del PNY. 

En conclusión, a través del desplazamiento y de la reubicación, 
muchas veces forzada de la población local, se ha liberado paulatinamente 
el paso a los territorios ricos en petróleo. La delimitación territorial y 
las declaraciones de preservación ambiental se han realizado sin tener 
en cuenta los aspectos socioculturales y las formas de organización y 
uso de los territorios de los pueblos indígenas29. En este contexto, el 
Estado ha ignorado su presencia histórica en estos territorios, emitiendo 
declaraciones y estableciendo límites territoriales que más tarde serán 
modificados en función de los intereses petroleros. En un contexto 
caracterizado por la ambigüedad de la legislación y por la débil presencia 
estatal, los conflictos territoriales se ven profundizados. Además, las 
normas de preservación ambiental en los términos propuestos por el 
Estado nacional, han implicado restricciones para los pueblos indígenas 
en el acceso a los territorios y a los recursos para la subsistencia. Sin 
participación local, la gestión de áreas protegidas se dificulta, dando lugar 
una mayor degradación de la biodiversidad intensificada por los procesos 
extractivistas. Como expresa un representante de la administración del 
PNY en relación a estas categorías y delimitaciones impuestas en el 
Yasuní: “ellas han contribuido al proceso de división, desmembramiento 
del territorio y resultan en la multiplicación de los conflictos, al tiempo 

28	  https://www.eluniverso.com/2012/10/05/1/1356/cronologia-caso-oxy-tema-caduci-
dad-contrato.html/ Consultado el 10/12/2024. 

29	  Cabe mencionar, que ningún estudio técnico ni antropológico fue realizado para delimitar 
estas zonas lo que representaba un peligro y una amenaza para las comunidades, ya que no 
se descartaba la posibilidad de un nuevo cambio de límites. 

https://www.eluniverso.com/2012/10/05/1/1356/cronologia-caso-oxy-tema-caducidad-contrato.html/
https://www.eluniverso.com/2012/10/05/1/1356/cronologia-caso-oxy-tema-caducidad-contrato.html/
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que amenazan la vida de las comunidades indígenas y la biodiversidad 
del PNY” (Enrique, El Coca, conversación personal. noviembre 2012).

Mapa 3 : Superposición espacial en la ZITT, Zona protegida et los 
bloques petroleros al interior del Yasuní

Fuente: Pappalardo, Salvatore et al., (2013). En línea : www.geoyasuní.org
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Capítulo 2

Territorios y economías indígenas 
transformadas por el petróleo 

Este segundo capítulo tratará sobre algunos impactos y 
transformaciones producidas por las actividades petroleras en los 
territorios y en las formas de vida de los pueblos indígenas Kichwa, 

Waorani y de los grupos en aislamiento Tagaeri y Taromenane que viven 
en el Parque Yasuní. Basándome en algunos testimonios recogidos a 
través del trabajo de campo, analizaré la manera cómo estas actividades 
han tenido consecuencias particulares sobre las dinámicas económicas 
de estos pueblos, así como sobre la redefinición de sus identidades, en 
vínculo con las transformaciones ambientales ocurridas desde la llegada 
e instalación de las empresas petroleras en esta región. 

Como ha sido previamente mencionado, desde los años 1960, 
la zona del Parque Yasuní fue usurpada por empresas nacionales y 
transnacionales del petróleo. La presencia estatal fue casi nula en la 
región, hasta inicios del siglo XXI, cuando se instaura el gobierno del 
presidente Rafael Correa y se declara la nacionalización de los recursos. 
En medio de la ausencia estatal, fueron las empresas petroleras quienes 
administraron los territorios y negociaron con las comunidades los 
términos y las condiciones de la explotación. Las actividades de estas 
empresas petroleras no hicieron objecto de mayor control por parte 
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del Estado. A pesar de las diversas leyes y reglamentos relativos a la 
preservación medioambiental y a los derechos de los pueblos indígenas, 
las empresas se impusieron en los territorios, promoviendo entre otras 
cosas, la fragmentación del espacio, relaciones de dependencia y de poder 
con las comunidades, la desestructuración comunitaria, la transformación 
de las economías locales, etc. 

Los impactos de las actividades extractivistas han sido múltiples 
y han afectado diferentes esferas de la vida comunitaria. Los límites de 
espacio que se imponen a este trabajo, no me permiten hacer un análisis 
minucioso de todos estos impactos y de los diferentes niveles en los 
que estos se producen en cada una de las comunidades del Yasuní. Sin 
embargo, los datos aquí presentados buscan reflejar la opinión de las 
comunidades con las cuales pude trabajar, con respecto a la actividad 
petrolera y a sus consecuencias, en particular económicas, en este espacio 
en donde lo social y lo ambiental, así como lo individual y lo colectivo, 
son mutuamente constitutivos. 

2.1 El pueblo Kichwa amazónico

El pueblo Kichwa constituye el pueblo indígena más numeroso de 
la zona del Yasuní. Asociado al grupo de los Quijos (hoy desaparecido), 
este pueblo fue. Durante algún tiempo identificado como Quijos-Kichwa 
(Whitten, 1976; Reeve, 1985). 

Los Kichwa ocupan actualmente cerca de 2.684.000ha de territorio 
amazónico, de las cuales 1.569.000ha han sido legalizadas por el Estado 
ecuatoriano (Ormaza y Bajaña, 2008). El territorio Kichwa está distribuido 
en las provincias de Sucumbíos, Napo, Orellana y Pastaza, entre los ríos 
Putumayo, San Miguel y Napo en el norte y Pastaza en el sur. En el 
área del Parque Yasuní, las comunidades Kichwa ocupan un territorio 
de 340.953 ha y tienen una población aproximada de 6.058 habitantes 
(Villaverde et al., 2005). La mayoría de las comunidades Kichwa del 
Yasuní se encuentran en la margen sur del río Napo: Samona Yuturi, El 
Edén, San Roque, Chiro Isla, Sinchi Chicta, Puerto Quinche, San Vicente, 
Huiririma, Llanchama, Alta Florencia, Puerto Miranda, Sani Isla, Centro 
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Añangu, Bello Horizonte, Nueva Providencia, Indillama y Pompeya. 
Otros se encuentran a lo largo de la carretera de Auca: Rumipamba, 
Mandaripanga, Río Tiputini y San Juan del Tiputini. En la parte noroeste 
de la Reserva Étnica Waorani hay dos comunidades, Jumando y José 
Tanguila, y en las orillas del río Curaray están las comunidades Pavacachi 
y Loracachi (Oilwatch, 2005).

Debido a la ubicación de ciertos grupos, cerca de las estribaciones 
orientales de los Andes y de las fronteras con Colombia y Perú, los 
grupos Kichwa de la Amazonía han establecido numerosas relaciones 
con otros pueblos indígenas, algunas de las cuales se han traducido en 
intercambios matrimoniales y lingüísticos. Estos intercambios han tenido 
una incidencia importante en la organización sociopolítica, económica y 
lingüística de este pueblo (Oberem, 1967). Si bien, algunos elementos de 
la organización de estos grupos pueden ser entendidos como marcadores 
de identificación común (como es el caso de la organización de la minga 
o trabajo colectivo), otros como el caso del idioma expresan diferencias30 
que pueden estar relacionadas con su origen geográfico, el lugar de 
asentamiento, la presencia de shamanes o las circunstancias históricas que 
determinaron su constitución como pueblo (Oberem, 1967; Reeve, 2002). 

Según Trujillo (2001), este grupo amazónico fue integrado por 
quechuas de la sierra central y norte del país que migraron hacia la región 
amazónica en la época de la colonización; el movimiento en el mismo 
sentido se intensificó durante el auge del caucho y particularmente, a 
partir del descubrimiento del petróleo amazónico, siendo el principal 
elemento de cohesión, el idioma Kichwa que constituye en la actualidad 
la lengua indígena más hablada en la región. En este mismo sentido, 
Mary-Elizabeth Reeve (2002) explica que fueron los intercambios 
comerciales realizados antes del establecimiento del imperio incaico y, 
posteriormente, durante los diversos procesos migratorios, los que dieron 

30	  La lengua Kichwa de la Amazonia, el Kichwa-runa shimi, está compuesta por varios dia-
lectos en función de la región habitada. Los investigadores Orr y Wrisley identifican tres 
dialectos principales entre los Kichwa de la Amazonia: El Bobonaza hablando en la vertiente 
de los rios Puyo y Bobonaza; el Tena hablado en la región del Alto Napo, en los alrededores 
de Tena, Arajuno y Ahuano; y el Limoncocha practicado por los grupos del medio y del bajo 
Napo (Orr y Wrisley citado por Muratorio, 1998: 71). 
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lugar a la difusión de la lengua y otros elementos de la organización social, 
del sistema de parentesco, los símbolos y significados del Kichwa en la 
Amazonía. Se trata, según Uzendoski (2005), de un pueblo cuya formación 
responde a un proceso de “transculturación” que permite, incluso en la 
actualidad, que los Kichwa amazónicos se muevan en fronteras dinámicas 
y fluidas en las que las identidades Kichwa se intercambian y transforman 
a través de los vínculos matrimoniales con otros pueblos.  

Los Kichwa constituyen un pueblo históricamente organizado sobre 
la base del ayllu. Considerada la unidad territorial más grande, el ayllu 
Kichwa de la Amazonía está formado por aproximadamente de 50 a 100 
familias, agrupadas en torno a un Yachak o líder comunitario, pero que no 
siempre viven juntas. El ayllu define a toda la comunidad que, mediante la 
creación de relaciones de afinidad o compadrazgo, puede agrupar a una 
familia nuclear, a una familia extensa e incluso a un grupo disperso. El 
ayllu conecta a todas las comunidades Kichwa así como a los territorios 
escasamente habitados que las separan (Reeve, 2002). 

El término muntun también es utilizado por los Kichwa de la 
Amazonía para referirse a uno o más grupos que “están unidos por 
sustancia y afinidades y comparten un destino material, histórico 
y político común. Estas personas también son ayllu o parientes 
consanguíneos […]” (Uzendoski, 2005: 63). Sin embargo, para este 
autor la consanguinidad no es una condición inmutable del ayllu. Tanto 
el ayllu como el muntum están estructurados por actos performativos 
de afectividad, lo que expresa el carácter polisémico de los dos términos 
que no pueden disociarse de la dinámica cambiante de las relaciones 
sociales (Ibid., 65). Un conjunto de ayllu o muntum que mantienen 
relaciones de intercambio en un territorio delimitado, constituye un 
clan territorial (Trujillo, 2001: 28; Ortiz, 2012: 242). 

Por su parte Mary-Elizabeth Reeve, quien ha estudiado 
extensamente la organización de los Runa del río Curaray, existe entre 
estos grupos el concepto más amplio de ayllupura que según explica:

Incluye a todos los que ego trata de masha o cachun. Los 
runa señalan que el verdadero ayllu (quiquin ayllu) de cada 
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individuo está constituido tanto por la familia nuclear como 
por los parientes paralelos por el lado del padre. Este sesgo 
patrilineal une a grupos de hermanos, que, aunque no viven 
juntos, forman una entidad social fuertemente unida y que se 
extiende por toda la aldea y entre las distintas aldeas runa. Este 
sistema de residencia de los varones contrasta vivamente con 
la mayor parte de los sistemas tanto andinos como amazónicos 
(Reeve, 1988 :159). 

Dentro del ayllu las actividades agrícolas se desarrollan en 
parcelas, huertas o chacras destinadas al cultivo de plantas medicinales y 
alimenticias y su comercialización: la yuca y el plátano son los principales 
productos de consumo local. También se cultiva maíz, papaya, arroz, 
café, tabaco, chonta, maní, cacao; algunos de estos productos son 
actualmente comercializados en los mercados de los pueblos cercanos 
y a nivel regional (Hudelson, 1987). Las formas de subsistencia Kichwa 
incluyen la caza y la pesca, actividades que en los últimos años se han 
visto afectadas por la contaminación y la desaparición de algunas especies 
animales. Algunos grupos Kichwa también practican la cría de ganado, 
actividad adoptada especialmente en los años 1970 durante el proceso de 
modernización y tecnificación de la agricultura en el país (Macdonald, 
1997). Actividades como la caza y la recolección son practicadas en 
zonas más remotas, mientras que el comercio, particularmente del café, 
es desarrollado por comunidades ubicadas cerca de las carreteras que 
conectan las instalaciones petroleras con las principales ciudades de la 
región (Trujillo, 2001). 

Los periodos de caza intensiva coinciden con los meses de 
fructificación, particularmente de la chonta, de febrero a junio, mientras 
que la pesca se desarrolla con más frecuencia durante los meses de 
octubre y noviembre. Según Ortiz (2012), el elemento estacional 
favorece el desarrollo de una u otra actividad, pero su realización 
resulta de la influencia de diversos factores sociológicos y políticos. Si 
bien el mantenimiento del huerto es responsabilidad particular de las 
mujeres, todos los miembros del ayllu están llamados a colaborar en las 
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actividades realizadas durante la minga, término que designa el trabajo 
colectivo desarrollado sobre la base de los principios de solidaridad, 
complementariedad y reciprocidad (compromiso de devolver el trabajo a 
otros), así como de prácticas rituales y simbólicas (Reeve, 2002). Entre los 
Runa de Napo, la complementariedad, pero también la dualidad hombre/ 
mujer son la clave para las relaciones de intercambio simétricas. Se trata, 
de un dualismo que no necesariamente se funda en oposiciones sino más 
bien, en la “compatibilidad de contrarios” (Bellier, 1986), permitiendo 
esta complementariedad entre el principio masculino y del principio 
femenino. 

El principio de dar, compartir y la reciprocidad es parte de una 
forma específica de sociabilidad a través de la cual las personas obtienen 
su estatus dentro del muntum. Es una especie de obligación moral, a través 
de la cual los miembros de la comunidad o familia son llamados a dar 
para fortalecer lazos de afinidad (Macdonald, 1997). Para los Kichwa de 
Napo las relaciones sociales dentro del ayllu se basan en compartir estos 
principios, experiencias personales y colectivas que se entienden a través 
de la creación de relaciones de compadrazgo. Este sistema de parentesco 
entre los cuales los padres que tienen un hijo/ hija designan dos padrinos 
(un hombre y una mujer), es parte integral del sistema de parentesco 
de varias sociedades indígenas, incluida la de los Kichwa, posibilitando 
establecer relaciones de entendimiento u obligaciones mutuas más allá 
del ayllu (Reeve, 2012). 

Para Uzendoski, compartir diversos acontecimientos de la vida, 
como el matrimonio, la infancia, la adolescencia y la muerte, aumenta 
el valor de las relaciones sociales entre los Kichwa, de la misma manera 
que la capacidad productiva de las personas aumenta a través del vínculo 
que se establece con el resto de miembros de la comunidad, 

En otras palabras, aumentar el valor de las relaciones del ayllu 
requiere un aumento en la producción de una unidad conyugal 
para contribuir al consumo de otros miembros. Otros, a su 
vez, aseguran su consumo mediante el intercambio. El valor 
reside en el espíritu del don y en la noción de que se transmite 
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a los demás, parte de la sustancia de la propia vida, proposición 
implícita del don (Mauss, 1990) que define la vida convivial en 
Napo (Uzendoski, 2005: 101-102). 

Este grupo, cuyo contacto con la sociedad nacional es de más larga 
data que el de otros pueblos indígenas amazónicos, ha sido a menudo 
considerado por funcionarios petroleros y estatales como “pacífico e 
ingenuo” en comparación con los “guerreros” Waorani (Villaverde, et al., 
2005). Su ubicación cerca de los ríos, habría facilitado el establecimiento 
de contactos con misioneros, educadores, investigadores, agentes del 
Estado y de empresas petroleras. 

El inicio de las actividades petroleras motivó una importante 
migración de quechuas y colonos de la región andina y la costa del 
país hacia la zona de Tena-Archidona, Mera y Alto Napo, habitada 
por los Naporunas31. Los rumores y las esperanzas suscitadas por 
las oportunidades económicas asociadas a la explotación petrolera 
estimularon la ocupación de nuevos territorios que, en ausencia de 
intervención estatal, se llevó a cabo mediante el desplazamiento violento 
de otros pueblos anteriormente establecidos en esta región. Este proceso 
migratorio estuvo caracterizado entre otras cosas por una disminución 
de la población, por el abandono de algunas prácticas de subsistencia 
del pueblo Kichwa, así como por la adopción de prácticas mercantilistas 
influenciadas por el modelo de desarrollo extractivista. 

Actualmente, la mayoría de las comunidades Kichwa están 
organizadas según el estatuto de Centro o Comuna, forma político-
administrativa instauradas por el Estado desde 1930 como una condición 
necesaria para la legalización de los territorios indígenas (Martínez, 
1998). La configuración de los Centros o Comunas, incluye una Junta 
Parroquia, órgano de gobierno rural constituido por un presidente, 
un vice-presidente, un secretario y un tesorero. La Junta Parroquial 

31	  Otros eventos tales como la sequía en ciertas provincias de la sierra y de la costa del país, 
la presión demográfica, así como el limitado alcance de la primera y de la segunda Reforma 
Agraria (1964 y 1973) tuvieron una incidencia fundamental en el movimiento migratorio 
hacia la Amazonía durante este periodo (Muratorio, 1998). 
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conjuntamente con los Varayuk32, son hoy en día, las principales 
autoridades de las comunidades. 

2.1.1. Los Kichwa del Yasuní : desplazamientos y reubicación 
a la frontera del petróleo

Antes del inicio de las operaciones petroleras en la zona del actual 
Parque Yasuní, los Kichwas ocupaban un vasto territorio. Asentados 
especialmente en las orillas de los principales ríos, este pueblo de 
cazadores-recolectores fue uno de los primeros pueblos de la Amazonía 
en ser evangelizados y agrupados por la misión Jesuita durante el periodo 
colonial. La concentración de los Kichwas en torno a la misión, no estuvo 
exenta de reticencias por parte de este pueblo que continuó movilizándose 
en un territorio más amplio y estableciéndose según sus propias formas 
de organización en forma de “aldeas pequeñas con baja densidad de 
población total; movimiento frecuente de pueblos; guerra y brujería 
endémica […], caracterizado por sociedades autónomas a nivel de aldea 
con jefes” (Vickers, 1989: 21-22). 

En la zona del Yasuní, el fortalecimiento de la política extractivista 
provocó un importante desplazamiento de las comunidades Kichwa, 
particularmente hacia las ciudades de El Coca, Rocafuerte, Lago Agrio, 
Loreto y Ávila. Según varias fuentes históricas, los primeros pobladores 
de la región fueron militares y sus familias, que se trasladaron a estos 
territorios entre 1943 y 1944. La necesidad de proteger esta zona y, en 
particular, las instalaciones petroleras, se convirtió en una prioridad para 
el Estado, especialmente después de la guerra con el Perú (1941) y ante el 
peligro que significaba para los petroleros la presencia del temido pueblo 
Waorani (Reeve, 2012). La llegada de misioneros capuchinos a la misión 
de Rocafuerte (1953) acompañó la política estatal de la época, centrada 
en la modernización de la agricultura, el tecnicismo de los procesos 
productivos, la colonización de nuevos territorios y la evangelización 

32	  La figura de Varayuk (el que posee el bastón de mando) en particular fue adoptada y adap-
tada por los misioneros Jesuitas. La adaptación española del sistema inca de transferencia 
de mando fue una estrategia de los misioneros utilizada para asegurar el pago del tributo, el 
trabajo y la evangelización de los indígenas (Muratorio, 1998)
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de los pueblos indígenas. Antiguamente dirigida por los sacerdotes 
Josefinos, la misión de Rocafuerte fue reactivada por los Capuchinos 
quienes establecieron relaciones pacíficas con los Kichwa. Esta estrategia 
les permitió consolidarse como la principal misión de toda la zona del 
Aguarico. 

Durante estos años, los Naporunas se asentaron primero en la 
margen izquierda del río Napo, hacia las tierras ribereñas de Ahuano 
a Rocafuerte, y luego hacia el interior, cerca de los caminos abiertos 
para la instalación de empresas petroleras. Además, el agrupamiento 
de los Waorani en el Protectorado creado por los misioneros del ILV, 
indujo el desplazamiento de los Kichwa y la ocupación de un territorio 
más amplio (Cabodevilla, 2016). Estos movimientos migratorios dieron 
lugar a nuevas alianzas matrimoniales, así como también a conflictos 
que se verán profundizados debido a la pérdida territorial y los impactos 
medioambientales provocados por la actividad petrolera (Narváez, 2004). 
Como expresa Hudelson, en esta época se produjo un cambio significativo 
en los patrones de movilidad de los Kichwas de la Amazonía:

Mientras que las migraciones que se produjeron entre 1850 y 
1940 fueron casi siempre el resultado de las presiones sobre 
los indígenas a través de un sistema laboral a favor de los 
patrones blancos, en los últimos 40 años éstas han disminuido. 
Recientemente, la escasez de tierras -en general, consecuencia 
de la migración de colonos blancos e indígenas de la Sierra 
a la selva- ha empujado a los quichuas a zonas más remotas 
habitadas por grupos menos aculturados (Hudelson 1987: 146).  

El fenómeno de la migración y la colonización del nordeste 
amazónico se intensificó en la época del boom petrolero de los años 
70. Otras actividades como la agroindustria, la explotación de madera, 
los minerales y productos como la palma africana, promovidas también 
durante estos años, motivaron la migración masiva hacia la Amazonía. 
Actividades como la cría de ganado, supusieron la sedentarización de 
las comunidades Kichwa, fenómeno intensificado en esa época como 
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medida de seguridad nacional adoptada por el Estado ecuatoriano ante 
la amenaza de un nuevo conflicto armado con Perú:

En la década de 1970, cerca de 4.500 runas habían emigrado 
definitivamente a la zona petrolera de Lago Agrio-Coca y más 
de 5.000 [...] se trasladaron a las orillas del Napo [...]. Desde 
1980, la región del bajo Napo, desde Coca hasta Rocafuerte, 
se ha convertido en el nuevo centro de inmigración porque el 
Estado ha renovado sus esfuerzos para crear “fronteras vivas” 
en las zonas limítrofes, especialmente después del conflicto 
armado con Perú en 1981 (Muratorio, 1998: 285).

Para evitar los conflictos con los Waorani asentados en la orilla 
derecha del Napo, los Kichwa se instalaron sobre todo en la orilla izquierda 
de este río; otros se asentaron a lo largo de la Vía Auca, convertida en la 
principal carretera de acceso a las instalaciones petroleras (Cabodevilla, 
2016). Esta disposición en la ribera de los ríos y la carretera puede ser 
entendida como una forma de resistencia activada por los Kichwa en un 
contexto caracterizado por una doble lógica de ocupación y apropiación 
del territorio: indígena y exógena. El asentamiento en la ribera de los ríos 
permitía el acceso al transporte fluvial, a los recursos hídricos y a un suelo 
más fértil, mientras que el asentamiento en las carreteras facilitaba la 
comunicación con los nuevos ejes económicos vinculados a la instalación 
de empresas petroleras. 

A pesar de la reglamentación vigente, entre 1964 y 1974, el Instituto 
Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización IERAC asignó de forma 
individual algunas tierras cercanas a las carreteras principales y a las 
instalaciones petroleras (Trujillo, 1987). Según la ley de 1964, sólo era 
posible convertirse en propietario de la tierra si ésta se transformaba en 
tierra productiva y cultivada en un plazo de diez años (Jordán, 1998). El 
nuevo sistema de tenencia de la tierra implicaba que el 60% de la superficie 
total del territorio debía ser cultivada y el Estado tenía derecho a expropiar 
a los arrendatarios de las tierras que permanecieran improductivas 
después de este periodo. En estas condiciones, sólo algunos de los 
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Kichwa consiguieron mantener la organización tradicional del ayllu, y 
la mayoría se trasladó a otros territorios para integrarse en cooperativas y 
asociaciones para la producción y realización de actividades comerciales y 
ganaderas, sin que esta asociación supusiera la adquisición automática de 
derechos territoriales (Muratorio, 1998). Varias solicitudes de legalización 
de territorios hechas por los Kichwa fueron ignoradas por el INCRAE 
bajo el argumento de la improductividad de los territorios. Algunos de 
ellos fueron entregados posteriormente a las empresas petroleras a cambio 
de una “compensación” entregada a los Kichwas por la ocupación de los 
mismos. 

La creación del Parque Yasuní, en 1979, no frenó las instalaciones 
arbitrarias y en particular, las instalaciones de las empresas petroleras 
en los años posteriores. Algunos territorios de las comunidades Kichwa 
fueron reconocidos en los años 199033, en respuesta a las solicitudes de 
legalización territorial hechas por el movimiento indígena. Sin embargo, 
en el área del Parque Yasuní, varias de estas solicitudes fueron negadas 
bajo el argumento de la superposición de límites territoriales comunales 
con los límites del Parque Yasuní, del área protegida y de la Reserva étnica 
Waorani. Al final de la década de los 90, el debate sobre la creación de 
las Circunscripciones territoriales indígenas (CTI)34 se presenta como 
una nueva oportunidad para la legalización territorial. Sin embargo, 
este proceso quedó inconcluso, debido a la falta de una normativa clara, 
implicando un reconocimiento “parcial” de los derechos de los pueblos 
indígenas (Ortiz y Pilataxi, 2007; Vallejo, 2014).  

El proceso de migración, pero también la pérdida de control 
territorial y los efectos de las actividades extractivistas, produjeron 
nuevas formas de gestión de los territorios. Para Pablo Ortiz, quien ha 

33	  Influenciados por el levantamiento indígena de 1992, que tuvo como protagonistas a los 
pueblos indígenas de la Amazonía. 

34	  Definidas como entidades territoriales locales con autoridades propias, en base a los de-
rechos colectivos reconocidos en la Constitución Política. Esta noción fue percibida ini-
cialmente como un avance considerable en lo que se refiere a los derechos de los pueblos 
y nacionalidades del país. Sin embargo, su puesta en marcha se verá obstaculizada por la 
ausencia de reorganización territorial, que tenía que realizarse a través de leyes secundarias, 
significando un reconocimiento “parcial” de los derechos territoriales de los pueblos indíge-
nas (Ortiz y Pilataxi, 2007). 
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estudiado la trayectoria de los Kichwa de la provincia de Pastaza en la 
Amazonía ecuatoriana, su perspectiva del territorio se basa en un modelo 
local de relación con la naturaleza que persiste en función del grado de 
autonomía de dicho territorio. La lógica de comprensión y apropiación 
de la naturaleza está directamente relacionada con la fortaleza de las 
estructuras sociopolíticas del pueblo Kichwa. Asi:

Mientras más consolidada sea la estructura social y organizativa, 
mayor vigor y presencia el modelo ancestral de gestión del 
territorio y del modelo local de naturaleza. Al contrario, 
mientras menos fuerte sea el grado de organización, y menos 
aislado sea el territorio, mayor influencia de factores exógenos 
e impacto del mercado, junto con la desarticulación social y la 
debilidad organizativa, menos vigencia y presencia del modelo 
propio de vida de los Kichwa (Ortiz, 2012: 231).

Sobre las formas de uso y de gestión territorial de los Kichwa del 
Yasuní, retornaremos en el capítulo cuatro de este libro. Es importante 
señalar que estas formas no fueron completamente abandonadas 
sino por el contrario, algunas de ellas se vieron “reinventadas” ante la 
amenaza que representaba la expansión de las actividades extractivistas 
en los territorios Kichwa. En este contexto también, las comunidades 
se unieron para crear organizaciones de representación política. En el 
norte de la Amazonia, las principales organizaciones son: la Federación 
de comunas Unión de nativos de la Amazonía ecuatoriana (FCUNAE, 
primera UNAE), fundada en 1971, y la Federación interprovincial de 
comunas y comunidades Kichwa de la Amazonía ecuatoriana (Federación 
Interprovincial de Comunas y Comunidades Kichwa de la Amazonía 
Ecuatoriana) (FICCKAE) creada en 1984. Algunas comunidades Kichwas 
afirman, sin embargo, no sentirse representadas por estas organizaciones 
(Blanca, El Coca, entrevista personal, septiembre del 2013). La débil 
capacidad organizativa para agrupar a sus miembros y la dificultad para 
tomar decisiones ha resultado en la ausencia de alianzas políticas con 
otras organizaciones indígenas de la región. Este aspecto estaría ligado a 
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la influencia de diversos actores externos que, a través de la cooptación 
y el clientelismo, pretenden dividir a las comunidades y convencerlas 
de las ventajas de la explotación petrolera y del modelo de desarrollo 
extractivista. Como señalado anteriormente, desde la década de 1930, 
el pueblo Kichwa se ha visto obligado a adoptar formas políticas y 
administrativas impuestas por el Estado ecuatoriano; su territorio se ha 
visto restringido y transformado por las actividades petroleras, lo que 
ha tenido importantes consecuencias sobre su grado de autonomía y, en 
consecuencia, en su capacidad de organizarse. 

2.1.2 Los Kichwa y su relación con el petróleo 

Entre los años 1930 y 1960, el trabajo asalariado ofrecido por 
las compañías petroleras se convirtió en una opción económica para 
los Kichwas de la Amazonia norte del Ecuador. Muchos jóvenes, bajo 
la influencia de la propaganda estatal centrada en la modernización y 
el desarrollo de la Amazonía, percibieron la llegada de las petroleras 
como una oportunidad para mejorar sus condiciones de vida y las de 
sus familias. 

La construcción de las primeras instalaciones petroleras empleó la 
mano de obra de algunos hombres Kichwa que habitaban en la zona para 
realizar los trabajos más pesados como la apertura y limpieza de caminos, 
construcción de pistas de aterrizaje y de los campamentos petroleros. 
También era necesario contactar a los Kichwa para aprovechar de sus 
conocimientos del entorno geográfico, social y del idioma para facilitar el 
acceso de las petroleras a las zonas más remotas y los posibles contactos 
con otros pueblos amazónicos. 

La contratación de obreros y trabajadores solía realizarse a través de 
un intermediario o contratista. Esta persona, que podía ser un miembro 
de alguna comunidad, tenía una amplia red de contactos, lo que le 
permitía tener el monopolio de la contratación en la región. Los Kichwa 
eran contratados para tareas específicas, según contratos de una duración 
determinada, en función de la densidad del proyecto. Tras este periodo 
y una vez finalizada la tarea, estos normalmente eran dispensados de su 
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trabajo en las empresas petroleras. El argumento de las empresas, según 
me explica un miembro de la comunidad de Chiro Isla, era el de atribuir 
contratos “rotativos” para que otros miembros de las comunidades 
vecinas puedan trabajar (Cuaderno de Campo, enero del 2015). Así 
como los contratos rotativos, las relaciones y las condiciones de trabajo 
eran precarias para los indígenas y no ofrecían ninguna posibilidad en 
términos de seguridad social y de protección con relación a la empresa 
petrolera. Las formas de contratación de indígenas promovían relaciones 
de dependencia “en cadena”, primero con los intermediarios o contratistas, 
luego con los jefes de las empresas petroleras. 

Los salarios atribuidos por las empresas petroleras tuvieron 
un impacto importante a nivel de la organización de las actividades 
económicas de subsistencia del pueblo Kichwa. Estos estimularon una 
mayor circulación de dinero en la región, creando condiciones más 
viables para el consumo y la dependencia de bienes manufacturados, 
de alimentos procesados y otros artículos, en particular por parte de los 
jóvenes obreros Kichwa. Como explica Arturo, miembro de la comunidad 
de Alta Florencia,

Antes, construíamos nuestras casas con material local pero una 
vez que llegaron las empresas, comenzamos a usar planchas 
de zinc para los techos de las casas. Otras cosas como el gas, 
los utensilios de cocina, la televisión también antes no había. 
Seguro que el primer salario de la compañía era para comprar 
una televisión o también para la comida y la ropa y educación 
para los hijos (Arturo, conversación personal, diciembre 2014).  

En efecto, una nueva relación con el trabajo y el dinero se fue 
estableciendo. Las comunidades Kichwa se fueron haciendo cada vez 
más dependientes de las empresas petroleras. Las nuevas necesidades 
emergidas en un contexto de ausencia estatal, obligó a las comunidades a 
colocar entre sus prioridades la obtención de un salario para ser invertido 
en educación de sus hijos, alimentación, salud, vestimenta, herramientas 
de trabajo, transporte, entre otros. La relación con el dinero y los salarios 



Luchas por el territorio, la autonomía y la autodeterminación en el contexto del Sumak Kawsay en el Yasuní, Amazonía Del Ecuador

69

no ha dejado de ser conflictiva para los Kichwas, en contextos en los 
que las dinámicas extractivistas y la colonización han causado múltiples 
traumatismos: ha provocado la desintegración de las familias y de las 
comunidades, ha hecho que se rompa un vínculo importante con sus 
territorios de origen; ha inducido el encierro en territorios limitados, al 
igual que los recursos del mismo. En este contexto, la limitada obtención 
de dinero, circunscripta a la decisión de los agentes petroleros genera una 
frustración permanente que se expresa muchas veces en la desmedida 
utilización del mismo y en otros problemas como el consumo exacerbado 
de alcohol, el aumento de la violencia, en contextos predominantemente 
masculinos.

Por otra parte, los efectos del petróleo sobre el entorno físico de 
la Amazonía, fue limitando sus posibilidades de obtención de recursos 
en un espacio cada vez menos disponible para actividades como la caza 
y la pesca desarrolladas por los Kichwa. Estas posibilidades se vieron 
particularmente restringidas a partir de los años 1960, cuando el nuevo 
régimen territorial, incitó la práctica de actividades agrícolas como, 
por ejemplo, la cría de ganado, reforzando la sedentarización de las 
comunidades. Las prácticas tradicionales de subsistencia fueron siendo 
reemplazadas, aunque sin ser totalmente abandonadas (Macdonald, 
1997). Estas prácticas se vieron igualmente afectadas por la falta de 
agua. La contaminación de ríos y lagos con los desechos petroleros, 
afectó al conjunto de procesos productivos en la selva, provocó nuevas 
enfermedades, dificultó e intensificó particularmente el trabajo de las 
mujeres, encargadas de suplir de agua y alimentos en las comunidades. 
Las mujeres y los niños son también especialmente afectados por las 
enfermedades, por el contacto directo con las fuentes de agua en las cuales 
ellas realizan sus actividades cotidianas. 

Las actividades petroleras impactaron desde el inicio las prácticas 
colectivas de las comunidades Kichwa. Los desplazamientos provocados 
por el petróleo y la dificultad de acceder a algunos recursos de la selva, 
dificultaron prácticas como la minga o el cultivo en las chakras o huertos. 
Históricamente, la minga ha servido como base para fortalecer los 
vínculos sociales dentro de la comunidad. La organización regular de 
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la minga se vio afectada con la llegada de las empresas petroleras. Los 
hombres que salían a trabajar en las mismas estuvieron más ausentes en 
sus comunidades, siendo las mujeres quienes fueron asumiendo cada 
vez más la responsabilidad de organizar el trabajo colectivo. La división 
sexual del trabajo se ve impactada en este contexto, con una particular 
sobrecarga de trabajo para las mujeres. La irregularidad en la práctica y 
organización de actividades como la minga y otras actividades como la 
caza y la pesca, fueron alterando las relaciones sociales y de compadrazgo 
dentro de las comunidades.

La dificultad de proveerse de recursos de la selva para la subsistencia 
se profundizó en medio de la contaminación ambiental. En este contexto 
los Kichwa se vieron obligados a buscar fuentes de ingresos extras para 
cubrir las necesidades de las familias. La migración hacia las ciudades ha 
sido una de las formas de obtención de estos ingresos procurados con el 
objetivo de asegurar la subsistencia de sus hogares y comunidades. En este 
contexto, los Kichwas desarrollaron también otras estrategias económicas 
como el comercio de artesanías (hamacas, canoas, cestas, cerámicas) y la 
venta de los productos de la chakra. Recientemente, algunas comunidades 
han desarrollado actividades de turismo comunitario con la apertura de 
albergues, la realización de recorridos por la selva, el avistamiento de 
aves y otros animales del bosque. 

Con el fin de obtener ciertos privilegios del petróleo, algunos líderes 
comunitarios fueron desarrollando relaciones basadas en el clientelismo 
con las compañías petroleras y los agentes estatales. La atribución de 
prebendas y regalos a algunos de estos lideres, ha sido una característica 
de estas relaciones, motivando el descontento del resto de los miembros 
de la comunidad y por tanto la división comunitaria. 

Si bien el petróleo ha introducido cambios bruscos en los territorios 
y las economías Kichwa, como explica Reeve (2002), los vínculos 
económicos que caracterizan a este pueblo no son recientes y responden 
a la historia de colonización que ha tenido lugar en la región. Nuevas 
necesidades económicas se han ido creando con la presencia cada vez 
más intensificada de actores externos en la selva. Según Reeve, estas:
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reflejan la posición histórica de la Runa del Curaray como 
sociedad, con vínculos económicos, primero con la Iglesia 
católica y luego con los caucheros y otros comerciantes 
que buscaban la extracción de materias primas para los 
centros industriales. Debido a la influencia de la iglesia y 
los comerciantes, los runa desarrollaron una “necesidad” de 
productos manufacturados como armas, ropa, ollas y medicinas 
(Reeve 2002: 189).

La situación de extrema pobreza y abandono en la que se encuentran 
actualmente las comunidades Kichwa está en este sentido, vinculada a 
los procesos históricos de extracción de recursos, explotación laboral y 
despojo territorial. Sin embargo, es particularmente asombroso observar 
los efectos económicos de las actividades petroleras en la región, por el 
contraste entre los ingresos generados por la exportación de este recurso 
y la situación de exclusión económica y pobreza creciente que se observa 
en la Amazonia. En este sentido, si bien es posible que la instalación de 
los campamentos y el inicio de actividades petroleras hayan supuesto, a 
corto plazo, una mejora, sobre todo en las infraestructuras y la prestación 
de servicios a las comunidades, cabe preguntarse cómo las exigencias 
de una economía que ha alterado drásticamente un entorno geográfico, 
ecológico y social crearán nuevas oportunidades para sus habitantes a 
largo plazo. Como mencionan Larrea et al., 

Los ciclos extractivos de recursos naturales de la Amazonia y 
en particular, el ciclo petrolero, se han basado en la percepción 
de la región como una fuente inagotable de recursos, y más 
recientemente, como una válvula de escape a las presiones 
sociales y demográficas de las regiones más densamente 
pobladas del país. La Amazonia ha sufrido la desarticulación 
de sus culturas indígenas y ha experimentado un proceso 
de colonización asociado a la extracción de recursos no 
renovables y a una agricultura de mínima sustentabilidad, que 
no han logrado mejorar las condiciones sociales de vida de la 
población. Los indicadores sociales de la región, la ubican entre 
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las más deprimidas del país y los impactos ambientales de la 
actividad petrolera y la colonización sobre la biodiversidad y la 
salud de los habitantes han sido severos. A pesar de la creciente 
conciencia ambiental y de políticas tendientes a conservar las 
áreas protegidas y el conjunto de la región, ha prevalecido la 
concepción extractivista sobre una estrategia encaminada hacia 
la sustentabilidad (Larrea et al. 2009:117).

De hecho, los yacimientos petrolíferos constituyeron rápidamente 
enclaves en torno a los cuales se desarrollaron diversas formas de 
comercio para dar una apariencia de dinamismo en la región. Sin 
embargo, una vez explotado el petróleo, en la mayoría de los casos las 
empresas abandonaron los territorios dejando espacios destruidos y 
vaciados. Los vertidos de petróleo, los sobrevuelos de helicópteros, el 
tránsito de grandes embarcaciones a motor, la deforestación, generaron 
impactos profundos en la selva. Estos daños, por lo general, no han 
sido reparados por las empresas petroleras, así como tampoco se han 
atribuido indemnizaciones a las comunidades afectadas por la economía 
petrolera. La violencia engendrada por las prácticas arbitrarias de las 
empresas es palpable en todo el territorio del Yasuní. Esta violencia, sin 
embargo, así como las transformaciones económicas provocadas por la 
actividad extractiva son más evidentes en los territorios de instalación 
de las empresas petroleras, o en las rutas de acceso a las mismas, creando 
un clima de tensión, de violencia e impunidad constante. 

Los Kichwas de la Vía Auca
Durante la instalación y construcción de los primeros asenta-
mientos en la zona del Parque Yasuní, varias familias Kichwas 
se trasladaron a lo que ellos mismos llamaron la Vía Auca35. La 
construcción de esta vía fue una de las primeras consecuencias 
de la instalación de las compañías petroleras, afectando a unos 

35	  El nombre de esta vía fue atribuido por los mismos Kichwa a la presencia de los grupos 
Waorani a quienes en esa época se identificaba como un pueblo “salvaje”. 
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140 km de territorio. Se trató de un eje central a partir del cual se 
han ido abriendo otros pequeños caminos y senderos a medida 
que ha avanzado la frontera petrolera. Construida por la com-
pañía petrolera Texaco con el objetivo de facilitar la comunica-
ción entre los campos petroleros y el oleoducto principal, esta 
carretera se pobló sobre todo al principio del boom del petróleo 
(1972), constituyendo el primer gran eje de penetración de las 
empresas petroleras, de emigrantes y de trabajadores en esta 
zona.
Es difícil encontrar estudios sobre los desplazamientos de las co-
munidades Kichwa que se produjeron para facilitar la construc-
ción de esta carretera. Según sus actuales habitantes, cientos de 
indígenas Kichwas, habitantes de la costa ecuatoriana y del veci-
no país Colombia fueron contratados para trabajar en la tala de 
árboles, la remoción de tierra y posteriormente en la pavimenta-
ción de esta carretera (Cuaderno de campo, febrero 2016). Este 
reclutamiento motivó el desplazamiento y asentamiento de mu-
chas familias en este “frente petrolero”, al tiempo que se intensi-
ficaron los conflictos por la ocupación arbitraria de tierras. Estos 
desplazamientos provocaron conflictos particularmente con los 
Waorani, habitantes de este territorio. 
Desde su construcción, la Vía Auca se caracterizó por la violen-
cia engendrada por prácticas arbitrarias de las empresas y por 
la divergencia de intereses con las comunidades, creando crea-
do situaciones muy problemáticas. Se trata de una zona donde 
confluyen la frontera petrolera y la frontera agrícola, impulsada 
por las conexiones económicas con la ciudad de  El Coca. Esta car-
retera también ha tenido un gran impacto en términos ambien-
tales, dado que su ubicación, cerca de la Reserva de la Biosfera 
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Yasuní, ha representado un importante frente de deforestación; 
por fin, la presencia de asentamientos agrícolas cerca del Parque 
Yasuní ha reforzado el conflicto entre los actores agroindustriales 
y los indígenas (Pappalardo, 2013). 
La proliferación de campamentos petrolíferos y de 
trabajadores fomentó la apertura de pequeños negocios 
para ofrecer servicios de alimentación, alojamiento, etc. Es-
tos lugares se han convertido en puntos de encuentro de los 
miembros de las comunidades indígenas con los trabajadores 
de las compañías petroleras, los funcionarios estatales, mi-
sioneros, etc. La carretera también favoreció la proliferación 
de bares y sitios de prostitución creando, en ocasiones, un 
ambiente hostil, inseguro y violento, en particular para las 
mujeres de las comunidades. Sobre este aspecto retomare-
mos el análisis más adelante. 
La construcción de esta carretera dentro del Parque Yasuní y la 
introducción de nuevas dinámicas económicas, intercambios y 
relaciones en torno al petróleo han configurado la organización 
socio-territorial en el Yasuní, contribuyendo a la intensificación 
de conflictos. Se trata de la ocupación arbitraria de territorios 
considerados como baldíos, siendo que estos estaban previa-
mente bajo el control de grupos indígenas. 

2.2 El pueblo Waorani 

La historia de los Waorani se caracteriza por diversos 
acontecimientos que atestiguan la resistencia de este pueblo a los procesos 
de “modernización” y de “civilización”, así como su carácter de pueblo 
autónomo, libre y autodeterminado (Narváez, 1996; Rival, 2015). A 
finales de la década de 1950, este pueblo fue agrupado por el Instituto 
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Lingüístico de Verano, en un proceso que tuvo un impacto importante 
y que transformó sus formas de vida y su organización.

El pueblo Waorani del Yasuní es el segundo pueblo 
demográficamente más importante del Yasuní. Actualmente habita entre 
los ríos Tiputini por el norte y Curaray por el sur, en las estribaciones de 
la cordillera de los Andes en la frontera con Perú, dentro de las provincias 
de Pastaza y Orellana, en el territorio Waorani y el Parque Nacional 
Yasuní (Rivas y Lara, 2001: 23). Los Waorani ocupan actualmente cerca 
de 678.000 ha de territorio amazónico, legalizado en 1990 por el Estado 
ecuatoriano. Este territorio está habitado por aproximadamente 26 a 32 
comunidades, algunas de las cuales están establecidas dentro del antiguo 
Protectorado Waorani36. Las estimaciones cuentan un total de casi 1300 
miembros de este pueblo viviendo dentro del Parque Yasuní (Trujillo, 
2001). Esta cifra, no toma en cuenta a los miembros de los grupos que 
viven aislados en el territorio amazónico del Ecuador, grupos de la familia 
de los Waorani, quienes se habrían aislado para huir de las amenazas del 
contacto establecido por la ILV (Almeida y Proaño, 2008).  

En cuanto a los orígenes etnolingüísticos de los Waoranis, algunos 
autores los han relacionado con los Avijiras o Aushiris de la región (Taylor, 
1988). El investigador y misionero Capuchino, Juan Santos Ortiz de 
Villalba (1984), señala que las características genéticas y lingüísticas 
de los Waorani, similares a las de los Guaraní, permiten pensar que se 
trata de grupos “insulares” en la gama de los pueblos amazónicos. Según 
este autor, los Waorani habrían sufrido los efectos del empuje de las 
migraciones desde Brasil motivadas por la explosión demográfica de los 
Tupi-Guaraní. Posteriormente, con la actividad de colonos y comerciantes 
extractivistas en el siglo XIX, estos habrían sido desplazados a las zonas 
interfluviales y ribereñas del lado oriental de la selva (Santos Ortiz, 1984; 
Narváez, 1996). 

36	  Toñampari, Dicaro, Ñoneno, Armadillo, Bataboro, Caruhue, Tagaeri, Queguerire-Ono, 
Nenquipari, Cacataro; al noreste del Parque Yasuní, a orillas del río Yasuní y sus afluentes, 
así como a lo largo de las vías de penetración de la industria petrolera se encuentran las 
comunidades de Guiyeroo, Ahuemuro, Kawimeno, Bameno, Penenro y Tobataro. 
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Identificados como un pueblo de “contacto reciente”37, los Waoranis 
son el último pueblo indígena contactado en Ecuador. A mediados del 
siglo XVII, algunos contactos esporádicos fueron establecidos por parte 
de misioneros católicos. Sin embargo, fue en la década de 1950, que 
los misioneros del ILV agruparon a miembros de este pueblo, dando 
inicio a una dinámica de intercambios más intensa con otras misiones 
religiosas, con funcionarios del Estado, de las empresas petroleras, con 
investigadores, etc. 

Investigadores como James Yost (1979) y Laura Rival (1996) 
señalan que, en el momento del primer contacto con los miembros 
del ILV, los Waoranis estaban divididos en cuatro grupos principales: 
Guikitairi, Piyemori, Baiwairi y Wepeiri unidos por lazos de parentesco 
entre sí y cuya relación se caracterizó por periodos de hostilidad y 
guerra entre ellos y con otros pueblos amazónicos. Otros grupos 
demográficamente menos importantes son mencionados como los 
Nenkimoiri y los Kempereiri. 

La organización de los Waoranis se basa en el nanicabo, unidad 
familiar que mantiene relaciones de alianza con otros nanicabos de la 
zona. Cada nanicabo está formado por entre 10 a 40 personas, reunidas 
en torno al miembro más anciano de la comunidad -pekenani-. Cada casa 
del nanicabo está rodeada de cultivos de plátano y yuca, cuyo producto es 
a menudo compartido con los miembros de otros nanicabos (Cabodevilla, 
2016). Este reparto confirma los vínculos de parentesco con miembros 
de otros nanicabos que los Waoranis identifican como waomoni, -“que 
poseen la misma sustancia” (Ima, 2012) u origen similar. A través de esta 
identificación, se diferencia a los parientes consanguíneos de “los otros” 
-Warani- que, aunque poseen la misma lengua y prácticas, tienen un 
pasado diferente (Ibid., 2012). 

Los principales productos del quehuencori o huerta waorani son 
la yuca, la banana, la chonta y el barbasco. De la misma forma que 
para el pueblo Kichwa, otros productos tales como el azúcar, el aceite 

37	  Según la clasificación determinada por las Líneas Directrices para la Protección de Pueblos 
indígenas en aislamiento y en contacto inicial de la Región Amazónica, el Gran Chaco y la 
región oriental de Paraguay (OACNUDH, 2012). 
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de palma, el arroz y otros productos enlatados, han sido introducidos 
con el avance de la frontera petrolera y de colonización. Hoy en día, 
las actividades hortícolas son cada vez más practicadas en parcelas de 
territorio reducidas, provocando el agotamiento rápido de los suelos. 

Según James Yost (1979), en la época de los primeros contactos 
con los misioneros, el patrón de residencia preferido por los Waorani 
fue uxorilocal. Sin embargo, fenómenos como el las correrías 
en la época del caucho o la introducción de la economía salarial, 
transformaron radicalmente el sistema de residencia y las formas de 
organización sociopolítica de los Waorani, dando paso a una nueva 
división sexual del trabajo (Narváez, 1996). Antes del contacto 
establecido por el ILV, estos grupos seminómadas solían desplazarse 
cada dos o tres años, debido al agotamiento de los recursos en una 
zona determinada y a las alianzas y conflictos con otros grupos de la 
zona, especialmente con los Záparos. La movilidad permanente de 
estos grupos se realizaba en un vasto territorio dentro del cual los 
Waoranis dispersaban sus huertos. Esta movilidad permitió la creación 
de varias alianzas, matrimoniales y de políticas para el reparto de los 
territorios de caza (Rival, 1996).

La caza y la recolección de productos de la selva, actividades 
económicas de subsistencia históricamente ejercidas por los Waorani, 
eran destinadas a la autosuficiencia de la unidad doméstica y a la 
distribución e intercambio con otras familias del nanicabo. A decir de 
Laura Rival, estas actividades implicaban un intercambio “no recíproco” 
en el sentido en que “los que dan, no se convierten en acreedores, ni los 
que reciben en deudores” (Rival, 2015: 278). Los Waorani han mostrado 
una gran capacidad individual para proveerse de grandes cantidades de 
recursos y compartirlos al interior de la unidad doméstica, mostrando la 
importancia que tiene la autonomía y el carácter autárquico del grupo que 
no necesita recurrir a otros grupos para su subsistencia (Rival, 2015: 284). 

A partir del contacto establecido por el ILV, se pudieron registrar 
datos más consistentes sobre el sistema de organización de los Waoranis. 
Antes de este periodo, su presencia era evocada en relatos de los caucheros 
y de los primeros trabajadores de las haciendas, en particular, para 
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advertir a los viajeros y aventureros de la margen derecha del río Napo, 
de la posibilidad de ser “atacados” por los llamados pueblos “feroces”. La 
palabra Auca, un término Kichwa traducido al español como “‘salvaje” 
fue utilizada hasta mediados del siglo XX para denominar a este pueblo, 
objeto de estigmatización y el aislamiento en el seno del Estado nacional 
(Rival, 1992).

Para este pueblo, el término Waorani -nosotros, el pueblo- se 
entiende en contraposición al término kowuri, utilizado para hacer 
referencia a individuos o colectivos que no hablan su lengua (Ima, 2012; 
Rival, 2015). 

El pueblo Waorani experimentó un rápido proceso de redefinición 
de su identidad con la llegada de nuevos agentes (misiones religiosas, 
escuela, empresas petroleras) que modificaron las relaciones sociopolíticas 
y ecológicas en el Parque Yasuní (Trujillo, 2001). Se trató de una etapa de 
transición que dificulta el análisis y la predicción de la adaptabilidad social 
de este grupo a la sociedad nacional. A pesar de estas transformaciones 
que continúan en curso, ciertas prácticas de los Waorani, vinculadas a 
su vasto conocimiento del bosque y su lengua se han mantenido en el 
tiempo. Tal es el caso de la movilidad de este pueblo, entendida como una 
estrategia “frecuente y políticamente utilizada, como forma de segregación 
y evitamiento de conflictos” (Rival, 2015: 57).

La necesidad de ampliar la frontera extractiva y de colonización 
en el Yasuní se acompañó de varios intentos de “integración” del 
pueblo Waorani a la sociedad nacional. Este proyecto fue inicialmente 
desenvuelto por la misión evangélica y más tarde católica38. Enseguida, 
varios programas “de desarrollo comunitario” han sido puestos en 
marcha por el Estado y las empresas petroleras para dar continuidad 
a este proyecto en pocas ocasiones ha contado con la participación 
activa de las comunidades, dando lugar más bien, al establecimiento 

38	  En 1976, la misión católica de los Capuchinos dirigida por el padre Alejandro Labaka es-
tableció los primeros contactos con el pueblo waorani. Los misionarios fundaron entonces 
la comunidad de Garzacocha situada en las riberas del río Yasuní y a partir de ahí, estable-
cieron otros contactos con los Waornai del río Cononaco. Estos contactos habrían sido pací-
ficos y habrían tenido menos impacto sobre la organización socio-cultural de los Waorani 
que aquellos establecidos por el ILV (Rivas y Lara, 2001). 
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de relaciones de dependencia, de clientelismo y el asistencialismo con 
las comunidades. 

Los Waorani fueron agrupados por los misioneros del ILV dentro 
del Protectorado Waorani, en un área de 1.605 km² atribuida a la misión 
en 1958 y legalizada en 1983 por el Estado ecuatoriano. Varios intentos de 
contacto fueron desarrollados antes del establecimiento de la misión, en el 
marco de la que fue denominada como “Operación Auca”. Iniciada en 1955, 
esta operación consistía en sobrevolar los territorios waorani, enviando 
mensajes y presentes para los indígenas desde helicópteros. El resultado 
de estas aproximaciones fue la desaparición, en 1956, de cinco misioneros 
luego de ser atacados en las playas del río Curaray por un grupo de hombres 
waorani equipados con lanzas. La difusión mediática internacional de este 
episodio reforzó el estereotipo con relación a este pueblo, atribuyéndole 
la característica de pueblo “salvaje” y propagando la idea de la necesidad 
de “pacificación” del mismo, creando las circunstancias adecuadas para el 
establecimiento de posteriores contactos con los Waorani. 

Durante la operación Auca, los misioneros del ILV habían 
establecido contacto principalmente con Dayuma, mujer Waorani a 
quien habían convertido al protestantismo. Es Dayuma, quien, en los 
años posteriores, es llamada por las misioneras Rachel Saint y Elisabeth 
Elliot a enseñarles la lengua Waorani con el fin de facilitar el proceso 
de reagrupación y evangelización en el llamado Protectorado. Esta 
agrupación no se hará sin resistencia de los indígenas. Por el contrario, 
muchos de ellos buscaron evitar el agrupamiento y continuaron 
movilizándose por la selva, desarrollando sus prácticas de subsistencia 
en espacios más amplios que habían sido tradicionalmente ocupados. 
En respuesta al agrupamiento forzado dentro del Protectorado, 
alrededor de 1970, algunos Waorani intentaron dispersarse de nuevo 
en la selva. Sin embargo, el interés por los recursos petroleros provocó 
una aceleración de los contactos, la reagrupación de casi el 90% de los 
Waorani y el fortalecimiento de las relaciones de dependencia entre 
los Waorani y los misioneros, siendo estos últimos los encargados 
de facilitar el contacto entre los indígenas y las empresas petroleras 
(Almeida y Proaño, 2008). 
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La reorganización territorial realizada por los misioneros del ILV 
afectó las dinámicas de movilidad de estos grupos semi-nómadas e 
inter-fluviales (que poseían muy poca o ninguna adaptación fluvial). La 
relocalización en zonas ribereñas, acentuó las dinámicas del contacto 
con el exterior y provocó el refuerzo de ciertas prácticas económicas 
de subsistencia, así como la adopción de nuevas tecnologías para las 
actividades de producción. 

Algunos investigadores explican que las empresas, especialmente la 
Texaco, se habría aprovechado de los territorios “vaciados” de indígenas 
que fueron agrupados (Narváez, 2016; Cabodevilla, 1998; Kimerling, 
1996; Rival, 1996; Almeida y Proaño, 2008). El agrupamiento en el 
Protectorado habría facilitado el acceso a mano de obra y a los territorios 
indígenas. En este sentido, la Misión Evangélica habría desempeñado un 
papel de mediadora en el proyecto de “integración” y de “modernización” 
implementado en el territorio amazónico durante esta época y hasta 1984, 
cuando la misión es expulsada del territorio ecuatoriano.  

2.2.1. “Primeros contactos” con las compañías petroleras

Especialmente a finales de los años 60 y principios de los 70, durante 
el llamado “boom” petrolero en Ecuador, las actividades de extracción 
de petróleo fueron intensificadas en territorios Waorani. Este territorio 
había sido ocupado anteriormente, primero para la explotación de caucho 
y más tarde para la explotación petrolera por parte de la empresa Shell, 
provocando numerosos conflictos entre los Waorani, los Kichwa y los 
colonos recién llegados. Los Waorani eran considerados como uno de 
los mayores obstáculos para el avance de la frontera petrolera, en este 
sentido, había que “domesticarlos”, para facilitar el acceso a las compañías 
petroleras (Green, 2012). 

La construcción de la Vía Auca provocó el desplazamiento de 
varias familias Waorani hacia el este, hasta que, en la década de 1970, 
la Texaco movilizó todos sus esfuerzos para reasentar a estas familias 
dentro del Protectorado ubicado en la zona de Tihueno. A través de la 
misión del ILV, se contactó a varios hombres Waorani y se les contrató 
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para trabajar en la apertura de la Vía Auca. Según Almeida y Proaño, 
estos fueron los primeros intentos de integrar a los Waorani en la 
economía petrolera, a través de la asignación de algunos puestos de 
trabajo, especialmente para los jóvenes. De esta manera, las empresas 
petroleras promovieron el desplazamiento de varias familias hacia este 
“frente petrolero”, promoviendo la dependencia salarial de los hombres 
Waorani así como una nueva división sexual del trabajo, resultante de la 
imposición de la economía primario-exportadora (Almeida y Proaño, 
2008; Kimerling, 1996). 

Después de Texaco, la empresa Conoco asumió la explotación 
petrolera en estos territorios, motivando un proceso de colonización 
masiva de los mismos y profundizando las relaciones de dependencia 
de los Waorani con las petroleras39. La posibilidad de ocupar nuevos 
territorios, luego de la concentración de Waorani en la Reserva Étnica 
(antiguo protectorado) fue aprovechada principalmente por los 
Kichwa que se asentaron a lo largo de los principales ríos, mientras 
que una multitud de colonos mestizos ocuparon las vías de acceso a las 
instalaciones petroleras. Sin embargo, muchos Waorani continuaron 
movilizándose en territorios más amplios, tradicionalmente ocupados. La 
ocupación de estos territorios por múltiples actores y el desplazamiento 
forzado de los Waorani hacia el protectorado, fueron motivos de división 
interna de este pueblo, la que provocaría, en los años siguientes, diversos 
conflictos entre los grupos establecidos dentro del protectorado y los 
grupos desplazados (Yost, 1979). 

A finales de la década de 1970 y principios de 1980, los Waorani 
comenzaron a fundar algunas comunidades. La mayoría de comunidades, 
en particular de la región de Pastaza, se organizaron en torno a escuelas 
públicas que continuaron los esfuerzos civilizadores del ILV (Rival, 1996). 
Una vez asentadas de forma permanente, estas comunidades tuvieron 

39	  Las consecuencias sociales provocadas por las actividades de esta empresa fueron señaladas 
en un estudio realizado por el antropólogo James Yost (1979), particularmente, la violencia 
ejercida por los trabajadores de CONOCO contra las mujeres waorani, la manipulación 
hacia los trabajadores Waorani, la corrupción de la empresa; así mismo, observó el aumento 
de los casos de alcoholismo en las zonas cercanas a los campamentos petroleros y la multi-
plicación de los casos de enfermedades de transmisión sexual. 
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cada vez más contacto con el exterior, especialmente con los misioneros 
y empleados de las compañías petroleras.

A decir de Iván Narváez, en esta época, la explotación petrolera no 
representaba una amenaza mayor para los Waorani, por el contrario, la 
llegada de estas empresas, la construcción de carreteras, de helipuertos, 
fue percibida como positiva, en vista de los numerosos servicios y regalos 
obtenidos de la empresa, especialmente durante el período de instalación 
de los campos petroleros. Sin embargo, “esto no significó que dieran 
su consentimiento incondicional para la explotación de petróleo en su 
territorio” (Narváez, 1996: 43). 

En la década de 1990, se concedieron otros territorios a las 
compañías petroleras, lo que redujo aún más la movilidad de los Waorani. 
El caso más representativo de este periodo es la adjudicación del bloque 
16, anteriormente explotado por Conoco, a la petrolera Maxus. Sobre las 
consecuencias de las actividades desarrolladas por Maxus, el estudio de 
Iván Narváez muestra cómo esta empresa intentó mostrar una imagen 
pública de “responsabilidad social” hacia el pueblo Waorani, mientras 
heredaba de Conoco una política de desarrollo “precaria”, que, en realidad, 
redujo las posibilidades de organización y movilidad de este pueblo. Bajo 
el rótulo de la responsabilidad social de las empresas, diversos planes de 
desarrollo comunitario fueron creados sin que ello implique cambios 
estructurales en las relaciones de poder y de dependencia forjadas por 
las empresas o a nivel de las consecuencias de las actividades petroleras 
a nivel social y ambiental en el Yasuní. 

En la actualidad, los bloques petroleros ocupan casi el 80% del 
territorio Waorani y es un escenario de movimiento permanente de los 
trabajadores de las empresas petroleras y de empresas “proveedoras de 
servicios”40. Además de la colonización provocada por esta actividad, se 

40	  A partir de los años 2010, la nueva Ley de Hidrocarburos tuvo por objeto “recuperar el 
control y la gestión” de recursos petroleros por el Estado, así como obtener una participa-
ción más importante de los ingresos provenientes de la comercialización de este recurso. Por 
la vía del antiguo “contrato de participación” la compañía petrolera recibía una participa-
ción o ingreso proveniente de la producción de petróleo, mientras que con el nuevo “contra-
to de prestación”, el Estado debía pagar a la compañía un cierto monto por barril de petróleo 
extraído. La nueva dinámica de prestación tenía implicaciones similares en el territorio. La 
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observa una importante militarización de la zona, lo que genera temor y 
tensión en este territorio, controlado por las empresas petroleras.   

2.2.2 Impactos del petróleo en la economía de subsistencia 
de los Waorani

La concentración de la población y el crecimiento demográfico en 
el seno del Protectorado Waorani, tuvo diversas consecuencias sobre las 
formas de organización y las prácticas de subsistencia del pueblo Waorani. 
Como explica Laura Rival,  

En solo 40 años, la cultura huaorani ha experimentado una 
serie de cambios drásticos en su dinámica social y cultural. Las 
formas de producción, las relaciones de parentesco, los patrones 
de tenencia han sufrido cambios violentos. Las causas de estos 
cambios acelerados se pueden resumir en las dos intervenciones: 
el contacto evangelizador del Instituto Lingüístico de Verano 
(ILV) y la explotación del petróleo (...). Desde un punto de 
vista global, la intervención del ILV tuvo dos tipos de impacto 
principales: la organización social se vio afectada y los patrones 
de vida cambiaron (Rival, 1996: 21-24). 

La colonización masiva que acompañó la instalación de las empresas 
y el desarrollo de las actividades salariales y comerciales entorno a las 
petroleras ha provocado fuertes impactos en la organización social de 
este pueblo. El nuevo orden territorial instaurado por las petroleras 
ha obstaculizado la obtención de recursos de la selva en este espacio 
transformado en enclave petrolero y en zona militarizada ocupada 
arbitrariamente. El desplazamiento de las comunidades Waorani a zonas 
cercanas a las instalaciones petroleras también dificultó sus actividades 
de subsistencia, organizadas en función del carácter cíclico y estacional 
de la selva. La sedentarización de las familias y la dependencia económica 

explotación petrolera es realizada por el Estado, pero los servicios son generalmente dados 
por una empresa extranjera que concede a esta su poder de decisión sobre el territorio y de 
determinar, en función del precio del petróleo en el mercado internacional, el monto y las 
condiciones de los contratos. 
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inducida por el petróleo intensificaron la pérdida de control sobre un 
territorio mayor, ahora circunscrito al reducido espacio de la casa o 
unidad familiar. En este contexto, algunos jóvenes Waorani se vieron 
obligados a migrar cada vez más hacia las zonas de instalación de las 
empresas petroleras, en donde las posibilidades de obtención de un salario 
eran más tangibles. 

El control territorial fue asumido progresivamente por las 
compañías petroleras quienes instalaron sus campamentos y vallas de 
protección, otorgándose a sí mismas la facultad de aceptar o rechazar 
el acceso al territorio a cualquier persona ajena a la empresa. El 
derecho de paso sólo era concedido a los indígenas bajo autorización, 
convirtiéndolos así en “visitantes” de su propio territorio. Una 
vez instalada en el territorio, la empresa petrolera reclutó algunos 
hombres Waorani para efectuar los trabajos más difíciles de apertura 
y limpieza de rutas e instalación de maquinarias para la explotación. 
Durante la realización del trabajo de campo en el año 2013, uno de mis 
interlocutores me indicó que un 85% de hombres de las comunidades 
Waorani de la zona de Tiwino, Yasuní trabajaban para una empresa 
petrolera. Estos hombres realizaban trabajos en periodos cortos de 
algunos meses, con un salario mensual de entre 400 a 700 dólares) 
(Cuaderno de campo, diciembre 2013). 

Al inicio de las actividades petroleras en esta zona, las relaciones 
entre los Waorani y los Kichwa eran tensas. Las atribuciones de objetos 
y las ofertas de servicios, infraestructuras en forma de “compensaciones” 
hechas por parte de las petroleras a algunas comunidades, fueron 
inicialmente percibidas como positivas, en un contexto en donde la 
presencia del Estado era casi nula. Sin embargo, a media que avanzó 
la exploración petrolera y que se fueron ocupando arbitrariamente 
los territorios, se instaló de incomprensión y la desconfianza hacia 
las empresas.  La tensión se introdujo también entre las comunidades 
Waorani que compitieron por el derecho exclusivo a la “nueva fuente de 
abundancia natural” que era el petróleo (Rival, 2015). Lo que se observaba 
era que en las comunidades en donde se desarrollaban actividades 
extractivistas, había posicionamientos muy variados con relación a la 
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explotación petrolera y cada vez más competencia. Como menciona 
César, un miembro de la comunidad de Tiwino: 

Qué podemos hacer si de toda forma, la explotación va porque 
va. Mejor que nada recibir lo que da la empresa. Usted ve como 
estamos, no hay comida ni bebida. Por eso estamos obligados 
mismo a negociar con las empresas, porque digamos que 
son las que están para negociar. El Estado nunca ha estado 
(Conversación personal, noviembre 2012). 

El privilegio con relación a las negociaciones con las empresas y 
obtención de prebendas dieron origen a múltiples tensiones entre las 
familias. Lo que estaba en juego era la “exclusividad” de los territorios 
que permitiría acoplar las actividades petroleras con sus propias formas 
de obtención de recursos, reforzar los patrones tradicionales de alianza 
o enemistad intra-étnica y reclamar nuevos territorios (Rival, 2015). 

Estos conflictos se vieron profundizados en el contexto de la 
yuxtaposición de la legislación relativa a la creación de la Reserva 
Waorani, del Parque Yasuní y de la Zona Intangible Tagaeri-Taromenane 
en un mismo territorio y a las prohibiciones relativas al uso del mismo. 
Con el argumento de la conservación y preservación territorial, la caza, 
por ejemplo, actividad históricamente desarrollada por este pueblo, 
quedó proscrita en algunas de estas zonas41. Los límites impuestos por 
la frontera del petróleo y los nuevos asentamientos que se desarrollaron 
en torno a los acampamentos petroleros también fueron disminuyendo 
las posibilidades de movilidad de estos pueblos y el desarrollo de esta 
actividad. Como ha sido mencionado, los Waorani hacen uso del territorio 
en base a una movilidad histórica y periódica estacional: sus actividades 
están organizadas en función de un proceso de regeneración de cada 
uno de los sitios por los cuales se desplazan, de manera cíclica y a un 
ritmo estacional. De igual manera, la polución provocada por la actividad 

41	  Ciertas comunidades se han visto en la obligación de firmar acuerdos para interrumpir la 
práctica de la caza en sus territorios. Tal es el caso del acuerdo firmado por la Universidad 
Católica del Ecuador con la comunidad de Guiyero en el contexto de las medidas de “pro-
tección” puestas en marcha por algunas entidades privadas. 
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petrolera, provocó una ruptura en las prácticas Waorani de movilidad, 
de interacción con los territorios y otros impactos sociales que agravaron 
la situación de vulnerabilidad de los mismos. Según José, Waorani de la 
comunidad de Ñoneno,

La compañía llega y dice, vamos a instalar aquí y negocian 
algunas hectáreas, pero lo que en realidad utilizan es mucho 
más grande. Enseguida nos impiden pasar en esta zona cerrada 
por grandes mallas. Nos prohíben acceder a nuestro propio 
territorio, pero nosotros no hemos vendido. Eso, sin hablar de 
nuestros animales que comienzan a huir cuando comienzan 
las actividades de la empresa (Ñoneno, conversación personal, 
diciembre 2013). 

Viéndose muchas veces imposibilitadas de realizar sus actividades 
de subsistencia, las comunidades empezaron a reemplazar algunos 
productos de la selva por alimentos industrializados venidos de fuera. 
Otras comunidades comenzaron a desarrollar actividades alternativas 
para la obtención de recursos. El turismo comunitario fue una ellas, 
como ha sido mostrado en algunos estudios (Carpentier, 2011), con la 
promoción de paquetes turísticos de bajo impacto ecológico para visitar 
el Yasuní42. 

El acceso a productos como medicinas y alimentos venidos de fuera, 
se volvió cada vez más esencial en un contexto en el que el uso y gestión 
tradicionales del suelo eran restringidos por los límites geográficos y los 
efectos ambientales impuestos por la explotación petrolera. Los efectos 
ambientales también incidieron en un agravamiento de las condiciones 
de vida y la salud de los Waorani, con el incremento de enfermedades 
y el limitado acceso a servicios básicos de salud. A menudo, eran las 
compañías petroleras las encargadas de suministrar servicios a las 

42	  Ciertas comunidades como Bameno han comenzado a desarrollar actividades de turismo 
comunitario. Consideradas como de bajo impacto ecológico para el Yasuní, estas activi-
dades son cada vez más consideradas en el marco de los proyectos comunitarios, como una 
posibilidad de mejorar la organización y la participación comunitaria y de obtener algunos 
recursos.  
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comunidades, como, por ejemplo, la dotación de transporte para el 
traslado de pacientes enfermos a los hospitales más cercanos. 

Como ha sido revisado para el caso de los Kichwa ubicados cerca 
de las rutas y los caminos abiertos por las petroleras, para los Waorani 
estas también significaron la llegada de una serie de problemáticas. El 
alcoholismo y la violencia se instauraron en estas zonas caracterizadas 
por ser el punto de encuentro de trabajadores, de funcionarios, de 
militares y agentes de seguridad de las empresas, provocando una 
situación particularmente perturbadora para las mujeres y niñas de las 
comunidades. Se trata de una problemática que las Waorani atribuyeron 
a la dificultad de los hombres y su ignorancia para gestionar los salarios 
que reciben por el trabajo en las empresas:

Los hombres ahora ganan dinero y gastan todo en alcohol, otros 
se van de las comunidades para ir a trabajar en la ciudad. Las 
mujeres se quedan solas con sus hijos. Los hombres están lejos 
y la mayoría de la plata va para comprar alcohol y otras cosas 
de ellos mismos. […] además, ya no quieren ir a cazar. Eso sin 
hablar de los bestias que se vuelven cuando están borrachos. 

Las transformaciones sufridas a nivel de la economía de subsistencia 
de los Waorani varían en función del nivel de autonomía de las comunidades. 
El relativo aislamiento de algunas de ellas y las experiencias de consumo 
compartidas han contribuido a que los Waorani forjen su identidad y 
reproduzcan su sociedad a lo largo del tiempo, a pesar de las amenazas 
que han representado las actividades extractivistas en sus territorios. 
Estas experiencias revelan, como veremos más adelante, la importancia 
de la prioridad atribuida por este pueblo a las formas de sociabilidad no 
productivas, lo que los lleva al mismo tiempo, a considerar a las empresas 
petroleras como una fuente de riqueza renovable e infinita (Rival, 2015).

2.3. Los pueblos indígenas aislados

Los pueblos indígenas Tagaeri y Taromenane forman parte de un 
gran número de pueblos que viven aislados en los países de la cuenca 
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amazónica43. También se les denomina pueblos no contactados o en 
aislamiento voluntario, pueblos libres, entre otros, pueblos invisibles, 
etc., según las Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en 
Aislamiento y Contacto Inicial (2012). Estas formulaciones “se refieren 
todas al mismo concepto [...] el aislamiento no ha sido una opción 
voluntaria sino una estrategia de supervivencia”44 (ACNUDH-AECID, 
2012: 8).

Estos grupos se han caracterizado por defender su aislamiento 
mediante acciones, a veces violentas, que han tenido como objetivo 
controlar el acceso y la ocupación de sus territorios. Por otro lado, estos 
grupos han mostrado su capacidad para desplazarse por el bosque para 
escapar de las amenazas externas cuando lo consideran necesario (Possuelo 
y Brackelaire, 2007: 195). Se trata de pueblos cuya presencia histórica ha 
sido probada por una gran cantidad de información encontrada (restos de 
objetos, memorias, relatos de pueblos vecinos, rastros), pero cuya historia 
de contactos agresivos y masacres ha implicado y sigue implicando su 
desaparición “casi inadvertida” por la sociedad nacional (Ibid.). 

Según Rivas, el término “pueblos no contactados”, utilizado 
especialmente en la época del multiculturalismo, expresa las 
contradicciones de las políticas que buscan integrar a los pueblos 
indígenas en aislamiento al Estado nacional, en un contexto marcado 
por la creciente necesidad de extraer recursos de sus territorios (Rivas, 
2007). En este contexto, los pueblos en aislamiento han sido vistos como 
un obstáculo para los proyectos de desarrollo extractivista del Estado 
quien ha insistido en identificarlos como pueblos no contactados, como 
ausentes de un determinado territorio. El término “no contactado” 
daría cierto margen de maniobra para evitar el reconocimiento de 
estos pueblos como sujetos de derechos, con sus formas particulares de 
organización sociopolítica y territorial. Sin embargo, como explica Rivas, 

43	  En particular en Brasil, Colombia, Venezuela, Bolivia, Perú, Guyana, así como en el Gran 
Chago y en Paraguay. 

44	  Debido a la situación de aislamiento de estos pueblos, es difícil encontrar una estimación 
demográfica exacta. Según las Directrices de protección de los pueblos en aislamiento y en 
contacto inicial, estos constituirían cerca de 200 pueblos y 10 mil personas (Líneas direc-
trices para la protección de los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial, 2012). 
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el “no contacto” sólo puede señalarse a través del “fenómeno político de 
las relaciones interétnicas de baja intensidad que enfrentan, además de 
las presiones y efectos que se derivan de ellas” (Rivas, 2007: 76), lo que 
probaría la presencia de estos pueblos en determinados territorios. 

La expresión “pueblos indígenas en aislamiento voluntario” por su 
parte, ilustraría la “voluntad” de estos pueblos de aislarse de la sociedad 
nacional. Esta voluntad estaría vinculada a la historia de contactos forzados 
y a las experiencias dramáticas que han tenido impactos profundos en 
estas sociedades. Por otro lado, este “deseo” de aislamiento respondería a 
un estado de autarquía que permite a estas sociedades asegurar sus medios 
de subsistencia y reproducción sin necesidad de un contacto permanente 
con otros grupos. Aunque el término “pueblos en aislamiento voluntario” 
es entendido en relación con una cierta “voluntad” de estos pueblos de 
mantener el aislamiento, este puede ser usado para hacer invisibles las 
dinámicas contemporáneas de la colonización que empujan al aislamiento, 
entre ellas, la expansión de las actividades extractivas. En este contexto, 
tal vez sea menos apropiado hablar de una “voluntad”, término que puede 
ocultar la situación conflictiva o la amenaza permanente que lleva a estos 
pueblos a buscar el aislamiento y a reaccionar, a veces violentamente, para 
defender sus territorios.

Por su parte, la noción de “pueblos aislados” implica el aislamiento 
como estrategia para evitar el contacto violento, las enfermedades, la 
extracción de recursos y otras experiencias que podrían alterar el 
equilibrio de estas sociedades. Este término parece estar en consonancia 
con la noción de aislamiento voluntario, según la cual estos pueblos 
mantendrían voluntariamente su autarquía y autonomía, al tiempo que 
reconocen los efectos e impactos del contacto exterior en sus vidas. Según 
Rivas, no se trataría de dos conceptos opuestos, sino que es necesario un 
debate sobre las especificidades e implicaciones de cada uno para evitar 
interpretaciones erróneas (Rivas, 2007).

La categoría “pueblos en contacto inicial” por otra parte, es utilizada 
para describir la situación de los grupos que, habiendo vivido aislados, 
están actualmente en contacto con la sociedad nacional. Este contacto 
puede haberse establecido por la fuerza o por decisión propia del grupo. 
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Según las Directrices para la Protección de los Pueblos Aislados o en 
Contacto Inicial, no hay consenso internacional sobre los criterios para 
determinar el aislamiento voluntario, el fin del aislamiento y el comienzo 
del contacto inicial. Por ello, las mismas Directrices han subrayado la 
importancia de considerar criterios adicionales para el reconocimiento 
de estos pueblos, especialmente por su situación de gran vulnerabilidad 
(2012). La enfermedad, el despojo y la reducción territorial, así como la 
intensificación de los conflictos interétnicos, son algunos de los elementos 
que, según estas directrices, deben considerarse para establecer políticas 
de protección de los grupos aislados. 

Debido a su reciente contacto (década de 1950) con la sociedad 
nacional, los Waorani se consideran un pueblo en contacto inicial. El 
término “pueblo de contacto reciente” se refiere a la condición de un 
pueblo inmediatamente después del contacto (pacífico o no) con otros 
miembros indígenas o no indígenas de la sociedad. Esta condición puede 
prolongarse y dar lugar al asentamiento permanente de un grupo en 
un territorio determinado donde desarrollan formas de subsistencia 
adaptadas a las nuevas condiciones del entorno. El contacto reciente 
se refiere a una situación en la que los grupos son muy vulnerables a 
enfermedades, las relaciones que se establecen con la sociedad son de baja 
intensidad y discontinuas y la situación de paz puede volverse violenta 
(Huertas, 2010).

2.3.1 Los Tagaeri y Taromenane del Yasuní amenazados 
por el petróleo

Según testimonios de grupos indígenas vecinos, historias orales 
y la documentación antropológica, varios grupos aislados se movilizan 
actualmente en las provincias ecuatorianas de Orellana, Pastaza y Napo, 
incluyendo el territorio del Parque Nacional Yasuní y las zonas fronterizas 
con Perú, entre los ríos Tiputini, Curaray, Tivacuno, Yasuní, Nashiño, 
Conocaco, Cononaco Chico, Tiwino y Cuchiyacu.

Los grupos Tagaeri y Taromenane son los más mencionados, 
aunque algunos investigadores se refieren también a los grupos Huiñitaire 
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y Oñamenane al tiempo que señalan la posibilidad de la presencia de 
otros grupos como los Pananjuri y Feromenane que cruzan las fronteras 
entre Perú y Ecuador, en las zonas bajas de los ríos Curaray y Nashiño 
(Huertas, 2002; Breakelaire, 2012). Según algunos ancianos de la 
comunidad de Bameno, siete grupos aislados, incluyendo el grupo que 
habita el lugar llamado Armadillo-Los Reyes, se desplazan entre los ríos 
Tiwino y Curaray. Al sur del Curaray, se encontrarían dos grupos bajo la 
dirección de los líderes Waorani Tepeña y Gawe. Otros grupos serían los 
líderes Gogaka, Oña y Tagae (Stacey 2012: 3). Cabodevilla señala que es 
posible encontrar rastros de los clanes zaparoanos, en la frontera entre 
Perú y Ecuador: “no sería improbable que transitaran a uno y otro lado 
de un límite nacional, para ellos desconocido como tal” (Cabodevilla, 
2007: 121). Rivas también ha señalado que la identificación de grupos 
aislados como los Tagaeri y los Taromenane ha sido la más común en la 
comunidad académica y en el discurso nacional. Sin embargo, “podría 
tratarse de otros grupos, con topónimos diferentes y orígenes diversos” 
(Rivas, 2017: 50). 

El Ministerio del Ambiente de Ecuador, en un informe elaborado 
en 2010, reportó la presencia de cuatro grupos aislados en Yasuní: el 
grupo Armadillo/ Los Reyes, el grupo Cuchiyacu, el grupo Maxus y el 
grupo Nashiño/Curaray, con un número total aproximado de 250 a 300 
personas (ver mapa 3). Sin embargo, esta información fue modificada 
2013, cuando el gobierno ecuatoriano decidió explotar el campo petrolero 
43 en el Parque Yasuní. 
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Mapa 3. Presencia de grupos aislados en el territorio Tagaeri 
Taromenane

Fuente: Ministerio del Medioambiente del Ecuador 2013.

En un nuevo informe de “sostenibilidad ambiental” del proyecto 
realizado en 2013, el Ministerio de Justicia presentó un mapa modificado 
en el que los grupos de pueblos en aislamiento se sitúan más al sur de la 
zona destinada a la explotación. Además, el grupo Armadillo fue borrado 
del mapa del Yasuní, lo que permitió argumentar que: “con respecto a los 
bloques 31 y 43, no hay registro de la presencia de pueblos indígenas en 
aislamiento” (Ministerio de Justicia, 2013) (mapa 4). 
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Mapa 4. Mapa cambio de límites de la localización de los pueblos 
indígenas en aislamiento en la Zona Intangible Tagaeri- Taromenane

Fuente: Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2013.

En 2013, en respuesta a este argumento, un colectivo de 
antropólogos ecuatorianos declaró la imposibilidad de disminuir 
tantas familias y reducir sus territorios, indicando la necesidad de 
tomar en cuenta las dinámicas de movilidad de los mismos, puesto 
que:

Existe información elaborada por varios antropólogos que han 
trabajado en este tema, en la que mencionan a otros grupos 
que habitan en la frontera con el Perú, como los Feromenani 
así como el grupo Pananjunri, en la parte sur de la frontera con 
el Perú, cuya dinámica de movilidad permanente en la selva, 
no permite afirmar que estos grupos estén ausentes del Yasuní 
(Colectivo de Antropólogos del Ecuador, 2013: 2).
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La necesidad de adentrarse en este territorio y de tener un acceso 
más seguro a los recursos ha motivado varios intentos de contacto con 
estos pueblos por parte de misioneros, militares, colonos, investigadores, 
funcionarios estatales y empleados de las industrias extractivas, dando 
como resultado encuentros violentos y la desaparición de varias personas. 
Estos pueblos se han enfrentado, no solo a la intensificación de los 
conflictos territoriales, sino también a problemas sanitarios, al contagio 
de virus y enfermedades, lo que ha aumentado su vulnerabilidad. 

Se trata de grupos indígenas que, debido a su ubicación en las zonas 
más remotas de la selva desde la época de la colonización española, se 
han preservado de cualquier contacto externo, mediante la adopción de 
un sistema particular de organización y adaptación a la evolución del 
medio geográfico y ecológico (Cabodevilla, 2007). Si bien su condición 
de aislamiento no permite conocer con precisión su organización 
sociocultural, los Tagaeri y Taromenane son considerados miembros de 
la familia waorani, quienes habrían rechazado el contacto, el proceso de 
pacificación, la reubicación y la pérdida de territorio, producto del avance 
de la frontera extractivista y la acción del Instituto Lingüístico de Verano 
durante la década de 1960 (Colleoni y Proaño, 2010). Se trata de grupos 
itinerantes de cazadores y recolectores cuyo sustento: “depende de la 
utilización extensiva de la propiedad común de los recursos naturales y 
cuya movilidad es a la vez una estrategia de gestión para la utilización y 
conservación durable de la tierra y un aspecto distintivo de su identidad” 
(Narváez, 1998: 238). 

Según algunos miembros del pueblo Waorani, hacia 2003, los 
Tagaeri constituían al menos tres grupos de 50 a 100 individuos, habitantes 
de la zona del río Nashiño y los ríos Curaray, Tiputini y Cononaco, entre 
Ecuador y Perú (Cabodevilla, 2007).  Según los waorani, la lengua hablada 
por los Tagaeri es una variante dialectal del wao tededo. Algunos Waorani 
han aprendido a distinguir los objetos, en particular las lanzas de los 
Tagaeri, que son más largas y decoradas que las suyas. También informan 
de que los Tagaeri utilizan el pambil (Iriartea deltoidea- identificada como 
una variante de la palma pona en otras partes del Amazonas), para cubrir 
sus casas, que tienen una forma similar a las de los Waorani. 
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Varios conflictos y masacres dentro del Yasuní han provocado la 
muerte de varios miembros del grupo Tagaeri45. Estos episodios son una 
expresión de la situación de violencia e impunidad que caracteriza la 
historia reciente de estos pueblos. Cabe mencionar que es sobre todo 
durante los eventos de este tipo cuando el resto de la sociedad nacional 
tiene indicios de la existencia de estos grupos.

El grupo Tagaeri ha sido objeto de más estudios antropológicos, lo 
que permite comprender mejor su presencia y forma de organización. Los 
Tagaeri son considerados un grupo hostil, que rechaza todo contacto con 
el exterior. Su aislamiento fue denunciado en los años 60, cuando su líder 
Taga huyó del Protectorado del ILV. Desde entonces, los Tagaeri vivirían 
aislados en la zona comprendida entre los ríos Tiguino, Chuchiyacu y 
Curaray. 

Según varias fuentes históricas, en los años 90, las compañías 
petroleras que llegaron a la zona del Yasuní utilizaron a los waorani 
para intentar establecer contacto con los Tagaeri. De estos contactos 
surgieron violentos enfrentamientos, masacres y el secuestro de algunas 
mujeres Tagaeri por parte de los Waorani, a menudo caracterizados 
por los gobiernos locales y nacionales como una “guerra histórica entre 
clanes” (De Marchi, Aguirre, Cabodevilla, 2013). El acontecimiento más 
mencionado en la historia de este pueblo fue el ataque en 2003, por parte 
de varios Waorani en la zona de Tigueno46. En la actualidad se dice que 
los Tagaeri están casi extinguidos debido a las presiones externas sobre 
sus territorios (Cabodevilla, 2007).

45	  El último hecho tuvo lugar en marzo del 2013. En esta ocasión fueron los ancianos Waorani 
Ompure y Buganey, la pareja más antigua de la comunidad de Yarentaro, los que perecieron. 
Un mes después, varios familiares de las víctimas habrían salido en busca de venganza. 
No se conoce el número de personas que habrían muerto en este segundo ataque. Las au-
toridades que investigaron el hecho, denunciaron el secuestro de dos niñas miembros del 
grupo de los Taromenane. Varios investigadores atribuyeron el hecho al conflicto territorial 
producto de las actividades petroleras: el ruido, la contaminación y la reducción territorial 
habría provocado el malestar de los indígenas Taromenane.

46	  La información divulgada por los medios nacionales atribuía la responsabilidad de los 
ataques a los madereros ilegales de la zona quienes habrían pagado a los Waorani para que 
eliminar a los Tagaeri y dejaran así el camino libre para la extracción de madera (El Univer-
so, 30/05/2003).
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Como ya he mencionado, estos pueblos se caracterizan por su 
movilidad en un amplio territorio. Sus prácticas de subsistencia pueden 
entenderse en términos de esta movilidad que es cíclica, histórica y 
estacional. Según Rival, la movilidad cíclica de estos pueblos también está 
relacionada con el hecho de que los productos del bosque son considerados 
resultado de la actividad de sus antepasados en lugares sagrados. Los 
circuitos de itinerancia se reproducen de generación en generación, según 
el elemento estacional y las épocas de mejor fructificación. En este sentido, 
el tipo de senderismo que practican estos pueblos “no es solamente una 
actividad vinculada a una dimensión pragmática de subsistencia y a la 
adaptación ambiental o histórica, al contrario, ella constituye un medio 
fundamental de reproducir su sociedad en el tiempo” (Rival, 2013: 59).

Los conflictos y las guerras que caracterizan la historia de estos 
grupos han sido entendidas en función de su “dimensión estrictamente 
política” (Clastres, 1974), relacionada con el control, la defensa de los 
territorios y el mantenimiento de su identidad y poder. Según Rival, se 
trata de un “hecho social” que impulsa a los grupos a reestructurarse 
constantemente. Al igual que las alianzas matrimoniales, las guerras 
también simbolizan cambios en la estructura social: 

Los datos etnográficos ilustran el hecho que las prácticas 
homicidas expresan una serie de tensiones, conflictos y 
contradicciones sociales que están en vínculo con el estado 
interno de la sociedad y su relación con el exterior. [...] Los 
huaorani no utilizan la muerte para representar de manera 
equívoca el orden social como un orden eterno, sino para 
equilibrar las amenazas al estado ideal de la casa comunal 
(Rival, 1996: 99).

En los años 50, antes del contacto, los ataques entre los diferentes 
grupos waorani estaban relacionados con la venganza por la muerte de sus 
familiares, por la defensa de sus territorios o por el acceso a productos del 
exterior. Según Narváez, esta situación podría y puede seguir repitiéndose 
para los pueblos en aislamiento (Narváez, 2013). Sin embargo, para 
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Humberto Cholango, representante de la CONAIE, los conflictos que 
implican a estos grupos en los últimos años:

En ningún momento se reducen a un conflicto entre pueblos 
[…]. Estas interpretaciones son fruto del desconocimiento de la 
realidad general o son lecturas políticamente malintencionadas 
que buscan mostrar ante la sociedad ecuatoriana e internacional 
como un problema entre indios. Igual de condenables son las 
lecturas que intentan mostrar los ataques de los Tagaeri y 
Taromenani a waorani y viceversa como una guerra primitiva 
o como un hecho de justicia por mano propia […]. Los 
trágicos acontecimientos dentro del territorio Waorani son 
una consecuencia de un proceso histórico mucho más amplio, 
resultado lógico de un modelo de desarrollo económico 
extractivista y de colonización acelerada de los territorios 
indígenas; es decir, es un problema estructural y de carácter 
nacional (Cholango, CONAIE, 2013: 1). 

En los últimos cuarenta años, los conflictos socio-territoriales 
han aumentado en el Parque Nacional Yasuní. Se han producido 
masacres, secuestros y otras disputas sin que las autoridades locales 
y nacionales hayan dado una respuesta concreta (Cabodevilla, 2007). 
A pesar de los avances en términos jurídicos y las iniciativas para la 
protección de estos pueblos, algunas problemáticas son a menudo 
señaladas en los testimonios de los Waorani: la debilidad de las 
instituciones estatales, el incumplimiento de la legislación y el impacto 
creciente de la explotación petrolera y de la deforestación sobre este 
territorio. 

En 1999, tras el advenimiento de múltiples episodios de violencia 
registrados en esta zona, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
recomendó al gobierno ecuatoriano tomar medidas preventivas para 
preservar la vida y los territorios de los pueblos en aislamiento. Esta 
recomendación dio lugar a la creación de la Zona Intangible Tagaeri 
Taromenane (ZITT) y promovió el establecimiento de un decreto 
presidencial que prohíbe a perpetuidad cualquier actividad extractiva 
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en estos territorios: “Las tierras de habitación y desarrollo de los grupos 
de la nacionalidad Waorani conocidos como Tagaeri, Taromenane y otros 
posibles no contactados, ubicados al sur de las tierras atribuidas a la 
nacionalidad Waorani en 1990 y el Parque Nacional Yasuní” (Decreto 
Ejecutivo No. 552, Suplemento del Registro Oficial No. 121, 2 de febrero 
de 1999).

Algunas de las implicaciones de estas declaraciones para los 
territorios de los pueblos en aislamiento han sido mencionadas en un 
apartado anterior de este texto. La falta de una delimitación geográfica 
precisa del ZITT en 1999, incidió sobre los varios cambios de límites 
posteriores que tuvieron lugar en esa zona, facilitando la instalación de 
empresas petroleras. Además, la declaratoria del ZITT no fue acompañada 
de un estudio profundo de las prácticas de movilidad, uso y manejo 
de los pueblos Tagaeri y Taromenane, lo que resultó en la violación de 
los principios de territorialidad y movilidad ejercidos por estos pueblos 
(Colectivo de Antropólogos, 2013). 

Solamente en el 2007, el gobierno ecuatoriano decide delimitar la 
ZITT. El nuevo decreto presidencial también declaró la creación de la 
zona “tampón” de 10 km y presentó su “Política Nacional para Pueblos 
en Aislamiento Voluntario”, que contiene varios principios y líneas de 
acción para la protección de estos pueblos. Bajo esta política, el Estado 
ecuatoriano:

Asume la responsabilidad de proteger los derechos 
fundamentales de todos los pueblos, en especial de aquellos que 
viven en un estado de indefensión en la Amazonía ecuatoriana, 
y se compromete a destinar sus mayores esfuerzos para superar 
toda forma de amenaza de exterminio y garantizar la defensa 
de los derechos individuales y colectivos de los seres humanos 
que integran estos pueblos en aislamiento voluntario (PNPSAV, 
2007: 1).

Entre las líneas estratégicas de actuación, esta política señala la 
necesidad de: 1. consolidar el principio de intangibilidad del territorio; 



Luchas por el territorio, la autonomía y la autodeterminación en el contexto del Sumak Kawsay en el Yasuní, Amazonía Del Ecuador

99

2. asegurar la existencia e integridad física, cultural y territorial de los 
pueblos en aislamiento; 3. equilibrar la presencia de actores externos en 
sus áreas de influencia; frenar las amenazas externas a los territorios de 
los pueblos en aislamiento; garantizar la comunicación, participación y 
cooperación; y fortalecer la coordinación interinstitucional (PNPSAV, 
2007: 8-16). 

Esta política también está en consonancia con la declaración hecha 
en el artículo 57 de la Constitución Política del Ecuador de 2008, así 
como con otras normas nacionales e internacionales como las elaboradas 
por el Convenio 169 de la OIT (1989), la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2007), el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966); la Convención de 
la ONU contra el Genocidio (1948); las Directrices para la Protección 
de los Pueblos Indígenas en Aislamiento y Contacto Inicial de la Región 
Amazónica, el Gran Chaco y la Región Oriental del Paraguay (2012), 
entre otras. Estas declaraciones reconocen el derecho de los pueblos a 
la autodeterminación en sus territorios y sancionan las amenazas que 
puedan significar el genocidio de poblaciones ya sea por sus diferencias 
nacionales, étnicas, raciales o religiosas. 

Además, la Política Nacional de Pueblos en Aislamiento llevó a la 
creación y puesta en marcha en 2009 del Plan de Medidas Cautelares. 
Encargado inicialmente por el Ministerio del Ambiente y a partir de 2010 
por el Ministerio de Justicia de Ecuador, este Plan se implementa desde 
una estación de control y monitoreo ubicada en el área de Shiripuno, en el 
límite entre la Zona de Amortiguamiento y la Zona Intangible del Parque 
Yasuní. Desde su creación, un grupo de investigadores, antropólogos, 
sociólogos, biólogos y algunos Waorani, acompañados por militares, 
trabajan en el local. Sus actividades se concentran en la realización de 
patrullajes y algunos sobrevuelos en diferentes áreas del Parque Yasuní 
(incluyendo la Zona Intangible), en la comunicación y transmisión de 
información vía radio con las comunidades Waorani, así como en la 
elaboración de informes sobre los posibles indicios de presencia de 
pueblos en aislamiento.
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Teniendo como consigna el respeto de derechos al aislamiento 
de los pueblos indígenas, el Plan de medidas cautelares también tiene 
como objetivo el de actuar en actuar en caso de conflicto, ya sea entre 
los pueblos indígenas en aislamiento y los contactados, o entre éstos 
y los colonos o empleados de las empresas petroleras. Esta entidad 
también actúa como intermediaria entre el Estado y las comunidades 
Waorani, para las que representa el único medio de transmitir las 
demandas al gobierno nacional. La participación de algunos Waorani 
como “técnicos” del Plan de medidas cautelares, permite crear vínculos 
con las comunidades de manera a anticipar algunas medidas para evitar 
eventuales conflictos. Sin embargo, las posibilidades de acción de estos 
funcionarios continúan siendo limitadas en el contexto de las jerarquías 
establecidas en el seno de este organismo. De hecho, el trabajo de este 
grupo se ha visto limitado por la complejidad de los procesos burocráticos 
que se llevan a cabo en la capital, Quito, por parte del Ministerio de 
Justicia del cual esta institución depende. La dependencia de las decisiones 
tomadas en Quito sitúa el trabajo de estos funcionarios en un nivel de 
jerarquía espacial y administrativa que compite al mismo tiempo con la 
jerarquía establecida por las empresas petroleras, dificultando aún más 
la resolución de conflictos en el Yasuní. En el marco de la multiplicación 
de actividades extractivas en esta área, dichos conflictos tienden más bien 
a intensificarse. Como expresa Rivas:

A partir de la segunda mitad de los 2000, se observa con 
recurrencia la presencia puntual de indígenas en aislamiento 
fuera de los límites del Parque Nacional Yasuní y de la 
Zona Intangible; esta dinámica puede tener su origen en la 
exacerbación del rechazo a la presencia cada vez más frecuente 
de cazadores furtivos, colonos mestizos, empresas petroleras y 
otros agentes. Es evidente que el ejercicio de la territorialidad 
de los pueblos aislados va más allá de los límites físicos de las 
áreas protegidas creadas por el Estado nacional ecuatoriano 
(Rivas, 2017: 53).
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La propuesta de no explotación del petróleo de los campos del ITT 
presentada por el gobierno ecuatoriano en 2007 no significó mayores 
cambios para los pueblos en aislamiento. Cabe recordar que uno de 
los principales motivos de esta iniciativa fue la necesidad de preservar 
la vida de los pueblos Tagaeri y Taromenane que viven aislados en el 
Parque Yasuní. En concordancia con la política del Sumak Kawsay y 
la Constitución Plurinacional e Intercultural de 2008, esta iniciativa 
garantizaría la implementación de políticas para limitar la presencia de 
agentes externos en los territorios de los pueblos en aislamiento. Sin 
embargo, según Penti Bahua, miembro del pueblo Waorani, esta iniciativa 
no fue suficiente para proteger todo el territorio del Yasuní:

Antes de los años 70, no existía el patrimonio natural del Yasuní. 
Todo el territorio era Waorani. El ITT es un pequeñito punto del 
Yasuní y no todo el territorio. El gobierno dice que quiere proteger 
a los Tagaeri y Taromenane, pero en realidad busca extraer 
petróleo, actualmente con las petroleras como Petroamazonas. 
Nunca se ha parado, ¿por qué se pararía ahora? Es por eso que ya 
no hay animales porque no hay árboles, todo ha sido despejado 
para construir infraestructuras, carreteras, campamentos, pozos, 
etc. El Sumak Kawsay está pero no respeta la selva (Penti Bahua, 
Bameno, conversación personal, noviembre de 2012). 

El asesinato en 2009 de tres colonos en la zona de Hormiguero por 
parte de indígenas aislados y armados con lanzas, seguido de la masacre 
de 2013 que supuso la desaparición de dos ancianos Waorani Ompure 
y Buganei y de un número indeterminado de miembros de los grupos 
en aislamiento, mostraban los límites de la política estatal. La prioridad 
atribuida a la explotación petrolera en los campos cercanos a los bloques 
del ITT, a pesar de que los informes desarrollados por el Plan de Medidas 
Cautelares señalan la presencia de pueblos en aislamiento47, era también 

47	  Diversos reportes elaborados en esta época por el Plan de medidas cautelares, señalan la 
necesidad de suspender las actividades petroleras en la zona del campo petrolero Hormi-
guero en razón de la presencia de pueblos en aislamiento. (cf. https://www.geoyasuni.org/
wp-content/uploads/2013/09/All3MJDHC.pdf) 
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una muestra de la fragilidad institucional y de su limitado alcance en 
términos de protección de estos pueblos. Así, mientras la iniciativa 
Yasuní ITT era ampliamente publicitada a nivel internacional como una 
iniciativa innovadora, “única en el mundo”, los conflictos territoriales 
se intensificaban en esa época en el Yasuní. Como expresan De Marchi, 
Aguirre y Cabodevilla:

Tan pronto como se anunció la decisión presidencial de 
explotar el llamado bloque ITT [...], los funcionarios cerraron 
filas y se agruparon, en verdadero espíritu de cuerpo, para 
hablar de una cosa: no hay grupos no contactados en el 
bloque en cuestión (43) ni en el bloque 31. Lo que había sido 
el lema de la campaña Yasuní-ITT - su defensa y protección 
- se disolvió [...]. Lo que se había escrito con la mano se 
borró con el codo: una política nacional de protección de 
los pueblos aislados, un artículo en la Constitución, un Plan 
de Medidas Cautelares para protegerlos y, finalmente, una 
Comisión Presidencial para investigar los hechos de marzo 
y hacer propuestas para su protección (De Marchi, Aguirre y 
Cabodevilla, 2013: 194).

El fin de la Iniciativa Yasuní en agosto de 2013 es una muestra 
del interés puramente financiero del Estado por los recursos de los 
territorios de los pueblos Tagaeri y Taromenane. La modificación de 
la ubicación de estos pueblos a través de la elaboración de múltiples 
mapas, fue una manera de escapar de las implicaciones legales de la 
explotación de recursos en estas áreas. Como se mencionó anteriormente 
en este capítulo, la Comisión de Biodiversidad del Ministerio de Justicia, 
designada para preparar el “informe de viabilidad ambiental” previo a la 
explotación de los campos ITT, no tuvo en cuenta los estudios sobre las 
dinámicas de movilidad de estos pueblos. Además, en el citado informe, 
el Ministerio de Justicia justificó su opinión favorable a las actividades 
petroleras afirmando que el 50% del territorio destinado a la explotación 
está compuesto por tierras húmedas y de pantanos, en donde no habría 
establecimientos humanos. 
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Diversos estudios han demostrado la importancia de los humedales 
y la amenaza que representa la pérdida de los mismos para la soberanía 
alimentaria y la autonomía de los pueblos en aislamiento. Se trata de zonas 
de habitación temporal, tránsito, caza y recolección de estos pueblos. 
La inexistencia de estos pueblos se acompaña de la declaración de estos 
humedales como vacíos o deshabitados. No obstante, como explica el 
colectivo de antropólogos ecuatorianos, en el Yasuní se observa, “un 
continuo de relaciones entre humedales, tierras firmes, zonas de colinas 
que forman parte de una cadena de relaciones bióticas y culturales” 
(Colectivo de antropólogos ecuatorianos, 2013: 13).

Por último, cabe señalar que el gobierno ecuatoriano creó una 
Comisión para el estudio de los conflictos entre los Pueblos Waorani 
y los Pueblos en Aislamiento tras los hechos ocurridos en el 2013. Este 
estudio tenía el objetivo de, “proponer acciones que considere necesarias 
de poner en marcha por el Estado ecuatoriano con el fin de superar las 
diferencias existentes y de permitir la protección de la integridad física 
de las poblaciones indígenas de estas comunidades” (Decreto Ejecutivo 
Nº 17, Registro Oficial Nº 19, junio de 2013). Esta Comisión fue la 
primera de su tipo movilizada para estudiar y prevenir estos hechos. Sin 
embargo, su actuación fue limitada en el contexto del reducido impacto 
y adaptabilidad de las políticas estatales para reducir y evitar este tipo de 
enfrentamientos entre pueblos amazónicos. De hecho, la única medida 
tomada por esta Comisión fue el encarcelamiento de diecisiete hombres 
Waorani, presuntos implicados en la masacre del 2013, juzgados por delito 
de genocidio y etnocidio48. Esta decisión del gobierno ecuatoriano ha 
suscitado numerosos cuestionamientos por parte de las organizaciones 
indígenas y de otros sectores de la sociedad civil ecuatoriana debido por 
un lado, a los escasos esfuerzos del Estado ecuatoriano por definir las 
verdaderas causas del conflicto y tomar medidas para frenar la violencia 
en los territorios de los pueblos indígenas; y, por otro, por la incapacidad 

48	  Sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador del 21/06/2021. Disponible en http://es-
acc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pd-
GUnLCB1dWlkOic3NWNiMTUyOC1hNDEyLTRkNTctYTRlZi1kMjMzYmE5MTBlZ-
DEucGRmJ30=
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para implementar medidas legales adaptadas a los sistemas indígenas de 
resolución de conflictos, en línea con los principios de plurinacionalidad 
e interculturalidad consagrados en la Constitución Política ecuatoriana. 
Como explica Narváez, 

La masacre de 2013 y el proceso judicial que se lleva a cabo 
en este caso permiten identificar que la justicia ordinaria 
tenía una serie de limitaciones para responder a los principios 
de plurinacionalidad e interculturalidad establecidos en 
la Constitución. Una de las posibles limitaciones es el 
conocimiento y reconocimiento de la diversidad cultural del 
Ecuador, y la comprensión de las formas organizativas, el orden 
social interno y otras formas tradicionales de convivencia de 
los Waorani. Por otro lado, el sistema mainstream podría haber 
creado un espacio de diálogo con el sistema tradicional waorani 
y haber discutido su relevancia de manera más amplia (Narváez, 
2016: 173). 

En el contexto de expansión de actividades extractivistas, los 
pueblos en aislamiento se ven prohibidos de ejercer su territorialidad. 
La anulación de ciertos grupos de indígenas en aislamiento de los mapas 
oficiales, ha sido parte de estas estrategias de “vaciamiento territorial” 
con el fin de dar paso a la explotación de los recursos. La impunidad 
que se vive en estos territorios ha obligado a las comunidades vecinas a 
interponer denuncias ante organismos internacionales como la ONU o 
la CIDH49, sin que ello haya significado un freno al avance de la frontera 
extractivista en esta región. Sin embargo, otras estrategias de resistencia 
ante estas actividades han sido desarrolladas por parte de los pueblos 
indígenas del Yasuní. Como veremos en el siguiente capítulo, diversos 
mecanismos de negociación entre pueblos indígenas, Estado y empresas 
petroleras, son movilizados en la actualidad en el Yasuní, inspirados al 
mismo tiempo por una legislación que se transforma, a medida que 
avanza la organización y los reclamos de estos pueblos. 

49	   Sobre esta denuncia ver: https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/corte/2020/EC_12.979_
ES.PDF
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Foto 1. Los Waorani marchan en contra de la explotación petrolera 
en el Yasuní

Fuente: Amazon Frontlines. Disponible en https://amazonfrontlines.org/es/
chronicles/mujeres-amazonicas-waorani-ecuador/ consultado el 22/12/2024

https://amazonfrontlines.org/es/chronicles/mujeres-amazonicas-waorani-ecuador/
https://amazonfrontlines.org/es/chronicles/mujeres-amazonicas-waorani-ecuador/
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Capítulo 3

El Yasuní del siglo XXI: negociaciones y 
compensaciones en la era del Buen Vivir

A inicios del siglo XXI, el Ecuador, así como otros países del 
continente sudamericano como Venezuela y Bolivia atravesaron 
por un proceso político particular. La consolidación de ciertas 

demandas de las organizaciones sociales, en particular a través de su 
inclusión en nuevas constituciones políticas, auguró un futuro mejor para 
sus aspiraciones y sus proyectos. En tal contexto, un proyecto como el del 
movimiento indígena ecuatoriano, representado por la Confederación 
de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), se fortaleció 
(Zamosc, 2007). En 2007, representantes de la CONAIE participaron 
activamente en el proceso constituyente, previo a la elaboración de una 
nueva Constitución. Un año después, la Carta fue aprobada por la mayoría 
de la población acogiendo diversas propuestas del movimiento indígena, 
entre ellas, la creación de un Estado plurinacional e intercultural y la 
construcción del Sumak Kawsay o Vivir Bien de la población.

En este contexto también se cristalizaron otras propuestas e 
iniciativas, como aquella que, unos años antes, había sido presentada 
por organizaciones ambientalistas alineadas con el movimiento indígena, 
para dejar el petróleo amazónico bajo tierra. La cristalización de esta 
propuesta denominada como Iniciativa Yasuní-ITT, abría nuevas 
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posibilidades y perspectivas para el futuro de la región Amazónica, de 
sus territorios y de los pueblos que la habitan. Esta no solo materializaba 
la consagración de los derechos inscritos en la Constitución Política del 
2008; la Iniciativa- ITT también constituía un gran paso en materia de 
preservación ambiental y de lucha contra el cambio climático, a pesar de 
las implicaciones económicas que el hecho de dejar el petróleo amazónico 
inexplotado podía tener para el país.  

Este capítulo revela este momento de la historia política del 
país en relación con las luchas de los pueblos indígenas por la defensa 
territorial y contra los proyectos extractivistas, especialmente aquellos 
que se desarrollan en el Yasuní. Mencionaré brevemente los componentes 
de la Iniciativa Yasuní-ITT, su historia y devenir en el marco de las 
transformaciones jurídicas relativas a los pueblos y nacionalidades 
indígenas que tuvieron lugar en el país. Enseguida, veremos de qué 
manera se materializó en esta etapa, la construcción del Buen Vivir en el 
Yasuní. A través de la nacionalización de los recursos y la renegociación de 
los contratos petroleros, mediante la implementación de varios programas 
sociales que incluyeron la construcción de infraestructuras del “milenio”, 
el Estado ecuatoriano buscaba implementar su “nuevo” Plan de desarrollo 
para la región, apoyándose al mismo tiempo en un discurso que abogaba 
por la preservación ambiental y la defensa de los pueblos indígenas y de 
sus territorios. 

El fin de la Iniciativa Yasuní- ITT; la adjudicación de derechos de 
explotación petrolera a la petrolera estatal, Petroamazonas, sobre casi 
el 70% del área total del Parque Yasuní; la reproducción de dinámicas 
clientelistas y asistencialistas hacia las comunidades; la violación del 
derecho de los pueblos indígenas a la Consulta previa, fueron entre 
otros, reveladores de las características de este modelo de desarrollo que, 
en realidad, no modificó sustancialmente las relaciones de poder y las 
estrategias previamente utilizadas para facilitar el extractivismo en la 
Amazonía. 

Sin embargo, la amenaza permanente que ha representado 
la expansión de la frontera petrolera en el Yasuní, ha llevado a las 
comunidades indígenas a organizarse cada vez más para reivindicar 
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sus derechos territoriales y para legitimar su autoridad dentro de sus 
territorios. A través del bloqueo de las actividades petroleras, de la 
implementación de un proceso de consulta propio, adecuado a sus 
necesidades o de la elaboración de mapas para representar el territorio; o 
a través de la realización de asambleas intercomunitarias, las comunidades 
indígenas han expresado sus opiniones, logrando posicionarse como 
actores políticos centrales de la lucha contra el extractivismo en Ecuador. 

Durante décadas, el movimiento indígena ecuatoriano ha liderado 
la lucha contra todo tipo de extractivismo, como parte de la defensa de sus 
territorios, territorialidades y de sus identidades. Sin embargo, esta lucha 
se ha visto continuamente obstaculizada por la prioridad otorgada por el 
Estado a los intereses económicos centrados en un modelo de desarrollo 
extractivista. Como veremos, la consolidación del proyecto Plurinacional 
y la materialización de la Constitución Política del 2008, si bien implicó 
avances fundamentales en materia de reconocimiento de derechos de los 
pueblos indígenas y de la naturaleza, no impactó mayormente el modelo 
económico de desarrollo que, por el contrario, mantuvo su base colonial 
y extractivista y heteropatriarcal. 

3.1	 La iniciativa para la no explotación del petróleo en el 
Yasuní

En 2007, durante la Asamblea General de las Naciones Unidas 
celebrada en Bali (Indonesia), el presidente ecuatoriano Rafael Correa 
(2006-2017) propuso públicamente la iniciativa para dejar el petróleo bajo 
tierra. Más conocida como la “Iniciativa Yasuní-ITT”, esta idea planteaba 
dejar inexplotados cerca de 920 millones de barriles de petróleo ubicados 
en los campos petrolíferos Ishpingo, Tipuni y Tambococha (ITT), situados 
en el Parque Nacional Yasuní (Mapa 4). 

La propuesta ganó rápidamente protagonismo entre las 
organizaciones sociales y ecologistas, y en particular en el movimiento 
indígena debido a sus implicaciones para los territorios y la vida de las 
comunidades indígenas. El cuestionamiento del modelo de desarrollo 
del que era portadora, y la idea de un cambio de la matriz productiva del 
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país para dar paso al uso de fuentes de energía alternativas era vista como 
una oportunidad para salir de este modelo, dando paso a alternativas 
económicas, políticas y sociales más respetuosas del medio ambiente y 
de los seres que habitan en el planeta. 

El proyecto Yasuní- ITT era presentado en base a tres objetivos 
específicos: 1) la conservación y preservación de la biodiversidad 
amazónica evitando la emisión de casi 407 millones de toneladas cúbicas 
de CO2 a la atmósfera a través de la no explotación del petróleo; 2) la 
defensa y el respeto de la vida de los pueblos indígenas Kichwa y Waorani, 
así como de los pueblos aislados que habitan el Parque Yasuní; y 3) el 
cambio de la matriz energética del país mediante el uso de energías 
alternativas y renovables. 

Concebida inicialmente como una de las iniciativas más 
innovadoras de la época en términos de preservación ambiental y 
de lucha contra la crisis climática, esta iniciativa fue ampliamente 
acogida por las organizaciones indígenas del Ecuador y del mundo. 
Estas organizaciones vieron además la posibilidad de establecer una 
nueva política de preservación para los territorios caracterizados por 
una gran diversidad natural y cultural como es el caso de la región 
amazónica, donde el proceso de colonización y las políticas de apertura 
económica han provocado graves consecuencias sociales y ecológicas. 
Se trataba de una opción concreta para disminuir los efectos del 
extractivismo, combatiendo el calentamiento global y evitando la 
emisión de CO2 en zonas consideradas biológica y culturalmente 
sensibles (Green, 2012).

La iniciativa Yasuní-ITT fue propuesta en 2007, a cambio de una 
contribución económica de la comunidad internacional de al menos el 
50% de los recursos financieros que el Estado ecuatoriano recibiría con la 
explotación y comercialización del petróleo. Este fondo debía invertirse 
en diversos programas sociales en la Amazonia destinados, entre otras 
cosas, a promover la transición al uso de fuentes de energía renovables, 
a cambiar la matriz energética y hacer al país menos dependiente de 
los combustibles fósiles. A su vez, los países contribuyentes recibirían 
un “Certificado de Garantía Yasuní” atribuido a quienes apoyasen 
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financieramente la iniciativa ITT. Estos certificados darían fe de la 
“responsabilidad ecológica” del donante y serian diseñados en base a una 
media fija entre la cantidad asignada por cada país y el precio del barril 
de petróleo en el momento de la atribución económica (Martínez, 2009). 
Así, se lograría obtener una equivalencia entre la cantidad asignada y la 
cantidad de CO2 evitada al no explotar el petróleo del Yasuní (Yasuní 
ITT, 2007).

La propuesta fue presentada en Ecuador en el contexto de la 
publicación del Plan Nacional del Buen Vivir (2007-2010), un documento 
que reunía las políticas públicas a ser implementadas por el gobierno 
ecuatoriano de esta época. Como expresado en su preámbulo, este Plan 
estaba basado en un modelo de desarrollo “alternativo y sostenible”, 
siendo su objetivo la “búsqueda del Sumak Kawsay, o Buen Vivir para 
los ecuatorianos”:

[...] Para no destruir la diversidad, la complejidad y las 
funciones de los sistemas ecológicos, las actividades humanas 
y sus efectos deben estar regulados y enmarcados por ciertos 
límites físicos. Esto es fundamental porque los efectos del 
calentamiento global, el agotamiento de la capa de ozono y 
la pérdida de biodiversidad promovidos por los modelos de 
crecimiento expansionista de los países ricos del Norte están 
contribuyendo a la destrucción del planeta (SENPLADES 2007).

La iniciativa Yasuní ITT estaba en consonancia con el proyecto 
de construcción del Sumak Kawsay o Buen Vivir convertido en esta 
época, en eje central de la política gubernamental. De esta forma, varias 
organizaciones sociales y grupos ecologistas nacionales e internacionales, 
adoptaron la idea como base para la lucha contra la explotación y 
comercialización de los recursos naturales. La iniciativa ITT se convirtió 
en un estandarte del movimiento indígena internacional y de su lucha 
por la defensa de los derechos territoriales.  

De hecho, para estas organizaciones, la idea de dejar el petróleo 
bajo tierra, no era nueva. A finales de la década de 1980, surgió en 
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Ecuador la idea de una moratoria petrolera para la Amazonía en un 
contexto particular, caracterizado, por un lado, por la preocupación de 
las organizaciones sociales, y especialmente de los ambientalistas, por la 
preservación de la naturaleza; y por otro lado, por la intensificación de 
las demandas de las organizaciones indígenas por la defensa del territorio 
y ante la multiplicación de los proyectos extractivistas y de los conflictos 
socioambientales en la región. 

La idea de una moratoria petrolera en Ecuador estuvo vinculada 
además otros procesos organizativos y a las demandas de los pueblos 
indígenas que, desde finales del siglo XX, se vieron respaldados por 
las organizaciones ecologistas. Son casos representativos de esta lucha 
conjunta, entre otros, la denuncia de los moradores del norte de la 
Amazonia contra la petrolera Chevron-Texaco por los daños ambientales 
causados en sus territorios, o el conflicto entre la comunidad Kichwa 
Sarayaku y la Compañía General de Combustibles (CGC, Argentina), 
constituyendo un antecedente importante para la consolidación de la 
Iniciativa Yasuní-ITT. 

La denuncia contra la petrolera Chevron-Texaco

En 1993, los representantes de los pueblos Secoya, Cofan y Kichwa, 
así como los colonos que viven en las provincias de Orellana y Sucumbíos, 
se reunieron para iniciar una acción legal contra la empresa Chevron-
Texaco50, a la que acusaban de haber causado numerosos daños sociales 
y ambientales durante los años de desarrollo de sus actividades en el 
territorio amazónico. Este acontecimiento dio lugar a la creación de un 
Frente de defensa de la Amazonía51 que reunió a los pueblos afectados, 

50	  Chevron, conocida desde principios del siglo XX como Standard Oil California o SoCal, es 
una de las siete compañías petroleras más grandes del mundo. Tras fusionarse con Texaco 
en 2001, pasó a llamarse Chevron-Texaco, pero volvió a llamarse Chevron en mayo de 2005.

51	  Más de 30.000 personas se reunieron en la Asamblea de afectados por la Texaco, que a su 
vez derivó en la organización del Frente de Defensa de la Amazonía (FDA). Creado en mayo 
de 1994 e integrado por 20 organizaciones de base y comunidades, este frente fue concebido 
como una organización social sin fines de lucro, agrupada para la defensa de los derechos 
humanos y ambientales en la Región Amazónica del Ecuador, según el principio de Fortale-
cimiento de las capacidades locales “por y para la gente”.
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con diversos representantes del movimiento indígena y de varias ONG 
medioambientalistas.

Este evento, marcó el inicio de un proceso judicial histórico: el 
primer recurso legal entregado por la población amazónica ecuatoriana 
contra una empresa petrolera de la talla de Texaco. En sus denuncias, 
los habitantes de la región denunciaban la irresponsabilidad ambiental 
deliberada por parte de la empresa petrolera en circunstancias en las que 
la explotación se realizaba sin ningún tipo de material que impidiera la 
contaminación ambiental. En este sentido, para las comunidades de la 
zona:

(...) el engaño fue grande. Chevron dijo que limpiaría las 
piscinas, que sacaría el petróleo y dejaría el ambiente sano; 
mintió. Han mentido. Sólo intervino en 157 fosas, para lo que 
contrató a una empresa que se encargó de rellenarlas con palos, 
tierra y hasta cemento. Botaban volquetas de tierra y luego 
hacían como una cama de palos y ponían más tierra. Eso decían 
que era la remediación, pero metiendo un palo, salía el petróleo; 
con el tiempo, ya vierte solo (Testimonio de Servio Curipoma. 
Disponible en http://www.alterinfos.org/spip.php?article6972, 
consultado el 08/01/2024).

En este contexto, en 1996 se presentó una primera propuesta 
de moratoria petrolera en una manifestación organizada por la ONG 
Oilwatch en Quito y en Nueva Loja. En esa ocasión, organizaciones 
ecologistas de quince países, así como varios representantes de pueblos 
indígenas, entre ellos el pueblo Ogoni (Nigeria) y otros grupos que 
formaban parte del Frente de Defensa de la Amazonia, expresaron su 
desacuerdo con los proyectos extractivistas. Al mismo tiempo, varias 
organizaciones ecologistas se reunieron en encuentros paralelos al 
Protocolo de Kioto (1997) para abordar cuestiones relacionadas con el 
cambio climático y proponer medidas preventivas ante los crecientes 
conflictos sobre el medio ambiente y ante el irrespeto de los derechos 
territoriales de los pueblos indígenas. La participación de los afectados 

http://www.alterinfos.org/spip.php?article6972
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por la Texaco fue fundamental, en este diálogo y en esta lucha que se 
convirtió en un antecedente para la lucha de otros pueblos indígenas 
afectados por las empresas extractivistas. 

Solamente en febrero de 2011, el juez Nicolás Zambrano, presidente 
de la Audiencia Provincial de Sucumbíos, dictó la primera sentencia52 
contra la petrolera a favor de los denunciantes53. El tribunal ordenó 
a la empresa pagar 18.200 millones de dólares para reparar los daños 
medioambientales y pedir disculpas públicas a los afectados. La petrolera 
debía además financiar la recuperación y limpieza de la zona y poner en 
marcha un plan económico para las poblaciones afectadas. Sin embargo, la 
Texaco intentó por todos los medios evitar el pago de su deuda, intentando 
invalidar la sentencia. Un año después, el máximo Tribunal del Ecuador 
confirmó la sentencia, sin embargo, el monto a pagar por la petrolera fue 
reducido a 9,5 millones. A pesar de ello, la petrolera no cumplió con el 
fallo, acudiendo a un sin número de recursos y tribunales para que éste 
sea anulado y atribuyendo a Ecuador la responsabilidad de un juicio 
que considera como fraudulento. Hasta este momento, la sentencia no 
ha sido cumplida por la Texaco, mientras que los habitantes de la zona 
continúan haciendo frente a un sin número de problemas derivados de 
contaminación ambiental y de la desestructuración de formas de vida 
provocadas por las actividades extractivas en sus territorios54. 

El conflicto entre el pueblo Kichwa de Sarayaku y el GSC

La denuncia del pueblo Sarayaku, pueblo indígena ubicado en la 
provincia de Pastaza en la Amazonía ecuatoriana, contra la Compañía 

52	  Ver el juicio completo y los testimonios de los afectado en http://texacotoxico.net/el-juicio/, 
consultado el 26/07/2023. 

53	  La denuncia presentada comprendía 230 mil páginas que contenían pruebas de sus acusa-
ciones contra la compañía petrolera. Entre ellos, 40 testimonios de personas afectadas por 
la contaminación ambiental, 160 peritajes y 80 mil resultados químicos de pruebas tomadas 
del suelo, del agua o de sedimentos en el territorio Amazónico donde la empresa había ope-
rado. 

54	  Un sin número de análisis y testimonios de los afectados continúan circulando en la 
prensa internacional y en las redes sociales. Véase por ejemplo, https://www.publico.es/
internacional/treinta-anos-impunidad-contaminacion-chevron-texaco-ecuador-amazo-
nia-sigue-sangrando.html, consultado el 12/11/2024. 

http://texacotoxico.net/el-juicio/
https://www.publico.es/internacional/treinta-anos-impunidad-contaminacion-chevron-texaco-ecuador-amazonia-sigue-sangrando.html
https://www.publico.es/internacional/treinta-anos-impunidad-contaminacion-chevron-texaco-ecuador-amazonia-sigue-sangrando.html
https://www.publico.es/internacional/treinta-anos-impunidad-contaminacion-chevron-texaco-ecuador-amazonia-sigue-sangrando.html
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General de Combustibles (Argentina), también constituyó un antecedente 
importante para la aparición de la Iniciativa de no Explotación Petrolera 
en la Amazonía. 

En 1996, el Estado ecuatoriano otorgó la concesión de una parte del 
territorio del pueblo de Sarayaku a esta empresa. Según los habitantes de 
la comunidad de Sarayaku, este proyecto no contó con ningún proceso 
de consulta previa a la población y, en consecuencia, la comunidad no 
dio su consentimiento. Desde el inicio de la explotación, la comunidad 
de Sarayaku, representada por la Asociación del Pueblo Kichwa de 
Sarayaku (Tayjasaruta), mostró su desacuerdo con la política extractivista 
del Estado y la violenta injerencia de la empresa. Acompañada por el 
ejército ecuatoriano, la petrolera se instaló y comenzó a desarrollar 
actividades, utilizando productos químicos y explosivos, especialmente 
durante la fase de exploración sísmica del suelo. En 2003, ante la violencia 
y la represión del Estado, que apoyaba las actividades de la petrolera, 
el pueblo de Sarayaku, apoyado por otras organizaciones indígenas 
y ambientalistas nacionales e internacionales, decidió recurrir a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), solicitando la 
promulgación de medidas cautelares a su favor. La comunidad declaró que 
había sido objeto de violaciones de los derechos de los pueblos indígenas 
consagrados tanto en la Constitución Política del Ecuador (1998) como 
en las disposiciones jurídicas internacionales, incluido el derecho a la 
consulta previa y al consentimiento libre, previo e informado. 

En 2004, la CIDH ordenó al Estado ecuatoriano que adoptara 
medidas preventivas para proteger la vida y la integridad del pueblo 
Sarayaku, garantizar su libre circulación e identificar a los responsables 
de los actos violentos contra ellos. Un informe especial de la CIDH, 
publicado en 2009, concluyó que el Estado ecuatoriano no cumplió con 
sus obligaciones ante este pueblo.  Sobre la base de este informe, los 
Sarayaku pudieron presentar una nueva solicitud a la CIDH que, en 2010, 
obligó al Estado ecuatoriano a cancelar el contrato petrolero firmado con 
la empresa. 

Esta resolución de la CIDH sentó un precedente importante para 
la defensa de los derechos de los pueblos indígenas y en particular para 
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la consolidación de iniciativas como la de una moratoria petrolera 
para la Amazonía. De hecho, en el año 2000, la organización Acción 
Ecológica publicó el libro “El Ecuador post-petrolero”, en el que varios 
investigadores y activistas reivindican la necesidad de pensar en un país 
“post-extractivista”. Este modelo según ellos, debía entenderse como: 

Una construcción política [...] que no implicaría abandonar 
todas las vías de la extracción de recursos naturales sino de 
buscar alternativas a un extractivismo convencional de impactos 
intensivos, basado sobre economías de enclave vinculadas a la 
globalización y transnacionalizados (Gudynas, 2011: 63). 

En 2003, las organizaciones ecologistas Pachamama y Acción 
Ecológica volvieron a manifestar la necesidad de poner en marcha este 
proyecto en la Amazonia ecuatoriana. En 2007, el Ministerio de Minas 
y Energía incluyó en su programa un capítulo denominado “Hacia una 
economía post-petrolera”, del que se derivó la Iniciativa Yasuní-ITT. 

3.1.1 La Constitución Política del Buen Vivir 

La consolidación de la Iniciativa Yasuní-ITT habría estado en 
dialogo con las luchas y los proyectos de los pueblos indígenas, que 
parecían concretizarse en un momento particular de la historia política 
del país. En 2006, la llegada al poder del gobierno de la Revolución 
Ciudadana55 con la propuesta de transformar las estructuras sociales, 
jurídicas y económicas del país, anunció una posibilidad de hacer efectivas 
las demandas de los pueblos y nacionalidades indígenas del Ecuador. 

La realización de un proceso constituyente para transformar la 
Constitución política del país, con la participación de los movimientos 

55	  Este momento coincide con la emergencia de gobiernos dichos “progresistas” que preconi-
zan la “refundación” de las estructuras del Estado-nación, haciendo un llamado a discursos 
de apertura a las diversidades identitarias, a la etnicidad, a los saberes ancestrales, a la de-
fensa de la ecología y del medio ambiente (Svampa, 2010). El triunfo del movimiento Re-
volución Ciudadana, a través de la elección de Rafael Correa como presidente del Ecuador, 
es vinculado a este proceso de consolidación de lo que algunos investigadores identificaron 
como el “Socialismo del siglo XXI” o el “Socialismo del Buen Vivir” (Ramírez, 2010).
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sociales, incluido el movimiento indígena y ecologista, materializa 
este proyecto. En 2008, se aprobó esta nueva carta56 que incluía varias 
propuestas del movimiento indígena. Entre ellas, la que se refiere a la 
creación de un Estado Plurinacional e Intercultural como lo señala el 
artículo número 1 de la Constitución:

El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, 
social, democrático, soberano, independiente, unitario, 
intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma 
de república y se gobierna de manera descentralizada. La 
soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento 
de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder 
público y de las formas de participación directa previstas en 
la Constitución. Los recursos naturales no renovables del 
territorio del Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, 
irrenunciable e imprescriptible (Constitución de la República 
del Ecuador, artículo 1). 

Otros artículos fueron incluidos en esta ocasión para afirmar los 
derechos de los pueblos indígenas, en consonancia con los convenios 
acogidos por el Ecuador como país signatario de los marcos normativos 
internacionales, como es el caso del Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo y de la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas57. Entre estos derechos se 
encuentran: el derecho a mantener, fortalecer y desarrollar su identidad, 
sentido de pertenencia, tradiciones ancestrales y formas de organización 
social; el derecho a la autonomía y a la autodeterminación; a la posesión 
de tierras y territorios comunitarios; a crear, desarrollar, aplicar y practicar 
su derecho propio o consuetudinario; al uso, a la administración y la 
conservación de los recursos; a la educación y a la salud interculturales, 
entre otros. Luego de ser registrado por primera vez en la Constitución 

56	  Su elaboración y ratificación fueron fruto de un diálogo entre las distintas organizaciones 
sociales del país que desembocó en un referéndum popular en el que alrededor del 67% de 
la población aprobó el texto final. 

57	  Ratificados por el país en 1998 y en 2007 respectivamente.
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de 1998, el derecho a la Consulta previa, libre e informada también es 
reafirmado en 2008, expresando la obligatoriedad de informar, consultar y 
obtener el consentimiento de los pueblos y comunidades sobre cualquier 
proyecto de extracción de recursos que pueda afectar a sus territorios 
(Título 2, capítulo 4, Arts. 56 al 60).

Además, esta carta incluyó, por primera vez, los Derechos de la 
Naturaleza, lo que representó una innovación importante y una ruptura 
con el antropocentrismo jurídico de tradición moderna-occidental, 
colocando a Ecuador como país pionero de las luchas ecologistas y 
medioambientales de la región y del mundo (Aparicio, 2013). Así, se 
declara que, 

La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la 
vida, tiene derecho a que se respete integralmente su existencia 
y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, 
estructura, funciones y procesos evolutivos. Toda persona, 
comunidad, pueblo o nacionalidad podrá exigir a la autoridad 
pública el cumplimiento de los derechos de la naturaleza. 
Artículo 71, Constitución Política ecuatoriana del 2008. 

El reconocimiento de los Derechos de la Naturaleza también estuvo 
vinculado a un proyecto político más amplio presentado oficialmente por 
el gobierno de la época, orientado a la construcción del Sumak Kawsay 
o Buen Vivir de la población. En su preámbulo, la Constitución política 
ecuatoriana declara también la ambición de construir “una nueva forma 
de convivencia ciudadana, en la diversidad y en armonía con la naturaleza, 
para lograr el Buen Vivir, Sumak Kawsay; una sociedad que respete, en 
todas sus dimensiones, la dignidad de las personas y de las comunidades” 
(Constitución Política, 2008). 

Desde principios del siglo XXI, la noción de Sumak Kawsay se 
volvió central en la vida política del país. Traducida del idioma Kichwa 
al español como Buen Vivir, la noción se fortaleció en el contexto de la 
movilización étnica de las últimas décadas, en el marco de un proceso 
de “descolonización del Estado” (Gudynas, 2009). En este, los pueblos 
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indígenas, campesinos y afro-descendientes, basados ​​en cosmovisiones y 
representaciones materiales, simbólicas y espirituales, propias, plantearon 
varios paradigmas que se presentaron como alternativas a las estructuras y 
al modelo de desarrollo del Estado- Nación. El Sumak Kawsay se inscribe 
en esta lógica y sus fundamentos cuestionan el antropocentrismo que está 
en el origen del modelo de desarrollo, que separa o disocia al humano 
del no-humano, que fragmenta la vida y lo enfrenta con la naturaleza 
(León, 2010). 

En efecto, una de las principales preocupaciones expresadas por 
el movimiento indígena a través de esta noción fue la de los territorios, 
resaltando la necesidad de transformar el modelo de desarrollo que 
ha provocado la expropiación y explotación de los territorios y de los 
cuerpos de los pueblos históricamente marginalizados. El Sumak Kawsay 
estuvo en este sentido, estrechamente vinculado al reconocimiento de los 
Derechos de la Naturaleza y del Estado Plurinacional Ecuatoriano, siendo 
presentado como la base para la construcción de otro tipo de Estado y 
como un paradigma alternativo a las mega-narrativas de la modernidad 
que han provocado la destrucción ambiental y la desintegración de 
pueblos y culturas (Cholango, 2010). 

Según el abogado ecuatoriano Ramiro Ávila, la Constitución 
ecuatoriana y en particular el reconocimiento de los Derechos 
de la Naturaleza, provocó varias rupturas, en particular con el 
constitucionalismo nacional, regional e internacional anterior y con la 
práctica de los Derechos Humanos. Según el autor,

[…] Otra ruptura es que la protección a la naturaleza no se la 
hace porque conviene al ser humano, sino por la naturaleza 
en sí misma. En consecuencia, la concepción jurídica de los 
derechos deja de ser antropocéntrica. […] la teoría jurídica 
tradicional para entender el derecho tiene que buscar nuevos 
fundamentos y renovadas lecturas, que tienen que ver con la 
ruptura del formalismo jurídico y con una superación de la 
cultura jurídica imperante (Ávila Santamaría, 2011: 22).
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A pesar de que la política ecuatoriana adoptó formalmente el Sumak 
Kawsay en 2006, el Estado no fue preciso en su definición (Sacher y Báez, 
2013). Ciertamente vinculado al pensamiento, a los conocimientos y prácticas 
de los pueblos indígenas, el Sumak Kawsay se introdujo en el nuevo marco 
político y constitucional ecuatoriano, activando su vez, una multiplicidad 
de movimientos, de posicionamientos y de interpretaciones con relación 
a la noción y revelando las tensiones permanentes entre el Estado y los 
movimientos indígenas, ecologistas y sociales (Sacher y Báez, 2013). 

Como consecuencia de estas tensiones, una paradoja se hizo cada 
vez más evidente durante estos años. Por un lado, el Estado ecuatoriano 
insistía (al menos retóricamente) en la necesidad de llevar adelante planes 
y políticas de desarrollo “alternativas, sostenibles y plurales” y se promovía 
la ampliación de los derechos de los pueblos indígenas; por otro lado, 
el mismo ponía fin a la Iniciativa Yasuní-ITT, irrespetaba los derechos 
de los pueblos indígenas y de la naturaleza y multiplicaba los proyectos 
extractivistas en varias partes del país. 

3.1.2 La Plurinacionalidad en el camino 
  de la defensa territorial 

Especialmente desde el IV Congreso de la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) celebrado en 1993, 
las demandas del movimiento indígena ecuatoriano se centraron en 
la autonomía y la autodeterminación; la autosuficiencia alimentaria y 
la salvaguarda de los recursos naturales; la propuesta de una política 
económica alternativa; y la promoción de un modelo democrático de 
participación de la sociedad civil. Al mismo tiempo, el movimiento 
propuso un proyecto de Constitución política para reestructurar el 
sistema social ecuatoriano, que contenía una serie de puntos destinados 
específicamente a consolidar el carácter plurinacional e intercultural de 
la nación (CONAIE, 1994).

Durante estos años, el movimiento indígena tuvo un papel destacado 
en el escenario político del país. El derrocamiento de dos gobiernos58 

58	  Se trata de los gobiernos de Abdalá Bucaram (1996-1997) y de Jamil Mahuad (1998-2000). 
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y la organización de varias movilizaciones nacionales59 le permitieron 
convertirse en un actor político que desafiaba las políticas neoliberales 
del Estado ecuatoriano, al tiempo que exigía el reconocimiento de una 
ciudadanía plural y de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
La fuerza política del movimiento indígena dio lugar al reconocimiento 
del carácter pluricultural y multiétnico de la nación en la Constitución 
política de 1998. Esta Carta, mencionaba: 

El Ecuador es un Estado social de derecho, soberano, unitario, 
independiente, democrático y multiétnico […]. El castellano 
es la lengua oficial. El quichua, el shuar y otras lenguas 
ancestrales son de uso oficial para los pueblos indígenas, en 
los términos previstos por la ley (Constitución Política del 
Ecuador, 1998). 

La Constitución de 1998 estableció además de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas y afroecuatorianos, incluyendo entre 
ellos el derecho a: 1. mantener y desarrollar su identidad; 2. mantener la 
propiedad imprescriptible de las tierras comunitarias; 3. al uso, usufructo, 
administración y conservación de los recursos naturales renovables; 4. 
consulta sobre los recursos no renovables; 5. conservación y promoción 
de políticas de gestión de la biodiversidad; 6. no ser desplazados de sus 
tierras; 7. acceso a la educación intercultural bilingüe; 8. formular planes 
y proyectos de desarrollo. (Artículos 83, 84, 85, Constitución Política del 
Ecuador, 1998).

59	  Destacamos los levantamientos de 1990, 1992, 1994 (cf. Dávalos, 2002; Walsh, 2009) orga-
nizados por la CONAIE frente al refuerzo de políticas de ajuste económico con particular 
impacto de proyectos de desarrollo extractivistas sobre los territorios de los pueblos indíge-
nas. En 1992, las organizaciones de la Amazonía ecuatoriana, en particular la Organización 
de Pueblos Indígenas del Pastaza (OPIP), protagonizaron un gran levantamiento para exigir 
la autonomía, la legalización de los territorios ancestrales y la inclusión en la Constitución 
Política del carácter Plurinacional e Intercultural del Estado. Este levantamiento tuvo lugar 
en un contexto caracterizado por la intensificación de los conflictos socioambientales rela-
cionados con la explotación petrolera en el centro-sur de la Amazonía y la multiplicación 
de los debates entre la organización indígena y diversas organizaciones ambientalistas na-
cionales e internacionales. Ante la magnitud de la movilización, la respuesta del Estado fue 
la titulación de un área de casi 11.155,74 km2 a un centenar de comunidades indígenas y la 
ampliación del área de preservación del Parque Nacional Yasuní.
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En esta misma línea, el Estado ecuatoriano declaró la creación 
de las Circunscripciones Territoriales Indígenas -CTI- definidas como 
entidades territoriales locales con autoridades propias, a partir de los 
derechos colectivos reconocidos en la Constitución. La inclusión de 
la Pluriculturalidad, de los derechos y la creación de las CTI fueron 
percibidas como un avance significativo en términos de reconocimiento 
de los derechos territoriales y colectivos de los pueblos indígenas. Sin 
embargo, a decir de algunos autores, el reconocimiento de las CTI 
por ejemplo, fue limitado, viéndose obstaculizado por la falta de una 
legislación secundaria para el reordenamiento territorial, implicando 
solamente un reconocimiento “parcial” de la Plurinacionalidad y 
de los derechos de los pueblos (Ortiz y Pilataxi, 2007). De hecho, 
mientras las demandas planteadas por el movimiento indígena se 
referían a una transformación general de las estructuras del Estado, 
este último se concentró en el discurso de respeto y reconocimiento 
de las diversidades “[…] más bien como una especie de respuesta 
a esta situación que parece superarlo. Esta tendencia se difunde en 
varios países de América Latina, donde el sistema global ha asumido y 
promovido (a través de ciertos Estados) el tema del multiculturalismo” 
(Recalde, 2005: 100). 

La “apertura” a la diversidad étnica con su limitada incorporación 
al Estado son indicadores de la coyuntura política regional-global de los 
años 90. Esta apertura reflejó, por un lado, las luchas y reivindicaciones 
de los movimientos indígenas, campesinos y afrodescendientes; y por 
otro, las políticas multiculturalistas60 promovidas por organismos no 
gubernamentales multilaterales y transnacionales (Walsh, 2009: 70). 
Según Catherine Walsh, esta política sirvió principalmente para insertar 

60	  Las antropólogas Rebecca Igreja y Teresa Sierra (2020), mencionan algunos hechos im-
portantes que impactaron también estas transformaciones jurídicas: la transformación del 
derecho internacional con la inscripción del Convenio 169 de la OIT (1989) y más tarde, de 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas (2007). 
Por otra parte, estas transformaciones surgen en un contexto global en el que el debate en 
torno a los derechos de las minorías adquiere una importancia central, en un momento de 
redefinición de las democracias occidentales afectadas por procesos históricos como el fin 
de la II Guerra Mundial, la caída del comunismo, los procesos de descolonización e inde-
pendencia nacional, particularmente en África y Asia. 
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“la oposición indígena y afroecuatoriana en el aparato estatal, al tiempo 
que se reforzaba el sistema y la estructura dominantes” (Ibid., 78). 

Para Rivera Cusicanqui, se puede hablar en este sentido de una 
época caracterizada por un “multiculturalismo neoliberal” que contribuyó 
estratégicamente a dar continuidad al proceso de “inclusión condicionada” 
de los indígenas, ocultando nuevas formas de colonización,

El multiculturalismo oficial [...] ha sido el mecanismo por 
excelencia para enmascarar nuevas formas de colonización. Al 
adoptar una estrategia de camuflaje, las élites articulan nuevos 
patrones de cooptación y neutralización. Esto reproduce una 
“inclusión condicionada”, una ciudadanía dividida y de segunda 
clase, que configura imaginarios e identidades subalternas 
reducidas al papel de adornos, masas anónimas que dramatizan 
su propia identidad (Rivera, 2010: 60). 

La permanencia de las estructuras monoculturales del Estado y del 
modelo de desarrollo extractivista fue percibido como una muestra de los 
límites de las políticas multiculturalistas de la época. El hecho de que la 
Constitución ecuatoriana de 1998 asumiera algunas de las demandas de 
los pueblos indígenas habría constituido un medio utilizado por el Estado 
para neutralizar el conflicto étnico y para responder a las necesidades del 
capitalismo de integrar la diversidad de pueblos y territorios al mercado 
global, sin cuestionar “la forma en que la colonialidad seguía operando” 
(Walsh, 2009: 44). Frente a ello, los pueblos indígenas reforzaron el 
proyecto político de la Plurinacionalidad, sustituyendo las antiguas 
premisas multiculturales y pluriculturales. 

Presentada como un “nuevo paradigma” en términos políticos, 
sociales y epistemológicos que permitirían combatir las formas de 
subordinación de los pueblos indígenas, la Plurinacionalidad puso énfasis 
en señalar: .1 la necesidad de asumir, desde un punto de vista histórico, 
el nombre, la lengua, la cultura y las formas de organización territorial 
y económica de cada pueblo; y 2. el cuestionamiento de la democracia 
entendida desde la lógica del Estado nacional y la desmesura del modelo 
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de progreso y desarrollo impulsado por el mismo (Almeida, 2008). De 
lo que se trataba, era de resignificar el concepto de nacionalidad y de 
mostrar “mostrar su dimensión histórica y política, relacionándola con 
el poder del Estado y situándola en períodos concretos de la evolución 
social” (Ibid.,40). Los conceptos de pueblo61 y nacionalidad62 fueron 
de esta forma replanteados, atribuyéndoles elementos históricos y 
presencias territoriales que quedaron relegadas a segundo plano cuando 
se creó el Estado-nación ecuatoriano (CONAIE, 2001). En este marco, 
la Plurinacionalidad representa una herramienta jurídico-política que 
permite reconocer a la diversidad de pueblos y nacionalidades indígenas 
como “sujetos de derechos”, entidades colectivas jurídica, política e 
históricamente constituidas. 

Concebido como el principio político que orienta el proyecto del 
movimiento indígena, la Plurinacionalidad ha sido definida por el mismo 
como:

Un sistema de gobierno y un modelo de organización política, 
económica y sociocultural que promueva la justicia, las 
libertades individuales y colectivas, el respeto, la unidad, la 
reciprocidad, la solidaridad y el desarrollo igualitario de la 
sociedad ecuatoriana en su conjunto y de todas sus regiones 
y culturas, sobre la base del reconocimiento jurídico-político 
y cultural de todas las nacionalidades y pueblos indígenas del 
Ecuador (CONAIE, 2007: 17). 

La propuesta Plurinacional según el movimiento indígena, incluiría 
un nuevo tipo de democracia basada en el reconocimiento sociocultural 
mutuo y el consenso como forma de acción y organización jurídica y 

61	  Según la CONAIE, un pueblo representa “un grupo humano con un mismo origen históri-
co, que comparte elementos identitarios, culturales y lingüísticos, que se rige por una misma 
estructura jurídica, económica y política y que pertenece a una instancia superior, como es 
el caso de la nacionalidad (CONAIE, 2007: 20).

62	  La nacionalidad por su parte ha sido definida como “una entidad histórica y política con 
identidad, historia, lengua y cultura propias; una colectividad que vive en un territorio de-
terminado, con instituciones propias y formas tradicionales de organización social, econó-
mica, política y de emancipación” (CONAIE, 2001). 
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política. Se trata de reforzar la idea de “unidad en la diversidad” del 
Estado, garantizar los derechos individuales y colectivos de los pueblos 
y construir una sociedad intercultural (Ibid.). Desde esta perspectiva, 
la plurinacionalidad no sólo implicaría el reconocimiento cultural de 
los pueblos indígenas, sino que propondría el establecimiento de una 
organización política, económica y sociocultural más acorde con la 
realidad histórica de los distintos pueblos (Simbaña, 2008).

El movimiento indígena ha enfatizado en la importancia 
del componente colectivo y comunitario en la propuesta de la 
Plurinacionalidad que difieren de las estructuras monoculturales y 
positivistas de las estructuras del Estado. Este cuestionamiento permite 
ampliar la propuesta Plurinacional para identificar la pertenencia a un 
Estado, no sólo como individuos, sino también como colectividades que 
aspiran al reconocimiento de su autonomía dentro de la nación (Frühling, 
Gonzales y Buvolle, 2007). 

La CONAIE ha reivindicado su proyecto como el resultado de 
un trabajo de diálogo y construcción constante, a través del cual es 
posible identificar tanto las grietas creadas por el colonialismo como los 
límites, contradicciones y efectos del modelo de desarrollo en el ámbito 
cultural, económico, ecológico y generacional. A esto hace referencia 
la interculturalidad, que reivindica las formas de organización de 
las diferentes comunidades indígenas, así como en las experiencias y 
estrategias que visibilizan el carácter colonial del Estado en los diferentes 
ámbitos de la vida de los pueblos. La interculturalidad señala la relación 
de los diferentes pueblos y nacionalidades del país, al mismo tiempo que 
exige la igualdad en los ámbitos económico, social, cultural y político 
(CONAIE, 1994). 

Tanto la Plurinacionalidad como la Interculturalidad implican 
que sean reconocidas las diferentes onto-epistemologías de los pueblos 
que coexisten en el país a fin de que estos puedan ejercer sus derechos 
como ciudadanos, de acuerdo a sus propias formas de organización, a sus 
propios proyectos y territorialidades. El reconocimiento de los territorios 
de los pueblos indígenas es transversal al proyecto político Plurinacional 
e Intercultural en la medida en que los pueblos indígenas sostienen que 
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sus identidades son inseparables del territorio en donde se produce y 
se reproduce la vida. La constitución de un Estado Plurinacional exige 
en este sentido, el reconocimiento de la autonomía territorial y la 
autodeterminación, es decir de la posibilidad de organizarse y decidir 
libremente por el futuro de sus territorios. En palabras de Escobar, “más 
allá de los aspectos físicos e incluso culturales de los grupos étnicos, la 
lucha por el territorio es la lucha por la autonomía y la autodeterminación” 
(Escobar, 1999: 196). 

Para el movimiento indígena ecuatoriano, la construcción de 
la Plurinacionalidad y la Interculturalidad es un proceso. Su puesta 
en marcha pone de manifiesto cómo las diversidades y las diferencias 
dialogan para negociar, desafiar y organizarse, es decir, para construir la 
autonomía en contextos aún marcados por lógicas de poder de exclusión 
de las minorías étnicas. 

El reconocimiento de los Derechos de la Naturaleza en la 
Constitución ecuatoriana del 2008, dialogaba con la propuesta 
Plurinacional y la inclusión del Sumak Kawsay orientados a resignificar 
a los territorios y el modelo de desarrollo. De la misma forma, a través de 
la propuesta para dejar el petróleo del Yasuní bajo tierra, se cuestionaba la 
propiedad privada y a la idea de los territorios entendidos como “reservas” 
ilimitadas de recursos, para señalar su capacidad de producir y reproducir 
la vida. La Tierra, o “Pachamama”, fue colocada en el centro de los debates 
sobre la Plurinacionalidad, como espacios y tiempos que han permitido 
la sobrevivencia de los diversos pueblos. Esto permitiría que se establezca 
un entendimiento diferente del deber de “restituir” a la naturaleza lo 
que se obtenga de ella, independientemente de la compensación por 
los daños ambientales a las comunidades enfrentadas a proyectos 
extractivistas (artículo 72). De hecho, el artículo 396 de la Constitución 
ecuatoriana del 2008 señala que es obligatorio “restaurar integralmente los 
ecosistemas” para devolverlos a su estado original. Restituir a la naturaleza 
implicaría entender y respetar sus ciclos, que constituyen la base para 
la vida de humanos y no humanos en el planeta. A través de la noción 
de Plurinacionalidad, se trataba de entender la interdependencia y la 
interrelación no jerárquica entre pueblos y territorios, y por tanto, de 
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reconocer los procesos históricos de transformación de los mismos y de 
hacer justicia frente ante aquellos proyectos que han representado una 
amenaza para el sostenimiento de la vida. 

3.1.3 La elección de la extracción: 
  el fin de la Iniciativa Yasuní - ITT 

A pesar de que, durante los primeros años, la Iniciativa Yasuní-ITT 
fue ampliamente acogida por un sin número de organizaciones sociales 
y ambientalistas, el reforzamiento de los proyectos extractivistas y, en 
particular, las proyecciones de un “Plan B”, favorable a la explotación 
petrolera en el Yasuní- no estuvieron completamente ausentes en el 
proyecto gubernamental. La concesión de otros territorios amazónicos 
para la explotación, hacían visibles cada vez más, las contradicciones en 
el seno de la política gubernamental. 

De hecho, las sucesivas decisiones del gobierno de la época iban 
dirigidas a expandir las fronteras del extractivismo en particular en la 
Amazonía y en la región de la sierra del país. Por otra parte, la firma del 
acuerdo para emprender la Iniciativa de Integración de la infraestructura 
sudamericana -IIRSA- era una muestra más de la ambigüedad de la 
política estatal y del mantenimiento del modelo de desarrollo centrado 
en la explotación y la exportación de recursos. Estas y otras decisiones, 
fueron detonantes de la ruptura entre el gobierno y el movimiento 
indígena quien denunciaba no solamente la ambigüedad del proyecto 
estatal sino también, la instrumentalización por parte del gobierno, 
del discurso ecologista y del pensamiento de los pueblos indígenas, en 
particular de la propuesta del Buen Vivir. Como expresaba un miembro de 
la Coordinadora Andina de Organizaciones indígenas, al hacer referencia 
al proyecto IIRSA:

Nuestro Buen Vivir, como alternativa legítima de bienestar en 
equilibrio con la naturaleza y la espiritualidad, está muy lejos 
de la IIRSA, que quiere convertirnos en territorios de ‘tránsito’ 
de mercancías, pozos mineros y ríos muertos de petróleo [...]. 
Los gobiernos sudamericanos están borrando con el codo lo 
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que hacen con la mano. Los mismos que aprobaron (con la 
excepción, como siempre, de Colombia) la Declaración de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, la violan todos los días al 
implementar los proyectos de IIRSA, que afectan nuestras vidas, 
nuestras culturas y nuestros sueños (CAOI, 2009).

De esta forma, tras casi siete años de negociaciones a nivel nacional 
e internacional, esta iniciativa (que ya había recibido el apoyo de quince 
países y de la mayoría de la población ecuatoriana), llegó a su fin. En 
agosto de 2013, el presidente Rafael Correa anunció la decisión de explotar 
el 1% del Yasuní, alegando la necesidad de ingresos económicos para 
financiar el desarrollo de la región amazónica y del país. “El mundo nos 
ha fallado” decía Correa, afirmando la falta de apoyo y de responsabilidad 
de la comunidad internacional para el mantenimiento de la Iniciativa. 

El fin de la Iniciativa ITT significaba, entre otras cosas, que los 
336,6 millones de dólares ya recaudados debían devolverse a los países y 
organizaciones que habían aportado sumas superiores a 50.000 dólares. 
La decisión tenía, sin embargo, implicaciones políticas más amplias. Ella 
motivó el inicio de un debate y un proceso de organización mayor que 
permitieron denunciar la continuidad de un modelo colonial y racista en 
Ecuador en el que se funda el modelo de desarrollo extractivista.

La oposición de las comunidades indígenas no tardó en expresarse 
mediante protestas, cierres de carreteras y otras manifestaciones públicas 
reprimidas por el Estado. Ante esta decisión, la organización indígena de 
la Amazonía (CONFENAIE) declaraba, a través de su presidente Franko 
Viteri:

El anuncio del presidente Correa de poner fin a la Iniciativa 
para conservar el Yasuní ha sido una muestra más del carácter 
neoliberal y proimperialista del actual régimen, sometido a 
los designios de las nuevas potencias hegemónicas europeas, 
asiáticas y norteamericanas. Ella ratifica lo que nosotros hemos 
anticipado en varias ocasiones: el gobierno nunca ha estado 
verdaderamente comprometido con la preservación de la 
naturaleza, más allá de la campaña publicitaria y mediática 
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concebida para el mundo; siempre tuvo [...] un doble discurso 
que el enverdesía y del que se servía para convencer a los 
que pensaban que sus propuestas eran tomadas en cuenta, 
obteniendo así el apoyo popular para ratificar su poder 
(CONFENAIE, 2013).

La decisión de explotar el Yasuní y abrir las puertas al extractivismo 
en otras regiones del país inició un momento mucha tensión en el 
país, intensificado por los mecanismos de intimidación mediática y de 
persecución política del que fueron objeto algunos líderes y lideresas 
indígenas y representantes de organizaciones ambientalistas. Acusados de 
actos de “terrorismo” y de “sabotaje”, estos líderes fueron procesados en un 
contexto de criminalización de la protesta social que tuvo lugar durante 
esos años en Ecuador, ante cualquier tipo de oposición que interviniese 
en el proyecto estatal de construcción del “Buen Vivir”. 

Foto 2. Cobertura Constitución de la República del Ecuador, 2008

Fuente: Archivo Sofia Cevallos
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3.2   Desarrollo y Buen Vivir: las infraestructuras del “milenio” 
al interior del Yasuní

El 16 de enero del 2014 fue inaugurada la segunda “Ciudad del 
Milenio” en los alrededores de las comunidades Kichwa de Pañacocha y 
Edén, situadas al norte del Parque Yasuní. Se trató de una infraestructura 
de cerca de 14,50 hectáreas de terreno, construida en la rivera de uno de 
los principales puertos del río Napo, históricamente reconocido como 
un lugar estratégico para el desarrollo de las actividades petroleras. La 
ciudad del Milenio de Pañacocha era el segundo de once proyectos 
de infraestructura a través de los cuales el gobierno de Rafael Correa 
justificaba la redistribución de ingresos proveniente de la extracción de 
hidrocarburos en la Amazonía: “visibilizando a las comunidades que se 
asientan en las cercanías de los proyectos petroleros, mediante inversión 
social en las zonas de influencia”63. 

En la década de 1990, esta zona había sido escenario de varios 
conflictos debido a la política de “buena vecindad” diseñada por la 
compañía petrolera Occidental para “compensar” a las comunidades 
(Kimerling, 2006). Basada en la dotación de obras de infraestructura, 
la “buena vecindad” también se ejerció a través del establecimiento de 
alianzas y de la atribución de prebendas a algunos líderes comunitarios 
con el fin de obtener su acuerdo para llevar a cabo las actividades 
petroleras. La política de “buena vecindad”, hizo parte de los llamados 
programas de “responsabilidad social”, obligación que tenían las empresas 
petroleras desde finales de la década de 1980, cuando se intensificaron los 
conflictos socioambientales relacionados con la explotación petrolera64. 

63	  Frase mencionada por el ex ministro coordinador de Sectores Estratégicos, Rafael Poveda, 
en su discurso de inauguración de la Ciudad del Milenio de Pañacocha.  https://www.co-
municacion.gob.ec/recursos-petroleros-posibilitaron-la-edificacion-de-la-segunda-comu-
nidad-del-milenio-en-panacocha/, consultado el 13/10/2024. 

64	  Adoptada por el Estado ecuatoriano, la política de Responsabilidad Social Corporativa 
(RSC) se convertía en una obligación para las empresas extractivistas. Esta implicaba la 
estructuración de los llamados “Planes de desarrollo comunitario” con el fin de: 1. contro-
lar los impactos negativos de las actividades petroleras en el medio ambiente; 2. promover 
el desarrollo socioeconómico de las comunidades afectadas; 3. proyectar una imagen em-
presarial de responsabilidad social y medioambiental; 4. apoyar la investigación científica. 
Según estos programas, toda empresa petrolera, pública o privada tenía la obligación de 

https://www.comunicacion.gob.ec/recursos-petroleros-posibilitaron-la-edificacion-de-la-segunda-comunidad-del-milenio-en-panacocha/
https://www.comunicacion.gob.ec/recursos-petroleros-posibilitaron-la-edificacion-de-la-segunda-comunidad-del-milenio-en-panacocha/
https://www.comunicacion.gob.ec/recursos-petroleros-posibilitaron-la-edificacion-de-la-segunda-comunidad-del-milenio-en-panacocha/
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El incumplimiento de las promesas de infraestructuras para las 
comunidades y los efectos sociales y medioambientales provocados por 
el inicio de las actividades de la empresa Occidental, fueron denunciados 
por las comunidades de la zona de Pañacocha en esa época, quienes 
alegaron las condiciones de degradación del territorio y la violación de sus 
derechos, en particular del derecho a la consulta previa65. Sin embargo, las 
actividades de la Occidental continuaron hasta 2006, cuando la empresa 
fue expulsada del país por sus actividades ilícitas. 

La expulsión de Occidental en 2006, el conjunto de 
transformaciones políticas y jurídicas con la inscripción de los 
derechos de los pueblos indígenas, de los derechos de la naturaleza 
y del Sumak Kawsay o Bien Vivir en la Constitución en el 2008, fue 
vista por las comunidades como una nueva oportunidad para negociar 
sus demandas66 (Wilson y Bayón, 2017). La delegación a la empresa 
Petroamazonas, del territorio anteriormente ocupado por la Occidental 
creó expectativas entre las comunidades, en particular con relación a 
la reparación de los daños ambientales, provocados por las actividades 
de la empresa. La salida de Occidental, sin embargo, no significó 
un cambio en la forma como se establecieron las relaciones con los 
pueblos indígenas. El asistencialismo y el clientelismo estuvo en la base 
de las relaciones promovidas por la petrolera, resultando en el conflicto 
que estalló en el 2008. De hecho, la petrolera estatal había comenzado 
sus actividades sin que se haya realizado el proceso de consulta, ni 
obtenido el consentimiento del conjunto de las comunidades asentadas 
en esta zona. Por otro lado, las negociaciones habían sido hechas con 
solamente una de las comunidades, la comunidad de Santa Elena, 

realizar estudios de impacto social y ambiental antes del inicio de sus actividades en un 
determinado territorio.   

65	  Sobre el caso de Pañacocha, véase: https://es.mongabay.com/2023/05/sani-isla-comu-
nidad-kichwa-conservacion-turismo-alternativas-al-petroleo-ecuador/ consultado el 
11/10/2024. 

66	  Estas comprendían una indemnización a los habitantes de la zona por la ocupación de sus 
territorios; las demandas de los pueblos indígenas incluyeron también una participación 
más directa en las actividades de extracción y, en consecuencia, en las decisiones relativas a 
la inversión local de los ingresos procedentes de la comercialización del petróleo. 

https://es.mongabay.com/2023/05/sani-isla-comunidad-kichwa-conservacion-turismo-alternativas-al-petroleo-ecuador/
https://es.mongabay.com/2023/05/sani-isla-comunidad-kichwa-conservacion-turismo-alternativas-al-petroleo-ecuador/
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cuyo territorio se encontraba más cercano al principal pozo a ser 
explotado67. 

En respuesta a la intervención arbitraria del Estado, las comunidades 
se organizaron para protestar y bloquear las actividades extractivas. En 
una entrevista realizada en el 2013, uno de los habitantes de Pañacocha 
se expresaba sobre la ilegitimidad de este proceso, 

Fuimos a una reunión en la que nos dijeron que iban a explorar 
solo aquí [Santa Elena], y fue justo después cuando nos dimos 
cuenta de que en realidad eran varias hectáreas y también más 
plataformas petroleras. Creemos que esto es un engaño a las 
comunidades. Por eso decidimos levantarnos (Juan, Pañacocha, 
conversación personal, octubre de 2013).

Además del bloqueo de las actividades de Petroamazonas y ante las 
proyecciones de expansión de la frontera petrolera más al este del Yasuní, 
la idea de crear una empresa petrolera indígena se fue reforzando dentro 
de estas comunidades. Bajo el nombre de “Sachapetrol”, la iniciativa ganaba 
protagonismo entre las organizaciones indígenas68, como una forma de 
hacer frente al monopolio económico de las empresas transnacionales y 
frente a las arbitrariedades cometidas por la empresa estatal. La amenaza 
que suponía para el Estado el bloqueo de las actividades petroleras y las 
solicitudes de concesión del territorio a una empresa petrolera indígena, 
motivaron una actualización de las propuestas de compensación a las 
comunidades. Esta compensación sería ofrecida en forma de una gran 
infraestructura, la llamada “Ciudad del Milenio”, que sería construida 

67	  Constituida por las comunidades: Playas de Cuyabeno, Puca Peña, Santa Elena, Pañacocha, 
Edén y Samona Yuturi. Solamente la comunidad de Santa Elena, la más cercana del pozo 
petrolero principal, había sido invitada a negociar con los funcionarios del departamento 
de relaciones comunitarias de Petroamazonas. Durante estas negociaciones, la empresa pe-
trolera habría propuesto a la comunidad un cambio de estatus y su transformación de “Co-
munidad” a “Centro poblado”. Este nuevo estatus o forma de organización político-admi-
nistrativa requería del desmembramiento de la comunidad para que el Centro pueda asumir 
negociaciones directamente con la empresa petrolera y así obtener una mejor compensación 
(Cuaderno de campo, octubre del 2013). 

68	  Aunque la iniciativa de crear una petrolera indígena no se consolidó, esta fue concebida 
como un vector movilizador y una estrategia política de interpelación al Estado nacional.
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en Pañacocha, a cambio del acuerdo de las comunidades para iniciar las 
actividades de explotación. 

Desde esa fecha [2007], hemos visto el desfile de instituciones 
[...]. Funcionarios del Ministerio de Medio Ambiente, de 
Hidrocarburos, de la SENPLADES e incluso del presidente. Un 
día vino y nos dijo que nuestro territorio era importante para 
el desarrollo del país y que ya no íbamos a vivir en el olvido. 
Nos dijo que iban a empezar a construir aquí la Ciudad del 
Milenio y nos dijeron que tendríamos casa, escuela, hospital, 
internet. Al mismo tiempo, Petroamazonas ya estaba instalada 
y las actividades ya habían comenzado (Juan, Pañacocha, 
conversación personal, octubre de 2013). 

La Ciudad del Milenio fue presentada en el marco del proyecto 
estatal de desarrollo. El proyecto incluyó la construcción de viviendas 
para las familias, la dotación de servicios básicos de agua potable, energía 
eléctrica, la creación de una escuela con tecnología y acceso a internet, 
becas para los niños y adolescentes, canoas, motores y puestos de trabajo 
para los habitantes de la región (Vallejo et al., 2016). Esta representaba a 
su vez, una forma de compensación nunca antes ofrecida:

Hemos aceptado la presencia de petroleros a cambio de algo 
concreto. No es como en épocas anteriores, cuando llegaban, 
iniciaban sus actividades y sólo después de la explotación 
de nuestros territorios éramos compensados. Esta vez han 
entendido que, si no negocian con las comunidades, podemos 
bloquear sus actividades (César, Pañacocha, conversación 
personal, octubre de 2013).

De hecho, la construcción de la Ciudad del Milenio en la zona 
de Pañacocha, margen izquierda del Río Napo, simbolizaba “la idea 
del nuevo desarrollo propuesto en Ecuador” (Wilson y Bayón, 2017). 
Presentadas como parte del paquete de “obras sociales” puestas en 
marcha por el gobierno nacional para justificar la inversión local de los 
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ingresos petroleros, estas infraestructuras adquirieron la forma de una 
ciudad moderna, cuya organización del espacio asumió la lógica de las 
reducciones indígenas de la época de la colonización. Se trataba de un 
cuadrilátero de pequeñas calles y casas construidas con bloques, cemento 
y techos de zinc. Unas 79 viviendas, una escuela, un centro de salud, una 
comisaría y un complejo deportivo formaban parte de este enclave que 
contrastaba con la arquitectura local (casas construidas con maderas y 
hojas de palma). Cada casa poseía dos plantas, dos o tres dormitorios, una 
cocina, un salón y un comedor y era dotada de una cocina de inducción, 
frigorífico, ordenador, muebles, acceso a internet, teléfono, agua potable, 
electricidad. 

En la Ciudad del Milenio, los moradores tenían prohibido poseer 
animales domésticos, así como también estaban proscritas ciertas 
prácticas como el consumo de alcohol y chicha, la bebida tradicional 
de los indígenas. Las viviendas de la Ciudad del Milenio se asignaban 
prioritariamente a matrimonios jóvenes, mediante un procedimiento 
administrativo en el que la pareja se comprometía a colaborar en el 
mantenimiento y funcionamiento de la “nueva ciudad”. Los hijos de la 
joven pareja tenían garantizado el acceso a la escuela, la “Unidad Educativa 
del Milenio”, cuya estructura educativa estaba basada en el programa 
nacional de educación básica y secundaria. Este centro educativo estaba 
equipado con laboratorios, una biblioteca, ordenadores y un internado 
con capacidad para 500 niños/adolescentes. 
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Foto 3. Vista aérea de la ciudad del milenio de Pañacocha

Fuente: Revista Plan V. https://planv.com.ec/investigacion/ciudades-del-milenio-
simular-la-civilizacion-0/ Consultado el 29/02/2024

Para autores como Wilson y Bayón (2017), quienes han estudiado 
los impactos de las infraestructuras “milenarias” construidas en esta época 
en Ecuador69, estas ciudades supusieron la reducción de los espacios, 
la invisibilización de lógicas comunales de uso de los mismos, además 
de suponer una ruptura con las formas de vida y de organización de 
los pueblos indígenas, acostumbrados a vivir en zonas más amplias y 
dispersas a lo largo del río Napo. 

En la Ciudad del Milenio de Pañacocha, la escolarización, 
por ejemplo, estuvo limitada por falta de profesores y el limitado 

69	  Una primera “Ciudad del Milenio” fue construida en la zona de Cuyabeno, como forma de 
compensación a las comunidades afectadas por la explotación de los bloques petroleros 12 
y 15. Otros proyectos como la construcción de las “Escuelas del Milenio” hacían parte del 
programa estatal a través del cual, el gobierno buscaba responder a los Objetivos del Mile-
nio para el desarrollo (OMD) fijados por la Organización de las Naciones Unidas en el año 
2000. Cf. https://www.vicariatoaguarico.org/index.php/documentos/achakaspi/1110-5-ciu-
dades-del-milenio, consultado el 13/08/2024. 

https://www.vicariatoaguarico.org/index.php/documentos/achakaspi/1110-5-ciudades-del-milenio
https://www.vicariatoaguarico.org/index.php/documentos/achakaspi/1110-5-ciudades-del-milenio
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funcionamiento de las instalaciones. La construcción de la misma, 
no previó el contexto social y cultural de los pueblos de la Amazonía, 
instaurando el modelo de educación nacional y las transponiendo a la 
Amazonia, las aspiraciones civilizatorias del Estado nacional.  

En Pañacocha [la Ciudad del Milenio] fue construida en 
territorio ancestral, sin consultar a nuestras comunidades. Por 
aquí pasan familias de todo el río Napo, de Chiro, Samona, 
San Vicente, pero también de Tiputini e incluso de más al sur 
del Yasuní. Ahora ¿para qué tener una casa y una escuela si 
ni siquiera hay agua para que los niños tomen? […] Hemos 
tenido que abandonar la comunidad, dejando los animales y 
los cultivos porque supuestamente está prohibido tener allá 
(César, Pañacocha, conversación personal, octubre de 2013). 

La construcción de grandes infraestructuras como la Ciudad 
del Milenio respondió, según Vallejo, García y Cielo (2016), a la 
visión de la política estatal del “Buen Vivir”, asociada a una idea 
particular de integración de los pueblos indígenas al proyecto de 
sociedad nacional. Estas nuevas ciudades también ilustraron el 
interés por el control de la economía local, insertando nuevas formas 
económicas y la idea del “beneficio” alcanzado por las comunidades 
gracias a la urbanización y al extractivismo que hacía posible este 
proyecto milenario. El acceso a bienes manufacturados, a tecnologías 
y a otros artefactos permitía a su vez, promover el consumo entre 
las comunidades, otorgando al mismo tiempo más poder al Estado, 
encargado de distribuir dichos bienes. 

Lo que se observó a través de la construcción de estas 
infraestructuras, fue una distribución desigual en el acceso a los servicios, 
impactando en el establecimiento de jerarquías entre aquellos que tenían 
y los que no tenían acceso a los mismos. La dotación de servicios era 
deficiente. Algunas viviendas, por ejemplo, carecían de agua y electricidad, 
volviendo a los electrodomésticos inservibles. Con el tiempo, este aspecto 
llevó a algunas familias a abandonar los locales e inclusive a migrar, para 
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poder sustentar los nuevos requerimientos de sus hogares (Cuaderno de 
campo, noviembre del 2013). 

La construcción de las Ciudades del Milenio y su asignación en 
forma de compensación a las comunidades indígenas de la zona de 
Pañacocha, provocó el descontento de las comunidades vecinas, para 
quienes la dotación de servicios básicos es limitada o incluso inexistente. 
Como expresaba Diego, un miembro de la comunidad de Samona Yuturi:

No estamos de acuerdo con esta forma, el gobierno viene y hace 
promesas, que vamos a recibir una compensación, que van a 
construir, que nos van a dar esto y otras cosas para que podamos 
vivir mejor, pero una vez iniciada la explotación, no volvemos 
a verlos. Nos parece injusto porque siempre son las mismas 
comunidades privilegiadas mientras que las otras comunidades 
que también viven en este territorio siempre hemos vivido en 
la miseria (Diego, Samona Yuturi, conversación personal, 
diciembre de 2014). 

La asignación de beneficios y compensaciones sociales de las 
empresas y del Estado se ha convertido de hecho, en un factor de disputas 
entre las comunidades del Yasuní. Por ser los beneficiarios de estas 
compensaciones, las comunidades situadas más cerca de las instalaciones 
petroleras, estas son percibidas como “privilegiadas” por el resto de las 
comunidades. Esto, sumado a los efectos de la homogeneización del 
espacio, convierten a las Ciudades del Milenio en un lugar estratégico 
para agenciar un mayor control comunitario. 

Además, para la construcción de la Ciudad del Milenio en 
Pañacocha, se ofrecieron varios puestos de trabajo los habitantes locales 
para que realicen las labores de limpieza del terreno, construcción de 
las viviendas, etc. La asignación de puestos de trabajo fue también una 
promesa de la Petrolera, bajo forma de compensaciones a las comunidades. 
Sin embargo, los puestos de trabajo fueron escasos para los comuneros. 
Ante la obligación de pagar para mantener algunos servicios activos, 
como en el caso de internet, algunos indígenas se vieron obligados a salir 
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a la ciudad en búsqueda de un salario que les permita mantener dichos 
beneficios. 

El inicio de la construcción de la Ciudad del Milenio en esta zona, 
motivó las demandas de compensación por parte de otras comunidades 
del norte del Napo. La empresa encargada de la explotación de la zona, 
Petroamazonas, utilizó el ejemplo de Pañacocha como un modelo que 
podría aplicarse en otras comunidades,

Nos dijeron que sería lo mismo que la Ciudad del Milenio 
en Pañacocha. “Anda a ver y a visitar las instalaciones de la 
Ciudad del Milenio. Este es el modelo que queremos en varios 
lugares del Parque, es el nuevo modelo de desarrollo para 
la Amazonia”, nos dijeron. Les dijimos que necesitábamos 
agua potable y luz, entre otras cosas, pero se les ocurrió 
un proyecto de “ciudad” (Rosa, Chiro Isla, conversación 
personal, octubre de 2013).

A través de los diferentes testimonios recogidos, fue posible observar 
la forma como los gobiernos locales negociaron con las comunidades. 
Rosa, de la comunidad de Chiro Isla, narra cómo el discurso utilizado 
por los agentes petroleros iba dirigido reforzar la idea del “beneficio” que 
sería atribuido a las comunidades, a cambio de la firma de acuerdos para 
el desarrollo de actividades extractivas en sus territorios, 

Nos amenazaban con el fin de la subvención para el combustible 
de las canoas, nos decían que, si no firmábamos, también nos 
dejarían sin apoyo para el funcionamiento de la escuela. Por 
otro lado, si firmábamos, recibiríamos varias compensaciones 
y beneficios: escuelas, pero también becas para nuestros hijos, 
casas, barcos (Rosa, Chiro Isla, conversación personal, octubre 
de 2013).
En muchas comunidades como la nuestra, los petroleros 
llegaron supuestamente para dialogar, informarnos y hacer 
varias promesas. La comunidad acabó firmando, pero el 
problema fue que esos papeles son los permisos para realizar 
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las actividades, sin que la comunidad sepa (Washo, Chiro Isla, 
conversación personal, octubre de 2013). 

Es a través de asignaciones como la Ciudad del Milenio construida 
en Pañacocha, que el Estado ecuatoriano buscó a inicios de los años 2000, 
construir una imagen de la nueva “era del petróleo” en la que el acceso 
a los recursos solo era posible mediante la negociación directa con la 
empresa estatal. Sin embargo, la reproducción del modelo urbano de 
gran ciudad provocó nuevas disputas e irrumpió las prácticas cotidianas 
de las comunidades. La urbanización tuvo un impacto en las prácticas 
económicas de subsistencia de las comunidades. La sedentarización en la 
ciudad y la llegada frecuente de alimentos procesados, hizo que algunas 
familias releguen actividades tradicionales como la caza y la pesca a un 
segundo plano. Obligados a pagar por los servicios de internet y teléfono 
o a comprar alimentos industriales en las nuevas ciudades, los indígenas 
se vieron obligados a dedicarse a trabajos remunerados, especialmente 
los ofrecidos por la compañía petrolera. El acceso a los trabajos y a 
los salarios, así como la obtención de indemnizaciones, fue creando 
relaciones de competencia entre las familias y por ende, fragmentando 
los lazos comunitarios ya quebrantados por el desplazamiento y la pérdida 
territorial. Con la asignación de compensaciones, el Estado ha intentado 
resolver los conflictos, mientras que las negociaciones no han respetado 
los procesos organizativos de las comunidades, sus formas propias de 
resolución de conflictos, ni los derechos de los pueblos indígenas, como 
el derecho a ser consultados y a dar su consentimiento libre, informado 
y previo a cualquier tipo de decisión que implique a sus territorios. 

3.3 Explotar sin consultar a las comunidades: el caso de 
Llanchama  

En el 2013, la decisión gubernamental de poner fin a la Iniciativa 
ITT y dar inicio a la explotación petrolera, provocó una reactivación de 
los conflictos socioambientales en el Yasuní. La decisión del gobierno a 
favor de la explotación era anunciada como irrevocable, a pesar de que 
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no se habían realizado los procesos de consulta previa a las comunidades. 
En su defecto, las actividades de exploración petrolera, – procedimiento 
previo a la explotación – y la apertura de caminos de acceso al área, ya 
se encontraban avanzadas en la zona del campo vecino N° 3170. 

Un caso emblemático de los conflictos que tuvieron lugar en el 
Yasuní tras la decisión gubernamental de explotar los bloques ITT, fue el 
de la Comunidad Kichwa de Llanchama. Ubicada al noreste del Parque 
Yasuní, el territorio de la comunidad abarca 27.032 hectáreas y está 
habitado por unas treinta y cinco familias que suman unas doscientas 
ochenta personas. Desde hace dos décadas, Llanchama tiene el estatus 
legal de Comuna, lo que le ha permitido iniciar un proceso de legalización 
de su territorio. El territorio de Llanchama está atravesado por los campos 
petroleros 31 y 43, este último objeto de la Iniciativa para dejar el petróleo 
bajo tierra. 

Hace casi 20 años, Llanchama devino una de las comunidades 
Kichwas más reticentes a la explotación petrolera debido a su experiencia 
con la empresa francesa CGG (Compañía Francesa de Geofísica) quien 
exploró un pozo de petróleo en su territorio, utilizando procesos que 
requerían del uso de materiales químicos y de la explosión de suelos71.  

En el 2013, unos meses después de que el gobierno decida explotar 
el territorio del Yasuní, los funcionarios de la empresa petrolera estatal 
Petroamazonas llegaron a Llanchama con el fin de “informar” a sus 
miembros sobre la firma de un “pre-acuerdo” de explotación. Según 
los funcionarios, este documento, facilitaría también la legalización 
del territorio que desde hace aproximadamente 20 años la comunidad 
reclama como de posesión ancestral, reclamo que ha sido rechazado por 
el organismo encargado, debido a la falta de informes antropológicos 
e históricos exigidos para hacer efectivos los pedidos de legalización 

70	 Cf. https:// news.mongabay.com/ 2014/06/oil-company- breaks-agreement-builds-big-
roads-in-yasuni-rainforest/, consultado el 18/05/2021.

71	  Los residuos de esta explosión fueron almacenados en una piscina que en épocas de llu-
vias se desbordaba, causando grandes daños ambientales y varios problemas sanitarios: la 
muerte de animales, la contaminación de lagos y ríos y la desaparición de lugares sagrados 
provocaron su vez, provocó cambios drásticos en la organización comunitaria y limitó las 
posibilidades de obtención de los medios de subsistencia para este pueblo. 
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(Carta Pública de la Comuna Kichwa de Llanchama del Yasuní, 
30/03/2014). 

Sin dar mayor información sobre las implicaciones de dicho 
“preacuerdo” y sobre el proceso de explotación del territorio, al final 
de la reunión de información, los funcionarios pidieron a las personas 
presentes levantar su mano a favor o en contra de la firma del documento. 
El informe de esta reunión, no menciona la ausencia de la mayoría de 
miembros de la comunidad durante la misma72. Veinte y dos de treinta 
y cinco miembros presentes (de un total de sesenta y cinco miembros 
adultos de la comunidad) se oponían a la firma del “pre-acuerdo” que, 
según ellos, “carecía de informaciones necesarias y no estaba siendo 
consultado a través del debido proceso a toda la comunidad” (Manchoa, 
entrevista personal, 02/2014). A pesar de su posición de rechazo, algunos 
días después, Llanchama se despertó cercada por un grupo de trabajadores 
de la empresa petrolera, por la maquinaria necesaria para iniciar el 
proceso de explotación del territorio, así como por militares armados 
encargados de resguardar las actividades petroleras. 

El dicho pre-acuerdo había sido objeto de negociación entre 
dirigentes de la petrolera y el entonces presidente de la comunidad 
con quien los funcionarios del Estado se habían reunido previamente 
y a quien le habrían prometido compensaciones de un monto de 20 
dólares por hectárea de terreno, en caso de impactos medioambientales 
producidos por la exploración sísmica. Estas compensaciones también 
incluirían infraestructuras educativas, sociales y deportivas, de acuerdo 
a lo que la empresa considerase como “las necesidades de la comunidad” 
(Manchoa, entrevista personal, 02/2014). Según los testimonios recogidos 
en Llanchama, un cheque de compensación habría sido entregado al 
presidente de la comunidad a cambio de la firma del documento que 
señalaba que: 

72	  En los testimonios de los miembros de Llanchama se puede percibir que, de hecho, la 
ausencia de las personas había sido deliberada y que el hecho de negarse a asistir a una reu-
nión organizada por el Estado, en presencia de militares armados, constituía para ellos una 
estrategia de resistencia (Cuaderno de campo, Llanchama, febrero 2014). 
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La comunidad de Llanchama declara expresamente que ha 
sido debidamente informada por Petroamazonas, a través 
de reuniones de socialización del proyecto y del respectivo 
proceso de Consulta y de participación del estudio de Impacto 
Ambiental, acerca de los impactos y posibles impactos, que 
causarán o podrían causar las actividades hidrocarburíferas 
vinculadas al desarrollo del proyecto que realiza Petroamazonas 
en sus predios. La Comunidad autoriza a la empresa, a sus 
contratistas y subcontratistas, el uso y ocupación inmediata del 
área indemnizada para el desarrollo del Proyecto y facilitará el 
ingreso del personal, equipos materiales y demás instrumentos; 
y se compromete a no impedir, paralizar y/o obstaculizar el 
desarrollo del proyecto y sus actividades (Documento Pre-
acuerdo Llanchama- Petroamazonas, 01/02/2014)73. 

El proceso desarrollado por los funcionarios del Estado en 
Llanchama tenía varias repercusiones a nivel local. Mientras que, para 
los funcionarios de la petrolera, la firma del pre- acuerdo expresaba 
el cumplimiento satisfactorio del proceso de consulta previa, para la 
comunidad, el procedimiento del Estado ilustraba el carácter arbitrario 
de este proceso, así como el constante engaño y violación de derechos 
del que continuaban siendo objeto las comunidades del Yasuní. Como 
mencionan sus miembros en una Carta pública enviada a la Asamblea 
Nacional ecuatoriana,

Muchos de los socios, ni siquiera se han enterado de ello, en 
nuestra comunidad está sucediendo lo que ha sucedido con 
tantas otras comunidades indígenas del rio Napo y Tiputini, 
primero hacen las exploraciones, declaran las explotaciones, 
construyen las instalaciones, destruyen los bosques y luego 
buscan consenso de la comunidad, piden permisos, acuerdos, 
consultas [...] estamos cansados de estas arbitrariedades 
a nuestros derechos (Carta pública de la Comunidad de 
Llanchama, dirigida a la Asamblea nacional 30/03/2014). 

73	  Preacuerdo Llanchama-Petroamazonas EP. 1/02/2014.
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En efecto, en Llanchama, las llamadas “reuniones de información”, 
tuvieron lugar solamente después de que el gobierno ecuatoriano decida 
dar paso a la explotación petrolera. Ningún proceso de consulta fue 
efectuado de manera previa en estas comunidades en donde, por cierto, 
los trabajos de apertura de caminos y senderos para la explotación ya habían 
comenzado. Por otra parte, durante estas reuniones, las informaciones sobre 
los proyectos de extracción no fueron mencionadas por los funcionarios del 
Estado. Concentrados en apuntar los beneficios de la firma del preacuerdo 
y las compensaciones económicas que serían atribuidas a la comunidad, 
los funcionarios no se pronunciaron sobre los mecanismos a ser utilizados 
para explorar y explotar el territorio, así como sobre los impactos sociales 
y medioambientales que estos podrían provocar. 

El idioma y los términos utilizados para transmitir la información 
fueron otro aspecto señalado por los miembros de Llanchama: ninguna 
información fue divulgada en lengua Kichwa, lo que dificultaba aún más 
la comunicación con las comunidades, poco familiares con el lenguaje 
técnico de los funcionarios de las empresas petroleras. En muchos de 
los casos, la información era dirigida únicamente a la directiva de las 
comunidades con quien se negociaba previamente y en privado con el 
fin de obtener la firma de los documentos que aprueben la explotación. 
Al haber sido desarrollado bajo presión de militares armados, de 
funcionarios públicos y en varios de los casos, en ausencia del conjunto 
de miembros de la comunidad, el procedimiento del Estado provocaba 
disputas entre los mismos al mismo tiempo que anula el carácter de una 
consulta “libre”. Como explica el entonces ex- presidente de Llanchama, 

[La consulta] no es libre, pues no respeta nuestro procedimiento 
tradicional y nuestros derechos como pueblos indígenas (...) 
Tradicionalmente, nuestras decisiones de comunidad, las 
tomamos en consenso y las reuniones las dirige el presidente de 
la comunidad y no un funcionario público ajeno. Este aspecto 
constituye el primer factor de división de nuestras comunidades, 
que se empeora cuando sabemos que ciertos dirigentes se 
venden, como fue el caso de nuestro antiguo presidente. Sin 
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embargo, la comunidad ya está preparada para este tipo de 
actos. Ahora sabemos que tenemos una Constitución que nos 
protege (Sandiego, entrevista personal, febrero 2014). 

Las consultas desarrolladas en estos términos constituyen también 
un factor de división comunitaria, agravada por los vínculos clientelistas 
establecidos por los funcionarios del Estado con algunos dirigentes y por 
la manipulación de la que son objeto otros miembros de la comunidad. A 
esto se podrían sumar, los conflictos con otras comunidades de la zona, 
en donde la realización de la Consulta tampoco resulta de un proceso “de 
buena fe” efectuado por el Estado y los pueblos indígenas “con la finalidad 
de llegar a un acuerdo o lograr consentimiento acerca de las medidas 
propuestas” tal como indica el artículo 6, n°2 del Convenio 169 de la OIT: 
“Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, 
con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca 
de las medidas propuestas” (Art. 6, n°2, Convenio N° 169 sobre Pueblos 
indígenas y Tribales en Países independientes).  

El evento registrado en Llanchama, la polémica y la división 
provocada por el procedimiento del Estado suscitó, sin embargo, la 
agitación de los miembros de la comunidad quienes apropiándose del 
discurso de los derechos que les concierne y reforzando sus estrategias 
de organización, hicieron llegar sus reclamos al gobierno nacional. 

3.3.1 La Consulta previa, libre e informada en el marco de 
la Plurinacionalidad propuesta en Ecuador 

La inscripción del derecho a la Consulta previa libre e informada 
en la Constitución del Ecuador74, hizo parte de un conjunto de 

74	  Inscrita inicialmente en el Art. 84 de la Constitución política de 1998, “El Estado recono-
cerá y garantizará a los pueblos indígenas, de conformidad con esta Constitución y la ley, 
el respeto al orden público y a los derechos humanos, los siguientes derechos colectivos : 
[...] Ser consultados sobre planes y programas de prospección y explotación de recursos no 
renovables que se hallen en sus tierras y que puedan afectarlos ambiental o culturalmente; 
participar en los beneficios que esos proyectos reporten, en cuanto sea posible y recibir in-
demnizaciones por los perjuicios socio-ambientales que les causen”. 
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transformaciones efectuadas en el marco de la consolidación del 
carácter Plurinacional del país. Desde los años 90, reformas orientadas 
en este sentido fueron impulsadas en diferentes países de la región75, 
en un contexto de intensificación de las demandas de los pueblos 
indígenas, afro-descendientes y campesinos, por el reconocimiento 
de formas de vida, de organización y de lógicas regulatorias diversas 

(CONAIE, 2007). 
Es en este marco que se establece el derecho de los pueblos indígenas 

a ser consultados, luego de que el país ratificase en 1998, el Convenio 169 
de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales. Este último, dispone que 
los pueblos indígenas deben ser consultados por el Estado, de manera 
anterior a la explotación de recursos o a la implementación de cualesquier 
obra de infraestructura que pueda afectar a sus territorios. El derecho 
a la Consulta es establecido nuevamente en los artículos 57 y 398 de la 
Constitución ecuatoriana del 2008, en donde se declara que esta debe 
ser efectuada:

en un plazo razonable, sobre los planes y programas de 
prospección y de explotación y de comercialización de los 
recursos no renovables que se encuentran en sus tierras y 
que son susceptibles de afectarlos, en el plano ambiental o 
cultural; participar de las ventajas obtenidas de estos proyectos 
y recibir una compensación por los daños sociales, culturales 
y ambientales. La consulta que debe ser efectuada por las 
autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si el 
consentimiento de la comunidad consultada no es obtenido, 
[las autoridades] procederán conforme a la Constitución y a la 
ley (Art. 57-7, Constitución política 2008). 

75	  Colombia, Perú, Bolivia, Ecuador, Venezuela hacen parte del grupo de los países andi-
nos que promovieron reformas constitucionales semejantes en la misma época. Todos es-
tos países son también signatarios del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en países independientes. Par un análisis ampliado sobre estas reformas en el resto 
de países andinos véase Yrigoyen Fajardo, Raquel (2004). Pluralismo jurídico, derecho in-
dígena y jurisdicción especial en los países andinos. Disponible en https://cejamericas.org/
wp-content/uploads/2020/09/128elotrdr030-06.pdf, consultado el 07/03/2022. 

https://cejamericas.org/wp-content/uploads/2020/09/128elotrdr030-06.pdf
https://cejamericas.org/wp-content/uploads/2020/09/128elotrdr030-06.pdf
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Este reconocimiento corresponde además a la recomendación de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, efectuada en el marco de 
la sentencia pronunciada a favor del pueblo Sarayaku76. La necesidad de 
llevar a cabo la consulta previa ha sido establecida por un sin número de 
Tribunales de diversos países de la región signatarios y no signatarios de 
la Convención 169 de la OIT77. La Sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos sobre el caso del Pueblo de Saramaka contra el 
Estado de Surinam también sentó las bases para la aplicación del derecho 
de los pueblos indígenas a la consulta previa y el consentimiento78. 

Otras normas nacionales e internacionales, establecen los 
parámetros básicos para la aplicación de la consulta previa, libre en 
informada: la Sentencia dictada por el Pleno de la Corte Constitucional 
del Ecuador referente a la Ley de Minería79; el Instructivo de Aplicación 
de Consulta Prelegislativa de la Asamblea Nacional80. Diversas sentencias 
y declaraciones se han pronunciado a favor del derecho a la consulta 

76	  Ver sentencia disponible en: https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_245_esp.
pdf, consultado el 02/05/2024.

77	  Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú y Venezuela. Aunque países no signatarios 
de la Convención como Estados Unidos y de Canadá también han señalado la importancia 
de realizar la consulta previa a las comunidades indígenas, en tanto que esta constituye un 
principio general del Derecho Internacional (Cf. Sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del 27 de Junio del 2012 a favor del Pueblo indígena Kichwa de Sa-
rayaku). 

78	  La sentencia a favor de Saramaka fue dictada el 28 de noviembre del 2007 luego de que, en 
el 2000, este pueblo demande al Estado de Surinam por haber concesionado sus territorios 
para la explotación minera y forestal, sin consultar previamente a la población. Siendo Suri-
nam, uno de los países no signatarios del Convenio 169 de la OIT, la Corte Interamericana 
dictaminó su sentencia en virtud de los tratados internacionales y de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos argumentando, entre otras cosas, que el Estado de Surinam 
debe adoptar medidas para garantizar el derecho de los Saramakas a ser consultados, al 
consentimiento informado y a la participación de los beneficios resultantes de las activi-
dades extractivas. Cf. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf, 
consultado el 08/03/2022. 

79	  Sentencia 001-10-SIN-CC dictada por el Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador, 
referente a los casos 0008-09-IN y 0011-09-IN de la ley de Minería. Cf http://portal.corte-
constitucional.gob.ec:8494/FichaRelatoria.aspx?numdocumento=001-10-SIN-CC, consul-
tado el 08/03/2022. 

80	  Ver https: //www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ ELECTRONIC/90883/ 105066/F1436572236/
ECU90883.pdf, consultado el 08/03/2022. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_172_esp.pdf
http://portal.corteconstitucional.gob.ec:8494/FichaRelatoria.aspx?numdocumento=001-10-SIN-CC
http://portal.corteconstitucional.gob.ec:8494/FichaRelatoria.aspx?numdocumento=001-10-SIN-CC
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRONIC/90883/105066/F1436572236/ECU90883.pdf
https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRONIC/90883/105066/F1436572236/ECU90883.pdf
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previa, determinando los lineamientos para la realización de las mimas 
y la necesidad de interponer la medida del “Consentimiento”, de manera 
previa a la atribución de concesiones de cualquier tipo en los territorios de 
los pueblos indígenas. Como señalaba James Anaya, ex Relator Especial 
de las ONU sobre derechos de los Pueblos Indígenas:

Un efecto directo y considerable en la vida o los territorios de 
los pueblos indígenas establece una presunción sólida de que 
la medida propuesta no deberá adoptarse sin el consentimiento 
de los pueblos indígenas. En determinados contextos, la 
presunción puede convertirse en una prohibición de la medida 
o el proyecto si no existe el consentimiento de los indígenas. 
(Informe del Relator de Naciones Unidas, 2009: párrafo 47). 

En Ecuador, dos reglamentos para la aplicación de esta consulta 
fueron redactados por delegados del gobierno nacional tras la inscripción 
de la misma en la Constitución de 1998. Sin embargo, luego de varios 
intentos de aprobación, estos documentos quedaron archivados debido, 
particularmente, a la oposición de las organizaciones indígenas quienes 
denunciaron su falta de participación en el proceso81. En el 2002, un 
tercer proyecto fue presentado por una consultora contratada por el 
gobierno nacional. Inicialmente rechazado por las organizaciones 
indígenas quienes argumentaron nuevamente su falta de participación 
en la elaboración del mismo, este reglamento pasó por un proceso de 
revisión por parte de algunos representantes indígenas, para más tarde 
ser alterado, incluyendo algunas observaciones hechas por los mismos. 
Este reglamento fue aplicado por primera vez en noviembre del 2012, en 
el marco de la Décimo primera “ronda petrolera” en la cual, se buscaba 
licitar 21 campos petroleros, situados en el centro y en el norte de la 
Amazonía. 

Con relación a este primer proceso de consulta, el antropólogo 
ecuatoriano Fernando García ha señalado diversos inconvenientes: la 

81	 https://conaie.org/2015/11/26/consulta-previa-17-anos-en-deuda-con-los-pueblos-y-na-
cionalidades-indigenas-del-ecuador/, consultado el 18/07/2021.
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información incompleta transmitida por los funcionarios encargados 
de su realización; la lengua en la cual la consulta fue realizada; los 
mecanismos utilizados para informar, más que para consultar a la 
población sin la participación plena del conjunto de instituciones 
representativas locales, zonales y regionales; la ausencia de consultas en 
comunidades potencialmente opuestas a la explotación petrolera, son 
algunos de los aspectos señalados por el autor, sin contar con la ausencia 
de una ley orgánica, requerimiento para la aplicación de un derecho 
colectivo de los pueblos indígenas reconocido en la Constitución, según 
lo dicta el decreto ejecutivo 124782 (García, 2014, p. 78-82). 

El abogado ecuatoriano Mario Melo (2009) por su parte, ha 
enfatizado en las dificultades y ambigüedades generadas por el surgimiento 
de reglamentos posteriores al Convenio 169 y a la Constitución del 
Ecuador, reglamentos que no reflejarían el espíritu de los avances hechos 
en materia de reconocimiento de derechos de los pueblos indígenas, en 
un contexto en el que se prioriza a los intereses transnacionales de las 
empresas extractivas:

Enormes intereses transnacionales hacen fuerza para que los 
cambios constitucionales no se reflejen en cambios profundos 
de la legislación secundaria. En la medida que la Constitución 
garantiza derechos colectivos a favor de territorios indígenas, 
espacios en los que a menudo se concretan reservas de recursos 
naturales codiciados, la voluntad de los decidores políticos por 
incorporarlos en la legislación publica se vuelve difusa (Melo, 
2009, p.108).

Como explican los investigadores del Centro de Derechos 
Económicos y Sociales (CDES), estas ambigüedades pueden ser 
identificadas inclusive dentro de la propia normativa nacional, cuando 
analizamos detenidamente los dos artículos referidos a la consulta que se 
encuentran establecidos en la Constitución. en un informe realizado por 

82	  Decreto ejecutivo 1247, adoptado el 19/07/2012, que dicta el reglamento para la ejecución 
de la consulta previa libre e informada en los procesos de licitación y asignación de áreas y 
bloques hidrocarburíferos. 
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el CDES en 2016, en la Constitución política se distinguen por lo menos 
dos tipos de consulta que pueden dar lugar a diversas interpretaciones 
y tergiversaciones: así, el artículo 57 de la Constitución se refiere al 
derecho de comunidades, pueblos y nacionalidades a ser consultados de 
manera previa a una decisión legislativa que pueda afectar sus territorios 
o cualquiera de sus derechos colectivos. Por su parte, el artículo 39883 

de la misma Carta, reconoce a la consulta como un “derecho ambiental 
general”, que puede ser aplicado a “la comunidad” cuando existe una 
probabilidad de afectación ambiental. Como señala este informe, existe 
en este sentido, un derecho “difuso” que podría hacer uso del segundo 
artículo de consulta aplicada a la comunidad (que, en ausencia de una 
definición precisa de la misma, puede estar conformada por toda la 
población ecuatoriana, incluyendo población blanca, mestiza, indígena, 
campesina y afro-descendiente), para superponerla a la consulta y al 
consentimiento de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En efecto, 
el objetivo del derecho a la Consulta previa, libre e informada es el de 
incluir el criterio de las comunidades indígenas, campesinas y afro-
ecuatorianas frente los impactos de los proyectos extractivos que pudieran 
afectar directamente a sus territorios, y no precisamente el criterio de 
la población ecuatoriana en general, ajena a las problemáticas locales 
derivadas de estos proyectos. Una consulta general podría dar lugar a la 
exclusión de las voces de los pueblos indígenas, limitando los espacios 
destinados a su participación y toma de decisión. 

Por otro lado, la Corte Constitucional ecuatoriana ha señalado que 
el derecho reconocido en el artículo 57, tampoco se equipara a la consulta 
establecida en el artículo 398 en el sentido en que este último artículo 
amenaza los principios de la consulta a los pueblos indígenas al señalar 

83	  Art. 398.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser 
consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y oportunamente. El sujeto consul-
tante será el Estado. La ley regulará la consulta previa, la participación ciudadana, los plazos, 
el sujeto consultado y los criterios de valoración y de objeción sobre la actividad sometida a 
consulta. El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en 
la ley y los instrumentos internacionales de derechos humanos. Si del referido proceso de 
consulta resulta una oposición mayoritaria de la comunidad respectiva, la decisión de eje-
cutar o no el proyecto será adoptada por resolución debidamente motivada de la instancia 
administrativa superior correspondiente de acuerdo con la ley. 
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que ante una “oposición mayoritaria de la comunidad respectiva, la 
decisión de ejecutar o no un proyecto puede ser adoptada por resolución 
debidamente motivada de la instancia administrativa o autoridad 
jerárquicamente superior de acuerdo con la ley” (CDES, 2016, p. 14). 
Existe, en este sentido, una superposición de leyes que, bajo justificativo 
de priorizar la opinión de “toda la comunidad” podría dar lugar a que el 
Estado ecuatoriano las substituya en función de lo que considere como 
de “interés nacional”, haciendo omisión de los derechos colectivos de los 
pueblos y nacionalidades indígenas. 

Ante estas ambigüedades, es posible decir que las recomendaciones 
de la CIDH así como la normativa nacional e internacional han sido 
acatadas parcialmente por parte del Estado ecuatoriano, quien ha incluido 
el derecho a la consulta en la Constitución política, sin explicitar las 
normas para hacer efectivo dicho derecho en contextos socio-culturales 
diversos y caracterizados por la existencia de formas de resolución de 
conflictos y sistemas normativos propios. Este aspecto se traduce en la 
práctica, por la anulación de este recurso o en el mejor de los casos, por la 
realización de un proceso incompleto, a través de modalidades confusas 
que exteriorizan el carácter heterogéneo y fragmentado de la legalidad 
estatal y sintetizan la ambigüedad del proyecto del Buen Vivir puesto en 
marcha en el presente siglo. 

3.4 Compensaciones petroleras y resolución de conflictos 
en el Yasuní 

Antes del contacto con el Instituto Lingüístico de Verano, la relación 
de los Waorani con actores externos a su entorno social se caracterizaba 
por la hostilidad y el aislamiento, asumido como mecanismo de defensa 
para ejercer el dominio y el poder sobre los territorios (Narváez, 
1996). Sólo se habían logrado algunas alianzas y acuerdos a nivel intra-
étnico, particularmente a través de dos instituciones: “el homicidio y el 
matrimonio, pues así consolidábamos un gran grupo familiar denominado 
como nanicabo y algunos co-residentes reconocidos como wamoni” (Ima, 
2012: 28). 



Luchas por el territorio, la autonomía y la autodeterminación en el contexto del Sumak Kawsay en el Yasuní, Amazonía Del Ecuador

151

La política de los misioneros, el agrupamiento en el seno del 
Protectorado indígena y la llegada constante de agentes extractivistas, 
promovieron una serie de conflictos relacionados con los diferentes 
cambios que tuvieron lugar, tanto en la estructura social como en el 
medio físico de los Waorani. Cuando en 2007, el Estado ecuatoriano 
propuso reforzar su presencia en la Amazonía y promover el llamado 
“Plan de desarrollo del Buen Vivir”, algunos conflictos se activaron 
en el Yasuní. Contrariamente a los esperado por las organizaciones 
indígenas amazónicas, las interacciones entre el Estado, las empresas 
petroleras y las comunidades, no sufrieron mayores transformaciones 
y continuaron caracterizándose por el segregacionismo, la penetración 
cultural, la imposición de decisiones relativas a los territorios y de formas 
de resolución de conflictos, que no tuvieron en cuenta los intereses de los 
pueblos indígenas. Esto, sumado a la ampliación de la frontera extractiva 
provocó conflictos, inclusive entre las propias familias y comunidades. 

Uno de los conflictos más significativos fue el que estalló el 5 de 
marzo del 2013, cuando un Ompure y Buganey, una pareja de ancianos 
de la comunidad waorani de Yarentaro, fueron asesinados con lanzas por 
parte de un grupo de indígenas aislados84. El suceso tuvo lugar a unos 
ciento cincuenta metros de la comunidad, cuando la pareja regresaba de su 
jornada de caza. Detrás de ellos caminaba Nemonte, la madre de Buganey, 
quien sobrevivió y pudo presenciar el ataque. Los cuerpos de Ompure y 
Buganey fueron atravesados por lanzas que, según los familiares de los 
ancianos, y los testimonios de Nemonte, pertenecían a las familias de los 
grupos aislados (García, 2017). Los familiares de la pareja fallecida, que 
llegaron al lugar del suceso unos minutos después, grabaron imágenes 
y vídeos con teléfonos móviles. El ataque de Yarentaro provocó varias 
reacciones de organizaciones indígenas y de otras no gubernamentales, 
en un contexto nacional, en el que se discutía sobre los impactos de la 
explotación petrolera para los pueblos y los territorios del Yasuní. Entre 

84	  Algunos investigadores hablan de las lanzas de casi tres metros de largo, talladas y decoradas 
con plumas multicolores, fibras vegetales y bolsas de plástico recuperadas en el momento de 
la matanza. La particularidad de estas lanzas es la que permitió atribuir la responsabilidad 
de este ataque al grupo de los Taromenane (De Marchi, Aguirre, Cabodevilla, 2013: 30-32).
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estas organizaciones, tuvo protagonismo la Fundación Labaka, fundada 
por misioneros capuchinos, quien pidió al Estado que tomara medidas 
preventivas inmediatas ante la posibilidad de una réplica de parte de 
los miembros del pueblo waorani. La Fundación Labaka también había 
solicitado frenar la intensidad de las actividades petroleras e indemnizar 
a las familias con el objetivo de evitar un confrontamiento futuro entre 
pueblos indígenas. Sin embargo, estas solicitudes no fueron atendidas 
por el Estado ecuatoriano (García, 2017). 

De hecho, un mes después de este suceso, algunos hombres de la 
familia de las víctimas de Yarentaro y otros miembros de las comunidades 
Waorani vecinas, partieron en busca de los responsables de los asesinatos 
de Ompure y Buganey. Esta acción dio lugar a un nuevo enfrentamiento 
que tuvo como resultado la desaparición de un número indeterminado 
de miembros de los grupos en aislamiento85, y el secuestro de dos niñas 
pequeñas de entre tres y seis años, miembros de uno de los grupos en 
aislamiento86. 

Para Penti Bahua, un miembro de la comunidad Waorani de 
Bameno, este hecho fue una prueba más de la violencia que genera la 
presencia de agentes extractivistas en el territorio,

Ni a Tagaeri-Taromenane ni a los waorani les gusta la presencia 
de los kowuri en sus territorios. El ruido de las máquinas, los 
motores, todo eso asusta a los animales y como resultado las 
comunidades no tienen que comer. Algunos están obligados a 
buscar comida en el territorio de otros y esto se agrava porque 
cada vez tenemos menos territorio. Antes de que llegara la 

85	  Posiblemente veinte y cinco o treinta según la Fundación Alejandro Labaka. Cf. https://
www.fundacionlabaka.org/index.php/proyectos/pueblos/53-pueblos-en-aislamiento-vo-
luntario, consultado el 12/10/2023. 

86	  Los argumentos para explicar estos asesinatos y el secuestro de dos niñas fueron varios: 
para el Estado ecuatoriano, fue el resultado de un “conflicto histórico entre clanes”, repre-
sentando el secuestro de las mujeres una especie de “trofeo” para el grupo vencedor; para 
algunos investigadores y organizaciones sociales, la responsabilidad de estos hechos recae 
en las empresas petroleras, la ocupación arbitraria de la zona y la reducción del espacio vital, 
el ruido provocado por las actividades de extracción y los generadores de electricidad de la 
empresa, la contaminación ambiental, etc.  (Colleoni y Proaño, 2010; García, 2017).

https://www.fundacionlabaka.org/index.php/proyectos/pueblos/53-pueblos-en-aislamiento-voluntario
https://www.fundacionlabaka.org/index.php/proyectos/pueblos/53-pueblos-en-aislamiento-voluntario
https://www.fundacionlabaka.org/index.php/proyectos/pueblos/53-pueblos-en-aislamiento-voluntario
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compañía, teníamos un gran territorio, se movían libremente 
y sabíamos a dónde ir. Es cierto que esto crea conflicto, pero no 
es un conflicto histórico entre pueblos, como dice actualmente 
el gobierno (Penti, El Coca, conversación personal, noviembre, 
2013). 

Ante este hecho, que no era el primero de este tipo ocurrido 
en el Yasuní87, la respuesta del gobierno ecuatoriano fue crear una 
Comisión para el estudio de las disputas entre los Waorani y los grupos 
aislados, proponiendo “acciones que se consideren necesarias para ser 
implementadas por el Estado a fin de superar las controversias existentes y 
permitir la protección de la integridad física de las poblaciones indígenas” 
(Decreto Ejecutivo Nº 17, Registro oficial Nº 19, junio 2013). Esta 
Comisión, sin embargo, tuvo una actuación polémica en la resolución 
del conflicto, siendo la única medida adoptada, el encarcelamiento de 
varios hombres Waorani por el presunto delito de genocidio y etnocidio88. 

En efecto, la decisión del gobierno ecuatoriano de detener a 
los Waorani suscitó numerosas interrogantes. Varias organizaciones 
indígenas y medioambientales criticaron los escasos esfuerzos 
movilizados para definir las verdaderas causas del conflicto y tomar 
medidas para frenar la presión sobre los territorios de los pueblos 
indígenas del Yasuní. Estas señalaron también la incapacidad del 

87	  En 2006, a raíz de diversos hechos violentos que implicaron la desaparición de miembros de 
grupos indígenas en aislamiento, la CIDH solicitó al Estado ecuatoriano adoptar medidas 
preventivas para proteger la vida y la integridad de los Pueblos Tagaeri y Taromenane. En 
respuesta a esta solicitud, el Estado respondió que “las medidas cautelares no están previstas 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos ni en el Estatuto de la CIDH y […], 
por lo que el Estado no reconocerá estas medidas ni brindará respuestas sobre esta materia” 
(CIDH, Informe No. 96/14. Petición 422-06. Informe de Admisibilidad. Pueblos Indígenas 
en Aislamiento Tagaeri-Taromenane. Ecuador).

88	  En noviembre de 2013, casi ocho meses después de las masacres, los Ministerios del Interior 
y de Justicia ecuatorianos decidieron capturar a siete hombres Waorani implicados en este 
episodio y llevarlos ante la justicia ordinaria ecuatoriana. Esta decisión se adoptó en contra 
de las exigencias de las organizaciones indígenas nacionales y regionales para que los pre-
suntos autores sean juzgados de acuerdo con el derecho indígena y sus propias formas de 
resolución de conflictos. Durante la operación, una de las dos niñas secuestradas, la mayor, 
fue encontrada y llevada a la comunidad de Bameno, mientras que la menor quedó en ma-
nos de una de las familias waorani implicadas.  
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Estado para implementar medidas legales adaptadas a los sistemas 
indígenas de resolución de conflictos, de acuerdo con los principios 
de plurinacionalidad e interculturalidad consagrados en la Constitución 
Política. Para las familias Waorani de los implicados, la decisión de 
encarcelamiento significó:

[...] la falta de respeto por nuestras propias formas de resolver. 
El Estado acusa de violencia, pero queremos preguntar si han 
estado presentes. Hemos pedido su presencia y ayuda para 
detener los conflictos. También sabemos que los capuchinos han 
hecho peticiones, pero ellos (el Estado) nunca ha escuchado. 
Nunca vinieron a ver lo que pasa en nuestras comunidades 
[...] los funcionarios vinieron a detener a nuestros hombres, 
sin siquiera investigar los detalles del caso. Están encerrados 
en la cárcel de El Coca, y nosotros como familiares no 
podemos ni verlos. […] Si la forma de resolver el conflicto es 
el encarcelamiento y no el diálogo, ¿qué vamos a conseguir? 
(Gloria, Kawimeno, conversación personal enero, 2015).

Tras el rechazo de las organizaciones indígenas, en particular 
de las organizaciones Waorani, NAWE y ONWO, el gobierno intentó 
negociar a través de ofertas de compensación y de indemnización 
que incluyeron entre otras cosas, carros, canoas, casas y obras de 
infraestructura, presentadas en términos de “compensación urgente” 
para las comunidades.

Mientras que para el Estado ecuatoriano se trataba de indemnizar 
para resolver rápidamente este episodio y cumplir con los requisitos 
de ley relativa a los pueblos indígenas en aislamiento (cf. capítulo 2), 
para los Waorani, la indemnización fue considerada como una forma 
de restablecer la calma en la comunidad. Desde su perspectiva, el 
Estado estaba obligado a indemnizar por cualquier daño causado en su 
territorio y esto incluía, las muertes de sus familiares. En este sentido, 
estas compensaciones eran merecidas y marcaban de cierto modo, la 
recuperación de la legitimidad en su territorio. Como mencionaba, Moï, 
representante de la organización Waorani, estas compensaciones, sin 
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embargo, estas compensaciones no han tenido mayor incidencia en la 
resolución de conflictos internos:

En el caso de las comunidades que perdieron a sus familias 
en los conflictos con Tagaeri-Tagaeri, tienen razón al pedir 
una indemnización. Pero esto no es algo que hayan hecho 
las propias comunidades, sino que siempre han querido 
comprarnos dándonos cosas. El gobierno hace lo mismo con 
otras comunidades, pero eso no tiene mucho efecto porque el 
problema de fondo sigue. Al final son ellos quienes deciden 
y si deciden seguir matando, van seguir [...] (Moï, El Coca, 
conversación personal, noviembre de 2013). 

De hecho, unos años más tarde, en enero del 2016, se produjo un 
hecho similar al de Yarentaro. Un nuevo ataque con el uso de lanzas resultó 
en la muerte del joven Waorani Caiga Lincaye Baihua. El ataque ocurrió 
mientras Caiga y su esposa Luciana navegaban por el río Shiripuno, 
cerca de la comunidad de Boanamo ubicada en la zona intangible del 
Parque Yasuní. La noticia del ataque fue transmitida rápidamente por la 
comunidad, lo que permitió que Luciana sea trasladada al hospital de El 
Coca. Unas semanas más tarde, Luciana narró este hecho, 

Con Caigua estábamos en la canoa cuando un grupo de Tagaeri 
desde dentro de la selva mandó lanzas. Pasó el pecho de Caigua 
y murió enseguida. Después desaparecieron. Yo estaba herida de 
estómago y me quedé así durante varias horas en la canoa. Unas 
horas después, gracias a la radio comunitaria, creo que desde 
Boanamo, informaron y me llevaron al hospital […] Antes 
de morir, Caigua me dijo que conocía a algunos, que estaban 
bravos porque cada vez había más ruidos en sus territorios. Creo 
que esta gente tiene razón. Yo estoy más brava este gobierno 
por no hacer nada cuando pasan estas muertes en nuestros 
territorios. Fue casi un año después de los ataques en Yarentaro 
(Luciana, Shiripuno, conversación personal, febrero de 2016). 
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Pocos días después del asesinato de Caigua, un grupo de 
funcionarios de la Fiscalía General del Estado y del Plan de Medidas 
Preventivas del Ministerio de Justicia acudió al lugar de los hechos 
con paquetes de comida y una oferta de indemnización para la familia 
de la pareja. Los funcionarios del gobierno ofrecieron construir 
una casa y proporcionar un nuevo barco a la familia de Luciana a 
cambio de su promesa de no tomar represalias contra el ataque. La 
construcción de esta casa estaría a cargo de los propios Waorani, lo 
que les permitiría obtener un trabajo y un salario. Otros puestos de 
trabajo fueron ofrecidos a algunos miembros de la comunidad para 
asistir a la compañía petrolera estatal en la explotación de la zona del 
ITT (Álvarez et al., 2016). 

En este contexto, se volvieron a celebrar varios debates y 
negociaciones entre los responsables de las relaciones comunitarias, 
los funcionarios del gobierno, los representantes de las organizaciones 
indígenas Waorani, la Nacionalidad Waorani del Ecuador -NAWE-, 
la Organización de la Nacionalidad Waorani de Orellana -ONWO- y 
algunos miembros de las comunidades afectadas. El reto era establecer un 
diálogo y firmar acuerdos entre las comunidades que propongan acciones 
eficaces para resolver los conflictos. Sin embargo, estas negociaciones 
nuevamente mostraron las dificultades de las instituciones estatales para 
entender las necesidades de las comunidades indígenas del Yasuní, así 
como sus formas organizativas propias.

Por una parte, la idea un “conflicto histórico entre pueblos 
ancestrales” ha sido a menudo el argumento a través del cual el Estado 
ecuatoriano ha buscado liberarse de la obligación y de la responsabilidad 
por los hechos de violencia ocurridos en el Yasuní, reduciendo la 
importancia de los efectos de las actividades petroleras:

Desde el Estado nacional se ha hecho todo lo posible para 
invisibilizar el problema. Dijeron que era un conflicto histórico 
entre clanes, pero ni saben cómo vivíamos antes, cuando 
no teníamos las petroleras. Hay que ser más honestos y no 
pensar que un poco de comida va a resolver el conflicto. Hay 
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que trabajar con Waorani. Los Waorani tienen una historia 
particular, los Tagaeri Taromenane es otra historia. Lo que 
pedimos es una negociación y una compensación para las 
comunidades, pero también que el Estado reconozca nuestros 
derechos. La Corte [Interamericana de Derechos Humanos] fue 
muy clara al decir que nuestros derechos deben ser protegidos. 
Pero ya ves, esto es una prueba de cómo el Estado trata a los 
pueblos indígenas (Alicia, El Coca, conversación personal, 
febrero de 2013).

Los procedimientos estatales para la resolución de estos conflictos 
fueron criticados por las familias afectadas no sólo por el carácter ambiguo 
e impreciso de la retórica estatal, sino también por la incapacidad del 
Estado de responder concretamente a las demandas de las comunidades 
y de cumplir con las ofertas de indemnización, 

Yo y mi familia vinimos para asegurarnos que el Estado 
cumpliera sus promesas [...]. Tuvimos que esperar bastante 
tiempo. Hemos firmado el acuerdo, pero no sabemos qué dice 
exactamente. Nos han dicho de esperar porque la orden viene 
de arriba, pero si no venimos aquí todos los días a exigir, no 
obtenemos nada. Siempre es lo mismo, nos ofrecen cosas a 
cambio de una compensación y supuestamente para que las 
comunidades puedan desarrollarse, nos hacen lindas ofertas, 
pero obtenemos tal vez un cuarto de lo que dicen […]. Nada 
reparará las pérdidas de nuestros seres queridos, pero al menos 
habríamos defendido nuestro derecho [...] (Luciana, Shiripuno, 
conversación personal, febrero del 2016).

Ante este último caso de violencia en el Yasuní, el Estado ecuatoriano 
no dio una respuesta concreta al conjunto de comunidades afectadas de la 
zona, preocupadas por la violencia que se expandió en estos últimos años 
en sus territorios. De hecho, a través de las indemnizaciones, el Estado 
trató de resolver los conflictos de manera inmediata, sin cuestionar los 
efectos a largo plazo de las actividades petroleras. Para los Waorani, estas 
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actividades fueron el principal factor de intensificación de los conflictos 
interétnicos en el Yasuní,

Desde los años 40, cuando empezaron a explotar el petróleo 
en estos territorios, hemos sufrido varias pérdidas. Hay que 
ver la historia de los Waorani. Antes de que llegaran los 
misioneros, vivíamos tranquilos. Era un gran territorio. Los 
misioneros decían que no había que matar, pero al mismo 
tiempo cortaron el territorio. Pero después, con las empresas, 
la situación empeoró [...]. El gobierno no tiene en cuenta esta 
historia (Penti, El Coca, noviembre de 2013).

Con el ofrecimiento de compensaciones, donaciones y prebendas, 
el Estado ecuatoriano dio continuidad a la lógica de dependencia y a las 
relaciones clientelistas y asistencialistas promovida anteriormente por los 
misioneros religiosos con el objetivo de establecer contactos y evangelizar 
a los pueblos indígenas. Sin embargo, es importante destacar la idea de 
la antropóloga Laura Rival de que, aunque las relaciones de dependencia 
construidas por los misioneros se basaban en la atribución de todo tipo de 
productos, esto no implicaba necesariamente un intercambio en términos 
económicos con los Waorani ni, por consiguiente, la expansión de las 
lógicas comerciales entre este pueblo: “la relación de dependencia era, 
por tanto, más política que económica” (Rival, 1996: 23), ya que lo que 
se exigía a los Waorani era la asimilación de ciertos comportamientos y 
prácticas transmitidos por los misioneros.

Si la asignación de alimentos, embarcaciones, obras de 
infraestructura, en términos de compensación, representa desde la 
perspectiva del Estado ecuatoriano el permiso para acceder a los 
territorios y el medio para resolver los conflictos, los testimonios de los 
Waorani permiten explicar por qué para este pueblo la obtención de la 
compensación no implica necesariamente la obligación de devolución 
o deuda. Como menciona un miembro de la comunidad de Bamenos, 

El Estado debe compensar. Los Waorani teníamos nuestros 
árboles, nuestros ríos, nuestros animales. ¿De qué más 
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necesitaríamos? Ahora quieren utilizar el territorio Wao 
y tomar parte de todo esto, por eso Tagaeri y Taromenane 
están reclamando. Aceptamos (la compensación) porque es 
nuestro derecho, porque el bosque es el producto del trabajo de 
nuestros antiguos. Estas indemnizaciones han sido utilizadas 
para comprar a personas y penetrar en nuestros territorios. Ha 
habido casos de algunos líderes comunitarios y esto no ha traído 
nada bueno a nuestras familias (Ángel, Bameno, conversación 
personal, noviembre de 2017). 

En el siguiente apartado veremos cómo estas negociaciones han ido 
transformándose en el tiempo, siendo que el valor de las indemnizaciones, 
especialmente para el pueblo Waorani está relacionado con el papel que 
atribuyen al Estado y a las empresas petroleras como proveedores de 
bienes de forma abundante. Desde este punto de vista, podría decirse 
que las indemnizaciones son para este pueblo, una forma de reforzar sus 
formas de obtención de recursos. Como muestra el testimonio de Ángel, 
los Waorani ven los territorios como una fuente natural abundante de la 
que obtienen todo tipo de productos necesarios para su subsistencia. La 
obtención de estos productos no implica necesariamente un trabajo en el 
sentido de obtener algo a cambio en un futuro inmediato. Como señalé 
en el capítulo 2, los Waorani asumen que los productos del bosque son 
el resultado de las acciones concretas de sus antepasados en el pasado. 
En este sentido, estos no tendrían la obligación de devolver el trabajo 
con el producto de otro trabajo, sino de dar continuidad a la dinámica 
por la que cada miembro del nanicabo da y recibe a lo largo de su vida. 

3.4.1 El desarrollo comunitario y la “responsabilidad social 
y ambiental” de las empresas (RSE): un modelo que 
perdura en el tiempo 

En particular, al final de los años 80, cuando se intensifican los 
conflictos vinculados a la explotación petrolera, el Estado ecuatoriano 
establece algunas políticas para regular las condiciones de uso de los 
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territorios por parte de las empresas extractivistas. Es en este contexto que 
se crean los llamados planes de “Responsabilidad social y ambiental” de 
las empresas. Estos planes también se enmarcaban en la idea del Estado 
ecuatoriano por “incluir” las demandas de los pueblos indígenas, en una 
época caracterizada por el impacto del discurso multicultural, que dio 
lugar a las transformaciones jurídicas y constitucionales de 1998. 

Sin embargo, según autores como Lara quien ha trabajado sobre 
el impacto de estas políticas en el Parque Nacional Yasuní, el diseño de 
los programas de responsabilidad social y ambiental de las empresas fue 
una expresión del intento del Estado nacional de delegar “las cuestiones 
indígenas a las empresas privadas y, de esta manera, privatizar la cuestión 
étnica en la región del Yasuní” (Lara, 2007: 200). De esta forma, el Estado 
se liberaba de ciertas responsabilidades con los pueblos y nacionalidades 
indígenas, delegando estas responsabilidades a las empresas petroleras 
o mineras. 

La firma del acuerdo de “amistad, respeto y apoyo mutuo” entre 
la organización Waorani y la empresa petrolera Maxus, en 1993, es el 
ejemplo más representativo de esta estrategia empresarial iniciada en 
estos años. Mediante este acuerdo de “buena fe” de 20 años, la petrolera 
se comprometió a desarrollar varios programas de salud, educación y 
desarrollo comunitario basados en “acciones específicas que no creen 
dependencia y que refuercen la capacidad de los huaorani para la 
auto-administración” (Maxus, 1993). El acuerdo también señalaba que 
Maxus debía proporcionar los bienes y servicios necesarios para todas 
las comunidades Waorani, ofrecer formación profesional y priorizar el 
empleo de los hombres Waorani en el Bloque Petrolero 16, además de 
coordinar toda la investigación científica sobre la población huaorani y 
su territorio, incluyendo el territorio del Parque Nacional Yasuní (Rival, 
2015). Este modelo de política empresarial, no era nuevo. Como ha 
sido señalado por Laura Rival, desde1984, la compañía petrolera estatal 
CEPE desarrolló algunos programas de acción social y construyó algunas 
infraestructuras, en respuesta a las manifestaciones de descontento de la 
población local con la redistribución de los ingresos del petróleo. Según la 
autora, fue a partir de esta fecha cuando las compañías petroleras adoptan 
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una nueva estrategia de negociación con las comunidades indígenas, 
siguiendo la siguiente secuencia:

Una empresa extractiva desarrolla sus actividades sin consultar 
a la población local, que es originaria de la región y cuyos 
derechos de propiedad son violados […]; 2. la población local 
interfiere en las actividades de la empresa con el fin de obtener 
beneficios sociales que normalmente deberían obtenerse del 
Estado, y 3. Dado que la más mínima interrupción de las 
operaciones se traduce rápidamente en pérdidas de miles de 
dólares, la empresa se compromete a proporcionar bienes y 
servicios a la comunidad como compensación (Rival, 2015: 
270).

Mediante la asignación de infraestructuras, bienes y servicios, las 
empresas petroleras consiguieron negociar con algunos líderes locales 
el acceso a los territorios, al tiempo que promovieron una política 
asistencialista que, a la larga, volvía dependientes a las comunidades y 
fracturaba su organización. Como menciona Iván Narváez para el caso 
de Maxus, la aplicación de los acuerdos de desarrollo comunitario por 
parte de la empresa más bien, “neutralizó el proceso socio-organizativo 
huaorani de manera que no constituya ningún tipo de ente político que 
actuara como interlocutor legítimo y representativo del pueblo Huaorani 
frente a otros actores como la sociedad nacional y el propio Estado” 
(Narváez, 1996: 83). 

Sin embargo, la posibilidad de negociar alianzas y acuerdos con las 
compañías petroleras para obtener compensaciones e indemnizaciones, 
se convirtió en un medio de adquirir estatus y poder para algunos 
líderes indígenas. Los empleos ofrecidos por las compañías petroleras, 
las infraestructuras, bienes y servicios fueron vistos como una 
oportunidad para mejorar las condiciones materiales de sus familias y 
una forma de ganar estatus dentro de la comunidad. Por su parte, las 
empresas aprovecharon el papel de “dadores” de estos bienes y servicios, 
asumiendo este papel como una oportunidad para estrechar vínculos, 
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desde una perspectiva clientelar basada en el establecimiento de vínculos 
personalizados. La posibilidad de obtener beneficios materiales de las 
empresas se transformó para algunas familias indígenas en un elemento 
de diferenciación social, al mismo tiempo que provocó sentimientos de 
envidia y desconfianza en las comunidades, pudiendo llevar a la fractura 
de los lazos comunitarios. 

La política de “responsabilidad social” de las empresas reprodujo 
relaciones de poder, basadas en el asistencialismo y el clientelismo 
instalado en la región amazónica desde la época de la colonización 
española. De hecho, en esta época, los españoles recurrían a la distribución 
de presentes, como una forma de establecer, en un primer momento, 
buenas relaciones con los líderes indígenas, con el objetivo de adherirlos 
a la corona y de atraer otras comunidades aún no reducidas. Según 
Guillaume Boccara, esta dinámica se transformó después de algunas 
décadas, manteniendo su componente discriminatorio que, “en función 
del status del receptor tendía a manifestar fuertemente (y ciertamente a 
reforzar) las diferenciaciones sociopolíticas indígenas” (Boccara, 1998: 
235, traducción propia). 

Las primeras etapas de las actividades petroleras en la zona 
del Yasuní, mostraron la continuidad de este mecanismo desplegado 
por las empresas petroleras con el objetivo de facilitar el contacto y 
evitar los conflictos con las comunidades (Colleoni y Proaño, 2008). 
Las negociaciones entre el Estado, las empresas extractivistas y los 
pueblos indígenas, estimularon cada vez más solicitudes de las dos 
partes, promoviendo relaciones de dependencia que, por su naturaleza 
extractivista, han perjudicado y continúan perjudicando, en particular 
a los pueblos indígenas. Como nos cuenta Moï con relación al caso de 
un exlíder Waorani:

El [nombre del líder comunitario] ha puesto una cadena delante 
de su casa para impedir que los de la compañía petrolera pasen 
por su territorio. La única manera de pasar es ofrecerle algo. Así 
ya tiene una casa, furgoneta, y consiguió becas para enviar a sus 
nietos a la escuela en Coca. Nunca abre la cadena si no tienes 
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algo que darle. Así es como negocia con la petrolera y las demás 
comunidades han empezado a hacer lo mismo. Pero esto, no es 
algo de las comunidades, esto es porque siempre han querido 
comprarnos dándonos objetos. Hoy el Estado hace la misma 
cosa cuando se trata de negociar con las comunidades, pero 
al final son ellas las que deciden (Moï, El Coca, conversación 
personal, noviembre 2013). 

La instalación de una cadena a la entrada de su comunidad, 
convirtió a este líder, en uno de los personajes más respetados de la 
región. El hecho de que condicione el acceso al territorio a la recepción 
de productos y objetos legitimó las demandas de compensación de otras 
comunidades, convirtiéndose rápidamente en un ejemplo de resistencia. 
Sin embargo, actualmente estas “compensaciones” son problemáticas para 
las comunidades. De hecho, las exigencias de las comunidades para el 
ingreso a sus territorios, pueden ir desde obras de infraestructura, carros, 
embarcaciones, hasta medicinas y otros productos procesados como 
alimentos y bebidas gaseosas que, en muchos casos, no corresponden a 
las necesidades reales de las comunidades. Como expresa Moï, la forma 
en que el Estado y las empresas han interactuado con las comunidades, 
ha parecido ir más en el sentido de manipular a las comunidades y eludir 
otras responsabilidades, sin que esto signifique un intento por resolver 
los conflictos.  

No obstante, el testimonio de Moï es también revelador de la 
manera como los pueblos indígenas, a través de estas negociaciones, han 
buscado y buscan actualmente legitimar su autoridad y autonomía sobre 
sus territorios. Para el caso de los Waorani, la formación de alianzas (de 
la misma forma que los vínculos de parentesco), ha dependido de la 
capacidad del “otro” de ser proveedor, de forma abundante, unilateral y 
desinteresada. Siguiendo a Rival (2015), para este pueblo, no existe una 
ruptura en la lógica de reconocimiento de los proveedores de riqueza y 
abundancia (abuelos, padres o anfitriones). Lo que sí se puede afirmar 
es que los Waorani distinguen claramente la procedencia “natural” de 
la riqueza -proporcionada por la selva y el trabajo de sus ancestros-, 
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del origen “artificial” y de la abundancia “temporal” relacionada con las 
indemnizaciones atribuidas por las empresas petroleras. En este sentido, 
las negociaciones y los acuerdos establecidos por los Waorani con las 
empresas y el Estado no han significado necesariamente el establecimiento 
de vínculos de “amistad”, “confianza” y “apoyo”, como entendidos 
desde la perspectiva de las empresas petroleras. De hecho, los Waorani 
establecen vínculos personales con los warani (otros grupos Waorani), 
pero buscan aislarse de los kowuri (todos los demás grupos a los que ven 
como depredadores caníbales) (Rival, 2015). La autonomía productiva 
se basa en el aislamiento, que corresponde a un estado de autarquía 
que hace que este pueblo confíe en sus propias fuerzas, desarrolle sus 
estrategias de supervivencia y mantenga su espacio vital. La reducción 
del espacio destinado a sus actividades de supervivencia, por la presencia 
cada vez más frecuente de los kowuri, ha restringido las posibilidades 
de aislamiento y por tanto, la autonomía de los Waorani, fomentando la 
tensión y los conflictos, incluidos aquellos con los pueblos vecinos. 

Los conflictos interétnicos pueden así revelar un desequilibrio o 
la falta de esta abundancia procedente de la selva o de fuentes externas. 
Como explica Laura Rival, los Waorani han “naturalizado la actividad 
industrial”, es decir, la percepción de la empresa petrolera como “un 
huerto abundante para cosechar” (Rival, 2015: 293). Así, de la misma 
manera como las compensaciones pueden ser una forma de prevenir el 
conflicto, su ausencia puede desestabilizar la paz interna y agravar las 
rivalidades interétnicas. Para Pappalardo, Cabodevilla y Aguirre (2013), 
las masacres de 2013 y 2016, y en particular el ataque que llevó a la muerte 
de Ompure89, son el resultado de la insistencia del Estado en penetrar 
estos territorios bajo promesas que no se cumplen,

En diferentes ocasiones, Ompure nos había dicho que había 
visto a Tagaeri Tagaeri, allí, cerca de su casa. Había hablado con 

89	  Según algunos testimonios recogidos en el campo, Ompure, cumplía un papel de ‘interme-
diario’ en las relaciones con los grupos en aislamiento. Ompure habría sido asesinado, al no 
poder responder a los requerimientos de objetos y utensilios como ollas, machetes, hachas, 
etc., hechos por los Taromenane. 
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ellos y le habían pedido cosas, hamacas, ollas, herramientas. 
Ellos conseguían entenderse incluso si a veces se enojaban 
[…]el ruido de helicópteros, motores, armas no les gusta. 
Preguntaron a Ompure qué pasó y le pedían hacer algo para 
que esto pare. Un día vinieron a la casa de Ompure y se llevaron 
todo. Ompure se puso bravo y fue a hablar con la NAWE, pero 
nunca tuvo respuesta de ellos (Samuel, El Coca, conversación 
personal, enero de 2017). 

Para los Waorani, los grupos Tagaeri y Taromenane están 
actualmente confinados en sus territorios limitados debido a la presencia 
de actores externos, lo que les obliga a establecer contactos cada vez más 
frecuentes con los Waorani contactados, a diversificar las estrategias para 
proteger sus territorios y a realizar advertencias a veces violentas. Las 
masacres de 2013 y 2016 no son los únicos hechos de este tipo ocurridos 
en el Yasuní. Se trata de una larga historia de violencia que sugiere que 
probablemente, advertencias previas fueron hechas por parte de estos 
grupos antes de recurrir a la violencia. El carácter repetitivo y sintomático 
de estos hechos debe entenderse en el contexto de un problema más 
amplio, vinculado en particular, a las relaciones conflictivas establecidas 
con los actores externos y a la imposición de un modelo de desarrollo que 
no tiene en cuenta las formas organizativas y los mecanismos indígenas 
de negociación y resolución de conflictos. 

En este contexto, es interesante cuestionar también, las demandas 
de cada vez más frecuentes de bienes y objectos variados por parte de las 
comunidades, en el marco del proceso de “privatización del individuo” 
(Castoriadis, 1999), que acompaña las actividades extractivistas. Se 
trata de un producto del sistema capitalista que busca crear individuos 
“heterónomos” con tendencia al “cierre” y a la “privatización”, incluyendo 
en su dimensión subjetiva. En este proceso, se asimilan los significados 
transmitidos por el capitalismo, se crea un imaginario empoderado en 
el que el individuo construye su propia identidad y satisface sus propias 
necesidades y pulsiones. El aumento del consumo es un elemento de este 
proceso de privatización en el que el sistema capitalista busca desarrollar 
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en el individuo comportamientos y representaciones que favorezcan la 
reproducción del sistema. El cierre de la comunidad mediante una cadena 
y el acceso atribuido solamente a cambio de estos objectos, me parece 
representativo de este proceso en el que se imponen los significados y 
las jerarquías que plantean las compañías petroleras. El imaginario de 
la comunidad empoderada encuentra su validez en la representación de 
la empresa como fuente de poder económico, y en la constitución del 
individuo como consumidor de bienes y objetos que inevitablemente debe 
negociar con la empresa o con el Estado para satisfacer sus necesidades.

Al presentar tres tipos de conflictos que han afectado recientemente 
a las comunidades Kichwa y Waorani del Yasuní, mi objetivo ha sido 
señalar las diferentes perspectivas y posiciones que predominan con 
respecto al proyecto de construcción del Buen Vivir en Ecuador. Tanto 
en el caso de las infraestructuras milenarias construidas al interior 
del Yasuní; del irrespeto de la Consulta previa; y, de la expansión de la 
violencia en el Yasuní con las masacres entre grupos Waorani y grupos 
Tagaeri y Taromenane se evidencia la ambigüedad y la incoherencia entre 
el discurso y la práctica estatal, al mismo tiempo que se desvela el carácter 
determinante de los intereses económicos extractivistas capitalistas, que 
prevalecen en el territorio del Yasuní en este siglo XXI. 

Sin embargo, estas formas de negociación estatal no están exentas 
de respuestas y reacciones por parte de los pueblos indígenas. Utilizando 
mecanismos propios de resolución de conflictos y movilizando los marcos 
jurídicos nacionales e internacionales, estos pueblos han desafiado y 
desafían al Estado ecuatoriano y han limitado el poder de las empresas 
petroleras, al tiempo que han hecho efectivas algunas de sus demandas 
por autonomía y control territorial. Como veremos enseguida, las 
estrategias de las comunidades han incluido: la realización de procesos 
de auto-consulta, el bloqueo de las actividades petroleras, la celebración 
de asambleas comunitarias, entre otras, revelando una “cosmopolítica” 
(Stengers, 1997), que envuelve diferentes sentidos del territorio, del Buen 
Vivir y que hace que actualmente se considere a estos pueblos, como 
actores fundamentales en el escenario político nacional e internacional. 
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Foto 4. Cadena instalada por el líder Waorani para controlar el acceso 
a su territorio

Créditos: Sofia Cevallos
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Capítulo 4

Articulaciones y resistencias Kichwa y 
Waorani: por una redefinición del sentido de 

los territorios y del Buen Vivir desde el Yasuní 

¡No es solo hablar y hablar, hay que vivir y sentir la tierra! lo que 
significa vivir en ella y en relación con ella. Hemos olvidado de 
ver y escuchar. Cuando vives en la ciudad, no puedes ver ciertas 
cosas. La selva te enseña a observar, a escuchar porque solo así 
te permite saber dónde estás, qué hora es o lo que debes hacer. 
El bosque también te enseña a ser solidario, porque todo lo 
que ella te da es para compartir. Estas son nuestras lecciones y 
enseñanzas, no es otra cosa, con ellas hemos logrado preservar 
nuestras vidas y la vida de la selva y eso no puede ser hecho 
de otra manera (Alicia, El Coca, conversación personal, enero 
2015).

La lucha de los Kichwa y Waorani por la defensa territorial ha 
representado un proceso de construcción, de diálogo y de redefinición 
permanente de discursos y prácticas tanto a nivel interno de la 
organización comunitaria, como en los ámbitos de representación a nivel 
regional y nacional. Esta lucha, junto con la de los otros pueblos indígenas, 
campesinos y afro-descendientes del país, es la que dio origen en 2008, 
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a la consagración de la Plurinacionalidad y de la Interculturalidad en la 
Constitución Política ecuatoriana. 

En el capítulo anterior, señalé algunos impactos de la política de 
desarrollo del Buen Vivir puesta en marcha en Ecuador a inicios del 
siglo XXI, sobre los territorios de los pueblos Kichwa y Waorani. Este 
análisis permitió explorar las formas cómo los diferentes actores estatales, 
empresariales y los pueblos indígenas, están negociando actualmente 
las condiciones de acceso y uso de este ‘espacio de poder’ que constituye 
actualmente el Parque Yasuní. 

En este último capítulo, se trata de observar concretamente algunas 
de las acciones de resistencia desenvueltas por los pueblos indígenas desde 
el inicio de los años 2000, cuando se inscribe la Plurinacionalidad y la 
Intercultural en Ecuador. Tal es el caso de las auto-consultas comunitarias 
realizadas por algunas comunidades indígenas con el fin de denunciar 
la violación del derecho a la Consulta previa inscrito en la Constitución; 
o la creación de alianzas y colectivos con otros movimientos sociales y 
ambientalistas del país, con el propósito de manifestar su rechazo a todo 
tipo de extractivismo en sus territorios. 

El análisis de los discursos de hombres y mujeres Kichwa y Waorani, 
nos permitirá distinguir varios temas recurrentes. Las nociones de 
territorio, de desarrollo, de Sumak Kawsay y de Plurinacionalidad aparecen 
a menudo resignificadas, no solamente como una forma de desafiar el 
discurso oficial, sino también como alternativas de vida propuestas 
desde y para las comunidades. De hecho, estas nociones recogen las 
perspectivas y proyectos de futuro de estos pueblos. Este capítulo mostrará 
algunas estrategias políticas recientes, utilizadas para reposicionar estos 
discursos en el centro del debate local y nacional e internacional. Esta 
última parte, retomará la importancia de la organización indígena y de 
sus principales demandas centradas en la defensa de los territorios, de 
la Plurinacionalidad y de la Interculturalidad. 

Para finalizar, avanzaremos en la reflexión sobre la propuesta de los 
pueblos Kichwa y Waorani del Yasuní en lo que se refiere a la construcción 
del Sumak Kawsay o Buen Vivir. Es importante aclarar que el trabajo 
desarrollado con las diferentes comunidades del Parque permitió señalar 
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algunos puntos en común en este sentido. Sin embargo, este trabajo no 
pretende presentar una versión única de los procesos que tienen lugar 
en el Yasuní, ni reducir la diversidad de pensamientos, de visiones y de 
proyectos que tienen los pueblos indígenas. Por el contrario, reconocer 
los límites de nuestras investigaciones también significa identificar esta 
diversidad, insistiendo en la necesidad de abrir cada vez más posibilidades 
de diálogo con estas múltiples formas de observar y de “senti-pensar” el 
mundo (Escobar, 2007). 

4.1 El uso “contra-hegemónico del derecho”: la Consulta 
“propia” en el marco de las Asambleas comunitarias 
en el Yasuní

En el marco del desarrollo extractivista, diversas formas de 
organización y participación de los pueblos indígenas, han sido 
invisibilizadas. Tal es el caso de las Asambleas comunitarias, organizadas 
por estos pueblos con el fin de tomar decisiones colectivas importantes 
para el futuro de sus comunidades. El análisis de estas asambleas y de 
otros procesos organizativos que han tenido lugar en este inicio de siglo en 
el Yasuní, nos permite entender la manera como los pueblos indígenas han 
estado y están actualmente, disputando el poder y definiendo una nueva 
gramática política para hacer frente a las consecuencias de los proyectos 
extractivistas en sus territorios. La apropiación del discurso de los 
derechos, en especial del derecho a la consulta previa y al consentimiento 
se ha convertido en un elemento fundamental de esta disputa, siendo 
el derecho utilizado como una herramienta contra-hegemónica para 
denunciar la violencia y la exclusión que viven los pueblos indígenas y 
desestabilizar el discurso oficial del desarrollo, entendido desde la lógica 
del mercado y del capital transnacional. 

En efecto, ante la problemática y sobre todo ante la división 
comunitaria provocada por la violación del derecho a la consulta libre 
(ver capítulo 3), en febrero del 2014, la comunidad Kichwa de Llanchama, 
decidió organizarse y, a través de la implementación de una consulta 
“propia”, responder al inadecuado proceso desarrollado por el Estado. A 
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pocos meses del inicio de las actividades petroleras en la zona, se trataba 
de reforzar la organización comunitaria para denunciar el incumplimiento 
de la obligación del Estado de consultar a las comunidades y los intentos 
de corrupción con relación a la firma de acuerdos. Las demandas de la 
comunidad incluían entre otras cosas, una participación más activa en las 
decisiones concernientes a sus territorios, el respeto de los derechos de 
los pueblos indígenas y una redistribución más igualitaria de los ingresos 
obtenidos de la comercialización del petróleo. Paralelamente, la consulta 
propia fue pensada con el fin de restablecer el vínculo comunitario, 
fracturado por el proceso llevado a cabo por el Estado. Como expresaba 
Holmer, un miembro de la comunidad:

Las consultas se llevaron a cabo porque nosotros, a través de 
nuestra organización, exigimos que se respete nuestro derecho. 
[…] Los procesos de consulta fueron incompletos y no se 
llevaron a cabo con la participación de todos los miembros de 
la comunidad. Vimos esta incoherencia entre el discurso y la 
práctica justo después de la firma del acuerdo, y fue entonces 
cuando decidimos organizar nuestras asambleas. Estas son 
nuestras propias consultas. En las asambleas participamos 
todos y decidimos por nosotros mismos si queremos que las 
petroleras vengan a nuestros territorios o no. Es un espacio de 
intercambio y nos permite estar más preparados para el diálogo 
con las autoridades [...] (Holmer, Llanchama, conversación 
personal, febrero de 2016).

La Consulta propia fue realizada en el marco de la Asamblea 
Comunitaria de la comunidad de Llanchama. Históricamente, estas 
asambleas, han constituido un espacio político de diálogo y de toma 
de decisiones para las comunidades. Forjadas desde la época de la 
creación de las Comunas Indígenas en Ecuador (1937), estas Asambleas 
combinan elementos jurídicos, administrativos y representativos que 
emanan de normas establecidas por el Estado ecuatoriano con las normas 
de organización tradicional de los pueblos indígenas. Tal es el caso de 
la elección anual de una directiva constituida por un presidente, un 
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vice-presidente, un secretario y un tesorero, forma de representación 
exigida por el Estado para el reconocimiento jurídico de una Comuna o 
Comunidad. Esta jerarquía se combina, para el caso de las comunidades 
Kichwa, con la representación de los varayuk90 y de un “consejo de 
ancianos”, nombrado autoridad máxima de las asambleas indígenas 
en razón de su reconocimiento como “sabios” y “mediadores” en el 
establecimiento de vínculos con otras comunidades humanas y no-
humanas de la selva y en la resolución de conflictos:

La asamblea comunitaria es un espacio muy importante para 
la resolución de los problemas de la comunidad. La primera 
vez que hicimos nuestro estatuto, la contribución de todos los 
miembros fue muy importante. Para nosotros, es necesario 
que cada asamblea sea asesorada por los ancianos porque son 
ellos que tienen la experiencia. Por ejemplo, en relación con 
el petróleo, ya sabemos lo que ocurrió en otras épocas. Ahora 
estamos viviendo las consecuencias. Esto no lo puede percibir 
una persona que no haya vivido y sentido el daño cada día. Por 
eso no tomamos decisiones, sino que asesoramos a los jóvenes 
presentes en la reunión. Cuando las consultas son organizadas 
por el Estado, el consejo de ancianos no es valorado. Otra cosa 
es que los responsables de las relaciones comunitarias intentan 
meterse en la organización para influir en las decisiones de la 
comunidad (José, Llanchama, conversación personal, febrero 
2016). 

Uno de los aspectos señalados por la comunidad en la Asamblea 
celebrada en febrero del 2014, fue la necesidad de restructurar el 
vínculo comunitario, quebrantado por los procedimientos estatales. Las 
negociaciones “a puerta cerrada” entre los funcionarios del Estado y los 
presidentes de las comunidades, eran recurrentes en esos años. En el caso 

90	  Según Muratorio (1998), la figura de Varayuk (el que posee el bastón de mando), fue rea-
daptada por parte de los misionarios jesuitas. La adaptación española del sistema inca de 
transferencia del mando fue una estrategia de los misioneros utilizada para asegurar el pago 
del tributo, el trabajo y la evangelización de los indígenas. 
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de Llanchama, el conflicto con el presidente, a quien le habrían entregado 
un cheque a cambio de su firma para facilitar el acceso a los territorios, 
fue percibida por otros miembros de la comunidad como una forma de 
violencia que incidió en el quebrantamiento de los lazos comunitarios y 
por ende en sus posibilidades de organización. 

Como mencionado en el capítulo anterior, los procesos puestos 
en marcha para “informar” o “consultar” a las comunidades, muchas 
veces involucraban el clientelismo y la corrupción, debido a la relación 
personalizada que la empresa buscaba establecer con los representantes 
indígenas para obtener la firma de acuerdos que permitan el acceso y el 
uso de los territorios. 

La violencia se expresa también en la capacidad de la empresa 
de provocar disputas en el seno de las comunidades, inclusive entre 
miembros de una misma familia, como medio para acceder a la 
comunidad y controlarla. La violencia incluye en muchos de los casos, 
la presencia de militares y policías armados durante estas reuniones, 
dejando poco espacio para una negociación horizontal y para la libre 
expresión. La represión, persecución y las amenazas a ciertos miembros 
de las comunidades, hacen también parte de los procedimientos estatales, 
como en el caso de Llanchama, quienes al expresar su rechazo al proyecto 
extractivista fueron impedidos de acceder a sus territorios y perseguidos 
mientras realizaban sus actividades cotidianas. En este contexto, los 
derechos de los pueblos indígenas son apuntados: 

Personalmente me prohibieron acceder, me pidieron mi cédula, 
escribieron mi nombre y me hicieron algunas preguntas. 
Después vinieron a mi casa y han amenazado a mi esposa y 
a mis hijos, han rebuscado todo. Se fueron diciendo que era 
mejor que pare de poner obstáculos y al mismo tiempo, me 
dijeron que para mí, podían encontrarme trabajo en la empresa. 
Todo esto son amenazas para que tenga miedo, yo soy una de 
las personas que sabe que es una táctica de la empresa, pero 
también sé que tenemos derechos en tanto individuo, comuna y 
pueblo Kichwa (Holmer, conversación personal, febrero 2014). 
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En la consulta realizada en la comunidad de Llanchama, todos los 
adultos mayores, mujeres y hombres de 18 años pudieron participar y 
votar. Aunque la mayoría de las opiniones expresadas fueron en rechazo 
a la extracción petrolera y a la necesidad de emprender en proyectos 
alternativos como el turismo comunitario o la piscicultura91, también fue 
posible escuchar algunas opiniones a favor del petróleo, particularmente 
por parte de los miembros más jóvenes, quienes apuntaron que la 
obtención de un salario para poder acceder a ciertos servicios, también 
representa un derecho de las comunidades, sobre todo en el actual 
contexto: 

Necesitamos cada vez de más y más dinero en nuestras 
comunidades. Antes, por ejemplo, no existían todas estas 
enfermedades que tenemos ahora. Ahora tenemos que ir al 
hospital, necesitamos medicinas, comida de fuera e incluso la 
gasolina para canoas es cada vez más cara. También es nuestro 
derecho, por eso propongo a la asamblea negociar, al menos 
algunos puestos de trabajo [...]. (Felipe, Llanchama, febrero 
de 2014). 

La consulta propia realizada por la comunidad de Llanchama, fue 
en este sentido, un espacio que posibilitó la expresión de todas y todos 
los miembros de Llanchama, permitiendo no solamente la expresión 
de las necesidades de la comunidad y el fortalecimiento de proyectos 
comunitarios. En este sentido, para los Kichwa, la consulta propia difería 
radicalmente de las consultas propuestas por el Estado en las que los 
proyectos de explotación de los territorios fueron presentaron como 
irreversibles, como la única manera de generar renta y de promover el 

91	  Los proyectos de ecoturismo comunitario y de psicultura fueron centrales en los discursos 
de los miembros de Llanchama quienes los presentaron como una alternativa que permitiría 
redefinir los criterios de autonomía y de autosuficiencia de la comunidad. La propuesta de 
crear una empresa de ecoturismo, en particular, con la participación de todos los miembros 
de la comunidad, se veía también como una posibilidad de reforzar los lazos comunitarios. 
La distribución igualitaria del trabajo, así como los ingresos de esta actividad, facilitarían la 
reconstitución de estos vínculos afectados a por las interacciones con el Estado (Cuaderno 
de campo, Llanchama, febrero del 2014). 
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desarrollo de la Amazonía. De esta forma, los procesos de “consulta” 
promovidos por el Estado se distinguen por el carácter conflictivo y 
excluyente de las expresiones y las opiniones de las comunidades, que 
buscan eliminar cualquier posibilidad de participación de las mismas y 
de rechazo a las actividades extractivistas. Este fue el caso de Llanchama 
donde, en lugar de ser una herramienta de dialogo y de escucha, la 
consulta se convirtió en un elemento que generó disputas y divisiones. 

Tras la realización de la consulta propia, la comunidad de Llanchama 
decidió presentar sus demandas al gobierno nacional a través de una carta 
pública firmada por la mayoría de sus miembros. Esta carta mencionaba 
lo siguiente:

- Solicitamos que se respete nuestros derechos a la 
autodeterminación, a poder decidir nuestro futuro y el de 
nuestros hijos como pueblo indígena. 
- Que se respete nuestra decisión que la hemos tenido varios 
años que es no permitir que ninguna actividad extractiva se 
desarrolle en nuestro territorio ancestral.
- Que se proteja como lo mandan las leyes ecuatorianas el 
Parque Yasuní.
- Que se respeten nuestros derechos consagrados en la 
Constitución del Ecuador (arts. 57, 60, 171), Convenio 169 de la 
OIT, Declaración de Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas.
- Que cesen las amenazas a nuestros compañeros mencionados 
y si llegaré a suceder algo responsabilizamos directamente a las 
personas e instituciones señaladas.
- Que se respete nuestro derecho a la Resistencia que está 
consagrado en la Constitución del Ecuador art. 98.
- Que se respete las formas de vida que llevamos, nuestras 
actividades económicas como el turismo comunitario que lo 
realizamos desde hace mucho tiempo atrás, antes que lo regule 
Ministerio alguno o Parque alguno, actividad que la hemos 
realizado con total respeto de la naturaleza.
- Que se deje en claro que nuestra comunidad en ningún 
momento ha sido consultada de manera previa, que nunca se 
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ha obtenido el consentimiento de la misma para ningún tipo 
de actividad extractiva o la sísmica u otra fase.
- Que estos hechos ha generado enfrentamientos entre familias 
que históricamente hemos convivido en paz por lo que deben 
cesar las provocaciones de las empresas y su personal.
- Que estos hechos ha llevado a dividir a la comunidad creando 
un Centro Kichwa conformado por las personas que están a 
favor de la petrolera aislando al resto de personas que también 
somos de la comunidad.
- Que se respete nuestro derecho a vivir en armonía, auto-
determinación, no permitiremos ningún tipo de presencia 
militar en nuestro territorio.
- Que nos reservamos el derecho a presentar las acciones legales 
nacionales e internacionales para hacer respetar nuestros 
derechos indígenas (Carta pública de la Comunidad Kichwa 
de Llanchama del Yasuní, 30 de marzo del 2014). 

La organización de la consulta propia reveló de esta manera, la 
importancia atribuida por los Kichwa al discurso de los derechos, como 
una herramienta para denunciar la violencia, el racismo y la marginación 
que viven en sus territorios. Se trata de lo que siguiendo a Aragón Andrade 
(2013), entiendo como un uso -contrahegemónico- de los derechos que 
permite a estas comunidades, utilizar algunas herramientas jurídicas 
modernas y redefinirlas según concepciones propias del derecho y de la 
justicia forjadas a través de sus propias vivencias, sentidos de cuidado y 
de justicia. 

En este proceso, un conjunto de saberes y prácticas son movilizados 
por los pueblos indígenas, en el marco de la defensa de sus derechos 
territoriales. El uso contra-hegemónico del derecho, permite destacar, 
por un lado, los sentimientos frustración y de rabia que están en la 
base de la movilización de estos pueblos, los mismos que los lleva a 
sentirse portadores de derechos, muchas veces sin necesariamente conocer 
las especificidades de los ordenamientos jurídicos oficiales. Este aspecto 
es evidente cuando escuchamos a los Kichwa o a los Waorani decir, por 
ejemplo: “nuestros derechos han sido históricamente violados”, “hemos 
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sido humillados”, “se trata de nuestro territorio”, “tenemos derecho a 
decidir por nuestro futuro, el de nuestras hijas y de nuestros territorios”. 
La memoria histórica de los pueblos es parte fundamental de los discursos 
de los Kichwa, vinculada a este sentimiento de injusticia. De hecho, las 
dramáticas experiencias del pasado, como señalan los testimonios de 
los habitantes de Llanchama, es un recurso que se convierte en crítica 
consciente y que alimenta la capacidad organizativa donde el elemento 
central de las demandas es la reafirmación étnica y la autonomía sobre 
el territorio. 

Por otro lado, la movilización de los discursos de los derechos revela 
el creciente conocimiento jurídico, el nivel de apropiación del lenguaje 
de los derechos, el conocimiento de los procesos judiciales y de los textos 
de ley, dando cuenta de la importancia atribuida por estas mujeres y 
hombres a los derechos, como una herramienta para la resolución de 
conflictos. La jurista Rachel Sieder ha destacado en este sentido, un 
proceso de “juridificación” (Sieder, 2010), gestado en la intersección 
de formas de entender los derechos, que implican bases ontológicas y 
epistemológicas diferenciadas y que es desplegado en un contexto de 
pluralismo jurídico, es decir, de coexistencia diferentes sistemas de 
justicia. A pesar de que es la aplicación de la justicia estatal la que sigue 
prevaleciendo en estos contextos, los procesos de juridificación devienen 
una llave fundamental para entender la lucha y la resistencia de los pueblos 
indígenas, en particular en los actuales contextos de reconocimiento de 
la Plurinacionalidad y de inclusión del Sumak Kawsay, del Buen Vivir y 
de los derechos de la naturaleza en la Constitución política.

4.2 La construcción de vínculos con los movimientos 
ambientalistas 

El análisis del conflicto social y ambiental en el Yasuní ha permitido 
identificar diferentes ontologías, es decir, “los supuestos que los diferentes 
grupos sociales tienen sobre qué entidades existen realmente en el 
mundo” (Escobar, 2018: 74). Estas ontologías emergen en la actualidad 
a través de diversos discursos y prácticas de los pueblos indígenas, como 
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mecanismos de posicionamiento, negociación, contestación para hacer 
frente a la radicalización de la política extractivista, dando cuenta de una 
“pluralización de lo político” (De la Cadena, 2009). 

Históricamente excluidos de los sistemas políticos convencionales, 
estas formas de ver y concebir el mundo, se movilizan cada vez más 
para cuestionar las estructuras del Estado monocultural y sus modos de 
representación de la naturaleza, la cultura, los territorios (Descola, 2012), 
negociando al mismo tiempo, la ampliación de los derechos. 

En el contexto de la ampliación de la frontera extractiva en sus 
territorios, los pueblos indígenas Kichwa y Waorani del Yasuní han 
posicionado a la tierra y a los territorios en el centro de sus demandas. 
A través del refuerzo de su organización, en las últimas décadas, estos 
pueblos han logrado posicionar estas demandas en la esfera política 
nacional e internacional, suscitando importantes transformaciones, 
en particular a nivel jurídico. A pesar de estas transformaciones, las 
políticas de desarrollo han seguido impactando negativamente en sus 
vidas, provocando más bien retrocesos en términos de reconocimiento 
de derechos y de preservación ambiental. En el caso del Parque Yasuní, 
la anulación de la Iniciativa-ITT y el inicio de las actividades extractivas 
en los bloques 31 y 43, fueron una muestra más de los límites del modelo 
de desarrollo extractivista que continúa impactando profundamente las 
prácticas de estos pueblos, intensificando las desigualdades sociales y 
haciendo cada vez más difícil su organización. 

Es en este contexto que, a inicios del siglo XXI, se reforzaron algunas 
alianzas políticas entre los pueblos indígenas afectados por la actividad 
extractiva y el movimiento ambientalista nacional. Basándose en los 
derechos inscritos en la Constitución ecuatoriana y en los marcos jurídicos 
internacionales, esta alianza se basó en algunas premisas fundamentales, 
entre ellas: 1. el reconocimiento de los saberes y de las prácticas de los 
pueblos indígenas; 2. la crítica al modelo de desarrollo extractivista; 3. el 
cuestionamiento de la concesión de nuevos territorios para la explotación 
de recursos; 4. el cambio en la interpretación antropocéntrica del mundo 
para una más bio-céntrica que tome en cuenta las capacidades y límites 
de la naturaleza (Gudynas, 2009). 
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En Ecuador, el vínculo entre los pueblos indígenas y las 
organizaciones ambientalistas se forjó desde finales de los años 80. En 
esta época, sin embargo, diversas divergencias surgieron frente a un 
movimiento ambientalista tildado de “conservacionista”, que basaba sus 
reivindicaciones en el argumento de una naturaleza intocable y en una 
imagen esencializada del indígena como protector “natural” de la selva. La 
década de los años 90, fue particularmente marcante para la consolidación 
de esta alianza, estableciéndose un nuevo debate con relación a los 
territorios y a los pueblos indígenas, en un contexto caracterizado por la 
creciente presencia política del movimiento indígena y la intensificación 
de sus demandas y acciones por la defensa territorial. Durante estos 
años, la convergencia de proyectos de los dos movimientos dio lugar a 
la internacionalización de algunas de las demandas y denuncias de abusos 
por parte de empresas extractivistas92, así como a la primera propuesta 
para dejar el petróleo bajo tierra93.  

A inicios del siglo XXI, ambos movimientos indígena y 
ambientalista, participaron activamente de la transformación de la 
Constitución política ecuatoriana. El movimiento ambientalista urbano 
se presenta renovado, con una propuesta de “eco-gubernamentalidad”94 
articulada a las propuestas de los pueblos indígenas. La propuesta parte 
del reconocimiento de los vínculos entre los pueblos indígenas y sus 
territorios, apelando a la necesidad de una forma de gobernanza centrada 

92	  La alianza entre el movimiento indígena y el movimiento ambientalista fue clave en los 
casos Chevron-Texaco o en la denuncia del pueblo Kichwa de Sarayaku mencionados en el 
capítulo dos de este libro, permitiendo inclusive su internacionalización. 

93	  Para un análisis más detallado sobre esta propuesta, ver el segundo capítulo de este libro. 
94	  La investigadora Astrid Ulloa ha definido la eco-gubernamentalidad como  : Todas las 

políticas, los discursos, los conocimientos, las representaciones y las prácticas ambientales 
(locales, nacionales y transnacionales) que interactúan con el propósito de dirigir a los ac-
tores sociales (cuerpos verdes) a pensar y comportarse de maneras particulares hacia fines 
ambientales específicos (desarrollo sostenible, seguridad ambiental, conservación de la bio-
diversidad, acceso a recursos genéticos, entre otros). En esta eco-gubernamentalidad, las 
organizaciones ambientales (gubernamentales y ONG), los actores sociales (incluidos los 
pueblos indígenas y sus políticas culturales y ambientales), los ambientalistas y las comu-
nidades científicas, entre otros, son agentes en el proceso de regular y dirigir las acciones 
sociales acuerdo con lógicas y discursos que contribuyen al desarrollo de una concepción 
emergente de una gobernabilidad ambiental global (Ulloa 2007, 289-90). 
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en la interdependencia entre los procesos ecológicos y la vida de estos 
pueblos (Ulloa, 2007). 

La convergencia de intereses del movimiento ambientalista e 
indígena ecuatoriano se expresó particularmente durante el proceso de 
formalización de la Iniciativa Yasuní ITT. La profundización del debate 
en torno a los efectos de las actividades mineras y petroleras sobre la 
biodiversidad; las denuncias de los pueblos indígenas frente a las amenazas 
del modelo de desarrollo extractivista; el momento constituyente en 
Ecuador y en otros países de Sudamérica; así como, la ampliación del 
debate relacionado con la crisis ambiental en el planeta, dieron lugar 
al surgimiento del colectivo Yasunidos, que en este período, devino el 
principal interlocutor de las organizaciones ambientalistas con el Estado. 

Compuesto principalmente por un grupo de jóvenes de las 
principales ciudades del país y por miembros de los pueblos indígenas, 
este movimiento jugó un papel principal a nivel político, al plantear 
una crítica severa al antropocentrismo que caracteriza al modelo de 
desarrollo extractivista. La transformación de la Constitución Política y la 
reivindicación del Sumak Kawsay y de los derechos de la naturaleza fueron 
claves en el accionar de Yasunidos que, junto al movimiento indígena 
promovieron un proyecto común centrado en la defensa de la vida. Así, 
en la página internet del colectivo se menciona:

Somos un colectivo de colectivos diverso e incluyente, somos 
personas organizadas en defensa de la vida en todas sus 
manifestaciones y formas, buscamos una participación activa 
en la toma de decisiones de nuestro país y el mundo, pues ellas 
determinan nuestra vida cotidiana y nuestro futuro. Partimos 
de una realidad de devastación ambiental y el cambio climático, 
producto de una ideología que ha puesto sus esfuerzos y 
expectativas en las promesas de una sociedad capitalista y 
antropocéntrica donde la vida no es más que una mercancía. 
Queremos transformar nuestras relaciones intersubjetivas con 
la naturaleza y el resto de animales, en función de frenar la 
historia de destrucción y muerte (Yasunidos.org, consultado 
el 20/12/2024).
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A través de numerosas visitas a las comunidades del Yasuní, los 
jóvenes del movimiento intercambiaron experiencias con las comunidades 
indígenas, haciendo conexiones y cuestionamientos entre la vida en 
la selva y la vida en las ciudades. Mediante la organización de actos 
públicos y eventos académicos, artísticos y culturales, los miembros del 
colectivo crearon espacios de diálogo entre las comunidades del Yasuní 
y la población ecuatoriana, con el objetivo de:

hacer públicas las demandas de los pueblos indígenas que 
consideramos justas y coherentes con los principios reconocidos 
en nuestra Constitución. Con estas reivindicaciones queremos 
reivindicar la presencia milenaria de estos pueblos y la forma 
en que han sabido defender la vida en la selva. Durante mucho 
tiempo, hemos actuado de tal manera que los hemos hecho 
desaparecer de los planes, de los proyectos de desarrollo, de 
cualquier proyecto de sociedad. Pero hoy están aquí, más 
presentes que nunca, exigiendo un trato más justo e igualitario, 
tanto para los pueblos como para la naturaleza (Pedro, 
Yasunidos, conversación personal, octubre de 2013).  

Se trató de un proceso de “politización de los conflictos socio-
ambientales” que dio lugar a la consolidación de la Iniciativa para dejar 
el petróleo bajo tierra. Este proceso contribuyó a reposicionar el debate 
sobre la ecología a nivel nacional, y a cuestionar la historia de exclusión 
de los diferentes pueblos del Ecuador, de sus saberes ecológicos y de 
sus territorios, impulsada por el modelo de desarrollo y los proyectos 
extractivistas. El diálogo entre el movimiento indígena y el movimiento 
ecologista, abrió la posibilidad de ir más allá, interrogando la dicotomía 
naturaleza/sociedad que ha sustentado la actual crisis medioambiental. Se 
trató de un momento fundamental en la vida de ambos movimientos, que 
tuvo a su vez un impacto importante en las políticas de reconocimiento 
territorial en Ecuador, al tiempo que se reconoció el papel principal de 
los pueblos indígenas, campesinos y afro-descendientes en la gestión y 
preservación de estos territorios. Como sugiere Andrés, miembro del 
pueblo Kichwa de Llanchama:
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Para nosotros es muy importante que nuestras luchas y los 
conocimientos de nuestros antepasados se conozcan fuera de 
las comunidades. Invitamos a las personas que se solidarizan 
con nuestras luchas a que se reúnan con nosotros para que 
puedan llevar nuestras ideas de territorio, de Sumak Kawsay, 
que no es la misma que la del Estado. Por otro lado, aprendemos 
sus estrategias [del movimiento Yasunidos] para visibilizar 
las luchas, el uso de tecnología para comunicarnos […]. 
Lo importante es el intercambio y que no se reproduzca la 
situación anterior de exclusión de las comunidades. Tomamos 
la Constitución como punto de partida, pero pensamos estas 
ideas en conversaciones con ellos...  (Andrés, Llanchama, 
conversación personal, noviembre, 2014).

El carácter “ancestral” de los pueblos fue señalado en los discursos y 
acciones de ambos movimientos, enfatizando la legitimidad de los pueblos 
indígenas como “primeros habitantes” del territorio ecuatoriano y a partir 
de ello, extendiendo sus solicitudes de reconocimiento de derechos y de 
autonomía sobre los territorios. De hecho, la ancestralidad en la que estos 
pueblos han basado sus demandas de propiedad colectiva de la tierra, 
ha sido fundamental en la historia del movimiento indígena. A partir 
de ahí, han introducido la particularidad de su relación con la tierra 
y, en consecuencia, el reconocimiento como pueblos con sus propios 
gobiernos y leyes. De este modo, las comunidades establecen una relación 
con el Estado y, “reafirman su autonomía y autodeterminación, al tiempo 
que reconocen las instancias institucionales. Los movimientos indígenas 
exigen que la nación los entienda a partir del reconocimiento de sus 
diferencias” (Ulloa, 2004: 15).

En el marco de sus reivindicaciones de autonomía y de defensa 
territorial, las organizaciones ambientalistas se han sumado a las 
organizaciones indígenas para proponer proyectos basados en prácticas 
y conocimientos locales. Diferenciándose de un primer momento más 
“tradicionalista” y “conservacionista”, basado en la idea del indígena 
como “sujeto ecológico” (Calavia Sáez, 2006), confinado a un tiempo 
y espacio determinado, el movimiento ambientalista ecuatoriano de la 
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actualidad se ha pronunciado a favor de proyectos que identifiquen las 
transformaciones permanentes tanto de los diferentes colectivos como 
de sus territorios. En este sentido, la propuesta adhirió a la propuesta 
de autonomía y de auto-determinación de los pueblos y nacionalidades 
indígenas, que posibilite su poder de elegir por el futuro de sus pueblos 
en función de sus necesidades y anhelos presentes. 

El surgimiento de Yasunidos, fue identificado por algunos autores 
como la emergencia de una nueva gramática política que se diseñó en 
Ecuador. Este colectivo movilizó diferentes nociones de plurinacionalidad, 
de Sumak Kawsay, los derechos colectivos y los derechos de la naturaleza 
para apoyar la lucha de los pueblos indígenas, con particular atención en 
el Parque Yasuní. Sin embargo, su objetivo fue ir más allá, implicando a 
toda la sociedad en el cuestionamiento de la sostenibilidad de los modelos 
económicos y en la lucha socio-ambiental. 

4.3	 Por una redefinición del sentido del territorio: el Sumak 
Kawsay del pueblo Kichwa 

Las luchas y los proyectos actuales de los pueblos Kichwa y Waorani 
del Yasuní, así como su idea con relación a la construcción del Buen 
Vivir, pueden ser entendidas en torno a algunos elementos esenciales: 
el impacto de las actividades de los antepasados y la memoria de sus 
luchas; la percepción de los territorios y la importancia atribuida a los 
mismos por su totalidad, su complejidad y su diversidad; las presiones 
de los actores externos que influyen en la configuración de un sistema 
político y jurídico particular.

La importancia de la biodiversidad del territorio siempre ha sido 
central en los discursos y reclamos de estos pueblos frente a las presiones 
externas y a la ocupación arbitraria de los mismos. Esta importancia no 
es atribuida únicamente a la presencia de lo que los agentes extractivistas 
identifican como “recursos naturales” en el suelo y en el subsuelo del 
Yasuní. Para los Kichwa y los Waorani, la diversidad del territorio y las 
posibilidades que este brinda para la subsistencia de sus pueblos, son el 
resultado de una relación de cuidado mutuo establecida desde el tiempo 
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de sus ancestros y es en esta relación que se enmarcan sus actividades 
de subsistencia y sus luchas por la defensa identitaria y territorial. La 
presencia anterior a la llegada de los colonizadores, los misioneros y el 
Estado nacional es particularmente señalada, así como los diferentes 
procesos de organización, intercambio y cuidado, un trabajo realizado 
colectivamente para hacer posible la vida en la selva:

Nuestros antepasados nacieron y murieron aquí. Recorrieron 
todo este territorio dejando huellas, como semillas, que nos 
permiten hoy decir que este es nuestro territorio. Lucharon por 
lo que tenemos ahora, mucho antes de que llegara el hombre 
blanco. Comemos del bosque, nos curamos con estas plantas, 
nos comunicamos con los espíritus, todo esto es herencia de 
nuestros ancianos. Nuestros animales siguen aquí porque 
nuestros antiguos cuidaron de nuestros territorios. […] Ahora 
nos toca a nosotros hacer lo mismo, cuidar el bosque, aprender 
a vivir y transmitir nuestros conocimientos a nuestros hijos. 
Cada planta, cada animal tiene una función en el bosque, y 
es importante saberlo porque nos motiva a protegerlo […] 
(Andrés, Llanchama, conversación personal, agosto de 2014).

El pueblo Kichwa distingue varios componentes del territorio. Es 
habitual el uso del plural para hablar de los territorios de una comunidad, 
que según los kichwa incluye diferentes esferas: 1.la esfera cósmica; 2. 
el espacio habitado por los humanos; y 3. el espacio habitado por los 
espíritus. Todos estos componentes forman parte de un “espacio vital 
común” por tanto, ellos no pueden ser tratados de manera disociada. 
Como menciona un Kichwa de la comunidad de Sarayaku, se trata de:

El espacio común de vida en donde existe y se desarrolla nuestra 
cultura, nuestro gobierno, nuestras relaciones familiares, 
comunitarias e intercomunitarias, nuestra economía, en donde 
se encuentran nuestros recursos naturales; son los territorios en 
donde hemos vivido, en donde vivimos y en donde viviremos 
siempre. Los territorios incluyen el Jawa Pacha (espacio 
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cósmico), el Kai Pacha (la superficie terrestre y todo lo que 
ella contiene) y el Uku Pacha (las entrañas de la tierra). Según 
nuestra concepción, estos espacios no pueden ser separados 
unos de otros. Es la integralidad, es el conjunto que permite la 
vida en la selva. Es esta separación la que ha provocado el mal 
estar de la gente y de la naturaleza (Viteri Gualinga, 2005 : 349)

Por su parte, Auber, Kichwa de la comunidad de Alta Florencia, 
destaca la articulación de estos diferentes componentes para indicar la 
manera como se construyen sus solicitudes y reclamaciones al gobierno 
nacional:

El gobierno dice que tiene la soberanía sobre suelo y subsuelo. 
Con este pretexto viene a explotar nuestros territorios, 
como si fueran cosas separadas. En nuestra cultura no es así. 
Consideramos el territorio como un todo y este todo incluye 
el suelo, el aire, el subsuelo y todos los seres que viven ahí. En 
el subsuelo hay la fuerza interior de la selva, la que nos ayuda 
también en nuestras actividades cotidianas. Todo esto hay que 
tener en cuenta cuando decimos que el indígena tiene derecho 
al territorio, no es sólo un pedacito que el Estado quiere atribuir 
(Auber, Alta Florencia, conversación personal, septiembre de 
2013).

Jawa, Kai y Uku Pacha son elementos fundamentales de la 
cosmovisión Kichwa. Jawa Pacha representa el espacio-tiempo superior 
de las fuerzas cósmicas, la sabiduría, el conocimiento y la energía que 
renuevan constantemente las fuerzas de Kay Pacha. El Kay Pacha está 
relacionado con el espacio-tiempo del aquí y ahora. Está constituido por 
los seres humanos y la naturaleza, es el espacio social y natural compuesto 
por las personas y su entorno. El Uku Pacha está conectado con las fuerzas 
internas de la tierra, el espacio-tiempo de los espíritus. Estas son las 
fuerzas dentro de las montañas, los ríos, los lagos. Es a partir de este 
espacio que se recrea el mundo de la superficie, el Kay Pacha (IADAP, 
1990; Macdonald, 1997). 
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Los Kichwa identifican varios supai o espíritus, seres que regulan 
los ciclos de la selva y que poseen también el poder de intervenir en 
diversas situaciones, de resolver conflictos intercomunitarios o la 
correcta productividad de la chakra. Entre ellos, el más mencionado es 
el Amasanga, espíritu protector del mundo animal y amo del bosque, que 
domina las aguas y la selva y de quien proviene la fuerza y la sabiduría; 
Yaku Runa y Yaku Huarmi, deidades masculina y femenina simbolizados 
por animales como la anaconda; estos tienen el poder de regular las aguas: 
Nungulli supai está vinculado a la fertilidad de la tierra, la reproducción y 
la abundancia (Vacacela, 2007). Estas entidades habitan en ciertos puntos 
de la selva, identificados por los Kichwas como supai llacta, la tierra de los 
espíritus (Muratorio, 1998). Cada supai tiene sus propias particularidades, 
conocimientos y poderes adquiridos según el territorio que habita. Los 
espíritus son una suerte de mediadores entre el muntun o la comunidad 
y la selva, y a veces inclusive dentro del propio muntun (Macdonald, 
1997). La importancia atribuida a los espíritus de la selva se expresa en 
algunos mitos que vinculan estas entidades a la fuerza, a la fertilidad de 
los territorios y a la procreación:

Cuentan los abuelos que antiguamente, había una mujer que 
no tenía el don de conseguir buenas cosechas en sus huertos, 
algunas semillas ni germinaban. La mujer por esta razón vivía 
preocupada. Un día, al caminar por la orilla de un río, vio que 
bajaban bastantes cáscaras de plátano y yuca. Ella decidió ir en 
busca del lugar de donde provenían esas cáscaras. Al encontrar 
el lugar vio a la orilla del río una pequeña casa junto al río, 
donde encontró a una mujer llamada Nungulli. Ella tenía el don 
de obtener buenos cultivos. La mujer desesperada le pidió que 
le enseñara a hacer huertas que le den buenos cultivos. Nungulli 
no se negó a enseñarle. Desde entonces, la mujer empezó a 
tener buenas cosechas en sus huertas y a la vez, enseñó a otras 
mujeres (DINEI, 2012: 42).

El investigador ecuatoriano Pablo Ortiz, quien ha estudiado la 
organización social y política de los Kichwa de Pastaza, distingue tres 
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aspectos fundamentales en la manera como este pueblo concibe y gestiona 
los territorios: 1. El Sumak Allpa o tierra sin mal; 2. El Sacha Runa Yachay 
o conocimiento ancestral; 3. El Sumak Kawsay o vida en armonía. Según 
Ortiz, el principio del Sumak Allpa en particular está vinculado al uso y 
gestión adecuados de la tierra, partiendo de la incorporación de cuatro 
ecosistemas: (a) yaku pata o tierra fértil, que incluye bosques inundables, 
aguas, ríos, lagos y todas las especies animales y vegetales que forman 
parte de ella; (b) turu o zona pantanosa, inundable que incluye diversas 
especies de flora y fauna; (c) pamba relacionada con la tierra seca, llanuras 
no inundables; y d) los urcus que incluyen cerros y pequeñas elevaciones, 
zonas no inundables donde es posible encontrar diversas especies de 
madera, plantas medicinales y animales (Ortiz, 2012).

Es en el contexto de reconocimiento de estos diferentes ecosistemas 
y de su importancia para la vida en la selva, que los Kichwa apelan al 
conocimiento ancestral o Sacha Runa Yachay, que permite la producción 
y transmisión de conocimientos. De hecho, los Kichwa definen la selva 
por su capacidad de regeneración, pero esta capacidad no es ilimitada y 
está vinculada a las actividades realizadas por humanos y no humanos: 

No vemos la selva como una fuente ilimitada de recursos. Esta 
es una visión externa. Nuestra relación se ha creado a través 
de la convivencia con territorio, desde la época de nuestros 
rukuyayas [ancianos]. Gracias a este conocimiento que hemos 
conservado, porque la selva nos da todo lo que necesitamos 
pero si no cuidamos, también puede enojarse y dejar de darnos 
[…] (Blanca, Boca Tiputini, conversación personal, febrero de 
2016). 

Para el antropólogo Eduardo Kohn (2017), los Kichwa del Alto 
Napo se consideran a sí mismos tanto como depredadores o como presas. 
Basado en el sueño de un runa de la región del Alto Napo, de un policía 
que aparece con una camisa cubierta de pelo cortado, interpretado 
como un presagio de la matanza de un pecarí, Kohn señala “la profunda 
ambivalencia que atraviesa la vida de los runa” (Kohn, 2017: 252). Se 
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trata de una yuxtaposición que permite pensar en el carácter relacional 
de las relaciones que los Kichwa establecen con los entes de la naturaleza, 
en su esfuerzo por “ser y llegar a ser en relación con los muchos tipos de 
otros que encuentra en el bosque [...] y que hacen de él lo que es” (Ibid. 
Traducción propia). Estos seres que “pueblan” los bosques:

Incluyen a los seres vivos que los Runa cazan y que también los 
cazan ocasionalmente. Pero también incluyen los espectros de 
una larga historia prehispánica, colonial y republicana. Estos 
espectros incluyen a los muertos, a ciertos espíritus demoníacos 
(que también pueden tomar a los Runa como presa) y a los 
amos de los animales, todos continúan, de manera diferente 
pero no menos verdadera, recorriendo las selvas por las que 
pasa Oswaldo (Ibid.)

En este sentido, se puede decir las fuerzas “visibles e invisibles” de 
la selva tienen un impacto fundamental en la forma como los Kichwa 
organizan sus actividades cotidianas, colectivas o individuales. Estas 
fuerzas, motivan la acción social, a la vez que nos permiten observar 
y comprender la continuidad cultural que caracteriza la organización 
social Kichwa. 

Los Kichwa consideran al territorio como un espacio colectivo 
vinculado tanto a la subsistencia material como a la supervivencia 
cultural del grupo. La delimitación de estos espacios, y sus demandas de 
legalización territorial les permite en este sentido, establecer diferencias 
con otros grupos. La ocupación del territorio y las actividades realizadas 
de forma continua y compartida por una comunidad, justifican su 
posesión:

[…] Lo que hacemos en esta tierra es para el bienestar de toda 
la comunidad, todos los miembros están llamados a contribuir. 
En nuestras mentes no existe el individualismo, esto es parte 
del pensamiento de las empresas y del Estado que busca 
beneficiar a unos pocos. Los jóvenes de la comunidad a veces 
tienen esas ideas, sobre todo los que trabajan para empresas, 
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pero afortunadamente, gracias al trabajo de los antiguos, 
conservamos nuestra organización comunal y a través de eso 
tratamos de transmitir a los jóvenes que la tierra no es para 
uno, es sólo el trabajo que nos pertenece, pero para que el 
trabajo se haga bien, tenemos que pensar en hacerlo junto con 
la comunidad ¿no cierto? (Auber, Alta Florencia, conversación 
personal, septiembre de 2013).

De hecho, para los Kichwa, la ocupación del espacio no significa 
necesariamente la toma de posesión individual de la tierra, tal y como 
puede entenderse en el sentido occidental del término. Legalizada o no, 
la posesión de los territorios reivindicada por este pueblo, es una cuestión 
de reconocimiento colectivo de un espacio habitado y trabajado de forma 
continuada por el grupo. Para los Kichwas, la posesión de un territorio 
implica la organización, producción, convivencia, uso y desarrollo 
de múltiples actividades económicas, políticas, sociales y rituales que 
permiten la supervivencia del grupo. En este sentido, es posible señalar 
el carácter inseparable de la relación entre naturaleza y cultura, articulada 
en la concepción Kichwa del Sumak Kawsay:

El Sumak Kawsay como idea y como práctica, en relación con 
el respeto de los derechos de los pueblos y los derechos de la 
naturaleza, es una comprensión diferente de nuestros territorios 
y culturas. No es posible hablar de Sumak Kawsay y al mismo 
tiempo insistir en un modelo que destruye la selva, los ríos, 
que acaba con la vida. No es posible hablar de Sumak Kawsay 
y promover el individualismo. Por eso defendemos que nuestra 
organización siempre ha sido colectiva. Vemos que algunas 
comunidades han decidido cambiar y abandonar estas prácticas, 
suelen ser las comunidades más debilitadas organizativamente 
(Wilson, reunión comunitaria en Llanchama, noviembre, 2013).

En sus discursos, los Kichwa invocan regularmente la memoria de la 
violencia que ha afectado a sus territorios. Ellos tienen un fuerte sentido 
de las amenazas causadas por los diversos procesos de colonización y 
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por los proyectos de desarrollo extractivista. Los Kichwa tejen múltiples 
vínculos entre esta memoria de la violencia y la forma en que han 
aprendido a cuestionar las relaciones de poder, el discurso y las prácticas 
promovidas por el Estado y por las empresas extractivistas.

Para los Kichwas, la cuestión principal es la supervivencia, y esta 
supervivencia depende de una visión de cómo “habitar el futuro”. Según 
Eduardo Kohn, se trata de una lógica según la cual, los Kichwa establecen 
una relación entre el pasado, el presente y el futuro. En esta lógica, la 
supervivencia depende del “devenir”, es decir, de la capacidad de acceder 
a este devenir; sin embargo;

“esta también depende de los diferentes tipos de difuntos 
y de muertos que el mundo de los espíritus cuenta en su 
configuración y que hacen posible el futuro vivo. Lo que 
podríamos ser está íntimamente ligado a todos los que no 
somos; nos entregamos para siempre a esos muchos otros que 
hacen de “nosotros” lo que somos, y estamos eternamente en 
deuda con ellos” (Kohn, 2017: 256). 

En otras palabras, los Kichwa identifican en la historia de 
dominación vivida por su pueblo las estrategias que actualmente les 
permiten desafiar las situaciones en las que son considerados “presas” 
para convertirse en los “dueños” de sus historias. Los discursos de los 
Kichwa con relación a la construcción del Sumak Kawsay reflejan una 
perspectiva abierta al “otro”, que busca estimular espacios de negociación y 
diálogo tanto a nivel interno de la organización comunitaria como a nivel 
regional, nacional e internacional. Es en este contexto, el Sumak Kawsay 
se convierte en un proyecto que difiere de la propuesta política del Buen 
Vivir presentada por el Estado ecuatoriano, que, según ellos, continúa 
basado en la exclusión de los pueblos indígenas, de sus conocimientos y 
formas de organización. De esta manera: 

El Estado ha tomado el Sumak Kawsay para marcar una 
diferencia con respecto a una etapa anterior de nuestros 
territorios y exclusión de los pueblos, pero esto no ha significado 
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un gran cambio. Vean las consultas, por ejemplo, es un proceso 
que no respeta nuestras formas de participación y decisión 
colectiva. Aquí es como en la minga, todos los miembros de la 
comunidad participan y es una forma de reciprocidad, hacia 
la comunidad y hacia la selva, eso es Sumak Kawsay (Stalin, 
asamblea de la comunidad de Llanchama, enero de 2014).  

En este sentido, también se cuestiona el modelo de desarrollo del 
Estado ecuatoriano bajo la propuesta del Buen Vivir puesto que este, 

No tiene en cuenta nuestras visiones de futuro, del futuro de 
nuestros hijos. […] Como personas no queremos quedarnos 
atrás. También debemos tener acceso a algunas cosas. Pero, 
sobre todo, debemos respetar nuestros territorios, nuestras 
decisiones […]. No por no tener los mismos bienes somos 
atrasados, subdesarrollados. El gobierno nunca se ha planteado 
la pregunta, lo único que queremos es vivir tranquilos en 
nuestros territorios (Holmer, Llanchama, conversación 
personal, enero de 2014). 

De este modo, los Kichwas reclaman no sólo sus derechos sino 
también su poder para decidir su futuro y el de sus territorios y vivir 
dignamente. Mediante su discurso, su organización, a través de las 
negociaciones con los agentes del Estado y de las empresas petroleras 
y del reposicionamiento de sus proyectos y perspectivas de futuro, ellos 
han desafiado y continúan desafiando el modelo de desarrollo concebido 
desde la perspectiva del Estado-nación. Sus demandas se han unido a las 
del movimiento indígena nacional y a otros movimientos regionales e 
inclusive internacionales, dando cuenta de los mecanismos movilizados 
por este pueblo para reforzar su organización y defender sus territorios 
y su futuro.
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4.4 Waponi: concepciones Waorani del territorio, la 
territorialidad y el futuro

Entender las reivindicaciones actuales del pueblo Waorani implica 
recurrir a algunas de sus concepciones con relación a su pueblo, a los 
territorios, a la territorialidad y lo que ellos denominan de Waponi, que, 
en una tentativa de traducción al castellano, ha sido asimilado con el 
“Buen Vivir”. 

Para los Waorani de Yasuní, el territorio, la selva o Monito Ome 
es el lugar de la abundancia, resultado de las prácticas de sus ancestros 
realizadas en contextos sociales y ecológicos particulares, sin las cuales 
sería imposible considerar la vida de las generaciones actuales y futuras:

La cuestión del territorio es muy importante para nuestra 
supervivencia y nuestra vida y así en la época de nuestros 
pekenanis (abuelos y abuelas), cuando teníamos casi 2 millones 
de hectáreas de territorio y se presume estaban ocupadas por 
500 personas [...]. Teníamos, en la época de los pikenanis, 
creencias, tradiciones y fiestas alrededor de los fenómenos 
naturales que acontecen en la selva donde crecíamos, estando 
determinados por dos tiempos, uno de paz y otro de guerra 
[...]. Cada una de las dos épocas tuvieron profunda relación 
con las plantas y el bosque, permaneciendo hasta hoy como una 
tradición que durante los períodos de fiestas del tewe y kene, 
las mujeres y los hombres permanecen separados, cantando 
melodías que se refieren a la naturaleza, ingiriendo tepe (cerveza 
de yuca) sin fermentar durante dos días y sin dormir. Nuestros 
ancestros vivieron siendo uno con la selva y hoy lo hacemos 
nosotros, identificándose las mujeres con yäwëe (papagayo) y 
los hombres con öre (guangana) (Ima, 2012: 26-35).

La perspectiva desde la que los Waorani conciben los territorios 
articula el conjunto de prácticas de producción, distribución o consumo 
de cada unidad familiar, incluidas aquellas realizadas por sus ancestros. El 
carácter “sagrado” del territorio es a menudo mencionado, para señalar 
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esta presencia de los ancestros que “trabajaron y murieron allí”. Estos 
son, por tanto, lugares a los que deben cuidar y regresar regularmente: 

El territorio es como nuestro propio mercado, nuestra farmacia. 
Vivimos de la caza y de los productos que nos da la selva, y esto 
es gracias al territorio que han recorrido nuestros antepasados. 
Reconozco este territorio como “sagrado” que mi abuelo Piyemo 
defendió hasta su muerte. Ahora las empresas han invadido 
nuestros territorios. Cada vez que me pregunto, si mi abuelo 
estuviera vivo, ¿podrían haber hecho esto las empresas?  (Daysi, 
Ñoneno, conversación personal, noviembre de 2013).

Los Waorani distinguen diferentes zonas o tipos de bosque: omere 
o bosque primario con árboles más fuertes y grandes; awuene o bosque 
secundario que es la parte más occidental de su territorio, a su vez dividido 
en wuiyencore (árboles jóvenes de cuatro a diez años), wuyenco (árboles de 
diez a veinte años), wuiñeme (árboles de veinte a cuarenta años), y durani 
awuè (árboles de cuarenta a cien años). Según la antropóloga Laura Rival, 
antes de la llegada de los misioneros, los Waorani preferían establecer sus 
residencias principales en los wuiñeme aunque todas estas zonas eran, “y 
siguen siendo visitadas continuamente y utilizadas por los Waorani para 
asentarse en períodos más o menos largos” (Rival, 2015: 69).   

Los Waorani distinguen entre varias zonas de uso más o 
menos intensivo dentro de su territorio. Alrededor de las casas está 
el kewonkode o huerto, que es el espacio básico para el jardín y la 
caza de intensidad moderada. Las zonas de uso más intensivo están 
situadas a unas cuantas horas de camino de las casas. Se utilizan 
principalmente para la recolección de frutos, especialmente de la 
chonta, el morete y el algodón, y cuya producción está ligada a una 
actividad generacional y a la estacionalidad. Así, para los Waorani, 
la territorialidad implica un amplio espacio geográfico que incluye 
todas las áreas mencionadas, cuya estacionalidad está ligada a los 
meses de mejor fructificación: para la chonta, de enero a abril, el 
algodón de septiembre a octubre y el morete durante el mes de julio 
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hasta agosto (Ima, 2012). Cada una de las áreas que contribuyen a la 
supervivencia del pueblo Waorani se considera una parte constitutiva 
de su organización e identidad:

Nos gusta mucho comer los frutos y animales silvestres, por eso 
las zonas que escogemos para cazar y recolectar son kewecode 
(chakras) antiguos donde encontramos kene [yuca dulce], 
awecode (palmeras), miel, aves, entre otros que necesitamos 
para alimentar nuestra vida y espíritu. Cuando caminamos a 
través del bosque, admiramos a los grandes bobeca [ceibos], 
los dulces gamewes [balsa] y el hermoso awecode. [...] Sabemos 
que el gamewe crece rápidamente y muere en una generación 
[...] Nosotros usamos este árbol de madera muy liviana para 
hacer ontoka (aretes u orejeras), que simbolizan una señal 
de continuidad social al acompañarnos en el compromiso 
matrimonial. Awekode es fuerte, puede vivir hasta cinco 
generaciones, siendo sembrado por nuestros pekenani, su 
presencia nos indica cual es el territorio familiar y se convierte 
en una señal de expresión de nuestra organización social, 
histórica y política (Ima, 2012: 30). 

La división del territorio en diferentes zonas de uso favorece la 
organización de circuitos de movilidad que garantizan la producción y el 
consumo de productos forestales por parte del grupo familiar. Los Waorani 
elaboran sus jardines en torno a los cuales establecen sus terrenos de caza 
y su hogar temporal. Una vez realizadas las primeras colectas, se trasladan 
a una nueva casa donde permanecerán durante un periodo de tiempo 
más largo, hasta que el producto de este huerto empiece a disminuir. Se 
puede hablar de doce a quince años de ciclos de movilidad, de lo que se 
infiere que la noción de territorio y territorialidad es amplia, concerniente 
hasta cinco generaciones, en un período de aproximadamente treinta 
años (Colectivo de antropólogos ecuatorianos, 2013). 

Ejercida de este modo, la movilidad Waorani puede entenderse 
como un dispositivo político, en la medida en que representa una elección 
colectiva consciente, utilizada por este pueblo para, por un lado, para 
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adaptarse y apropiarse del entorno físico trabajado por sus antepasados; 
y, por otro lado, como medio para evitar conflictos. Para Rival:

La movilidad es tanto el producto de la voluntad histórica 
tanto como de la creencia religiosa y es también una forma de 
adaptación al entorno o a las circunstancias históricas. Lo que 
merece atención analítica es que las personas decidan dejar 
un área rica en recursos para ir a un área relativamente pobre 
para permanecer independientes, preservar su identidad o 
resistirse a la asimilación, como es el caso de los Huaorani 
(Rival, 2015: 56). 

Reconocidos como grandes conocedores del bosque, de la 
dispersión y del comportamiento animal, los Waorani han desarrollado 
un complejo sistema ecológico que identifica la utilidad y los ciclos 
de maduración y crecimiento de los recursos del bosque. Estos son 
particularmente valorados por los Waorani, no solo por ser claves para 
los fenómenos biológicos registrados en el calendario, sino también por 
sus cualidades estéticas. Sin embargo,  

[…] no hay palabras en el huao terero (literalmente, “el lenguaje 
hablado por los seres humanos reales”) para decir “naturaleza”, 
“ecología”, “religión”, “animales” o “plantas”. Las categorías 
abstractas y divididas que separan el cuerpo de la mente, las 
creencias de percepción o la sociedad humana del entorno no 
humano están ausentes en el huao terero como en la mayoría 
de las lenguas indígenas (Rival, 2012: 133).

Los Waorani clasifican los ciclos de crecimiento rápido y lento 
en función del carácter estacional de la regeneración de la selva, de 
los diferentes elementos que la componen y de las relaciones que se 
establecen dentro de la misma. Para este pueblo, el crecimiento humano 
está vinculado a las relaciones con las plantas y los árboles de crecimiento 
rápido y ciclo corto. La energía de un niño está vinculada a las plantas 
que crecen rápidamente y la energía de un anciano equivale a la muerte 
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de las plantas, que señala el fin de un ciclo. Por otra parte, los ciclos de 
crecimiento lento están vinculados a la presencia continua y ancestral 
de este pueblo. Esta temporalidad está ligada a árboles más longevos 
como el chontaduro (Bactris gasipaes) cuya permanencia y belleza 
están vinculadas a las actividades realizadas por los ancestros. Desde la 
perspectiva Waorani, el tiempo corresponde a las etapas de crecimiento, 
maduración y fructificación del bosque, que a su vez se consideran el 
resultado de las actividades realizadas por los ancestros. Como menciona 
Carlos, Waorani de Ñoneno, 

[...] un ejemplo de cómo hemos conservado y seguimos 
conservando, respetando sus ciclos. Estos conocimientos se 
han transmitido desde la época de nuestros pikenanis. Ahora 
hablan de biopiratería, quieren llevarse no sólo nuestras 
plantas sino también nuestros conocimientos para venderlos 
en el extranjero a precios enormes. Todo rápido, piensa que 
así mismo cultivamos todo rápido. Afortunadamente, nuestro 
bosque se está regenerando, pero ¿hasta cuándo?  (Carlos, 
Ñoneno, conversación personal, noviembre de 2013).  

Según los Waorani, las actividades de subsistencia realizadas en sus 
territorios no son revelan el conocimiento transmitido por sus ancestros 
sino también sus formas de adaptación al medio en el que viven. Estas 
revelan la conexión y la interacción con el medio ambiente considerada 
“como una relación social que trasciende las generaciones” (Rival, 2015: 
66). Para los Waorani, la idea de “persona” incluiría a los seres humanos 
y no humanos que viven el territorio. Waorani en la lengua Wao Tededo 
significa “seres” y “personas”. Los animales, las plantas, los ríos, los 
espíritus son seres que, al tener ciclos de crecimiento similares, participan 
en el equilibrio del bosque. La importancia de estos seres puede expresarse 
a través de la mitología, los rituales y las actividades cotidianas de este 
pueblo. Como dice Manuela:

Existen algunos mitos que se refieren a nuestro origen, casi 
todos ellos coinciden en que venimos del maíz, otros mencionan 
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que salimos de una boa que al ser capturada por un águila arpía, 
de la cabeza nacimos las mujeres y de la cola, los hombres. Otra 
historia dice que antes los Waorani no caminábamos sobre el 
suelo, sino pasábamos en las copas de bosquecillos de awecode. 
Una tercera leyenda dice que nuestra gente al inicio era muy 
unida y que vivíamos todos en una sola casa, pero que Wegongui 
vio que estaba muy llena y nos dividió. Uno de los ritos más 
significativos para los Waorani incorpora algunas propiedades 
del mundo vegetal, constituyendo la frotación de determinadas 
plantas en nuestro cuerpo, esto para adquirir sus cualidades o 
propiedades e incorporarlas en nosotros. Un ejemplo de esta 
tradición es el uso de la “one” (chambira) en las parturientas, 
nosotras ayudamos a la mujer para que se abra como dándole 
golpecitos en su cadera y su espalda con las hojas de esta palma 
(Ima, 2012: 25-31).

La noción de Waponi aparece a menudo asociada a la descripción 
Waorani de la selva, para hacer referencia a este “vivir en el bosque”, 
con todos los elementos que lo componen. Waponi define el vínculo 
que los Waorani construyen con todos los seres de la selva, humanos y 
no humanos. Waponi sería el “conjunto de procesos, valores y formas 
de vida presentes en la cotidianidad de este pueblo, [...] una búsqueda 
permanente del mantenimiento del espacio que habitan, la capacidad de 
caminar por el bosque, de conocerlo, de aprender con él [...]” (Cevallos, 
2018: 326). Según Omere, Waponi deriva en particular, del “saber convivir 
con el bosque”:  

Waponi significa vivir en el mismo espacio. Lo que nos gustaría 
es estar aquí para enseñar a nuestros hijos a cuidar este lugar. 
Desde pequeños hemos aprendido a convivir con el bosque, a 
cruzar los ríos, a respetar los lugares de nuestros antepasados, 
donde murieron y están enterrados. Por eso también decimos 
que nuestro territorio va más allá de las fronteras declaradas. No 
es sólo donde está una casa, es un territorio que tiene unió más 
profunda y antigua con nuestro pueblo, es un gran territorio 
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con el que hemos tenido que aprender (Omere, Bameno, 
conversación personal, febrero, 2013).  

Término utilizado también como saludo o para expresar gratitud 
y para definir lo que es “bueno”, “bello”, “bonito”, el Waponi se refiere a 
la convivencia y a la situación de paz lograda gracias a la abundancia 
natural que proporciona la selva. Como se mencionó en el capítulo 
número tres, esta capacidad de la selva de proporcionar abundancia 
está vinculada a las actividades realizadas para establecer un equilibrio 
entre el trabajo, la producción y el autoconsumo de la unidad doméstica. 
Aunque los Waorani también consideran a las compañías petroleras 
como “proveedoras” de bienes, sus discursos sobre el Waponi muestran 
la diferencia entre la abundancia obtenida del bosque y lo que se puede 
obtener de las compañías petroleras. 

Nuestros antepasados decían que en el pasado vivían 
cómodamente, andando por la selva y encontrando lo que 
necesitaban para alimentarse. Era dice suficiente para alimentar 
a todos. Esto es Waponi para nosotros, tener alimento sano. 
Pero ahora es difícil, las cosas han cambiado, el bosque ya no 
es abundante como antes. Hay que caminar cada vez más lejos 
para encontrar algunos animales, otros ya casi han desaparecido 
(Victoria, Ñoneno, conversación personal, noviembre de 2013). 

La defensa de las nociones Waorani de territorio y de Waponi 
contribuyen en el contexto actual. de reafirmación social y cultural al 
fortalecimiento organizativo y de las formas de control territorial. En 
sus discursos los Waorani hacen un llamado al Waponi, para apoyar sus 
reclamaciones y demandas de reparación, de legalización de los territorios 
y el respeto de sus derechos. Así, la noción de Waponi se moviliza 
actualmente para reivindicar un proyecto político autónomo,

Waponi no es sólo una palabra, es nuestra forma de vida y 
nuestros conocimientos. Cuando decimos Waponi es para 
que la gente entienda que Waorani tiene su propia visión y 
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conocimiento que nos ha permitido vivir en este bosque. Somos 
un pueblo con una cultura, con una forma de vida y una visión 
particular y queremos que se respete. Waponi está construido 
en el bosque. Por eso queremos decirle al Estado ecuatoriano 
que seguimos aquí, que sabemos que ahora tenemos derechos. 
Somos conscientes de estos derechos que vamos a defender 
porque la violencia ha sido dura (Penti, Bameno, conversación 
personal, diciembre, 2013). 

De la misma forma que la ecología política de este pueblo se basa 
en prácticas de carácter cíclico y generacional que han servido para 
preservar la vida en la selva, es posible pensar en la noción Waorani de 
Waponi desde una perspectiva que incluye a todos los tipos de bosque y 
los diferentes seres que habitan en él. Sus patrones de aprovisionamiento 
de alimentos en diferentes zonas y ecosistemas constituyen la base de sus 
demandas centradas en la necesidad de identificar espacios más amplios 
para la movilidad, para el desarrollo de sus actividades, asegurando la 
abundancia natural.  

Un aspecto importante que destaca Rival al definir al Waponi 
Waorani es también la manera como este pueblo concibe la sensualidad, 
como un elemento que no está ligado exclusivamente a las relaciones 
sexuales entre adultos o al placer motivado por un acto sexual (Rival, 
2015). De hecho, el Waponi estaría materializado entre otras cosas, por 
las relaciones de intercambio entre todos los miembros de la unidad 
comunal. La sensualidad para los Waorani implicaría así la afinidad, 
creada por el hecho de compartir alimentos y experiencias cotidianas. 
En este sentido, un niño también puede buscar y expresar la sensualidad 
como forma de afirmar su pertenencia a la comunidad puesto que “las 
personas que viven en la misma maloca se convierten gradualmente en 
la misma sustancia, literalmente “de la misma carne” (aroboqui baön 
anobain) (Rival, 2015: 133). 

El compartir dentro de la unidad comunal se ve favorecido por 
la posibilidad de cada uno de sus miembros, hombres, mujeres, adultos 
y niños, de movilizarse libremente y de forma autónoma en el bosque. 
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Waponi implicaría, por tanto, una autonomía personal, ligada a la 
capacidad de cada miembro de la comunidad para desarrollar actividades 
dirigidas a colaborar para la subsistencia de la comunidad, lo que favorece 
el fortalecimiento del sentido de persona, de pertenencia a un grupo y 
al territorio.

A través de los testimonios citados en este apartado, es posible 
destacar la forma en que los Kichwa y los Waorani del Yasuní reinventan 
su identidad, de acuerdo a un complejo sistema de conocimientos que 
coloca en el centro, el vínculo establecido con el territorio. Sus discursos 
señalan una diferencia radical entre sus formas de organización territorial 
y la manera como desde el Estado se ha concebido a los territorios, como 
objetos de expropiación para favorecer el desarrollo extractivista. Es 
importante decir, que, aunque en sus discursos y prácticas esta diferencia 
se ve a veces matizada por la incorporación de ciertos elementos de la 
retórica política del movimiento indígena y del modo de vida “occidental”, 
la defensa territorial y de la autonomía de sus pueblos continúa siendo 
central y se incluye en sus prácticas cotidianas de cuidados. De hecho, 
estos pueblos han adoptado ciertos elementos externos tanto en sus 
discursos como en sus prácticas, sin que esta adopción implique una 
negación o sustitución de sus visiones y de sus proyectos, sino como 
una adaptación estratégica al actual contexto de expansión del modelo 
extractivista en la selva. 

Establecer diferencias entre la noción Kichwa del Sumak Kawsay, la 
noción Waorani de Waponi y la noción del “Buen Vivir” incluida en los 
planes y proyectos del gobierno ecuatoriano desde inicios de siglo XXI, 
se presentó para los pueblos del Yasuní como una nueva oportunidad 
para afirmar su identidad, en un contexto donde era necesario garantizar 
el respeto de los derechos reconocidos en la Constitución Política. La 
redefinición de los discursos, la participación activa en las asambleas 
comunitarias, las solicitudes de indemnización, las Consultas propias, 
etc., en algunos casos llevaron a los Kichwa y a los Waorani a reforzar 
los lazos comunitarios, el sentido de pertenencia y el proyecto de grupo. 
Sobre todo, en los últimos años, el discurso de los derechos se volvió 
fundamental para su organización, permitiendo a estos pueblos apoyar 
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sus demandas de reconocimiento territorial y distinguir sus proyectos de 
vida, de aquellos presentados por el gobierno nacional. En este marco, 
la organización de los Kichwa y de los Waorani, así como sus nociones 
de territorio y de Buen Vivir, reflejan la dinámica de revitalización de las 
identidades étnicas construidas a través de y para la lucha. 

Consideraciones Finales 

Este estudio me permitió señalar la manera cómo el modelo de 
desarrollo extractivista ha afectado y continúa afectando, a los territorios 
y a las formas de vida y de organización de los pueblos indígenas Kichwa 
y Waorani del Parque Nacional Yasuní. El trabajo se centró en el inicio del 
siglo XXI, cuando el Sumak Kawsay, la Plurinacionalidad, los derechos 
de los pueblos indígenas y los derechos de la naturaleza son incluidos 
en la Constitución Política ecuatoriana (2008) promoviendo la idea y 
la voluntad de construir un futuro más justo en el país. Sin embargo, 
en esta misma época, la intensificación de actividades extractivistas, 
con particular énfasis en la región Amazónica, planteó una verdadera 
contradicción, en el marco de la retórica gubernamental favorable a los 
derechos de los pueblos y de la naturaleza, pero focalizada, en la práctica 
en dar continuidad al modelo extractivista. 

Partiendo de un análisis crítico de la idea de “desarrollo”, este 
trabajo abordó un aspecto fundamental con relación a los proyectos 
extractivistas, a saber, la agresión y la violencia que estos proyectos han 
promovido en los territorios y los cuerpos de los pueblos indígenas. 
Estos abusos se han expresado históricamente a través del despojo 
territorial y la expropiación de los saberes y prácticas de los pueblos 
indígenas. En este contexto, elementos materiales, simbólicos o 
espirituales de estos pueblos, han sido borrados de la historia del país. 
A través del proceso de colonización y más tarde, y por la vía de la 
consolidación del Estado-nación, los territorios de los pueblos indígenas 
se han convertido en objetos destinados a la comercialización, en un 
país que históricamente ha basado su economía en la explotación y la 
exportación de los recursos naturales. 
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En particular, la explotación del petróleo iniciada en los años en 
1940 en la Amazonía, no ha conducido a una redistribución igualitaria 
de la renta producida por esta comercialización a nivel local. Por el 
contrario, las condiciones de vida de los pueblos se han visto cada vez 
más deterioradas, en un contexto marcado por la ausencia y el abandono 
estatal. Los efectos de estas actividades sobre el medio ambiente y la 
pérdida de tierras disponibles para el desarrollo de las actividades de 
subsistencia de estos pueblos, han contribuido a reforzar esta situación, 
provocando a la vez, la desestructuración de las formas de organización 
comunitaria.

La reconstrucción histórica y el análisis de las consecuencias de las 
actividades extractivas en el territorio del Yasuní, permitieron describir 
las incidencias del proceso de “desterritorialización” que ha tenido lugar 
en el Parque desde el inicio de las actividades extractivas. Este capítulo 
hace una revisión de algunas las leyes de preservación ambiental y de 
reconocimiento de los territorios indígenas que han sido promulgadas por 
el Estado. En la práctica, estas leyes no han impuesto mayores límites a la 
instalación de las empresas extractivistas y al desarrollo de sus actividades. 
Por el contrario, en la mayoría de los casos, se los mecanismos jurídico-
administrativos han sido adaptados a los intereses de las empresas 
petroleras, de manera que éstas puedan ejercer control de los territorios 
y tener soberanía sobre los mismos. Este ha sido el caso, por ejemplo, de 
los cambios de límites territoriales analizados en el primer capítulo de 
este libro, dirigidos a reducir la superficie protegida del Parque Yasuní o 
el territorio de los pueblos indígenas en aislamiento, para dar paso a los 
proyectos petroleros.

Tras analizar la dimensión espacial de los impactos de las 
actividades petroleras, el segundo capítulo se concentra en los efectos 
de la actividad petrolera en la organización social de los pueblos Kichwa 
y Waorani del Yasuní. En el caso del pueblo Kichwa, la llegada de las 
empresas ha provocado múltiples desplazamientos de la población, ya 
sea hacia los frentes petroleros o a las riberas de los ríos principales de 
la región. Estos desplazamientos son considerados, debido a las razones 
que los motivaron, como desplazamientos forzados. Este capítulo me 
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permitió mostrar cómo los Kichwa han debido adaptarse a los nuevos 
lugares de habitación, utilizando tanto a los recursos hídricos, como a 
las oportunidades de empleo ofrecidos por las empresas. Mencioné en 
particular el caso del movimiento de algunas comunidades hacia la Vía 
Auca conocida por ser un “eje” central de las actividades extractivas, 
cuya apertura sin embargo ha causado transformaciones profundas en 
los territorios y la sociabilidad Kichwa. En efecto, la apertura de vías al 
interior de la Amazonia, ha estado acompañada de la proliferación de 
pequeños comercios, bares y lugares de prostitución que han contribuido, 
entre otras cosas, al aumento del alcoholismo y a la proliferación de la 
violencia doméstica dentro de las comunidades. Hay que destacar también, 
la importancia de los problemas relacionados con la mercantilización 
del cuerpo de las mujeres, agravados, según mis interlocutores, por la 
presencia masiva de hombres, trabajadores de las empresas petroleras y 
de militares en la zona. 

La introducción de una nueva dinámica económica ha tenido 
un fuerte impacto en la economía de subsistencia de los Kichwa, 
tradicionalmente basada en la caza, la pesca y la recolección de productos 
de la selva. En efecto, las actividades extractivas han supuesto en 
algunos casos, el establecimiento de relaciones económicas centradas 
en la capacidad de obtención de dinero y de consumo de las familias, 
transformando a su vez, algunas actividades colectivas, como la minga. 
Los ingresos salariales han provocado nuevas dependencias de las 
empresas petroleras y el aumento del consumo de productos de la ciudad. 
Los hombres kichwa están cada vez más ausentes de sus comunidades, 
lo que complica una acumulación del trabajo y de las tareas para las 
mujeres. Los cambios en el medio ambiente y la dificultad de acceso a 
ciertos productos de la selva han sido igualmente señalados. Los Kichwa 
atribuyen el agotamiento de los recursos de la selva a la ruptura del 
vínculo entre los individuos y el colectivo, entendiéndose como colectivo 
al conjunto interdependiente de humanos y no-humanos que viven en la 
selva, impactada hoy en día por las actividades extractivistas. 

En el caso del pueblo Waorani, hemos visto cómo durante el 
contacto establecido por los misioneros del ILV en los años 50, este pueblo 
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sufrió un particular proceso de “asimilación” a la nación ecuatoriana. Su 
sedentarización y confinamiento en el Protectorado Waorani, controlado 
por los misioneros de la ILV, facilitó la instalación de empresas petroleras. 
Esto provocó una división interna entre los grupos que querían permanecer 
dentro del Protectorado y los que preferían seguir circulando libremente 
por la selva. Las relaciones paternalistas y de dependencia que la misión 
había forjado, heredadas por las empresas petroleras, aumentaron el 
conflicto en un territorio dividido por “fronteras”, interpuestas por el 
Estado y las empresas petroleras. Al igual que en el caso de los Kichwa, 
la explotación petrolera ha tenido un impacto profundo en las dinámicas 
económicas de los Waorani. La instalación de empresas y la militarización 
del territorio han repercutido en las actividades de caza y de recolección, 
tradicionalmente desarrolladas por este pueblo en un territorio extenso, 
que va más allá del territorio delimitado para la vivienda familiar. El 
control y prohibición de acceso a determinadas zonas de la selva por parte 
de los guardias de las compañías petroleras y del ejército, ha hecho que los 
Waorani se convierten en “extranjeros” en su propio territorio. Además, el 
carácter cíclico de los desplazamientos Waorani para recolectar productos 
para la subsistencia se ve alterado por estas barreras. La deforestación 
y la contaminación del agua y del aire son algunos de los impactos más 
citados por los Waorani, por haber provocado la desaparición de varias 
especies de plantas y animales terrestres y acuáticos. Entre otras de las 
consecuencias de las actividades extractivas, los Waorani han denunciado 
la presencia de nuevas enfermedades; los problemas de alcoholismo; el 
aumento de la violencia dentro de las comunidades y, por ende, de los 
conflictos, tanto a nivel interno de las comunidades como a nivel externo, 
con otros agentes extractivistas que recorren el territorio en busca de 
recursos para comercializarlos. 

Mediante la oferta de regalos y sobornos, la misión religiosa del 
ILV y más tarde, las empresas petroleras, consiguieron negociar con 
algunas comunidades Waorani, las condiciones de instalación y uso 
de los territorios. Sin embargo, algunos de los grupos habitantes de 
los mismos territorios, se opusieron a estas negociaciones, prefiriendo 
permanecer aislados en el bosque. Este es el caso de los Tagaeri y los 
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Taromenane. En este contexto, este libro presentó algunos elementos 
de la situación de estos pueblos, denominados en los marcos oficiales 
estatales como pueblos “en aislamiento voluntario”. Dado que estos 
grupos representan un caso particular, tanto en el derecho internacional 
como en la política nacional, he realizado una revisión de los términos 
utilizados para denominarlos. Esto, con el fin de analizar a su vez, las 
diferentes políticas de reconocimiento y protección de estos pueblos, 
establecidas por los países amazónicos. Este análisis reveló la presencia 
de algunos criterios simplistas y reductores que no tienen en cuenta las 
complejas dinámicas organizativas de estos pueblos, altamente móviles, 
ni la forma cómo estos interactúan con su entorno físico y social para 
ejercer su territorialidad. En el caso de la política ecuatoriana, ésta no 
ha limitado el acceso y la presión sobre el territorio del Yasuní, ni de la 
denominada Zona Intangible Tagaeri-Taromenane, lo que ha incidido 
sobre la intensificación de contactos violentos y la desaparición de varios 
miembros de los pueblos indígenas en aislamiento. 

No obstante, las numerosas amenazas de los proyectos de desarrollo 
extractivistas no han estado exentas de reacciones y cuestionamientos por 
parte de los pueblos y las comunidades afectadas. Frente a un modelo 
que prescinde de las formas de organización y de participación de los 
pueblos y que expropia sus territorios, han surgido algunas propuestas 
que este libro ha intentado analizar. Tal es el caso de la Iniciativa Yasuní- 
ITT, a la que se dedicó el tercer capítulo de este libro. Dirigida a dejar el 
petróleo de los bloques ITT bajo tierra, esta propuesta fue inicialmente 
concebida como una oportunidad para transformar el futuro del Yasuní 
y de los pueblos indígenas que lo habitan. En efecto, la consolidación de 
esta Iniciativa en el 2007, puso de manifiesto algunas de las características 
del proceso que acompañó la “reconstrucción del Estado” durante estos 
años, entre ellas, la intensificación de los debates de la sociedad civil 
con respecto a la crisis ambiental y a sus vínculos con los proyectos de 
desarrollo extractivista. 

Pero, sobre todo, la consolidación de esta Iniciativa, reveló la 
capacidad organizativa y la histórica lucha del movimiento indígena 
por la defensa territorial, a la que se sumó en los años 90 el movimiento 
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ambientalista. El impacto de esta Iniciativa, tanto a nivel nacional como 
internacional, permitió considerar un nuevo momento de la convergencia 
de la lucha de estos movimientos, focalizada desde entonces, en la defensa 
de los territorios, de las identidades plurales y en la construcción del 
Sumak Kawsay o Buen Vivir. 

Este estudio situó la Iniciativa Yasuní-ITT en un marco político 
más amplio relacionado con la inclusión del Sumak Kawsay, de la 
Plurinacionalidad, de los derechos de los pueblos indígenas y los 
derechos de la naturaleza en la Constitución ecuatoriana del 2008. Estas 
transformaciones jurídicas fueron claves para la consolidación de la 
Iniciativa, permitiendo retomar los principales elementos de las propuestas 
de los movimientos indígenas y ambientalistas relacionados con la 
defensa territorial. El debate también fue fundamental para distinguir 
las propuestas de estos movimientos, de los proyectos formulados por el 
Ejecutivo durante esta época. 

De hecho, la política del Buen Vivir del gobierno nacional, no 
modificó sustancialmente los mecanismos anteriores de exclusión y 
expropiación de los pueblos y territorios indígenas. Por el contrario, 
la explotación de nuevos territorios, incluidos los del Yasuní, tras la 
anulación de la Iniciativa-ITT, mostró la continuidad del proyecto estatal, 
centrado en el beneficio económico proveniente de la explotación de 
recursos. El momento de la construcción del Estado Plurinacional, así 
como de la inclusión del Sumak Kawsay, testifican en este sentido, la 
secuencia particular de coincidencia política, resultado de la alianza 
entre el movimiento indígena y el movimiento ecologista apoyado por la 
clase media ecuatoriana. Esta configuración llevó al poder a un gobierno 
capaz de emprender una reforma radical del Estado y de hacer pública la 
Iniciativa Yasuní-ITT para dejar el petróleo bajo tierra y proteger a los 
pueblos indígenas y la biodiversidad de la región Amazónica. Sin embargo, 
sus posteriores decisiones muestran en qué medida este gobierno fue 
capaz de darle la espalda al modelo extractivista de desarrollo. Esto tanto 
porque la comunidad internacional no mostró la solidaridad necesaria 
con la economía nacional a través del apoyo a la Iniciativa-ITT, como 
porque las riquezas del subsuelo siguieron siendo codiciadas por empresas 
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norteamericanas, chinas, europeas y brasileñas. Bajo la presión de la 
industria extractiva, el gobierno disminuyó el perímetro de protección 
del parque Yasuní, antes de autorizar la explotación petrolera. En esta 
configuración, los pueblos indígenas en los que se centra este trabajo 
se vieron forzados a “entrar” nuevamente en un modelo de desarrollo 
impuesto, más que consensuado o compartido.

El tercer capítulo introduce los mecanismos utilizados por el Estado 
en este inicio de siglo, para intentar convencer a las comunidades del 
Yasuní, de aceptar las oportunidades ofrecidas por esta “nueva era” del 
petróleo. La construcción de las infraestructuras “del milenio” son un 
ejemplo de estos mecanismos, atribuidos en forma de compensaciones 
y presentados como beneficiosos para las comunidades, en el marco 
del proyecto de desarrollo del “Buen Vivir” propuesto por el Estado. 
Nuevamente, se impone un modo de vida y una concepción del desarrollo, 
ajeno a las comunidades. Como consecuencia, los pueblos Kichwa y 
Waorani rechazan estas infraestructuras que los confinan, que ignoran 
sus reales necesidades y que van en contramano de sus proyectos de 
construcción de autonomía. El Estado asume una retórica progresista 
y de compromiso con las luchas de los pueblos indígenas, pero en la 
práctica reproduce las prácticas paternalistas imponiendo su perspectiva 
de desarrollo y ofreciéndo subsidios que están lejos de adaptarse a las 
necesidades de las comunidades. 

El análisis del proceso de consulta previa, libre e informada, que 
tuvo lugar en 2013 en la comunidad de Llanchama, al interior del Yasuní, 
también permitió revelar, la continuidad de un modelo de desarrollo, 
que históricamente ha negado los derechos de los pueblos indígenas. Las 
reuniones informativas realizadas por los Ministerios de Justicia y Medio 
Ambiente no correspondieron, en absoluto, con el proceso de Consulta 
previa inscrito en la normativa internacional y nacional. El proceso del 
Estado no respetó el carácter libre, previo e informado de la consulta, 
ni la obligación de respetar el consentimiento de las comunidades 
antes de poner en marcha cualquier proyecto extractivista. Mediante 
la distribución de regalos y prebendas a los dirigentes comunitarios, el 
Estado trató de eludir la ley, promoviendo el establecimiento de relaciones 
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clientelistas para obtener la firma de un acuerdo de explotación. De 
esta forma, la práctica estatal se asemejó a la práctica clientelista de las 
empresas, alimentando conflictos en el seno de los territorios, y muchas 
veces inclusive, dentro de las propias comunidades. 

El estudio de las interacciones de los Kichwa y Waorani con las 
empresas petroleras y los agentes estatales, puso de manifiesto la visión 
común que estos pueblos comparten con respecto a la actividad extractiva: 
las comunidades ya no quieren ser vistas como “objetos” o víctimas del 
desarrollo; hoy, estos pueblos buscan negociar con las empresas petroleras 
y determinar los términos y las condiciones de uso de sus territorios. Las 
negociaciones con las empresas petroleras y el Estado hacen parte de la 
resistencia a la injerencia histórica y arbitraria de actores extractivistas. 
Las solicitudes de compensaciones e indemnizaciones van en el sentido 
de reclamar justicia por los daños provocados en sus territorios. Estos de 
ninguna forma significan la aceptación sin restricciones, de la explotación 
petrolera. Las compensaciones e indemnizaciones tienen en este marco, 
un valor simbólico e instrumental. Las comunidades amazónicas luchan 
por defender un territorio ancestral y atribuyen a sus luchas un objetivo 
mayor, el de preservar la vida. Con ello, su lucha entra en consonancia con 
las demandas del movimiento indígena regional, cada vez más presente 
en espacios internacionales de negociación y decisión. 

Finalmente, el análisis realizado en el cuarto capítulo permitió 
observar la manera cómo los Kichwa y Waorani del Yasuní han redefinido 
sus formas de organización en el contexto jurídico, social y ambiental 
ecuatoriano de inicios de siglo. Combinando elementos tradicionales 
con elementos modernos para organizarse colectivamente, estos pueblos 
han conseguido mantener el control sobre los territorios y fortalecer 
sus organizaciones. Contrariamente a lo que suelen evocar los medios 
de comunicación o la sociedad dominante, las luchas de estos pueblos 
permiten observar procesos constantes de reconstitución de la memoria 
que atestiguan la persistencia de esta resistencia. Esta memoria va 
acompañada de la renovación de sus reivindicaciones, que ahora 
incorporan ciertos elementos de la ley, haciendo uso de la misma de 
una forma contra-hegemónica. 
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Retomar algunos componentes de la lucha de los pueblos Kichwa 
y Waorani del Yasuní me permitió volver a un punto fundamental, 
mencionado en la introducción de este libro, a saber, las diferencias 
relevantes, entre dos visiones del mundo, de los territorios, de la 
“naturaleza” y del “Buen vivir”. En este sentido, el último capítulo presenta 
algunos elementos relativos a las formas de ver, de sentir y pensar los 
territorios, de los pueblos Kichwa y Waorani del Yasuní. Es importante 
destacar aquí, los límites de este estudio, al permitirme señalar solamente 
algunos de los elementos destacados por los Kichwa y los Waorani en 
sus discursos, para resaltar, en particular, la importancia que tienen 
la tierra y el territorio para los mismos. De hecho, la multiplicidad de 
conocimientos y la diversidad de prácticas de estos pueblos van más allá 
de las posibilidades de un breve análisis, revelando la riqueza, la agencia 
y la potencia de su proyecto de construcción de futuro. 

La importancia atribuida a las entidades “invisibles” de la selva; 
a los distintos tipos de suelo; a los diferentes ciclos del bosque; al 
trabajo generacional y colectivo; a la autonomía personal; al reparto 
y a la reciprocidad; fueron algunos elementos citados en este capítulo, 
que permitieron distinguir la forma cómo cada uno de estos pueblos 
piensa e interactúa con los territorios, y vincula estos pensamientos a 
la construcción de demandas políticas y proyectos de futuro. El Sumak 
Kawsay (en Kichwa) y el Waponi (en Waorani) retoman estas propuestas 
y presentan alternativas claras a lo que los Kichwa y los Waorani perciben 
como un modelo destructor, que fragmenta la vida.

El análisis propuesto en este sentido, me permitió recalcar que, 
lejos de ser una simple apropiación estratégica de los discursos del 
ecologismo occidental, los pueblos indígenas tienen múltiples fuentes 
de motivación para entrar en resistencia contra el extractivismo. Aunque 
no se puede negar el impacto de la retórica ambientalista en los discursos 
Kichwa y Waorani, tampoco no se puede ignorar la importancia de la 
experiencia, de la memoria histórica y de los senti-pensares que forman 
parte de la ontología política y relacional de los pueblos indígenas. Esto es 
especialmente cierto cuando se trata de proponer alternativas de mayor 
alcance, como es el caso del Sumak Kawsay o el Buen Vivir. No tomar en 
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cuenta estas formas de pensar, de sentir y de vivir es una forma de dar 
continuidad a un proceso “ventrílocuo” (Guerrero, 1996) a través del cual 
las voces indígenas son utilizadas y tergiversadas para transmitir una 
imagen de “apertura a la diversidad”. La identificación con el pensamiento 
y las prácticas de los pueblos indígenas en el marco de la política estatal, 
hasta ahora ha mostrado tener doble filo, permitiendo que los gobiernos 
se eximan de su responsabilidad sobre los territorios y con respecto a los 
derechos inscritos en la Constitución. 
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de Nicaragua (1987- 2007). Guatemala. F&G. 

GALARZA, Jaime (1972). El Festín del Petróleo. Quito. Ediciones 
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de Doutoramento em Pós-Colonialismos e Cidadania Global. Coimbra. 
Universidade de Coimbra. 

MACAS, Luis (2010). “Sumak Kawsay: la vida en plenitud”. En ALAI, 
N°452. Febrero:14-16. 

MACDONALD, Theodore (1997). De cazadores a ganaderos. Cambios 
en la cultura y economía de los kichwas. Quito. Colección ETHNOS. 
Ediciones Abya Yala. 
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NARVÁEZ, Iván (2008). Huaorani, mundos paralelos, mundos 
superpuestos. En Fontaine, G.; Puyana, A. et al.. (2008). La guerra del 
fuego, políticas petroleras y crisis energética en América latina. Quito. 
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Culturelles Latinoaméricains. Quito. Universidad Simón Bolivar. 

ORTIZ, Pablo (2016). Ecuador. En El Mundo Indígena. IWGIA. Disponible 
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indígenas en aislamiento y contacto inicial de la región Amazónica, 
el Gran Chaco y la región oriental de Paraguay. Ginebra. Disponible 
sur http://acnudh.org/wp- content/uploads/2012/03/Final-version-
Guidelines-on-isolated-indigenous-peoples- february-2012.pdf. Consulté 
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de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen. Disponible sur https://www.
acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2006/4356.pdf. Consultado el 
11/04/2024.

CONAIE (2013) La Conaie ante los fatales acontecimientos dentro del 
territorio de la nacionalidad Waorani. Disponible sur: https://conaie.
org/2013/04/04/la-conaie- ante-los-fatales-acontecimientos-dentro-del-
territorio-de-la-nacionalidad-waorani- 2013/. Consultado el 11/04/2024. 



Sofia Cevallos Vivar

232

CONFENAIE (2013). La CONFENAIE ante el anuncio de explotación 
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